
LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se recibió del diputado Juan Manuel Parás González, del
grupo parlamentario del PRI, iniciativa que reforma los ar-
tículos 30 y 60 de la Ley General de Educación. 

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Iniciativa que reforma los artículos 30 y 60 de la
Ley General de Educación, a cargo del diputado Juan Ma-
nuel Parás González, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal de la LX Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en la fracción II, del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 55, fracción II, 56,
62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, propongo
a la consideración de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto mediante el cual se reforman di-
versos ordenamientos de la Ley General de Educación, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

El número de usuarios de Internet en México ha experi-
mentado un crecimiento sostenido: de 7 millones 400 mil
en el año 2000 pasó a 10 millones en el año 2002, y a fines
del 2003 el número fue de más de 12 millones de usuarios;
para fines 2007 se estima que serán alrededor de 18 millo-
nes. Más del 15 por ciento de la población del país es usua-
ria de Internet.

Según un estudio de la Asociación Nacional de Universi-
dades e Instituciones de Educación Superior, el 38,7 por
ciento de las instituciones de educación superior mexica-
nas presentan ofertas de educación en línea en sus progra-
mas académicos, mientras que el 53.3 por ciento prevé in-
corporar esta modalidad en el corto plazo.

Por lo que hace a los sistemas de educación en línea en las
empresas de bienes y servicios, se prevé que en México los

recursos aportados por Internet puedan disminuir los cos-
tos en el rubro de la capacitación hasta en un 70 por cien-
to. Se estima que nuestro mercado para la educación en lí-
nea es del orden de los 500 millones de dólares, que
representa el 50 por ciento del total del sector en Améri-
ca Latina. El ramo más demandante de este tipo de servi-
cios seguirá siendo el de las empresas de producción y de
servicios.

Lo cierto es que cada día observamos el rápido crecimien-
to de los programas de educación a distancia o por vía de
Internet. Sin embargo, si el problema de la multiplicidad de
cursos, licenciaturas y posgrados sin reconocimiento ni va-
lidez, ofertados por un amplio número de escuelas surgidas
sin la debida formalización, ya son un grave problema,
configurando muchas veces un verdadero engaño a los es-
tudiantes, con carreras que no tienen ni validez ni mercado
de trabajo, es evidente que faltan mecanismos que regulen,
de igual modo, la educación virtual.

El país enfrenta la multiplicación de numerosas organiza-
ciones educativas con planes de estudios sin rigor ni reco-
nocimiento oficial, que al carecer de la calidad necesaria,
se convierten en un fraude educativo.

En particular, el impulso a este tipo de estudios ha venido
de la mano de empresas extranjeras, que aprovechan que
en México y en muchos otros países faltan mecanismos
que regulen la educación virtual. Uno de los aspectos prin-
cipales es que no existe un marco legal que defina si las
ofertas educativas que aparecen en Internet tienen o no la
calidad para ofrecer estudios superiores de calidad. Por
ello, es necesario que el gobierno mexicano alcance acuer-
dos con otros países para crear un marco jurídico interna-
cional que impida la oferta de este tipo de titulaciones abu-
sivas, además de dar pasos en las leyes para proteger la
calidad del sistema de educación a distancia, y los intere-
ses de nuestras familias y estudiantes.

En la actualidad existe más demanda que oferta de instan-
cias educativas virtuales. Como ejemplo de ello, en los
concursos de la UNAM, se presentan más de 130 mil jóve-
nes aspirantes a cubrir 15 mil plazas disponibles para estu-
diar por Internet. Por desgracia, al no encontrar opciones
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para estudiar en las universidades, muchas personas termi-
nan recurriendo a organizaciones sin reconocimiento ofi-
cial.

El problema en sí no emana de Internet ni del e-learning.
El punto no es que no se use esta tecnología. Al contrario,
es sano e inevitable que se utilice cada vez más, pero tam-
bién debe regularse con el rigor que se requiere para un
asunto tan sensible como es formar a un profesionista u
otorgar un grado de maestría o superior.

Los modelos de educación a distancia en México se pueden
concentrar en tres grandes bloques:

1. Los basados en educación por correspondencia: cur-
sos por correspondencia que comprenden materiales di-
dácticos (programas, lecciones, cuadernillos coleccio-
nables y guías didácticas; cuestionarios de evaluación
autoaplicables; estudio autodirigido, resolución y remi-
sión de cuestionarios de evaluación, asesorías presen-
ciales, y cursos orales intensivos.

2. La teleprimaria, telesecundaria y la educación de
adultos: que se basa en integrar actividades de un tele-
maestro, quién expone la clase, la mayoría de las veces
en vivo, que a su vez se recibe en las teleaulas en donde
el maestro-coordinador supervisa las actividades de
aprendizaje del alumno sugeridas por el telemaestro.
Asimismo, se les proporciona a los alumnos materiales
impresos y a últimas fechas algunos apoyos en Internet.
Este modelo, pese a sus innumerables críticas durante
40 años, ha sido reconocido por la UNESCO.

3. Los sistemas de educación universitaria y formación
profesional a distancia: con las potencialidades que
ofrecen las tecnologías de información y comunicación,
(TIC), telecomunicaciones vía satélite y en los noventas
con el uso de las redes telemáticas Internet e Internet 2,
los sistemas de educación universitaria y formación pro-
fesional a distancia se diversifican tanto por universida-
des del país como del extranjero.

Según el “Diagnóstico de Educación Superior a Distancia
en México 1999-2000” (ANUIES, 2000) encontramos que
un poco más de la mitad de las instituciones que ofrecen
programas de educación a distancia no cuenta con un pro-
grama permanente de formación, capacitación y certifica-
ción de recursos humanos propios de la educación a dis-
tancia.

Asimismo, se han podido detectar los siguientes problemas
adicionales:

1. Que en ocasiones una misma persona se encarga de
todos los roles que se juegan en la profesión de la edu-
cación a distancia.

2. Que muy pocos encargados de la misma en sus insti-
tuciones cuentan con una certificación de sus compe-
tencias.

3. Que falta profesionalismo en la educación a distancia
en México.

La educación a distancia, en particular la que se ofrece vía
Internet y utiliza nuevas tecnologías, debe cumplir, por lo
menos, con dos requisitos:

El primero corresponde al reconocimiento de validez ofi-
cial (RVO) del programa y de la institución que lo ofrece
por parte de la autoridad gubernamental. Es decir, el dere-
cho de existir y de prestar servicios educativos, otorgar di-
plomas y que éstos sean reconocidos en el país. Ésta regla-
mentación adopta diferentes formas y está sobre todo
referida a las instituciones privadas, pues las públicas en su
generalidad son autónomas.

El segundo, se refiere a la acreditación posterior de los pro-
gramas para conferirles una etiqueta de calidad y que éstos
–y las competencias que sancionan– sean certificados y re-
conocidos ampliamente por los sectores productivos y aca-
démicos de la sociedad.

En este rubro incluiríamos también el reconocimiento in-
ternacional de los diplomas y competencias adquiridas a
través de y en programas de instituciones extranjeras in si-
tu, transfronterizas (programas a distancia y programas vir-
tuales), estudios en el extranjero o similares. Y los diplo-
mas obtenidos mediante la experiencia profesional a través
de instituciones virtuales.

Por lo anterior, esta iniciativa propone reformar los artícu-
los 30 y 60, como una primera etapa en el proceso de lega-
lización, reconocimiento y aseguramiento de la calidad de
la educación que se imparte mediante sistemas virtuales,
utilizando las nuevas tecnologías de la información.

La primera propuesta es incorporar claramente el término
de educación virtual como parte de los programas y certi-
ficaciones que estarían obligados a registrar las institucio-



nes que los impartan, tanto nacionales como extranjeras,
cuya validez en territorio nacional dependería de éste re-
quisito.

La segunda propuesta consiste en la creación de la obliga-
ción del Estado, por conducto de la Secretaría de Educa-
ción Pública, de evaluar el contenido de los programas im-
partidos por el mecanismo virtual, para asegurar los
requisitos mínimos de rigor académico, en relación con las
necesidades específicas de la economía, el desarrollo social
y, en general la perspectiva del desarrollo del país, asegu-
rando coherencia entre la oferta, la demanda y la legitima
aspiración de los estudiantes de estos cursos de que les
otorguen un medio de superación cultural, social y econó-
mica.

Por lo tanto, este proyecto pretende actualizar nuestra ley
para que, en un contexto de transformación cualitativa de
las modalidades y contenidos de la educación, subsistan
sus principios básicos, a saber los de la formación cívica,
el apego al proyecto de nación, la equidad, la legalidad y
que continué siendo el mecanismo por excelencia de per-
meabilidad y desarrollo social.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de la
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona los artículos 30 y 60 de
la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforman y adicionan los artículos 30
y 60 de la Ley General de Educación, para quedar como si-
gue:

Artículo 30. Las instituciones educativas establecidas por
el Estado, por sus organismos descentralizados y por los
particulares con autorización o con reconocimiento de va-
lidez oficial de estudios, otorgarán a las autoridades educa-
tivas todas las facilidades y colaboración para la evalua-
ción a que esta sección se refiere.

Para ello, proporcionarán oportunamente toda la informa-
ción que se les requiera; tomarán las medidas que permitan
la colaboración efectiva de alumnos, maestros, directivos y
demás participantes en los procesos educativos; facilitarán
que las autoridades educativas, incluida la secretaría, reali-
cen exámenes para fines estadísticos y de diagnóstico, y re-
caben directamente en las escuelas la información necesa-
ria.

Las instituciones privadas que presten servicios de edu-
cación en todos sus niveles, cursos de actualización, se-
minarios, diplomados, licenciaturas, postgrados, me-
diante el sistema virtual y cuyos certificados o
documentos equivalentes tengan validez curricular en
el país, deberán solicitar el registro de sus planes y pro-
gramas de estudio, independientemente de la ubicación
fiscal de la institución.

El registro de dichos estudios deberá contener la deno-
minación, las horas a cursar, los objetivos, materias,
métodos de impartición, asesoría a los estudiantes, per-
fil y procedencia del personal docente, mecanismos de
evaluación, ubicación del dominio Web, plataforma tec-
nológica empleada y metodología de interacción con los
participantes, adjuntando documentación comprobato-
ria que acredite la operación legal y capacidad técnica
de la empresa.

Artículo 60. Los estudios realizados dentro del sistema
educativo nacional tendrán validez en toda la República.
Para este efecto, tendrán reconocimiento y serán suje-
tos de evaluación, como parte del sistema educativo na-
cional los programas de estudio impartidos de manera
virtual, tanto al amparo de la presente ley como de los
tratados o convenios ratificados por el Estado mexica-
no.

La secretaría diseñará procesos específicos, en los tér-
minos de esta ley, para los estudios presenciales como
para los de naturaleza virtual, además de establecer sis-
temas de evaluación de la calidad de ambos medios edu-
cativos, que deberá publicar en el Diario Oficial de la
Federación y que aplicará cuando menos una vez al
año, difundiendo sus resultados. Tales resultados debe-
rán ser remitidos anualmente a la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión.

Las instituciones del sistema educativo nacional expedirán
certificados y otorgarán constancias, diplomas, títulos o
grados académicos a las personas que hayan concluido es-
tudios de conformidad con los requisitos establecidos en
los planes y programas de estudio correspondientes. Di-
chos certificados, constancias, diplomas, títulos y grados
tendrán validez en toda la República.

La secretaría promoverá que los estudios con validez ofi-
cial en la República sean reconocidos en el extranjero.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a 19 de abril de 2007.— Diputado Juan Manuel
Parás González (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos.

VERIFICACION DE QUORUM

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal: Si
nos permite, diputado, pido a la Secretaría que cierre el re-
gistro electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de
la revisión de quórum.

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: Ciérrese el sistema electrónico. Se informa a la
Presidencia que hasta el momento hay una asistencia de
372 diputadas y diputados. Hay quórum, diputada Presi-
denta.

LEY FEDERAL DE DERECHOS

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra al diputado José Jacques y
Medina, del grupo parlamentario del PRD, para presentar
una iniciativa que reforma el artículo 20 de la Ley Federal
de Derechos. 

El diputado José Jacques y Medina: Con su venia, seño-
ra Presidenta. Compañeras, compañeros diputados, la ini-
ciativa que hoy presentamos, por encima de cualquier dife-
rencia política, ideológica, religiosa o de cualquier tipo, es
una iniciativa con hondas y profundas raíces humanitarias
y de beneficio social.

Para todo ser humano la salud es el bien más apreciado, ya
que sin ella, nuestra calidad de vida se ve seriamente afec-
tada, pero también la afectación de la salud en los mexica-
nos tiene impacto y repercusión en la economía y en la ac-
tividad laboral de nuestro país.

Para nadie es un secreto que muchos mexicanos no pueden
acceder a distintos tratamientos médicos especializados
por razones de marginación económica. No obstante que se
ha instituido el seguro popular en nuestro país, éste se res-
tringe a ciertos padecimientos, pero se excluyen a otros que
son especializados y altamente costosos.

Podemos hablar de los tratamientos contra el cáncer, sobre
todo en niños; el sida, las quemaduras y los trasplantes que
posteriormente se requieren; las cataratas, las carnosidades
en los ojos, los padecimientos renales, la esclerosis múlti-
ple, sordera, los labios leporinos y el hundimiento del pa-
ladar, etcétera.

En nuestro país, cuando menos existen 60 instituciones de
asistencia privada, mejor conocidas por sus siglas como
IAP, que ofrecen atención médica especializada. No siem-
pre totalmente gratuita, pero que han servido para cumplir
diversas deficiencias que las instituciones públicas no pue-
den atender por diversas razones. Algunas de ellas, inclu-
so, han podido enviar a diversos enfermos para ser tratados
en el extranjero ya que tienen celebrados convenios de co-
laboración con organismos, instituciones de otros países.

Existe también otras instituciones o IAP, cuando menos 70,
que atienden a personas con problemas de discapacidad,
rehabilitación y adicciones. Éstas, también como las ante-
riores, prestan sus servicios de manera casi gratuita y han
llegado a enviar a sus pacientes al extranjero.

Se trata, sin duda, de organismos mexicanos con una visión
altruista, loable y humanitaria, que está dirigida sobre todo,
a personas de poca capacidad económica que no tienen los
recursos necesarios para pagar los tratamientos especiali-
zados, normalmente caros, en instituciones privadas del
país y menos aún, en el extranjero.

Una de las instituciones de asistencia privada más cono-
cida, lo es sin duda, la Fundación Michou y Mau, que es
una organización no lucrativa, cuyo objetivo es la asis-
tencia y prevención de niños mexicanos con quemaduras
severas.

Los resultados de esta fundación son sorprendentes: 4 mil
987 niños con secuelas, algunos en tratamiento; 686 niños
trasladados por emergencia médica, pero también algunos
casos gravísimos. Esta institución envía a los Estados Uni-
dos a algunos pacientes; ya tienen acuerdos internacionales
con organización y hospitales. 



Por otra parte, existen diversas instituciones, organismos,
fundaciones, incluso, gobiernos extranjeros que otorgan
tratamientos médicos especializados.

La iniciativa que hoy he presentado está destinada a todas
aquellas personas de escasos recursos que no tienen capa-
cidad para pagar costosos tratamientos médicos especiali-
zados en los grandes centros hospitalarios, privados, en el
extranjero, y que tienen que recurrir a la asistencia médica,
que de manera altruista y gratuita, otorgan instituciones,
organismos, fundaciones o gobiernos extranjeros. Se trata
pues, de favorecer a personas, al proponer que sean excep-
tuados de pago de los derechos que se generan al solicitar
un pasaporte mexicano, por una licencia de un año, para ser
atendidos médicamente en el extranjero.

Las cifras son simples, 100 mil personas recurrieron a la
excepción planteada. En un año el erario federal dejaría de
percibir sólo 365 mil pesos. Si fueran 10 mil personas, la
merma anual sería de 3 millones 850 mil. Pero más allá de
las cifras que pudieran mermar el presupuesto de ingresos,
esta realidad contundente de que este universo de personas,
sean mil o 10 mil, podrían acceder a una calidad de vida
mejor y esto por encima de cualquier otra consideración,
resulta invaluable.

Por todo lo anterior, se propone iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona un tercer párrafo al artículo 20 de la
Ley Federal de Derechos, para quedar como sigue:

Dice el artículo 20 en su párrafo cuarto, donde se propone:
... que para los efectos de este artículo, las personas que
comprueben que necesitan viajar al extranjero para some-
terse a tratamiento médico patrocinado por alguna institu-
ción, organismo, fundación o país, quedarán exentas del
pago de la cuota establecida en la fracción II, a que se re-
fiere el mismo.

Los artículos transitorios son:

Primero. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan al presente decreto.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Solicito a esta Presidencia que se inserte íntegro el texto de
la iniciativa en el Diario de los Debates. Por su atención,
muchísimas gracias, compañeros.

«Iniciativa que reforma el artículo 20 de la Ley Federal de
Derechos, a cargo del diputado José Jacques y Medina, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, José Jacques Medina, diputado de la LX Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, conforme a lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, 72 y 73, fracciones VII y XXX, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, frac-
ción II, 56, 62 y 64 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y demás disposiciones legales aplicables, soli-
cita que se turne a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para su análisis, dictamen y posterior debate, si lo
hubiera, para su aprobación ante el Pleno de la honorable
Cámara de Diputados, la presente iniciativa con proyecto
de decreto, que adiciona un cuarto párrafo al artículo 20 la
Ley Federal de Derechos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El tercer párrafo del artículo 4o. constitucional señala que
toda persona tiene derecho a la protección a la salud; sin
embargo, a pesar de los esfuerzos que las autoridades han
hecho y siguen haciendo es claro que todavía gran parte de
la población, sobre todo la más desprotegida, sigue su-
friendo de graves deterioros de su salud, como es el caso de
las enfermedades de la vista, como cataratas, desprendi-
miento de retina, carnosidad, estrabismo y glaucoma.

Que las enfermedades visuales afectan a todas las perso-
nas, sin distingo de edad ni posición social o económica.
Desafortunadamente, las personas con escasos recursos
económicos son las que por su misma situación tienen que
asumir que no pueden hacer nada y que tienen que vivir
con la enfermedad, en muchos casos con características de
discapacidad.

Hay fundaciones, asociaciones e incluso países que de ma-
nera altruista ofrecen en el extranjero atención médica gra-
tuita para tratar las dolencias que en nuestro país, por mu-
chas situaciones, no se pueden atender.

Que actualmente la fracción II del artículo 20 de la Ley Fe-
deral de Derechos señala:

Artículo 20. Por la expedición de cada pasaporte o docu-
mento de identidad y viaje se pagarán derechos conforme a
las siguientes cuotas:
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II. Pasaportes ordinarios y documentos de identidad y via-
je con validez hasta por un año, no comprendidos en la
fracción anterior $385.00

Sin embargo, vale la pena señalar que para la gran mayoría
de mexicanos de escasos recursos que no cuentan más que
con lo necesario para sobrevivir resulta casi imposible pa-
gar los derechos señalados en la fracción II del artículo 20
de la Ley Federal de Derechos, por lo que considero que
para dar facilidades a todas las personas que requieran via-
jar al extranjero para atenderse de alguna enfermedad y que
sean patrocinados por alguna asociación, fundación, orga-
nismo o país queden exentos del pago de derechos a que
hace mención la fracción II del artículo 20 de la Ley Fede-
ral de Derechos.

Con base en las anteriores consideraciones y con funda-
mento en lo establecido en los artículos 71, fracción II, 72
y 73, fracciones VII y XXX, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y
64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y demás dispo-
siciones legales aplicables, someto a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto, en
los siguientes términos:

Artículo Único. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo
20 de la Ley Federal de Derechos, para quedar como sigue: 

Artículo 20. Por la expedición de cada pasaporte o docu-
mento de identidad y viaje se pagarán derechos conforme a
las siguientes cuotas:

I. (Se deroga) 

II. Pasaportes ordinarios y documentos de identidad y
viaje con validez hasta por un año, no comprendidos en
la fracción anterior $385.00

III. Pasaportes ordinarios y documentos de identidad y
viaje con validez hasta por cinco años $1010.00

IV. Pasaportes ordinarios con validez hasta por diez
años $1,630.00

V. Pasaportes oficiales con validez hasta por un año
$305.00

VI. Pasaportes oficiales con validez hasta por dos años
$305.00

VII. Por el refrendo de pasaportes oficiales $185.00

Los derechos que se obtengan por concepto de las fraccio-
nes anteriores se destinarán a la integración del fondo a que
se refiere la fracción XI del artículo 2o. de la Ley del Ser-
vicio Exterior Mexicano, con excepción de los servicios
que sean prestados en el territorio nacional.

Para los efectos de este artículo, las personas mayores de
sesenta años, así como los que padezcan cualquier tipo
de discapacidad comprobada, pagarán 50% de las cuotas
establecidas en las fracciones I a IV a que se refiere el
mismo.

Tratándose de la expedición de pasaportes ordinarios con
validez hasta por cinco años para trabajadores agrícolas
que, con base en memorandums de entendimiento firmados
por el Gobierno Mexicano con otros países, presten servi-
cios en el exterior, se pagará el 50% de las cuotas estable-
cidas en las fracciones II y III de este artículo, según co-
rresponda

Para los efectos de este artículo, las personas que com-
prueben que necesitan viajar al extranjero para some-
terse a tratamiento médico patrocinado por alguna ins-
titución, organismo, fundación o país quedarán exentas
del pago de la cuota establecida en la fracción II a que
se refiere el mismo.

Artículos Transitorios

Primero. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan al presente decreto. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente al su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2007.— Diputado
José Jacques Medina (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público. 



LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Van a presentar el diputado Obdulio Ávila Mayo y el dipu-
tado Miguel Ángel Jiménez Godínez, los dos simultánea-
mente, o uno tras de otro, aprovechando el mismo tiempo
destinado para una iniciativa, que reforma el artículo 39 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

El diputado Obdulio Ávila Mayo: Gracias, con la venia
de la Presidencia; a la cual solicito la inserción íntegra de
la presente iniciativa, en virtud de que se ha publicado en
la Gaceta Parlamentaria.

La iniciativa que el día de hoy nos ocupa, junto con el di-
putado Miguel Ángel Jiménez Godínez, es de reforma al
artículo 39, fracción IX, de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos. Lo que pre-
tendemos es la ampliación de la competencia y no sólo de
la denominación de la Comisión de Desarrollo Metropo-
litano.

Fue en la LIX Legislatura de esta honorable Cámara cuan-
do se determina que el fenómeno metropolitano debería de
tener una atención en una comisión ordinaria y de dicta-
men; sin embargo, al hacer este reconocimiento que va a la
par al hecho de que México es eminentemente urbano a
partir de la década de los setenta, y totalmente metropoli-
tano a partir de esta década, dado que 51 por ciento de los
habitantes de este país habitan en alguna de las 55 metró-
polis mexicanas, dentro de las cuales tenemos nosotros la
segunda megalópolis, de las 23 que existen en el mundo, la
de la Ciudad de México. Además, contamos con dos me-
trópolis que se integran a la lista de las 100 más grandes del
mundo; me refiero a Guadalajara y a Monterrey, en los nú-
meros 67 y 79, respectivamente.

Esta Comisión de Desarrollo Metropolitano que estudia es-
tas megaurbes, que están asentadas en 7 por ciento del te-
rritorio nacional y generan 70 por ciento del producto in-
terno bruto, requieren una nueva normativa; sin embargo,
afrontar el tema metropolitano, cortando de raíz el fenóme-
no urbano, hace totalmente difícil y compleja la tarea de dic-
taminación, porque separar el tema urbano del tema metro-
politano deja trunco el análisis profundo sobre la materia.

Por ello proponemos, en la reforma a la fracción IX del ar-
tículo 39, la existencia de la Comisión de Desarrollo Urba-

no Metropolitano y del Ordenamiento Territorial. Actual-
mente este tema es competencia de la Comisión de Desa-
rrollo Social, la cual ha hecho importantes esfuerzos sobre
la materia.

Sin embargo, a la par de lo que ocurre en la administración
pública federal, en donde la lucha contra la pobreza ha de-
jado de lado el análisis del fenómeno urbano, igual podría
suceder —o sucede— ante la insuficiencia en el tema de
desarrollo social.

Por ello, me pronuncio por esta iniciativa, para que analice
la comisión de dictamen correspondiente, a efecto de que
en una sola instancia legislativa y se vean estos tres temas
que tienen correspondencia con una de las subsecretarías
de la administración pública federal y éste es el sentido de
la propuesta normativa al pleno de la honorable Cámara de
Diputados. Es cuanto.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra, para continuar, el diputado Miguel Ángel
Jiménez Godínez, de Nueva Alianza.

El diputado Miguel Ángel Jiménez Godinez: Con su ve-
nia, Presidenta. Esta iniciativa es especialmente relevante
para todos aquellos diputados que provienen de distritos de
mayoría con características metropolitanas, urbanas en to-
do el país, a quienes les solicitamos apoyo para avanzar en
una norma metropolitana y urbana del país.

El día de hoy hay 103 millones de mexicanos, de los cua-
les siete de cada 10 habitan en zonas urbanas y 4 de cada
10 en zonas metropolitanas. Esto nos lleva a pensar que ló-
gicamente esta población necesitará satisfacer sus necesi-
dades respecto a la infraestructura, equipamiento, seguri-
dad, desarrollo urbano, ordenamiento territorial, agua y
sobre todo, en materia de políticas públicas.

Por ello es de importancia el estudio y regulación del cre-
cimiento y evolución de cada una de las áreas urbanas ubi-
cadas en todo el territorio mexicano, pues en estas áreas es
en donde se lleva a cabo la mayor parte de la dinámica so-
cial, económica y política del país. Es por esto que la le-
gislación referente a la materia incide de manera directa en
la eficiencia en los servicios y la solución de la problemá-
tica urbana y, por tanto, en la calidad de vida de sus habi-
tantes.

Debido a esto el Poder Legislativo federal, a través de la
honorable Cámara de Diputados, debe proponer leyes que
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tomen en cuenta la dinámica particular de cada una de las
áreas urbanas del país, a fin de maximizar su capacidad pa-
ra desarrollarse de manera sustentable y eficiente, en ar-
monía con la naturaleza y en la búsqueda constante del
bienestar de los habitantes.

Para lograrlo es necesario contar dentro de esta Cámara
con una comisión enfocada en este tema y que cuente con
las facultades necesarias para poder analizar las leyes que
pretenden regular el desarrollo urbano, considerando siem-
pre las distintas realidades experimentadas en el país.

En el último siglo la población de México ha crecido de
manera exponencial. Fue a partir de los años 30 que se pre-
sentó un aumento en la población mayor, al experimentado
en décadas anteriores; pero aún más significativo es el he-
cho de que el grueso de la población nacional pasó de ser
rural a eminentemente urbana.

El aumento de la población durante la posrevolución creció
gradualmente, principalmente la población urbana presen-
tando su mayor tasa de crecimiento durante la década de
los setenta.

Una primera cuestión a valorar es que en nuestra Constitu-
ción no se hace mención expresa al desarrollo urbano.

El término “asentamientos humanos” es el concepto mate-
rial que utiliza nuestra Constitución para regular el fenó-
meno urbano; sin embargo, de la redacción constitucional
y su posterior desarrollo legislativo federal y estatal se pro-
duce una falta de delimitación del contenido de la propia
materia.

En este sentido el término de “asentamientos humanos” no
permite distinguir la diferenciación entre el desarrollo me-
tropolitano, urbano y ordenamiento territorial, pues estas
materias tienen un contenido cercano pero no idéntico, lo
que genera imprecisiones.

En consecuencia se propone una estructura de las comisio-
nes más adecuadas a las nuevas realidades y problemáticas
en materia de asentamientos humanos. Se requiere en nues-
tro país además, que esto permita sin duda una mejor defi-
nición para comprender y atender la naturaleza de la pro-
blemática.

Es por esto que proponemos que se extiendan las faculta-
des de la actual Comisión de Desarrollo Metropolitano,
permitiendo que ésta estudie y dictamine iniciativas de ley

que incluyan normas, que influyan sobre los centros de po-
blación urbano y metropolitano, independientemente de si
éstas son zonas metropolitanas o no.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, es por to-
do lo anteriormente expuesto y con fundamento en las dis-
posiciones detalladas en el proemio que sometemos a con-
sideración del pleno de la honorable Cámara de Diputados,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma la fracción IX del artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos a
efecto de modificar el objeto de estudio y la facultad de la
actual Comisión de Desarrollo Metropolitano de la hono-
rable Cámara de Diputados para quedar como Comisión de
Desarrollo Urbano, Metropolitano y de Ordenamiento Te-
rritorial. Es cuanto, señora Presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por los diputados Obdulio Ávila Mayo y Miguel
Ángel Jiménez Godínez, de los grupos parlamentarios del
Partido Acción Nacional, y de Nueva Alianza, respectiva-
mente

Los que suscriben, diputados federales de la LX Legislatu-
ra del honorable Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional y del Grupo Parlamentario del Partido
Nueva Alianza, respectivamente, en ejercicio de la facultad
conferida en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 55, fracción II, y
62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la
consideración del Pleno de esta honorable Cámara de Di-
putados la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma la fracción IX del artículo 39 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a efecto de modificar el objeto de estudio y la fa-
cultad de la actual Comisión de Desarrollo Metropolitano
de la honorable Cámara de Diputados, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El estudio y regulación del crecimiento y evolución de ca-
da una de las áreas urbanas ubicadas en todo el territorio
mexicano, debe tener una importancia central dentro del
desarrollo nacional, pues es en éstas donde se lleva a cabo
la mayor parte de la dinámica social, económica y política



del país. Es por esto que la legislación referente a la mate-
ria incide de manera directa en la eficiencia de sus servi-
cios y, por tanto, en la calidad de vida de sus habitantes.

Debido a esto, el Poder Legislativo federal, a través de la
honorable Cámara de Diputados, debe proponer leyes que
tomen en cuenta la dinámica particular de cada una de las
áreas urbanas del país, con el fin de maximizar su capaci-
dad para desarrollarse de manera sustentable y eficiente, en
armonía con la naturaleza y en una búsqueda constante del
bienestar de sus habitantes.

Para lograrlo, es necesario contar con una comisión dedi-
cada a este tema y que cuente con las facultades necesarias
para poder generar las leyes que regulen desarrollo urbano,
considerando siempre las distintas realidades experimenta-
das en el país.

Contexto histórico

En el último siglo, la población en México ha crecido de
manera exponencial. Fue a partir de los años treinta que se
presentó un aumento en la población mayor al experimen-
tado en décadas anteriores, pero aún más significativo es el
hecho de que el grueso de la población nacional paso de ser
rural a urbana.

Debido al crecimiento económico vivido durante la posre-
volución, se establecieron una gran cantidad de empresas
en las diversas ciudades del país, lo que originó que se cre-
aran una gran cantidad de empleos en la emergente indus-
tria mexicana. Esto, a su vez, planteó la urgente necesidad
de generar las condiciones de vida indispensables para el
establecimiento de los trabajadores cerca de los lugares de
trabajo, por lo que se tuvieron que incrementar las capaci-
dades urbanas de cada uno de los asentamientos de forma
rápida, y en muchas ocasiones, poco planeada, lo que oca-
sionó una fuerte explosión demográfica en ciudades con
servicios mal implantados. Es por esto que la población ur-
bana creció de 1.4 millones a 3.9 millones entre 1900 y
1940.

Posteriormente, en los años 40, el sistema económico ace-
leró los procesos de urbanización, provocando una concen-
tración de habitantes en aquellas áreas que tenían impor-
tantes actividades económicas, especialmente la ciudad de
México.

El aumento de la población, principalmente la urbana, si-
guió avanzando de manera importante durante las siguien-

tes décadas, presentando su mayor tasa de crecimiento du-
rante los años 70.

Hoy día, México es un país predominantemente urbano,
pues de sus 103 millones 263 mil 388 habitantes, aproxi-
madamente el 75 por ciento; es decir, tres cuartas partes,
viven en áreas urbanas.

Cabe mencionar que la tasa de crecimiento actual del país
es de 1.2 por ciento, por lo que la población, tanto rural co-
mo urbana, sigue en aumento constante.

Es por esto que la generación y ejecución de medidas diri-
gidas al correcto desarrollo económico, político y social de
todos los centros de población localizados en el territorio
nacional debe jugar un papel central dentro del desarrollo
de nuestro país, pues afecta directamente en el 75 por cien-
to de la población.

Situación actual

En el presente, las entidades que presentan la mayor con-
centración de habitantes en sus áreas urbanas son, en orden
descendente:

Estado de México, con 14.0 millones de habitantes
(13.6 por ciento del total nacional).

Distrito Federal, con 8.7 millones de habitantes (8.5 por
ciento del total nacional).

Veracruz de Ignacio de la Llave, con 7.1 millones de ha-
bitantes (6.9 por ciento del total nacional).

Jalisco, con 6.8 millones de habitantes (6.5 por ciento
del total nacional).

Puebla, con 5.4 millones de habitantes (5.2 por ciento
del total nacional).

Guanajuato, con 4.9 millones de habitantes (4.7 por
ciento del total nacional).

Chiapas, con 4.3 millones de habitantes (4.2 por ciento
del total nacional).

En conjunto, estas siete entidades concentran prácticamen-
te la mitad de la población del país.
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Operación de las áreas urbanas

Los encargados de ejecutar e implantar las medidas dirigi-
das a organizar y dirigir el buen desarrollo urbano de las
ciudades, son los órganos del poder ejecutivo de los tres
niveles de gobierno. Sin embargo, como bien sabemos, las
leyes que sientan las reglas de la organización y operación
urbana son generadas por el Poder Legislativo, tanto en el
ámbito local como en el federal.

En este sentido, es importante recalcar que actualmente,
dentro de la honorable Cámara de Diputados no existe nin-
guna Comisión encargada de analizar y proponer leyes re-
lacionadas con el desarrollo integral y sustentable de los
centros de población.

Sin embargo, dicha Comisión, como su nombre lo indica,
está dedicada únicamente a estudiar y proponer leyes rela-
cionadas con las zonas metropolitanas del país. Esto impli-
ca que todos los demás centros de población que por sus
características no pueden ser considerados metrópolis no
cuentan con leyes que tomen en cuenta sus particularidades
y por tanto fomenten su correcto desarrollo.

Es por esto que proponemos que se extiendan las faculta-
des de la actual Comisión de Desarrollo Metropolitano,
permitiendo que esta estudie y proponga leyes que inclu-
yan todos los centros de población, independientemente de
si son zonas metropolitanas o no.

Justificación

El derecho positivo entiende por asentamiento humano el
“establecimiento de un conglomerado demográfico, con el
conjunto de sistemas de convivencia, en un área física-
mente localizada, considerando dentro de la misma los ele-
mentos naturales y las obras materiales que la integran”.1
Se advierte claramente que el contenido de esta población
(diseño de ciudades, calificación y clasificación del suelo,
tipo de viviendas) rebasa el desarrollo urbano, y que invo-
lucran aspectos de ordenamiento territorial, zonas de pre-
servación ecológica, vías de comunicación, instalaciones
militares, puertos y aeropuertos, etcétera.

Resulta necesario que la actual Comisión de Desarrollo
Metropolitano cuente con la facultad necesaria para gene-
rar dichas leyes, tomando como insumos la geografía urba-
na y la sociología urbana de cada centro de población.

Esta será la única manera en que podremos impulsar la in-
tegración de nuestras ciudades a la lista de ciudades de cla-
se mundial, incidiendo así, de manera positiva, en la pro-
ductividad de nuestro país y, por tanto, en el crecimiento de
la economía nacional.

Propuesta Concreta

Proponemos que la actual Comisión de Desarrollo Metro-
politano evolucione, transformándose en la Comisión de
Desarrollo Urbano, Metropolitano y de Ordenamiento Te-
rritorial concretamente, la Comisión aumentará sus facul-
tades integrando a su objeto de análisis y campo de traba-
jo, a todos los centros de población del país.

Esto permitirá que la Comisión abordé de manera holística
todos los temas de corte social, económico y político, que
inciden de manera directa e indirecta en el desarrollo urba-
no nacional.

Compañeras diputadas y diputados:

Es por todo lo anteriormente expuesto y con fundamento
en las disposiciones detalladas en el proemio, que somete-
mos a consideración del Pleno de esta honorable Cámara
de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción IX del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, a efecto de modificar el ob-
jeto de estudio y la facultad de la actual Comisión de
Desarrollo Metropolitano de la honorable Cámara de
Diputados

Artículo Único. Se reforma la fracción IX del artículo 39
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 39. …

1. a 2. …

I. a VIII. …

IX. Desarrollo Urbano, Metropolitano y de Ordena-
miento Territorial.

X. a XL. …



Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Fracción II del artículo 2o. de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de
2007.— Diputados: Obdulio Ávila Mayo (rúbrica), Miguel Ángel Ji-
ménez Godínez.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se recibió del diputado Jorge Godoy Cárdenas, del grupo
parlamentario de Convergencia, iniciativa que reforma el
artículo 62 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y
Protección Ambiental. 

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Iniciativa que reforma el artículo 62 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Jorge Godoy Cárdenas, del
Grupo Parlamentario de Convergencia

Jorge Godoy Cardenas, diputado de la LX Legislatura del
H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Convergencia, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, ocurre a solicitar se turne a la Comisión correspon-
diente, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de
la Cámara de Diputados de la Sexagésima Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de
ley:

Antecedentes

México se encuentra catalogado dentro del exclusivo gru-
po de países que concentran la mayor diversidad biológica
en el mundo. Sin embargo, dicho privilegio se encuentra
comprometido, ya que en buena medida hemos utilizado
nuestro patrimonio natural de manera no sustentable, por lo
que su subsistencia se encuentra seriamente amenazada.

La conservación de los recursos naturales en México, es
una de las grandes preocupaciones de todos los sectores,
principalmente por la gran biodiversidad con la que se
cuenta y por su rápido y constante deterioro. Admitiendo
esta grave realidad, dentro de nuestro sistema jurídico he-
mos implementado una serie de mecanismos que tienen co-
mo fin la protección y preservación del ambiente y los re-
cursos naturales que lo conforman.

Precisamente uno de los pilares en la conservación de los
recursos naturales es la protección de hábitats considerados
críticos por la diversidad de especies que albergan o por el
carácter único de fenómenos biológicos o especies que pre-
sentan. Dicha protección se da a través de esquemas lega-
les, como las áreas naturales protegidas.

Las áreas naturales protegidas (ANP) son consideradas el
instrumento de política ambiental con mayor definición ju-
rídica para la conservación de la biodiversidad. Éstas son
definidas, por la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas (CONANP), como “porciones terrestres o acuá-
ticas del territorio nacional representativas de los diversos
ecosistemas, en donde el ambiente original no ha sido
esencialmente alterado y que producen beneficios ecológi-
cos cada vez más reconocidos y valorados”, en donde el
ambiente original no ha sufrido alteraciones sustanciales y
donde se generan servicios ambientales cada vez más reco-
nocidos y valorados. Se crean mediante un decreto presi-
dencial y las actividades que pueden llevarse a cabo en
ellas se establecen de acuerdo con la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA),
su reglamento, el programa de manejo y los programas de
ordenamiento ecológico. Están sujetas a regímenes espe-
ciales de protección, conservación, restauración y desarro-
llo, según categorías establecidas en la Ley.

Actualmente existen 154 áreas naturales de carácter fede-
ral que representan más de 18.7 millones de hectáreas. Es-
tas áreas se clasifican en las siguientes categorías, de
acuerdo al artículo 46 de la LGEEPA:
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1. Reservas de la biosfera; 

2. Parques nacionales; 

3. Monumentos naturales; 

4. Áreas de protección de recursos naturales;

5. Áreas de protección de flora y fauna;

6. Santuarios; 

7. Parques y reservas estatales, y 

8. Zonas de preservacion ecológica de los centros de po-
blación.

Cada una de las categorías arriba mencionadas esta delimi-
tada por el tipo de aprovechamiento o actividades que se
pueden realizar dentro de la misma. Ejemplo de esto es que
en las Reservas de la Biosfera (art. 48 LGEEPA), conside-
radas como áreas biogeográficas relevantes a nivel nacio-
nal, representativas de uno o mas ecosistemas no alterados
significativamente por la acción del ser humano o que re-
quieran ser preservados y restaurados, en los cuales habi-
ten especies representativas de la biodiversidad nacional,
incluyendo a las consideraciones endémicas, amenazadas o
en peligro de extinción. En ellas sólo podrá autorizarse la
realización de actividades de preservacion de los ecosiste-
mas y sus elementos, de investigación científica y educación
ecológica, y limitarse o prohibirse aprovechamientos que al-
teren los ecosistemas. Es así, que esta categoría se puede
considerar como la más alta o más conservadora al restrin-
gir cualquier aprovechamiento extractivo o recreativo.

No obstante, existen áreas en donde al momento de haber-
se decretado como ANP, existían actividades económicas o
cuyo territorio o fragilidad permiten que ésta pueda permi-
tir otro tipo de aprovechamiento. Ejemplo de lo anterior
son las áreas de protección de la flora y la fauna (art. 54
LGEEPA), en donde se busca proteger el hábitat de cuyo
equilibrio y preservacion dependen la existencia, transfor-
mación y desarrollo de las especies de flora y fauna silves-
tres. Aquí se permiten actividades relacionadas con la pre-
servacion, repoblación, propagación, aclimatación,
refugio, investigación y aprovechamiento sustentable de
las especies mencionadas, así como las relativas a educa-
ción y difusión en la materia. Asimismo, podrá autorizarse
el aprovechamiento de los recursos naturales a las comuni-
dades que ahí habiten.

A pesar que existen diversos grados de conservación, una
zona ecosistémica puede agrupar diversos niveles de pro-
tección en cuanto a ANPs. Ejemplo es la selva del sureste
mexicano, en donde se ubican siete áreas naturales prote-
gidas decretadas por el gobierno federal con diferentes ca-
tegorías de manejo: Áreas de Protección de Flora y Fauna,
Chankín, Nahá y Metzabok, Monumentos Naturales Bo-
nampak y Yaxchilán, Reservas de la Biosfera Lacantú y
Montes Azules; además de la reserva comunal La Cojolita.
A excepción de Nahá y Metzabok que cuentan con una di-
rección propia, las ANP restantes se trabajan bajo la direc-
ción de Montes Azules.

Como puede apreciarse, la superficie protegida de recursos
naturales ha crecido significativamente en los últimos
años, motivando a sus poblaciones a realizar acciones en-
caminadas a la conservación y a la contención del deterio-
ro de los recursos naturales. Sin embargo, el crecimiento
demográfico y la presión que la gente ejerce sobre los re-
cursos naturales y la demanda territorial esta en aumento,
amenazando los esfuerzos conservacionistas que hasta la
fecha se han logrado.

La LGEEPA estipula, en su artículo 62, que “una vez esta-
blecida un Área Natural Protegida, solo podrá ser modifi-
cada su extensión, y en su caso, los usos del suelo permiti-
dos o cualquiera de sus disposiciones, por la autoridad que
la haya establecido”. No obstante que el sentido de esta
iniciativa es positivo al intentar que el territorio que com-
prende las ANP se amplíe, la discrecionalidad del artículo
también podría permitir que la modificación territorial fue-
ra para reducir el área. De igual forma, no se establecen en
que sentido se modificarían las zonas en que se divide y
subdividen las ANPs, como la zona núcleo y la zona de
amortiguamiento. Así, en algún momento, se podría pedir
que se disminuyera el territorio de cierto parque natural o
que se redujeran los límites que integran la zona núcleo de
cierta reserva de la biosfera.

Aunado a lo anterior, el mismo artículo permite que los
usos de suelo sean modificados al igual que las disposicio-
nes con la que dicha área fue establecida. En general se en-
tendería que esta medida fue escrita en un sentido protec-
cionista; sin embargo, si en algún momento se intentara
favorecer ciertos intereses menos sustentables o conserva-
cionistas, también podría interpretarse en el sentido con-
trario. Por ejemplo, se podría pedir que en un santuario se
permitan, por ejemplo, actividades de aprovechamiento
extractivo, cuando por ley sólo se permiten actividades de
investigación, recreación y educación ambiental.



Es a fin de disminuir la discrecionalidad jurídica que pu-
diera surgir del contenido de este artículo, el cual podría
afectar negativamente los esfuerzos conservacionistas de la
biodiversidad del país, que se propone especificar que “es-
tas modificaciones territoriales de las Áreas Naturales Pro-
tegidas sólo podrán ser para ampliar su extensión”. De
igual forma, “el área que comprende la zona núcleo no po-
drá ser modificada en detrimento territorial”. Finalmente
debemos aclarar que “las modificaciones del uso del suelo
o cualquiera de las disposiciones con las que esta fue crea-
da inicialmente, únicamente podrán modificarse para ele-
var el grado de protección de los recursos existentes dentro
de las mismas”.

Por tanto y en atención a lo anteriormente expuesto, el sus-
crito diputado, respetuosamente somete a la consideración
de esta H. Cámara la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se agrega un párrafo segundo al ar-
tículo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

Artículo Único. Por el que se agrega un párrafo segundo al
artículo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 62. Una vez establecida un Área Natural Protegi-
da, solo podrá ser modificada su extensión, y en su caso,
los usos del suelo permitido o cualquiera de sus disposi-
ciones, por la autoridad que la haya establecido, siguiendo
las mismas formalidades previstas en esta ley para la expe-
dición de la declaratoria respectiva.

Estas modificaciones territoriales de las Áreas Natura-
les Protegidas sólo podrán ser para ampliar su exten-
sión. El área que comprende la zona núcleo no podrá
ser modificada en detrimento territorial. De igual for-
ma, las modificaciones del uso del suelo o cualquiera de
las disposiciones con las que esta fue creada inicialmen-
te, únicamente podrán modificarse para elevar el grado
de protección de los recursos existentes dentro de las
mismas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos

Mexicanos, a los 24 días del mes de abril de 2007.— Diputado Jorge
Godoy Cárdenas (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. Sonido en la curul del diputado Villanueva.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Juan Manuel Villanueva Arjona (desde la
curul): Presidenta, nada más para… si no hubiera ningún
inconveniente, en la iniciativa presentada anteriormente
por parte de los diputados Obdulio Ávila y Miguel Ángel
Jiménez, si me permitirían añadirme a la misma.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Seguro que no habrá ningún inconveniente y puede pasar a
la Secretaría —ya lo aprueban— para firmar la iniciativa
con ellos. Muchas gracias.

ARTICULOS 1, 3, 13, 14, 15, 17, 19, 20, 29, 33, 89, 102,
103, 105, 109, 113 Y 133 CONSTITUCIONALES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra la diputada Alliet Mariana Bautista Bravo,
del grupo parlamentario del PRD, para presentar iniciativa
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo: Gracias, se-
ñora Presidenta. Compañeras y compañeros diputados, los
derechos humanos constituyen hoy día un límite moral, éti-
co, jurídico y político frente a los cuales deben estar suje-
tos todos los poderes, tanto los públicos como los fácticos,
para la mejor convivencia y sana armonía de la sociedad de
nuestro tiempo. La globalización de las relaciones econó-
micas ha producido en nuestro país un crecimiento expo-
nencial de la pobreza y las desigualdades, la exclusión so-
cial, la concentración de la riqueza en manos de unos
cuantos y a la vez, del crecimiento del hambre, la pobreza
y la explotación.

Estos fenómenos han sido legitimados a través del modelo
económico que se sigue implementando en nuestro país.
Esto ha provocado que los poderes fácticos se comporten
en una lógica distinta a la que debe prevalecer en todo es-
tado social y democrático de derecho.
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Nuestra Constitución Política, como la norma superior a la
que debemos someternos tanto gobernantes como goberna-
dos, es el instrumento que contiene el alma de la nación,
que consigna los más elevados valores que como ciudada-
nos mexicanos debemos defender. Por ello sostenemos que
es necesario incorporar en su contenido el concepto de los
derechos humanos como valores fundamentales en nuestro
ordenamiento jurídico.

Para el Partido de la Revolución Democrática resulta nece-
sario impulsar, desde la Constitución, los cambios necesa-
rios para lograr una protección eficiente de los derechos
humanos. Es un tema que a la izquierda nos preocupa, es
un asunto sensible que debe ir más allá de los atavismos
políticos, sobre todo ahora en que la violencia organizada
e institucional abre los caminos a un discurso autoritario
que en nada resuelve los problemas de seguridad pública.
Por ello, la necesidad de incorporar en el texto vigente los
conceptos y la filosofía de los derechos humanos, que per-
mitan normar el criterio de la actuación de nuestras autori-
dades, definir los límites del poder frente a los ciudadanos
y fortalecer a las instituciones de este país.

México tiene un prestigio muy amplio en la firma y ratifi-
cación de instrumentos internacionales en materia de dere-
chos humanos que desgraciadamente después no se cum-
plen, porque prácticamente los ha firmado y ratificado
todos.

Paradójicamente esto de muy poco le sirve al ciudadano
común, porque somos testigos de las graves violaciones a
los derechos humanos que generan impunidad, casos como
los ocurridos con los altermundistas de Guadalajara, las
violaciones sexuales en contra de mujeres cometidas en
Salvador Atenco, las detenciones arbitrarias, torturas, des-
apariciones forzadas de personas cometidas en el conflicto
de Oaxaca, la situación de la violencia en contra de las mu-
jeres indígenas, como es el caso de Ernestina Ascencio en
el municipio de Zongolica, en Veracruz. Todos ellos tienen
un común denominador: hasta la fecha los responsables go-
zan de cabal impunidad y no tienen sanción que impida que
se vuelvan a cometer estas graves violaciones a los dere-
chos humanos.

El silencio de los responsables incrustados en el Estado
constituye una afrenta para todas y cada una de las institu-
ciones del Estado que impide construir un auténtico estado
de derecho, por tanto, proponemos darle reconocimiento
constitucional a los derechos humanos, concepto que am-
plía los derechos que la Constitución reconoce actualmen-

te con el término de garantías individuales e incluir un pro-
nunciamiento de principio sobre la importancia de los tra-
tados internacionales en materia de derechos humanos pa-
ra el orden jurídico mexicano, estableciendo su vinculación
constitucional como de primer orden, en virtud de que es-
tos tratados son normas imperantes del derecho internacio-
nal.

Delimitamos la actuación de los órganos de justicia militar
sobre los delitos o violaciones a los derechos humanos que
no guarden conexión con la disciplina militar. De igual
manera, resulta necesario e indispensable que precisemos
que los delitos de lesa humanidad y el genocidio, y los crí-
menes de guerra, son imprescriptibles. Ello en virtud de
que el Estado mexicano ha ratificado importantes instru-
mentos internacionales en la materia.

Proponemos dotar de reconocimiento constitucional a los
que la doctrina reconoce como intereses difusos y derechos
colectivos. De igual manera damos reconocimiento consti-
tucional a la jurisdicción contenciosa de los tribunales in-
ternacionales a los que el Estado mexicano ha reconocido
su competencia, así como los mecanismos para dar cum-
plimiento a sus resoluciones.

Para el grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, el sistema penal de corte inquisitorio se en-
cuentra agotado. Se trata de un sistema que no protege ade-
cuadamente a los ciudadanos de sufrir violaciones graves a
sus derechos humanos, como la tortura o los tratos crueles,
inhumanos o degradantes; se abusa en demasía de la pri-
sión preventiva y otras formas de detención y la defensa
pública, por lo demás, es ineficiente.

De ahí, la imperiosa necesidad de la introducción de un
proceso penal de carácter acusatorio ya que sólo mediante
la procuración e impartición de justicia pronta y expedita
apegada a derecho, y con respeto a los derechos humanos,
se cumplirán las finalidades esenciales del Estado, relativas
al fortalecimiento del orden público con base en la legali-
dad y se podrá revertir esta sensación social de impunidad.

Establecemos la inclusión de principios penales reconoci-
dos internacionalmente y que forman parte del proceso
penal acusatorio, como la relevancia de la acusación, la
imparcialidad del juez, la presunción de inocencia, la ora-
lidad, la inmediación, la publicidad, la contradicción, la
concentración y la economía procesal como principios rec-
tores del proceso penal y el respeto irrestricto a los dere-
chos humanos.



Señora Presidenta, dada la limitación del tiempo y toda vez
que la iniciativa se encuentra publicada en la Gaceta Parla-
mentaria, le solicitaría su inclusión en el Diario de Deba-
tes. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo de la diputada Alliet Mariana Bautista Bravo,
del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputadas y diputados federales a la LX Le-
gislatura e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presentan a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de protección de los dere-
chos humanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos humanos constituyen los límites a los que de-
be sujetarse el ejercicio del poder del Estado, en aras de lo-
grar un desarrollo social armónico.

Estos derechos significan una oportunidad permanente y
cotidiana para que el Estado mexicano demuestre verdade-
ramente su vocación democrática y compromiso con la vi-
gencia, promoción y respeto a los derechos humanos.

El proceso global de desarrollo político, económico y so-
cial ha llevado a las autoridades en este país a adquirir
compromisos internacionales en esta materia, a través de la
firma y ratificación de los tratados internacionales de dere-
chos humanos.

Los compromisos internacionales son sin duda una base
sólida para el sustento de una ética legislativa que promue-
va el equilibrio entre el ejercicio del poder y las libertades
ciudadanas. Sin duda, en este país hemos avanzado en esos
términos, pero no basta, es ya imperativo emprender el pro-
ceso de armonización de los diversos instrumentos interna-
cionales en materia de derechos humanos con la legislación
doméstica, particularmente en nuestra Carta Magna.

Nuestra Constitución es la norma superior a la que debe-
mos someternos tanto gobernantes como gobernados, es el
instrumento que contiene el alma de la nación, que consig-
na los valores que como ciudadanos mexicanos debemos
defender, por ello sostenemos que es necesario incorporar
en su contenido el concepto de derechos humanos como un
valor fundamental que trascienda a todo el ordenamiento
jurídico.

En el contexto de una tradición democrática debemos pro-
clamar los derechos humanos, las libertades públicas, la di-
visión de poderes y la soberanía popular como el núcleo
esencial de nuestro texto constitucional.

El amplio reconocimiento de los derechos humanos en la
parte dogmática de la constitución es la oportunidad que te-
nemos los legisladores para demostrar que en este ámbito
del poder, en ejercicio de la madurez política que exigen
los ciudadanos, generamos consensos en aras de avanzar
hacia un verdadero estado de derecho que se fortalezca y
alimente de los principios y valores que la Constitución
contempla.

No podemos permanecer en el debate sobre la convenien-
cia o no de una nueva constitución o en la espera de coin-
cidir en un proyecto de reforma del Estado. Los cambios
necesario para lograr un protección eficiente de los dere-
chos humanos es un tema que a la izquierda nos preocupa,
es un asunto sensible que debe ir más halla de los atavis-
mos políticos.

Estamos en condiciones de incorporar en el texto vigente
los conceptos y la filosofía de los derechos humanos que
permitan normar el criterio de la actuación de nuestras au-
toridades, definir los límites del poder frente a los ciudada-
nos y fortalecer a las instituciones de este país.

Al respecto Juan Antonio Carrillo Salcedo señala que “los
deberes y obligaciones de los Estados soberanos están en
función del desarrollo del derecho internacional y de ahí
que la tensión dialéctica entre soberanía de los Estados, de
un parte, y los derechos humanos, de otra, se resuelva hoy
de la siguiente forma: por ser soberanos, los Estados tie-
nen obligaciones internacionales en materia de derechos
humanos respecto de la comunidad internacional en su
conjunto”.

Continúa Carrillo Salcedo: “a partir de los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos ya no es posible
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ignorar el proceso de humanización experimentado por el
orden internacional con la introducción de un nuevo prin-
cipio constitucional, el de los derechos humanos, que ha
venido a añadirse al principio constitucional tradicional, el
de la soberanía de los estados”.1

Sin embargo, la garantía de aplicación del derecho interna-
cional de los derechos humanos debe darse a través del
cauce de los Estados, por medio de su incorporación como
normas constitucionales que regulen el actuar de los órga-
nos de Estado y no sólo como normas aplicables en el ám-
bito interno de manera secundaria.

En razón de lo anterior, es preciso que los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos tengan una apli-
cación eficaz y directa que les permita cumplir la función
para la cual fueron legislados, es decir, contribuir a mejo-
rar y desarrollar al máximo la idea de dignidad humana que
requiere el tiempo actual, por lo que los Estados tienen la
obligación imperativa de buscar la manera de lograr que el
conjunto de nobles ideas establecidas en los tratados en
materia de derechos humanos sean legislados y aplicados
en los ordenamientos de los Estados que configuran la co-
munidad internacional. 

En ese sentido proponemos modificar la denominación del
Capítulo I del Título primero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para denominarlo “De los
Derechos Humanos y las Garantías Individuales”, con obje-
to de incluir el reconocimiento y protección de los derechos
humanos, concepto que amplía los derechos que la Consti-
tución reconoce bajo el término de “garantías individuales”.

Nuestra Carta Magna no menciona en su capítulo primero
el concepto de “derechos humanos” como tal, sino el de
garantías individuales; por esa razón, en algunos sectores
de la doctrina prevalece la idea de que los derechos huma-
nos vigentes en nuestro país son sólo aquellos que se en-
cuentran previstos por nuestro texto fundamental en sus
primeros veintinueve artículos; es decir, el relativo al de las
garantías individuales. Algunos autores han venido seña-
lando que las garantías individuales son la medida en que
la Constitución protege los propios derechos humanos.2

De ahí la necesidad de precisar que estos conceptos no son
sinónimos, aunque de forma inexacta se hayan equiparado,
aún más, existen voces en el ámbito académico que seña-
lan que resulta impostergable la incorporación en nuestra
Constitución de éste binomio como una decisión funda-
mental del Estado mexicano.3

Asimismo, la adición de un tercer párrafo al propio artícu-
lo 1o., sobre la importancia de incluir un pronunciamiento
de principio sobre la importancia de los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos para el orden ju-
rídico mexicano estableciendo su vinculación constitucio-
nal como de primer orden, en virtud de que estos tratados
son normas imperativas del derecho internacional.

Se propone la reforma al artículo 3o. de nuestra Ley Fun-
damental, con el objeto de que en materia educativa el res-
peto a los derechos humanos y la perspectiva de género se
conviertan en instrumentos esenciales en el desarrollo edu-
cativo del educando; de igual manera, y siendo congruen-
tes con la composición multicultural de nuestro país, se in-
cluye además la diversidad de los derechos culturales.

Para el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática resulta imprescindible delimitar la actuación
de los órganos de justicia militar sobre los delitos o viola-
ciones a los derechos humanos que no guarden conexión
con la disciplina militar. De igual manera, resulta necesario
e indispensable precisar en el artículo 14 que los delitos de
lesa humanidad, el genocidio y los crímenes de guerra son
imprescriptibles, ello en virtud de que el Estado mexicano
ha ratificado importantes instrumentos internacionales en
la materia.

Se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 15,
con objeto de enfatizar la obligatoriedad de las autoridades
para proteger los derechos humanos.

Los asuntos tan importantes como los derechos económi-
cos, sociales y culturales; los derechos colectivos y los lla-
mados intereses difusos constituyen uno de los pendientes
en materia de justicia social que no se han atendido eficaz-
mente, por ello proponemos otorgar su reconocimiento
constitucional en el artículo 17 a los que la doctrina ha de-
nominado como intereses difusos y a derechos colectivos.

Cabe señalar que por intereses difusos debemos entender a
aquellos bienes que atañen a una comunidad, que es asu-
mida por los ciudadanos que no conforman un sector po-
blacional identificable e individualizado, entre los cuales
no existe un vínculo jurídico, pero representan a un seg-
mento importante de la sociedad, por ejemplo, los derechos
del consumidor o el derecho de los usuarios de algún trans-
porte colectivo entre otros.

Por otra parte, los derechos colectivos trascienden al indi-
vidual y es en el que se encuentran una serie de personas



unidas por un vínculo jurídico, como sería el caso de las
asociaciones de profesionistas, los sindicatos, los habitan-
tes de un área determinada, un grupo de vecinos etcétera.

Asimismo, en dicho precepto proponemos la adición de un
quinto párrafo, donde se distinguen y contemplan dos tipos
de daños causados por los órganos judiciales a los indivi-
duos: los causados por error judicial, y los causados por el
funcionamiento anormal de la administración de justicia. 

Los daños causados por error judicial son los ocasionados
como consecuencia de la adopción de resoluciones injus-
tas. Se está en presencia de un error cuando se ataca el con-
tenido de una concreta resolución judicial, se tachan de
equivocadas unas específicas y concretas resoluciones ju-
diciales. Para que exista error judicial es necesario que se
haya dictado una resolución judicial manifiestamente equi-
vocada, cuyas consecuencias causen directamente, por sí
mismas, daño en los bienes o derechos de una persona.
Cuando no exista una resolución judicial que directamente
prive de bienes o derechos a una parte o le imponga inde-
bidamente obligaciones o gravámenes, pero que por las ac-
tuaciones procesales le hayan generado daños y perjuicios
injustificados, entonces nos encontraremos ante un supues-
to de anormal funcionamiento de la administración de jus-
ticia.

A diferencia del error judicial, estaremos en presencia de
un caso de funcionamiento anormal de la administración de
justicia cuando no exista una resolución judicial que direc-
tamente prive de bienes o derechos a una parte o le impon-
ga indebidamente obligaciones o gravámenes, pero que por
las actuaciones procesales le hayan generado daños y per-
juicios injustificados. La anormalidad del funcionamiento
de la administración no implica referencia alguna necesa-
ria al elemento de ilicitud o culpabilidad en el desempeño
de las funciones judiciales, al tratarse de un tipo de res-
ponsabilidad objetiva.

De igual manera, en el propio artículo 17 constitucional,
proponemos la adición de los párrafos sexto, séptimo y oc-
tavo con la finalidad de dar reconocimiento constitucional
a la jurisdicción contenciosa de los tribunales internaciona-
les a los que el Estado mexicano ha reconocido su compe-
tencia así como los mecanismos para dar cumplimiento a
sus resoluciones; lo anterior resuelve una laguna que hasta
el momento prevalece. 

Nuestro país desde el año de 1998 dio por reconocida la ju-
risdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos; sin embargo, dicho reconocimiento se en-
cuentra limitado por nuestro marco legal, ya que las reso-
luciones que emite la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción y los Tribunales Federales son definitivas e
inatacables; entonces, en este momento nos encontramos
en el caso que si los afectados de una resolución judicial,
elevaran su queja ante la jurisdicción de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos y ésta resolviera en un senti-
do diverso al de la última instancia; ¿qué harían nuestro tri-
bunales?4

En un primer caso podrían no cumplir con la sentencia de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, alegando
que nuestra Constitución no establece algún mecanismo
para revisar las resoluciones dictadas por órganos que la
propia Carta Magna dispone que son de última instancia, u
otro caso sería violentar la Constitución y demás ordena-
mientos y hacer efectiva la resolución de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos.

Por tanto consideramos que la adición a éstos tres párrafos
nos permiten resolver ésta laguna jurídica y pondría a nues-
tros órganos jurisdiccionales a los estándares internaciona-
les en materia de protección a los derechos humanos.

Para el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, el sistema penal de corte inquisitorio se en-
cuentra agotado, se trata de un sistema que no protege ade-
cuadamente a los ciudadanos de sufrir violaciones graves a
sus derechos humanos como la tortura o los tratos crueles,
inhumanos o degradantes; se abusa en demasía de la pri-
sión preventiva y otras formas de detención y la defensa
pública por lo demás es ineficiente.

De ahí la imperiosa necesidad la introducción de un proce-
so penal acusatorio, ya que sólo mediante la procuración e
impartición de justicia pronta, expedita, ajustada a derecho
y con respeto a los derechos humanos se cumplirán las fi-
nalidades esenciales del Estado, relativas al fortalecimien-
to del orden público con base en la legalidad, y se podrá re-
vertir esta sensación social de impunidad. 

La inclusión de principios penales reconocidos internacio-
nalmente, y que forman parte del proceso penal acusatorio
como la relevancia de la acusación, la imparcialidad del
juez, la presunción de inocencia, la oralidad, la inmedia-
ción, la publicidad, la contradicción, la concentración y la
economía procesal como principios rectores del proceso
penal, y el respeto irrestricto a los derechos humanos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007357



Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados358

Por tanto, nuestro grupo parlamentario retoma la propues-
ta de modificación a los artículos 19 y 20 planteadas con
antelación por el diputado a la LIX Legislatura Miguel Án-
gel García Domínguez,5 con objeto de modernizar el siste-
ma de procuración e impartición de justicia; implantar un
sistema penal de corte acusatorio; eficacia en la persecu-
ción del delito y eficiencia en la utilización de los recursos.

Respecto a la facultad de suspensión de garantías indivi-
duales que se confiere al Ejecutivo federal en el artículo 29
constitucional, proponemos adecuar ésta medida a los cri-
terios previstos en los instrumentos internacionales en ma-
teria de derechos humanos que han sido ratificados por el
Estado mexicano. Cabe señalar que, al respecto, el artículo
27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos
dispone que en los casos de suspensión de garantías o de
cualquier otra emergencia que amenace la independencia o
seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposicio-
nes que, en la medida y por el tiempo estrictamente limita-
dos a las exigencias de la situación; sin embargo, dicho ins-
trumento internacional no autoriza la suspensión de los
derechos siguientes: al reconocimiento de la personalidad
jurídica, a la vida, a la integridad personal; prohibición de
la esclavitud y servidumbre; al principio de legalidad y de
retroactividad; libertad de conciencia y de religión; protec-
ción a la familia; derecho al nombre; los derechos del niño;
derecho a la nacionalidad, y los derechos políticos, ni de
las garantías judiciales indispensables para la protección de
tales derechos. 

Lamentablemente en nuestro texto constitucional permane-
cen disposiciones contrarias a los tratados internacionales
en materia de derechos humanos, tal es el caso del artículo
33, el cual impide que cualquier extranjero que se encuen-
tre en nuestro país pueda tener acceso a una defensa ade-
cuada, en virtud de la facultad que tiene el presidente de la
república de hacerle abandonar el país sin necesidad de jui-
cio previo y sin garantía de audiencia. 

La existencia del actual artículo 33 constitucional permite
la violación en México de un principio básico del derecho
positivo: proteger a los individuos de los actos arbitrarios
de cualquier autoridad. Este artículo vigente es un grave
escollo en nuestro sistema legal que debe ser reformado en
los términos del derecho internacional de los derechos hu-
manos.

Por lo que concierne a las políticas y relaciones internacio-
nales que el Poder Ejecutivo federal promueve con las na-
ciones del mundo, es del todo indispensable que las mis-

mas se conduzcan de conformidad con los principios cons-
titucionales que en materia de derechos humanos lo vincu-
lan y lo constriñen, de ahí nuestra propuesta de la adición
a la fracción X del artículo 89 constitucional es del todo ne-
cesaria.

Asimismo, consideramos necesario que los tratados inter-
nacionales en materia de derechos humanos celebrados y
aprobados por el Estado mexicano de ninguna manera po-
drán ser denunciados porque, de acuerdo con la Conven-
ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados, su cele-
bración y aprobación tendrá la consecuente finalidad de
asumir integralmente los compromisos asumidos tanto con
las naciones del orbe, como con las personas objetivo de
protección y defensa de esos instrumentos internacionales.

Por lo que hace a la reforma al primer párrafo del artículo
102, en su apartado B, en la idea de precisar en el texto
constitucional que los derechos humanos se reconocen y
amparan, proponemos además que en los casos en que los
organismos defensores de derechos humanos determinen la
existencia de violaciones a derechos fundamentales por
parte de una autoridad, éstos dicten las medidas necesarias
para que aquellas cesen. Asimismo, en caso de que los he-
chos violatorios a los derechos humanos sean además cons-
titutivos de delitos, estos organismos tengan la facultad de
realizar investigaciones no jurisdiccionales y denunciar an-
te las autoridades tales hechos y, lo no menos importante,
establecer en el texto de la Carta Magna que en las Consti-
tuciones locales y en el Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal se garantizará la autonomía de los organismos de
protección de los derechos humanos.

Por lo que hace a la fracción I del artículo 103, propone-
mos hacer un ajuste para que los tribunales de la federación
puedan conocer además de los actos de autoridad que vio-
len las garantías individuales, conozcan además de viola-
ciones a derechos humanos reconocidos por la propia
Constitución y por los tratados internacionales ratificados
por el Estado mexicano.

En esos términos, tomando en consideración el fortaleci-
miento en el trabajo de los organismos defensores de los
derechos humanos proponemos dotar de facultades tanto al
titular de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
como a los titulares de las entidades federativas para inter-
poner acciones de inconstitucionalidad en contra de trata-
dos internacionales celebrados por el Estado mexicano, le-
yes federales o locales que vulneren derechos humanos.



Proponemos la adición de un tercer párrafo al artículo 113
para que en las resoluciones administrativas y judiciales en
las que se determine la responsabilidad del Estado por vio-
laciones de los derechos humanos se garantice la repara-
ción integral del daño. Efectivamente, en las resoluciones
sean administrativas o judiciales que establezcan la res-
ponsabilidad estatal por acciones u omisiones de servido-
res públicos que hayan vulnerado derechos fundamentales
de las personas, además de las sanciones que legalmente se
deban imponer, también es necesario que la reparación del
daño se establezca constitucionalmente, y correrá a cargo
del Estado por el indebido o en su caso abusivo proceder
de sus agentes. 

Finalmente, a pesar de que los instrumentos de carácter in-
ternacional en materia de derechos humanos, han sido fir-
mados y ratificados de conformidad con lo establecido por
el artículo 133 constitucional, forman parte del sistema
normativo mexicano; es una realidad la no aplicación y el
desconocimiento de los mismos en el plano de las jurisdic-
ciones federal, estatal y municipal por no decir de las ins-
tituciones que conforman el poder ejecutivo y el judicial de
tal manera que la reforma que proponemos es del todo in-
dispensable.

Al respecto, conviene recordar que la Convención de Vie-
na sobre el Derecho de los Tratados, en su artículo 31.1, es-
tablece que un tratado deberá interpretarse de buena fe,
conforme el sentido que haya de atribuirse en los términos
del tratado y su contexto teniendo en cuenta su objeto y fin
primordial. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos estableció la opinión consultiva 2/82 jurisprudencia en
el siguiente sentido:

La Corte debe enfatizar, sin embargo, que los tratados mo-
dernos sobre derechos humanos, en general, y, en particu-
lar, la Convención Americana, no son tratados multilatera-
les de tipo tradicional, concluidos en función de un
intercambio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo
de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protec-
ción de los derechos fundamentales de los seres humanos,
independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su
propio Estado como frente a los otros Estados contratantes.
Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Es-
tados se someten a un orden legal, dentro del cual ellos, por
el bien común, asumen varias obligaciones, no en relación
con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su juris-
dicción.

El Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos
en México, elaborado por la Oficina del Alto Comisionado
de la Organización de las Naciones Unidas para México,
recomendó reformar la Constitución para incorporar el
concepto de derechos humanos como eje fundamental de la
misma, y reconocer a los tratados de derechos humanos
una jerarquía superior a los ordenamientos federales y lo-
cales, con el señalamiento expreso de que todos los pode-
res públicos se someterán a dicho orden internacional
cuando éste confiera mayor protección a las personas que
la Constitución o los ordenamientos derivados de ella. 

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman la denominación del Capítu-
lo I del Título Primero; el segundo párrafo del artículo 3o.;
el artículo 13; los párrafos primero y segundo del artículo
14; el segundo párrafo del artículo 17; el tercer párrafo del
artículo 19; el apartado A y la fracción IV del apartado B
del artículo 20; los artículos 29 y 33; la fracción X del ar-
tículo 89; los párrafos primero, segundo y cuarto del apar-
tado B del artículo 102; la fracción I del artículo 103; el in-
ciso e) de la fracción II del artículo 105; la fracción III del
artículo 109, y el artículo 133. Se adicionan un cuarto pá-
rrafo al artículo 1o.; un segundo párrafo al artículo 15; los
párrafos quinto, sexto, séptimo y octavo del artículo 17; un
segundo párrafo a la fracción X del artículo 89; los incisos
g) y h) de la fracción II del artículo 105; un tercer párrafo
al artículo 113 y un segundo párrafo al artículo 133; todos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Capítulo I
De los Derechos Humanos 

y las Garantías Individuales

Artículo 1o. …
…
…

Los tratados internacionales en materia de derechos
humanos ratificados por el Estado mexicano forman
parte integral de esta Constitución, los cuales comple-
mentan y adicionan las garantías y derechos en ella re-
conocidos. En caso de contradicción, dichos derechos
serán interpretados de acuerdo con lo que sea más fa-
vorable para la persona humana.
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Artículo 3o. ...

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, el amor a la patria, el respeto a los derechos
humanos, la perspectiva de género, la diversidad cultu-
ral y la conciencia de la solidaridad internacional, en la in-
dependencia y en la justicia.

I. a VIII. … 

Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas
ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corpora-
ción puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los
que sean compensación de servicios públicos y estén fija-
dos por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y
faltas contra la disciplina militar; los órganos de justicia
militar en ningún caso y por ningún motivo, podrán ex-
tender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al
Ejército, ni en la investigación ni en la sanción de delitos
del orden común o que implique graves violaciones a los
derechos humanos. Cuando en un delito o falta del orden
militar estuviese complicado un paisano, conocerá del ca-
so la autoridad civil que corresponda.

Artículo 14. …

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propieda-
des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer,
por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena al-
guna que no esté decretada por una ley exactamente apli-
cable al delito de que se trata. El Genocidio, los crímenes
de guerra y los de lesa humanidad, prohibidos por el
derecho internacional de los derechos humanos serán
imprescriptibles.

…

Artículo 15. …

Las autoridades garantizarán que la protección a los
derechos humanos reconocidos por ésta Constitución y
en los tratados internacionales se realice conforme a lo
establecido por el orden jurídico mexicano. 

Artículo 17. …

Toda persona podrá exigir que se le disciernan y reco-
nozcan sus derechos e intereses, incluyendo los huma-
nos, colectivos o difusos por los tribunales competentes
bajo los plazos y en términos de justicia, equidad e
igualdad que reconoce esta Constitución y los tratados
internacionales, los cuales deberán precisarse y regu-
larse en las leyes que de ella emanen, emitiendo los tri-
bunales sus resoluciones de manera pronta, completa e
imparcial. Su servicio será gratuito y, por tanto, tales
tribunales funcionarán con apoyo en un presupuesto
que les permita su independencia de decisión y su auto-
nomía económica.

…

…

Conforme a la ley, los daños causados en cualquiera de
los bienes o derechos por error judicial, así como los
que sean consecuencia del funcionamiento anormal de
la justicia darán al perjudicado derecho a una indem-
nización a cargo del Estado.

La jurisdicción de los tribunales internacionales esta-
blecidos en tratados de los que los Estados Unidos Me-
xicanos sean parte, será reconocida en los términos y
conforme a los procedimientos establecidos en dichos
tratados.

En los casos del orden penal, los procedimientos que lle-
ven a cabo dichos tribunales, así como el cumplimiento
de sus resoluciones y sentencias, serán reconocidos y
ejecutados por el Estado mexicano de conformidad con
lo dispuesto en el tratado internacional respectivo.

Las resoluciones, así como las sentencias irrevocables
emitidas por tales tribunales, gozarán de fuerza obliga-
toria; las autoridades administrativas y judiciales del
fuero federal, común y militar deberán garantizar su
cumplimiento conforme a lo dispuesto en las leyes.

Artículo 19. …

…

Todo proceso se seguirá forzosamente por los hechos en
los que se base la acusación, y será el juez quien califica-
rá tales hechos al momento de dictar la orden de apre-



hensión o de presentación y el auto de iniciación del
proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se
ha realizado una conducta delictuosa distinta de la que
se persigue, ésta deberá ser objeto de acusación separada,
sin perjuicio de que después pueda decretarse la acumula-
ción, si fuere conducente. 

…

Artículo 20. En todo proceso de orden penal, el inculpado,
la víctima o el ofendido, tendrán los siguientes derechos: 

A. Del inculpado: 

I. Toda persona acusada de un delito será considera-
da inocente, mientras no sea declarado culpable por
sentencia firme; en tal virtud, enfrentará el proceso
en libertad salvo que se justifique: 

a) El riesgo de que se evada a la acción de la jus-
ticia. 

b) Que sea peligroso para la seguridad del ofendi-
do, los testigos o la sociedad. 

II. Al momento de su detención será informado de
los derechos que consagra en su favor esta Constitu-
ción y será llevado sin demora ante el juez, quien in-
mediatamente le informará el nombre de su acusa-
dor, la naturaleza y causa de la acusación, y todos los
demás datos que consten en la causa. Será asistido
gratuitamente por intérprete, si no comprende o no
habla español. 

III. A elegir libremente a un defensor profesional,
que deberá comparecer para asistirlo, en todos los
actos de la investigación, a partir de que tenga cono-
cimiento de la acusación, de la preparación del juicio
y del juicio; y de la confidencialidad de la comunica-
ción con su defensor. 

Si no quiere o no puede nombrar defensor, después
de haber sido requerido para hacerlo, el juez le de-
signará un defensor de oficio. 

IV. Inmediatamente que lo solicite, en los casos en
que proceda la prisión preventiva, el juez deberá
otorgarle la libertad provisional bajo caución. 

El monto y la forma de la caución que se fije, debe-
rán ser asequibles para el inculpado; para resolver,
el juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, moda-
lidades y circunstancias de la conducta delictiva y las
características del inculpado, para fijarla. 

La ley determinará las circunstancias en las que la
autoridad judicial podrá modificar el monto de la
caución, y los casos graves en los cuales podrá revo-
carse la libertad caucional. 

Quien estuviere privado de su libertad, y creyere es-
tarlo ilegalmente, tiene derecho en cualquier tiempo
a invocarlo ante el tribunal que este conociendo, por
sí o por interpuesta persona, el cual debe resolverse
en el término de treinta y seis horas. 

V. No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibi-
da y será sancionada por la ley penal, toda incomu-
nicación, intimidación o tortura. La confesión sólo
tendrá valor probatorio si es rendida ante el juez o
tribunal, en la audiencia del juicio y con la asistencia
de su defensor. 

VI. En el proceso penal, que se tramitará de forma
oral y pública, se mantendrá la más completa igual-
dad de la acusación con la defensa y se desarrollará
íntegramente de manera plenamente contradictoria
o adversarial, aplicando los principios de inmedia-
ción, concentración, diligencia, celeridad, economía
procesal y debido proceso legal. 

VII. El juez o tribunal deberán presidir todas las au-
diencias del proceso, las que sólo podrán diferirse
por una sola ocasión por un periodo no mayor a diez
días naturales, siempre que pueda ser castigado con
una pena mayor de un año de prisión; en caso de un
diferimiento por un periodo mayor de la audiencia o
por dos ocasiones, el proceso será nulo. A la audien-
cia podrán asistir todas las personas que así lo deci-
dan, salvo que a criterio del juez deba ser privada
por tratarse de asuntos que puedan afectar la repu-
tación, el orden o la moral públicos. El tribunal que
presida la audiencia será el mismo que dicte la sen-
tencia y, en caso contrario, el proceso será nulo. 

No se podrá: 

a) Imponer una pena más grave que la que mere-
ce la conducta objeto de la acusación; 
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b) Imponer penas por conductas que no han sido
objeto de acusación; o por una conducta distinta
de la contenida en la acusación, aunque las penas
de uno y otro ilícito sean iguales. 

El tribunal de apelación no podrá agravar la pena
impuesta cuando el condenado sea apelante único. El
inculpado deberá tener conocimiento de cualquier
cambio que el órgano de procuración de justicia re-
alice en la acusación, para que pueda defenderse. 

VIII. Dispondrá del tiempo y de los medios adecua-
dos para la preparación de la defensa. 

IX. Cuando así lo solicite será careado, en presencia
del juez, con quien deponga en su contra, salvo lo
dispuesto en la fracción V del apartado B de este ar-
tículo. 

Se le recibirán los testigos y demás pruebas que
ofrezca, concediéndosele el tiempo que se estime ne-
cesario al efecto y auxiliándole por los medios ade-
cuados para la preparación de la defensa y para ob-
tener la comparecencia de las personas cuyo
testimonio solicite, siempre que se encuentren en el
lugar del proceso. 

X. Serán nulas de pleno derecho las pruebas que no
sean admitidas y desahogadas en la audiencia ante el
juez o tribunal quien debe presidirla sin poder dele-
gar esta función; a tal audiencia deberán asistir to-
das las partes. También serán nulas de pleno derecho
las pruebas obtenidas ilegalmente. 

XI. Serán parte en el proceso el acusador, el acusado,
la víctima o el ofendido y el obligado a la reparación
del daño. El juez o tribunal cuidarán que las partes
en el proceso dispongan de todos los medios para
presentar sus pretensiones y defensas. 

XII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare
de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años
de prisión, y antes de un año si la pena excediere de
ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su
defensa.

En caso de que la sentencia no se dicte en el término
señalado, el indiciado no podrá volver a ser sujeto de
proceso por los mismos hechos que dieron lugar al

juicio, y, si está en prisión, será liberado inmediata-
mente. 

XIII. En ningún caso podrá prolongarse le prisión
por falta de pago de honorarios de defensores o por
cualquier otra prestación de dinero, por causa de
responsabilidad civil o algún motivo análogo. 

Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva
por más tiempo del que como máximo fije la ley al
delito que motivare el proceso. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia,
se computará el tiempo de la prisión preventiva. 

XIV. A ser indemnizado conforme a la ley en caso de
haber sido absuelto en sentencia firme. 

XV. Todo acusado tendrá derecho: 

A. A que un juez penal controle la investigación
del delito y la acusación; dicte todas las decisiones
jurisdiccionales durante la etapa preparatoria,
que terminará con la acusación, el sobreseimiento
o la suspensión del procedimiento a prueba; y,
cuando sea procedente, a que se lleve a cabo la
conciliación en los casos de acción privada, para
dar oportunidad de que llegue a un arreglo con la
víctima o el ofendido; a asistir a todos los actos
preparatorios a juicio, así como al desahogo de
pruebas anticipadas. 

B. A un proceso abreviado: 

a) Tratándose de delitos de acción privada, si lle-
ga a un acuerdo de conciliación en cuanto a la re-
paración del daño, con la víctima o el ofendido. 

b) Tratándose de delitos de acción pública, cuan-
do el imputado admita solamente el hecho que se
le atribuye, o cuando, además, la pena acordada
por las partes no supere los tres años de priva-
ción de libertad. 

C. A un proceso ordinario ante un tribunal com-
puesto por tres jueces que serán elegidos aleato-
riamente para cada juicio, y que estarán presen-
tes en todas las audiencias sin poder delegar dicha
función en ningún otro juez. 



Al comenzar el juicio, primero se oirá al Ministe-
rio Público y después al acusado; admitiéndose en
ese orden el desahogo de las pruebas ofrecidas en
tiempo. Al concluir el desahogo de pruebas, se pa-
sará a una fase de alegatos y, una vez finalizada
ésta, el tribunal deliberará dictando sentencia en
ese momento. 

No podrá celebrarse ninguna audiencia si falta al-
guno de los integrantes del tribunal; y en caso de
enfermedad o muerte de alguno de los jueces se
elegirá un nuevo tribunal para que conozca del
asunto, reponiéndose el procedimiento en su tota-
lidad. 

El tribunal que conozca del proceso será el mismo
que dicte la sentencia, la cual deberá darse a co-
nocer al finalizar la última audiencia. Si el tribu-
nal que conozca del asunto no es el mismo que dic-
te la sentencia, el juicio carecerá de valor. 

El tribunal tomará las decisiones por mayoría;
quien este en desacuerdo podrá emitir voto parti-
cular. 

D. A que un juez controle y resuelva la suspensión
del proceso a prueba. 

E. A acudir a un tribunal de casación en caso de
incompetencia, excusa y recusación de jueces,
quejas por retardo en la justicia e impugnación de
resoluciones y sentencias. Contra las decisiones
del tribunal de casación no procederá recurso al-
guno. 

F. El Poder Judicial de la Federación no podrá co-
nocer de amparo judicial en materia penal. 

G. A que, en caso de estar en prisión preventiva o
ser condenado, un juez penitenciario salvaguarde
sus derechos y corrija los abusos y desviaciones
que en cumplimiento de los preceptos del régimen
penitenciario puedan producirse. Verifique per-
manentemente el exacto cumplimiento de la legis-
lación aplicable en todas las áreas del centro de
readaptación social, y en caso contrario toma las
medidas conducentes para su total aplicación. Vi-
gile el cumplimiento de la pena; resuelva sobre la
concesión de privilegios legales, su traslado a ins-
titución abierta y su preliberación y, en su caso,

declare la compurgación de la pena a que fue con-
denado. 

B. De la víctima o del ofendido: 

...

...

...

...

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea
procedente, el Ministerio Público estará obligado a
solicitar la reparación del daño y el juzgador no po-
drá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha
emitido sentencia condenatoria o si dictando senten-
cia absolutoria considera que conforme a la legisla-
ción civil es procedente.

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave
de la paz pública o de cualquier otro que ponga a la socie-
dad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titu-
lares de las secretarías de Estado, los departamentos admi-
nistrativos y la Procuraduría General de la República y con
aprobación del Congreso de la Unión, y en los recesos de
éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender o limi-
tar en todo el país o en lugar determinado el ejercicio de
los derechos humanos y garantías que fuesen obstáculo
para hacer frente, rápida y efectivamente a la situación,
salvo aquellas obligaciones que deriven de los tratados
internacionales ratificados por el Estado mexicano y
que conforme al derecho internacional de los derechos
humanos no pueden ser suspendidas o limitadas. La
suspensión o limitación sólo podrá hacerse por un tiem-
po limitado para enfrentar las exigencias de la situa-
ción, sin que la misma se contraiga a determinado indivi-
duo. Si la suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso
reunido, éste concederá las autorizaciones que estime ne-
cesarias para que el Ejecutivo haga frente a la situación,
pero si se verificase en tiempo de receso, se convocará sin
demora al Congreso para que las acuerde. 

Artículo 33. Son extranjeros los que no posean las calida-
des determinadas en el artículo 30. Tienen derecho a las ga-
rantías que otorga el capítulo I, título primero de la presen-
te Constitución; permitiéndoseles la garantía de
audiencia y al debido proceso en caso de enfrentar un
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procedimiento judicial o administrativo previsto en las
leyes mexicanas.

Artículo 89. …

I. a IX. …

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado.
En la conducción de tal política, el titular del Poder Eje-
cutivo observará los siguientes principios normativos: el
respeto, promoción y defensa de los derechos huma-
nos; la autodeterminación de los pueblos; la no inter-
vención; la solución pacífica de controversias; la pros-
cripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las
relaciones internacionales; la igualdad jurídica de los
Estados; la cooperación internacional para el desarrollo;
la lucha por la paz y la seguridad internacionales.

Los tratados internacionales en materia de derechos,
ratificados por el Estado mexicano, no podrán ser de-
nunciados.

Artículo 102. …

A. ...

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las en-
tidades federativas, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, establecerán organismos de protección de los
derechos humanos que reconoce y ampara el ordena-
miento jurídico mexicano, los que conocerán de quejas
en contra de actos u omisiones de naturaleza adminis-
trativa provenientes de cualquier autoridad o servidor
público, con excepción de los del Poder Judicial de la
Federación, que violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior en los
casos en que determinen la existencia de violaciones a
los derechos humanos por parte de una autoridad, dic-
tarán las medidas necesarias para que éstas cesen. 

Asimismo, en caso de que los hechos violatorios a los
derechos humanos sean además constitutivos de delitos,
estos organismos tendrán la facultad de realizar inves-
tigaciones no jurisdiccionales y denunciar tales hechos.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos jurisdiccionales. 

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se
denominará Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
y contará con autonomía de gestión y presupuestaria, per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios. En las Constitu-
ciones locales y el Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
deral se garantizará la autonomía de los organismos de
protección de los derechos humanos, de conformidad
con los principios que se establecen en este párrafo.

…

…

…

…

Artículo 103. …

I. Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías
individuales o derechos humanos reconocidos por esta
constitución y por los tratados internacionales ratifica-
dos por el Estado mexicano.

Artículo 105. ...

I. ...

II. ... 
...

a) a d) ...

e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal, en contra de leyes expedidas por la propia
Asamblea; 

f) … 

g) El Presidente de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos en contra de tratados interna-
cionales celebrados por el Estado mexicano, leyes
federales o locales que vulneren derechos huma-
nos, y 

h) Los titulares de los organismos de protección
de los derechos humanos de cada una de las enti-
dades federativas, exclusivamente en contra de le-
yes locales que vulneren derechos humanos. 



III. ... 

Artículo 109. …

I. a II. …

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servi-
dores públicos por los actos u omisiones que afecten los
derechos humanos, la legalidad, honradez, lealtad, im-
parcialidad y eficiencia que deban observar en el des-
empeño de sus empleos, cargos o comisiones.

…
...

Artículo 113. …
…

En las resoluciones administrativas y judiciales en las
que se determine la responsabilidad del Estado por vio-
laciones de los derechos humanos se garantizará la re-
paración integral del daño de conformidad con el artí-
culo 1o. de esta Constitución. 

Artículo 133. Esta Constitución, los tratados internacio-
nales que estén de acuerdo con la misma celebrados y
que se celebren por el Presidente de la República, con
aprobación del Senado y las leyes del Congreso de la
Unión que emanen de ella en ese orden serán la Ley Su-
prema de toda la Unión. Los jueces y demás autoridades de
las entidades federativas y de los municipios se arreglarán
a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las dispo-
siciones en contrario que pueda haber en las Constituciones
o leyes de los estados.

Los preceptos contenidos en los tratados internaciona-
les de derechos humanos tendrán jerarquía constitucio-
nal y su interpretación se hará de conformidad con el
principio pro homine establecido en el párrafo cuarto
del artículo 1o. de esta Constitución.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Carrillo Salcedo, Juan Antonio, El derecho internacional de los de-
rechos humanos, Barcelona, Tecnos, 1998.

2 Carpizo, Jorge. Estudios constitucionales, quinta edición. Editorial
Porrúa/UNAM. México, 1996. p. 485.

3 Ver Una vuelta a los principios sobre derechos humanos en la Cons-
titución mexicana. Algunas pistas de reflexión a la luz del derecho
comparado. José Luis Caballero Ochoa. Ponencia. Congreso Interna-
cional de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados. www.juridicas.
unam.mx.

4 Carbonell Miguel, Constitución, reforma constitucional y fuentes del
derecho en México, Porrúa/UNAM, México 2000, prólogo a la tercera
edición, pp. XXIV y XXV.

5 Gaceta Parlamentaria número 1576, jueves 2 de septiembre de 2004.

Diputada Alliet Bautista Bravo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias a usted, señora diputada. Túrnese a la Comisión
de Puntos Constitucionales.

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y
ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS 

FINANCIEROS - LEY DE INSTITUCIONES 
DE CREDITO - LEY DE PROTECCION Y DEFENSA

AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS - 
LEY DE LA COMISION NACIONAL

BANCARIA Y DE VALORES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Esta Presidencia informa que se acaba de recibir minuta
con proyecto de decreto por el que se abroga la Ley para la
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financie-
ros; se expide la Ley para la Transparencia y Ordenamien-
to de los Servicios Financieros; se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones
de Crédito, de la Ley de Protección y Defensa del Usuario
de Servicios Financieros y de la Ley de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores. 

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.
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Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se abroga la Ley para la Transparencia y Orde-
namiento de los Servicios Financieros publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 26 de enero de 2004, se ex-
pide la  Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros y se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédi-
to y de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Ser-
vicios Financieros y la Ley de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2007.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE ABROGA LA LEY PARA LA
TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS
SERVICIOS FINANCIEROS PUBLICADA EN EL
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE
ENERO DE 2004, SE EXPIDE LA LEY PARA LA
TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS
SERVICIOS FINANCIEROS Y SE REFORMAN,
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉ-
DITO Y DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA
AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS Y LA
LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y
DE VALORES.

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la siguiente:

LEY PARA LA TRANSPARENCIA
Y ORDENAMIENTO 

DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS

Capítulo I.- Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es del orden federal y sus dis-
posiciones son de orden público y de interés social. Tiene
por objeto regular  las Comisiones y Cuotas de Intercam-
bio así como otros aspectos relacionados con los servicios
financieros y el otorgamiento de créditos de cualquier na-

turaleza que realicen las Entidades, con el fin de garantizar
la transparencia, la eficiencia del sistema de pagos y prote-
ger los intereses del público.

Artículo 2. Son de aplicación supletoria a la presente Ley,
según el tipo de Entidad de que se trate, los  ordenamien-
tos que a continuación se indican:

I. La Ley de Instituciones de Crédito;

II. La Ley de Ahorro y Crédito Popular;

III. La Ley General de Organizaciones y Actividades Au-
xiliares del Crédito;

IV. La  Ley del Banco de México;

V. Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Fi-
nancieros;

VI.  La Ley Federal de Protección al Consumidor;

VII. El Código de Comercio;

VIII. El Código Civil Federal, y

IX. Los usos y prácticas bancarios y mercantiles.

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley, en singu-
lar o plural se entenderá por:

I. Autoridades: al Banco de México, a la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, a la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros y a la Procuraduría Federal del Consumidor;

II. Cámara de Compensación: a la entidad central o me-
canismo de procesamiento centralizado, por medio del cual
se intercambian instrucciones de pago u otras obligaciones
financieras;

III. Cliente: a la persona que celebra cualquier operación
pasiva, activa o de servicios con una Entidad Financiera,
recibe algún crédito, préstamo o financiamiento de alguna
Entidad Comercial o utiliza los Medios de Disposición
emitidos por cualquier Entidad;

IV. Comisión: a cualquier cargo, independientemente de
su denominación o modalidad, que una Entidad cobre a un
Cliente. Tratándose de Entidades Financieras, se conside-



rarán los cargos que se realicen por operaciones pasivas,
activas o de servicio, y tratándose de Entidades Comercia-
les y de sociedades financieras de objeto múltiple no regu-
ladas, se considerarán los cargos que se efectúen por las
operaciones de crédito, préstamos o financiamientos. En
todos los casos, se considerarán los cargos por el uso o
aceptación de Medios de Disposición;

V. Contrato de Adhesión: al documento elaborado unila-
teralmente por las Entidades para establecer en formatos
uniformes los términos y condiciones aplicables a la cele-
bración de las operaciones que lleven a cabo con sus Clien-
tes. Tratándose de Entidades Financieras, se considerarán
las operaciones pasivas, activas o de servicio, y tratándose
de Entidades Comerciales y de sociedades financieras de
objeto múltiple no reguladas, se considerarán las operacio-
nes de crédito, préstamos o  financiamientos;

VI. CAT: al costo anual total de financiamiento expresado
en términos porcentuales anuales que, para fines informa-
tivos y de comparación, incorpora la totalidad de los costos
y gastos inherentes a los créditos, préstamos o financia-
mientos que otorgan las Entidades; 

VII. Cuotas de Intercambio: a las cantidades que las En-
tidades se cobran o pagan entre sí, directa o indirectamen-
te, por el uso de cualquier Medio de Disposición en la in-
fraestructura de pagos instalada por alguna Entidad distinta
a la que proporciona o emite el Medio de Disposición;

VIII. Entidades: a las Entidades Financieras, a las Entida-
des Comerciales, y a las sociedades financieras de objeto
múltiple no reguladas, conjuntamente;

IX. Entidad Financiera: a las instituciones de crédito, a
las sociedades financieras de objeto limitado, a las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas y a las enti-
dades de ahorro y crédito popular y a las entidades finan-
cieras que actúen como fiduciarias en fideicomisos que
otorguen crédito, préstamo o financiamiento al público;

X. Entidad Comercial: a las sociedades que de manera
habitual otorguen créditos, préstamos o financiamientos al
público;

XI. Medio de Disposición: a las tarjetas de débito asocia-
das a depósitos bancarios de dinero a la vista, a las tarjetas
de crédito emitidas al amparo de un contrato de apertura de
crédito, a los cheques, a las órdenes de transferencia de
fondos incluyendo el servicio conocido como domicilia-

ción, así como aquellos otros que el Banco de México re-
conozca mediante disposiciones de carácter general, y 

XII. Sistema de Pagos: a la serie de instrumentos, proce-
dimientos, reglas y sistemas para la transferencia de fon-
dos.

Capítulo II.-
De las Comisiones y Cuotas de Intercambio

Artículo 4. Para los fines previstos en el artículo 1 de esta
Ley, el Banco de México estará facultado para emitir dis-
posiciones de carácter general para regular las tasas de in-
terés, Comisiones y pagos anticipados de las operaciones
que realicen con sus Clientes, las instituciones de crédito,
sociedades financieras de objeto limitado y las sociedades
financieras de objeto múltiple reguladas, así como para re-
gular Cuotas de Intercambio tratándose de Entidades.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros, la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, las instituciones de crédito, las sociedades finan-
cieras de objeto limitado o las sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas, podrán solicitar al Banco de Mé-
xico se evalúe si existen o no condiciones razonables de
competencia, respecto de operaciones activas, pasivas y de
servicios de las citadas entidades.

Al efecto, el Banco de México podrá también actuar de ofi-
cio, y deberá solicitar la opinión de la Comisión Federal de
Competencia para que ésta, en un plazo no menor a treinta
días y no mayor a sesenta días naturales posteriores a su so-
licitud, en términos de la Ley que la rige, determine entre
otros aspectos, si existe o no competencia efectiva y los
mercados relevantes respectivos.

Con base en la opinión de la citada dependencia, el Banco
de México, en su caso, tomará las medidas regulatorias
pertinentes, las que se mantendrán sólo mientras subsistan
las condiciones que las motivaran.  En la regulación, Ban-
co de México establecerá las bases para la determinación
de dichas Comisiones y Tasas de Interés, así como meca-
nismos de ajuste y períodos de vigencia.

El Banco de México o las entidades sujetas a dicha regula-
ción, podrán solicitar a la Comisión Federal de Competen-
cia que emita opinión sobre la subsistencia de las condi-
ciones que motivaron la regulación.
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Independientemente de las sanciones previstas en esta Ley,
el Banco de México podrá suspender operaciones con las
instituciones de crédito que infrinjan lo dispuesto en este
precepto.

Lo previsto en este artículo no impide que el Banco de Mé-
xico ejerza en cualquier momento las facultades a que se
refiere el artículo 48 de la Ley de Instituciones de Crédito,
así como las previstas en la Ley del Banco de México; ni
limita que la Comisión Federal de Competencia pueda, en
términos de la Ley Federal de Competencia Económica,
evaluar directamente si existen o no condiciones razona-
bles de competencia.

Artículo 5. Las Entidades que operen cajeros automáticos
deberán informar en las pantallas de éstos las Comisiones
que cobran por su uso, así como obtener el previo consen-
timiento de los Clientes para el cobro de tales Comisiones.

Artículo 6. Las instituciones de crédito, sociedades finan-
cieras de objeto limitado y las sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas, deberán registrar ante el Banco
de México las Comisiones que cobran por los servicios de
pago y créditos que ofrecen al público, así como sus res-
pectivas modificaciones. Dicho registro se realizará con al
menos treinta días naturales de anticipación a su entrada en
vigor para nuevas Comisiones o cuando impliquen un in-
cremento.

Para el caso de reducción del monto de dichas Comisiones,
el registro deberá realizarse con al menos dos días natura-
les de anticipación a su entrada en vigor.

Lo anterior lo deberán efectuar en la forma y términos que
el propio Banco de México señale en las disposiciones de
carácter general.

El Banco de México tendrá la facultad de formular obser-
vaciones a la aplicación de dichas Comisiones cuando im-
pliquen un incremento, dentro de los quince días hábiles si-
guientes a aquél en que las citadas entidades financieras las
hagan de su conocimiento.  Antes de ejercer la citada fa-
cultad el Banco de México escuchará a la entidad de que se
trate. El Banco de México hará públicas las observaciones
que en su caso formule conforme a este párrafo. De no
existir observaciones, las Comisiones entrarán en vigor

Las atribuciones conferidas al Banco de México en los pá-
rrafos anteriores del presente artículo, se entenderán otor-
gadas a la Comisión Nacional para la Protección y Defen-

sa de los Usuarios de Servicios Financieros respecto de las
sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas.

Artículo 7. Las Entidades deberán contar en sus sucursales
o establecimientos con  información actualizada relativa a
los montos, conceptos y periodicidad de las Comisiones en
carteles, listas y folletos visibles de forma ostensible, y per-
mitir que aquélla se obtenga a través de un medio electró-
nico ubicado en dichas sucursales o establecimientos, a fin
de que cualquier persona que la solicite esté en posibilidad
de consultarla gratuitamente, y cuando cuenten con página
electrónica en la red mundial “Internet”, mantener en ésta
dicha información.

Las Entidades, a través de los medios que pacten con sus
Clientes, deberán darles a conocer los incrementos al im-
porte de las Comisiones, así como las nuevas Comisiones
que pretendan cobrar, por lo menos, con treinta días natu-
rales de anticipación a la fecha prevista para que éstas sur-
tan efectos. Sin perjuicio de lo anterior, los Clientes en los
términos que establezcan los contratos, tendrán derecho a
dar por terminada la prestación de los servicios que les
otorguen las Entidades en caso de no estar de acuerdo con
los nuevos montos, sin que la Entidad pueda cobrarle can-
tidad adicional alguna por este hecho, con excepción de los
adeudos que ya se hubieren generado a la fecha en que el
Cliente solicite dar por terminado el servicio.

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, ten-
drá como consecuencia la nulidad de la Comisión, con in-
dependencia de las sanciones que en su caso procedan.

Capítulo III.-
De  la transparencia en relación con los 

Medios de Disposición y en el otorgamiento de 
créditos, préstamos y financiamientos.

Artículo 8. El Banco de México establecerá a través de
disposiciones de carácter general, la fórmula, los compo-
nentes y la metodología de cálculo del CAT, en relación
con los créditos, préstamos o financiamientos que otorguen
las Entidades. En dichas disposiciones el Banco de México
establecerá los tipos y montos de los créditos, préstamos o
financiamientos a los que será aplicable el CAT.

Artículo 9. Las tasas de interés ordinarias y moratorias
que aparezcan en los documentos que instrumenten los cré-
ditos, préstamos y financiamientos que otorguen las Enti-
dades, así como las que se mencionen  en los estados de
cuenta, deberán expresarse en términos anuales, así como



resaltarse en caracteres distintivos de manera clara, notoria
e indubitable.

Cuando las Entidades pacten una tasa de referencia en sus
operaciones de crédito, préstamo o financiamiento, debe-
rán pactar una o más tasas de referencia sustitutivas, para
el evento de que deje de existir la tasa de referencia origi-
nalmente pactada, debiendo convenir el orden en que, en su
caso, dichas tasas de referencia sustituirían a la original-
mente pactada.

Artículo 10. En los créditos, préstamos o financiamientos
que las Entidades otorguen, el pago de los intereses no po-
drá ser exigido por adelantado, sino únicamente por perío-
dos vencidos, sin perjuicio de ajustarse a la legislación
mercantil aplicable. El Banco de México mediante disposi-
ciones de carácter general determinará los montos y tipos
de los créditos, préstamos y financiamientos a los que les
será aplicable este artículo, de los cuales las Entidades es-
tarán obligadas a informar a sus clientes al momento de
pactar los términos del crédito.

Artículo 11. Los Contratos de Adhesión que utilicen las
Entidades Financieras deberán cumplir con los requisitos
que mediante disposiciones de carácter general establezca
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previa opi-
nión de la Comisión Nacional para la Protección y Defen-
sa de los Usuarios de Servicios Financieros.  

Los Contratos de Adhesión que empleen las Entidades Co-
merciales y las sociedades financieras de objeto múltiple
no reguladas, deberán cumplir con los requisitos que me-
diante disposiciones de carácter general establezcan la Pro-
curaduría Federal del Consumidor y la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Las disposiciones mencionadas en los párrafos anteriores
deberán considerar los aspectos siguientes:

I. Los sanos usos y prácticas bancarias y comerciales, se-
gún corresponda, relacionadas con la operación o servicio;

II. La utilización de formatos que faciliten la lectura y
comprensión del contenido obligacional de los contratos;

III. Las bases para dejar claramente establecidas las carac-
terísticas, términos y condiciones  del servicio;

IV. Los procedimientos de notificación y bases para la
aceptación por parte de los Clientes de las modificaciones
a los Contratos de Adhesión mediante las cuales tengan
contratados operaciones o servicios;

V. El procedimiento a seguirse para la cancelación del ser-
vicio, y

VI. Los conceptos de cobro y sus montos.

Adicionalmente, la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores señalará los tipos de Contratos de Adhesión que do-
cumenten las operaciones o servicios que celebren las En-
tidades Financieras, que requieran autorización previa de la
citada Comisión.

Las Entidades Financieras y las sociedades financieras de
objeto múltiple no reguladas, deberán remitir a la Comi-
sión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios
de Servicios Financieros, los modelos de Contratos de Ad-
hesión, a efecto de que esta integre un Registro de Contra-
tos de Adhesión para consulta del público en general.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores de oficio o a
petición de la Comisión Nacional para la Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros, la Procura-
duría Federal del Consumidor, y la  Comisión Nacional pa-
ra la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros, en el ámbito de sus competencias, revisarán
los modelos de Contrato de Adhesión para verificar que és-
tos se ajusten a lo previsto en las disposiciones emitidas
conforme a este precepto.

Asimismo, las referidas Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, Procuraduría Federal del Consumidor y Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros, en el ámbito de sus competencias,
podrán ordenar que se modifiquen los modelos de Contra-
tos de Adhesión a fin de adecuarlos a las leyes y otras dis-
posiciones aplicables y, en su caso, suspender su uso res-
pecto de nuevas operaciones hasta en tanto sean
modificados.

Todo Contrato de Adhesión celebrado en territorio nacio-
nal, para su validez, deberá estar escrito en idioma español. 

Los modelos de Contratos de Adhesión deberán contener
las Comisiones que la Entidad cobre. Se prohíbe que di-
chas entidades carguen o cobren Comisiones que no estén
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previstas en los Contratos de Adhesión o se modifiquen en
contravención a esta Ley. Toda modificación a las Comi-
siones, cuando resulte aplicable, deberá registrarse en tér-
minos del artículo 6 de esta Ley.

Artículo 12. Las Entidades Financieras se ajustarán a las
disposiciones de carácter general que emita la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, en las que establezca la
forma y términos que deberá cumplir la publicidad relativa
a las características de sus operaciones activas, pasivas y
de servicios. Para la expedición de las referidas disposicio-
nes, la citada dependencia escuchará la opinión de la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros.

La Procuraduría Federal del Consumidor y la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, expedirán disposiciones de carácter general en
las que regulen lo establecido en el párrafo anterior para los
créditos, préstamos o financiamientos y Medios de Dispo-
sición que emitan u otorguen las Entidades Comerciales y
las sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo, deberán considerar los aspectos siguientes:

I. La veracidad y precisión de la información relacionada
con los productos o servicios ofrecidos;

II. Que no contengan elementos de competencia desleal;

III. Transparencia en las características y, en su caso, ries-
gos inherentes al producto o servicio;

IV. La formación de cultura financiera entre el público en
general;

V. Puntos de contacto para información adicional, y

VI. Los mecanismos para que las Entidades den a conocer
al público en general, las comisiones que cobran.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de oficio o a
solicitud de la Comisión Nacional para Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros, podrá or-
denar la suspensión de la publicidad que realicen las Enti-
dades Financieras, cuando a su juicio ésta implique
inexactitud, o competencia desleal entre las mismas, o que
por cualquier otra circunstancia pueda inducir a error, res-

pecto de sus operaciones y servicios, o bien, no se ajuste a
lo previsto en este artículo, así como en las disposiciones
de carácter general que con base en este precepto se emi-
tan.

La Procuraduría Federal del Consumidor y la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, podrán ordenar la suspensión de la publicidad
que realicen las Entidades Comerciales o las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple no reguladas, en los términos
a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 13. Las Entidades Financieras deberán enviar al
domicilio que señalen los Clientes en los contratos respec-
tivos o al que posteriormente indiquen, el estado de cuenta
correspondiente a las operaciones y servicios con ellas con-
tratadas, el cual será gratuito para Cliente.

Las Entidades Comerciales y las sociedades financieras de
objeto múltiple no reguladas, deberán cumplir con la obli-
gación prevista en el primer párrafo de este artículo, res-
pecto de los créditos, préstamos y financiamientos u ope-
raciones con Medios de Disposición con ellas contratadas.

Los Clientes podrán pactar con las Entidades para que en
sustitución de la obligación referida, pueda consultarse el
citado estado de cuenta a través de cualquier medio que al
efecto se acuerde entre ambas partes.

Los mencionados estados de cuenta, así como los compro-
bantes de operación, deberán cumplir con los requisitos
que para Entidades Financieras establezca la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de ca-
rácter general, previa opinión de la Comisión Nacional pa-
ra la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros; para Entidades Comerciales, los que establez-
ca la Procuraduría Federal del Consumidor, igualmente
mediante disposiciones de carácter general, y para socieda-
des financieras de objeto múltiple no reguladas, las que asi-
mismo emita la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, respec-
tivamente.

Las citadas disposiciones de carácter general, podrán con-
siderar los aspectos siguientes:

I. Claridad en la presentación de la información contenida
en los estados de cuenta y en los comprobantes de opera-
ciones, que permita conocer la situación que guardan las



transacciones efectuadas por el Cliente en un periodo pre-
viamente acordado entre las partes;

II. La base para incorporar en los estados de cuenta y com-
probantes de operación, las Comisiones y demás conceptos
que la Entidad cobre al Cliente por la prestación del servi-
cio u operación de que se trate, así como otras característi-
cas del servicio;

III. La información que deberán contener para permitir la
comparación de las Comisiones aplicadas en operaciones
afines;

IV. Tratándose de Entidades Financieras y sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple no reguladas, deberán conte-
ner los datos de localización y contacto con la unidad es-
pecializada que en términos de la Ley de Protección y
Defensa al Usuario de Servicios Financieros deben mante-
ner, para efectos de aclaraciones o reclamaciones vincula-
das con el servicio o producto de que se trate, así como los
plazos para presentarlas.  Tratándose de Entidades Comer-
ciales, deberán contener, al menos, los números telefónicos
de servicios al consumidor para los efectos antes señala-
dos, y

V. Las demás que las autoridades competentes determinen,
en términos de las disposiciones aplicables.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de oficio o a
solicitud de la Comisión Nacional para la Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros, podrá or-
denar modificaciones a los estados de cuenta que expidan
las Entidades Financieras, cuando éstos no se ajusten a lo
previsto en las fracciones I, II, III y IV de este artículo o en
las disposiciones de carácter general que del propio pre-
cepto emanen.

La Procuraduría Federal del Consumidor, así como la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, podrán ordenar modificaciones a los
estados de cuenta que expidan las Entidades Comerciales o
las sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas,
en los casos a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 14. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores
y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros, celebrarán convenios
de colaboración que tengan por objeto establecer los meca-
nismos y canales a través de los cuales esta última hará del

conocimiento de la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, las observaciones que deriven del ejercicio de las fa-
cultades que en materia de verificación de Contratos de
Adhesión, publicidad y estados de cuenta le otorgan los ar-
tículos 11, 12 y 13 de esta Ley.

Artículo 15. Tratándose del otorgamiento de créditos,
préstamos o financiamientos que otorguen las Entidades a
los que les sea aplicable el CAT de acuerdo con las dispo-
siciones a las que se refiere el artículo 8 de esta Ley, la pu-
blicidad y los Contratos de Adhesión deberán contener di-
cho CAT, cuando así lo establezcan las disposiciones de
carácter general que conforme a lo previsto en los artículos
11 y 12 de esta Ley, emitan la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, la Procuraduría Federal del Consumidor y
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias.

La información a que se refiere este artículo deberá resal-
tarse en caracteres distintivos de manera clara, notoria e in-
dubitable.

Artículo 16. Las instituciones de crédito están obligadas a
recibir cheques salvo buen cobro y órdenes de transferen-
cias de fondos para abono en cuenta del beneficiario. Asi-
mismo, las instituciones de crédito, sociedades financieras
de objeto limitado y las sociedades financieras de objeto
múltiple reguladas están obligadas a recibir cheques salvo
buen cobro y órdenes de transferencias de fondos para el
pago del principal, intereses, Comisiones y gastos, de los
créditos, préstamos o financiamientos que otorguen a sus
Clientes.

Las órdenes de transferencias de fondos mencionadas en el
párrafo anterior podrán ser enviadas a solicitud del Cliente
o por un tercero y la emisora podrá ser cualquier persona
facultada para ello. Asimismo, los cheques podrán ser li-
brados por el Cliente o por un tercero, a cargo de cualquier
institución de crédito.

Asimismo, las instituciones de crédito estarán obligadas a
recibir y procesar las instrucciones de cargo en las cuentas
de depósito y de apertura de crédito en cuenta corriente de
sus clientes, que reciban derivadas de servicios de domici-
liación previstos en la Ley de Instituciones de Crédito, así
como de otras operaciones que determine el Banco de Mé-
xico a través de disposiciones de carácter general. Lo ante-
rior, siempre y cuando existan fondos suficientes en las
cuentas respectivas.
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Las instituciones de crédito, sociedades financieras de ob-
jeto limitado y las sociedades financieras de objeto múlti-
ple reguladas estarán sujetas a las disposiciones de carácter
general que para efectos de lo previsto en este artículo emi-
ta el Banco de México, en las que se determinarán entre
otros, los tipos y montos de las operaciones sujetas al pre-
sente artículo.

Artículo 17. A las Entidades les estará prohibido llevar a
cabo prácticas discriminatorias.

Para los efectos de esta Ley se considerarán prácticas dis-
criminatorias:

I. Los actos que se realicen para no permitir la celebración
de operaciones a Clientes de determinadas Entidades;

II. El cobro de Comisiones distintas en virtud del emisor
del Medio de Disposición correspondiente, y

III. Los actos que se realicen para no permitir a sus Clien-
tes utilizar la infraestructura de otras Entidades, o desalen-
tar su uso.

Las Entidades podrán exceptuar a sus cuentahabientes o
acreditados del pago de Comisiones o establecer menores
Comisiones cuando éstos utilicen la infraestructura de
aquéllas.  Lo anterior, no se considerará práctica discrimi-
natoria.

Cada Entidad tendrá prohibido cobrar más de una Comi-
sión a sus Clientes respecto del mismo hecho generador,
así como aplicar Comisiones en condiciones significativa-
mente más desfavorables para los Clientes que las prevale-
cientes en el mercado.

Artículo 18. Los trabajadores tendrán derecho a solicitar a
la institución de crédito en la que se realice el depósito de
su salario y de otras prestaciones de carácter laboral, que
transfiera la totalidad de los recursos depositados a otra
institución de crédito que elija el trabajador, sin que la ins-
titución que transfiera los recursos pueda cobrar penaliza-
ción alguna al trabajador que le solicite este servicio. Las
instituciones de crédito deberán sujetarse a las disposicio-
nes de carácter general que al efecto emita el Banco de Mé-
xico.

Las entidades públicas, en la contratación de servicios fi-
nancieros para el pago de los salarios de sus trabajadores,
garantizarán condiciones favorables en beneficio de éstos.

Capítulo IV.- Disposiciones Comunes

Artículo 19. El Banco de México estará facultado para re-
gular, mediante disposiciones de carácter general, el fun-
cionamiento y la operación de las Cámaras de Compensa-
ción de cualquier Medio de Disposición, así como los
cargos que éstas efectúen por la realización de sus opera-
ciones.

Artículo 20. La Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros estará fa-
cultada para conocer de cualquier controversia relacionada
con la aplicación de la presente Ley entre los Clientes y las
Entidades Financieras y entre los Clientes y las sociedades
financieras de objeto múltiple no reguladas, en términos de
las disposiciones aplicables.

Tratándose de Entidades Comerciales, la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor estará facultada para conocer de cual-
quier controversia relacionada con la aplicación de la pre-
sente Ley entre las Entidades Comerciales y sus Clientes.

Artículo 21. Las Entidades Financieras y las Cámaras de
Compensación, estarán obligadas a suministrar al Banco de
México, en la forma y términos que éste les requiera, la in-
formación sobre los Medios de Disposición, créditos, prés-
tamos y financiamientos respectivos, así como, en general,
aquélla que sea útil al Banco para proveer el adecuado
cumplimiento de sus funciones.

Las Entidades Comerciales estarán obligadas a suministrar
a la Procuraduría Federal del Consumidor, en la forma y
términos que ésta les requiera, la información sobre los
Medios de Disposición, créditos, préstamos o financia-
mientos respectivos, así como, en general aquélla que le
sea útil para proveer el adecuado cumplimiento de sus fun-
ciones.

Artículo 22.- Las disposiciones de carácter general, tales
como circulares y reglas, así como actos administrativos y
notificaciones que emita el Banco de México en ejercicio
de las facultades que le otorgan la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y las leyes, podrán darse a
conocer:

I. Mediante publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción, o

II. A través de los medios que determine el Banco de Mé-
xico mediante disposiciones de carácter general



Las publicaciones que realice el Banco de México en el
Diario Oficial de la Federación conforme a este artículo,
estarán exentas del pago de derechos en términos de la Ley
Federal de Derechos.

Para los efectos de la fracción II del presente artículo:

a) Las instituciones de crédito, entidades e intermediarios
financieros de que se trate, deberán proporcionar al Banco
de México la información que requiera para dar a conocer
las disposiciones, actos administrativos y notificaciones
mencionadas. Las disposiciones, actos administrativos y no-
tificaciones que el Banco de México envíe o comunique con
base en la información que le proporcionen las instituciones
de crédito, entidades e intermediarios financieros, obligan y
surten sus efectos en los términos que éstas señalen.

b) Cuando las disposiciones, actos administrativos y noti-
ficaciones del Banco de México se envíen a las institucio-
nes de crédito, entidades o intermediarios financieros, a
través de medios electrónicos distintos del fax, que permi-
tan adjuntar el mensaje de datos y firmarlo electrónica-
mente, las firmas respectivas deberán corresponder a los
funcionarios competentes para emitirlas en términos del
Reglamento Interior del Banco de México, y haber sido ge-
neradas con base en los datos de creación de firma electró-
nica conforme a los procedimientos y sistemas de la In-
fraestructura Extendida de Seguridad que administra el
propio Banco de México.

Artículo 23.- En todas las operaciones y servicios que las
instituciones de crédito celebren masivamente con sus
Clientes por medio de Contratos de Adhesión y hasta por
los montos máximos que establezca la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, aquéllas deberán proporcionarle a
éstos la asistencia, acceso y facilidades necesarias para
atender las aclaraciones relacionadas con dichas operacio-
nes y servicios.

La citada Comisión establecerá, mediante disposiciones de
carácter general, tanto las operaciones que deban conside-
rarse masivamente celebradas, como los montos máximos
a que se refiere este párrafo. Al efecto, sin perjuicio de los
demás procedimientos y requisitos que impongan otras au-
toridades financieras facultadas para ello en relación con
operaciones materia de su ámbito de competencia, en todo
caso se estará a lo siguiente:

I. Cuando el Cliente no esté de acuerdo con alguno de los
movimientos que aparezcan en el estado de cuenta respec-

tivo o en los medios electrónicos, ópticos o de cualquier
otra tecnología que se hubieren pactado, podrá presentar
una solicitud de aclaración dentro del plazo de noventa dí-
as naturales contados a partir de la fecha de corte o, en su
caso, de la realización de la operación o del servicio.

La solicitud respectiva podrá presentarse ante la sucursal
en la que radica la cuenta, o bien, en la unidad especializa-
da de la institución de que se trate, mediante escrito, correo
electrónico o cualquier otro medio por el que se pueda
comprobar fehacientemente su recepción. En todos los ca-
sos, la institución estará obligada a acusar recibo de dicha
solicitud.

Tratándose de cantidades a cargo del Cliente dispuestas me-
diante cualquier mecanismo determinado al efecto por la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en las disposicio-
nes de carácter general a que se refiere el presente artículo,
el cliente tendrá el derecho de no realizar el pago cuya acla-
ración solicita, así como el de cualquier otra cantidad rela-
cionada con dicho pago, hasta en tanto se resuelva la aclara-
ción conforme al procedimiento a que se refiere este
artículo;

II. Una vez recibida la solicitud de aclaración, la institución
tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco días para en-
tregar al Cliente el dictamen correspondiente, anexando
copia simple del documento o evidencia considerada para
la emisión de dicho dictamen, con base en la información
que, conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en
su poder, así como un informe detallado en el que se res-
pondan todos los hechos contenidos en la solicitud presen-
tada por el Cliente. En el caso de reclamaciones relativas a
operaciones realizadas en el extranjero, el plazo previsto en
este párrafo será hasta de ciento ochenta días naturales.

El dictamen e informe antes referidos deberán formularse
por escrito y suscribirse por personal de la institución fa-
cultado para ello. En el evento de que, conforme al dicta-
men que emita la institución, resulte procedente el cobro
del monto respectivo, el Cliente deberá hacer el pago de la
cantidad a su cargo, incluyendo los intereses ordinarios
conforme a lo pactado, sin que proceda el cobro de intere-
ses moratorios y otros accesorios generados por la suspen-
sión del pago realizada en términos de esta disposición;

III. Dentro del plazo de cuarenta y cinco días naturales
contado a partir de la entrega del dictamen a que se refiere
la fracción anterior, la institución estará obligada a poner a
disposición del Cliente en la sucursal en la que radica la
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cuenta, o bien, en la unidad especializada de la institución
de que se trate, el expediente generado con motivo de la so-
licitud, así como a integrar en éste, bajo su más estricta res-
ponsabilidad, toda la documentación e información que,
conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en su
poder y que se relacione directamente con la solicitud de
aclaración que corresponda y sin incluir datos correspon-
dientes a operaciones relacionadas con terceras personas;

IV. En caso de que la institución no diere respuesta oportu-
na a la solicitud del Cliente o no le entregare el dictamen e
informe detallado, así como la documentación o evidencia
antes referidos, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, sujetándose a lo previsto en el Capítulo V de esta  Ley,
impondrá multa por un monto equivalente al reclamado por
el Cliente en términos de este artículo, y

V. Hasta en tanto la solicitud de aclaración de que se trate
no quede resuelta de conformidad con el procedimiento se-
ñalado en este artículo, la institución no podrá reportar co-
mo vencidas las cantidades sujetas a dicha aclaración a las
sociedades de información crediticia.

Lo antes dispuesto es sin perjuicio del derecho de los
Clientes de acudir ante la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
o ante la autoridad jurisdiccional correspondiente confor-
me a las disposiciones legales aplicables, así como de las
sanciones que deban imponerse a la institución por incum-
plimiento a lo establecido en el presente artículo. Sin em-
bargo, el procedimiento previsto en este artículo quedará
sin efectos a partir de que el Cliente presente su demanda
ante autoridad jurisdiccional o conduzca su reclamación en
términos de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de
Servicios Financieros.

Capítulo V
Del procedimiento administrativo sancionador

Sección I
De las disposiciones generales

Artículo 24.- La facultad de las autoridades para imponer
sanciones de carácter administrativo establecidas en esta
Ley, caducará en un plazo de cinco años, contado a partir
del día hábil siguiente al en que se realizó la conducta o se
actualizó el supuesto de infracción.

El plazo señalado se interrumpirá cuando las autoridades
otorguen el derecho de audiencia al probable infractor, en

términos de lo previsto en los artículos 28 y 29 de la pre-
sente Ley.

Artículo 25.- El procedimiento administrativo será autó-
nomo de la reparación de los daños y perjuicios que, en su
caso, demanden las personas afectadas por los actos de que
se trate.

Artículo 26.- Todas las actuaciones deberán practicarse en
días y horas hábiles. Serán días hábiles todos los días del
año, salvo los sábados y domingos y los que determine la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante las dis-
posiciones de carácter general que señalan los días del año
en que las entidades financieras sujetas a la supervisión de
la Comisión deberán suspender operaciones, publicadas en
el Diario Oficial de la Federación para cada ejercicio so-
cial. Serán horas hábiles las comprendidas entre las nueve
y las dieciocho horas.

Artículo 27.- Las notificaciones se regirán por los artícu-
los 134, 135, 136, 137, 139 y 140 del Código Fiscal de la
Federación.

Sección II
Del inicio del procedimiento

Artículo 28.- Las Autoridades previo a la imposición de
las sanciones que les corresponda aplicar conforme a esta
Ley, notificarán por escrito al presunto infractor los hechos
que se le imputan y las disposiciones que se consideren
probablemente infringidas.

Artículo 29.- En la notificación a que se refiere el artículo
inmediato anterior, las Autoridades deberán otorgar el de-
recho de audiencia al presunto infractor, a fin de que en un
plazo de diez días hábiles bancarios, contado a partir del
día hábil siguiente a aquél en que surta efectos la notifica-
ción correspondiente, manifieste lo que a su interés con-
venga y ofrezca pruebas por escrito.

Las Autoridades, a petición de parte, podrán ampliar por
una sola ocasión el plazo mencionado, hasta por el mismo
lapso, atendiendo a las circunstancias particulares del caso.

Sección III
De la instrucción del procedimiento

Artículo 30.- En el procedimiento administrativo sancio-
nador se admitirán toda clase de pruebas, excepto la testi-
monial y la de confesión de las Autoridades o de sus servi-



dores públicos, mediante absolución de posiciones. No se
considerará comprendida en esta prohibición la petición de
informes a las Autoridades, respecto de hechos que consten
en sus expedientes o de documentos agregados a ellos.

Las pruebas supervenientes podrán presentarse, siempre
que no se haya cerrado la instrucción.

El ofrecimiento, admisión, preparación, desahogo y valo-
ración de las pruebas se hará conforme a lo establecido en
el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 31.- Concluido el desahogo de pruebas, se otor-
gará al presunto infractor un plazo de cinco días hábiles
bancarios, contado a partir del día hábil bancario siguiente
al de la notificación correspondiente, para que formule ale-
gatos por escrito. Al vencer el citado plazo se tendrá por ce-
rrada la instrucción.

Sección IV
De la resolución del procedimiento

Artículo 32.- En la imposición de sanciones administrati-
vas, las Autoridades  deberán tomar en cuenta:

I. La capacidad económica del infractor.

II. La gravedad de la infracción cometida.

III. Las atenuantes o agravantes.

Se tomará como atenuante cuando el infractor, previo a la
notificación a que se refiere el artículo 28 de la presente
Ley, informe por escrito a la autoridad competente de im-
poner la sanción: a) la infracción; b) el reconocimiento ex-
preso de ésta, y c) un programa de corrección. En este su-
puesto se impondrá al infractor el importe mínimo de la
multa que corresponda en términos de esta Ley, sin perjui-
cio de lo dispuesto en los artículos 34 y 35 de esta Ley.

Se considerará como agravante la reincidencia. Será rein-
cidente el que habiendo incurrido en una infracción que ha-
ya sido sancionada, cometa otra del mismo tipo o naturale-
za, dentro de los dos años inmediatos siguientes a la fecha
en que haya quedado firme la resolución correspondiente.
En ese supuesto las autoridades podrán imponer multa
equivalente hasta por el doble de la prevista en esta Ley.

Artículo 33.- Para calcular el importe de las multas se ten-
drá como base el salario mínimo general diario en el Dis-

trito Federal, vigente el día en que se realice la conducta in-
fractora.

Artículo 34.- Atendiendo a las circunstancias de cada ca-
so, las Autoridades podrán además de imponer la multa que
corresponda, amonestar al infractor, o bien, solamente
amonestarlo, considerando la gravedad de la conducta, que
no se afecten los intereses de terceros, así como la existen-
cia de atenuantes.

Artículo 35.- Las Autoridades podrán abstenerse de san-
cionar a las Entidades y a las Cámaras de Compensación,
siempre y cuando se trate de las conductas infractoras se-
ñaladas en los artículos 40, 41, 44 primer párrafo, 45 y 47,
no constituyan delito y se presenten las circunstancias ate-
nuantes referidas en el presente capítulo.  La autoridad co-
rrespondiente deberá justificar las causas que motivaron el
ejercicio de esta facultad.

Artículo 36.- Las sanciones podrán ser impuestas tanto a
las Entidades o Cámaras de Compensación, previo derecho
de audiencia que se les otorgue conforme a los artículos 28
y 29 de la presente Ley.

Artículo 37.- En ningún caso será sancionado el mismo
hecho constitutivo de la infracción en dos o más ocasiones,
ni por dos o más autoridades administrativas.

Cuando por un mismo hecho u omisión se cometan varias
infracciones a las que esta Ley imponga una sanción, el to-
tal de las mismas no deberá rebasar los montos máximos
previstos en el presente ordenamiento.

Artículo 38.- Las multas que las Autoridades impongan
conforme a esta Ley, deberán ser pagadas dentro de los
quince días hábiles siguientes a la fecha de su notificación.
Cuando las multas no se paguen dentro del plazo señalado,
el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que
debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, en
los términos que establece el Código Fiscal de la Federa-
ción para este tipo de supuestos.

En caso de que el infractor pague las multas impuestas por
las Autoridades dentro de los quince días referidos en el pá-
rrafo inmediato anterior, se aplicará una reducción en un
veinte por ciento de su monto, siempre y cuando no se in-
terponga medio de defensa alguno.

Artículo 39.- En ejercicio de sus facultades sancionadoras,
las Autoridades deberán hacer del conocimiento del públi-
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co en general por el medio que consideren conveniente, las
sanciones que al efecto impongan por infracciones a esta
Ley, una vez que dichas resoluciones hayan quedado fir-
mes o sean cosa juzgada, señalando exclusivamente la de-
nominación social de la entidad infractora, el precepto in-
fringido y la sanción impuesta.

Artículo 40.- Las Autoridades, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, sancionarán a las Entidades y a las Cá-
maras de Compensación que se abstengan de suministrar la
información o documentación que cada autoridad les re-
quiera en términos de esta Ley o disposiciones que de ella
emanen, en los plazos que éstas determinen, con multa de
doscientos a dos mil días de salario, o bien cuando presen-
ten la información o documentación de manera incorrecta
o de forma extemporánea.

Sección V
Sanciones que corresponde imponer

a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores

Artículo 41.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores
sancionará con multa de doscientos a dos mil días de sala-
rio, a las Entidades Financieras que infrinjan cualquier dis-
posición de esta Ley cuya conducta no competa sancionar
a otra de las Autoridades y que no correspondan a las con-
ductas infractoras de los artículos 42 y 43, así como cuan-
do infrinjan las disposiciones de carácter general que la
propia Comisión expida en términos de esta Ley.

Artículo 42.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores
sancionará con multa de dos mil a cinco mil días de sala-
rio, a las Entidades Financieras que:

I. No cuenten en sus sucursales, establecimientos y en su
página electrónica en la red mundial “Internet”, con la in-
formación actualizada a que se refiere el primer párrafo del
artículo 7 de esta Ley, en los términos expresados en el re-
ferido precepto.

II. No expresen en términos anuales las tasas de interés or-
dinarias y moratorias, conforme al artículo 9 de la presen-
te Ley.

III. Empleen modelos de Contratos de Adhesión que in-
cumplan lo previsto en el artículo 11 de esta Ley o en las
disposiciones de carácter general que expida la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, que regulen Contratos de
Adhesión.

IV. Difundan publicidad que incumpla lo previsto en el ar-
tículo 12 de esta Ley o las disposiciones de carácter gene-
ral que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, que regulen la publicidad relativa a las características
de las operaciones activas, pasivas y de servicios.

V. Expidan estados de cuenta o comprobantes de operacio-
nes, que no cumplan con lo previsto en el artículo 13 de la
presente Ley o no se ajusten a los requisitos que establez-
ca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a través de
disposiciones de carácter general.

Artículo 43.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores
sancionará con multa de cuatro mil a veinte mil días de sa-
lario, a las Entidades Financieras que:

I. Realicen cargos adicionales a sus Clientes por la termi-
nación de los contratos que tengan celebrados, en contra-
vención a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 7
de esta Ley.

II. No modifiquen los Contratos de Adhesión conforme a lo
ordenado por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
en términos del artículo 11 de esta Ley.

III. No acaten la orden de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores de suspender el uso de los Contratos de Ad-
hesión, respecto de nuevas operaciones, de acuerdo con el
artículo 11 de la presente Ley.

IV. Cobren Comisiones distintas a las pactadas en los Con-
tratos de Adhesión.

V. No suspendan la publicidad conforme al artículo 12 de
esta Ley.

VI. No modifiquen los estados de cuenta en los términos
que señale la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
cuando éstos no se ajusten a lo previsto en el artículo 13 o
en las disposiciones de carácter general que del propio pre-
cepto emanen.

VII. No incorporen el CAT en la publicidad o en los Con-
tratos de Adhesión o se abstengan de resaltarlo en los do-
cumentos respectivos de manera clara, notoria e indubita-
ble.

VIII. Realicen prácticas discriminatorias, en términos del
artículo 17 de la presente Ley.



En los casos a que se refiere la fracción V de este artículo,
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, en adi-
ción a la imposición de la multa que corresponda, solicitar
a las autoridades competentes en materia de radio, televi-
sión y otros medios de prensa, ordene la suspensión de la
difusión de la publicidad.

Sección VI
Sanciones que corresponde imponer

a la Procuraduría Federal del Consumidor

Artículo 44.- La Procuraduría Federal del Consumidor
sancionará con multa de doscientos a dos mil días de sala-
rio, a las Entidades Comerciales que infrinjan cualquier
disposición de esta Ley cuya conducta no competa sancio-
nar a otra de las Autoridades y que no correspondan a las
conductas infractoras señaladas en el párrafo siguiente, así
como cuando infrinjan las disposiciones de carácter gene-
ral que la propia Procuraduría expida en términos de esta
Ley.

Asimismo, la Procuraduría Federal del Consumidor san-
cionará, en el ámbito de su competencia, con multa de:

I. Dos mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Co-
merciales que:

a) No cuenten en sus sucursales, establecimientos o en su
página electrónica en la red mundial “Internet”, con la in-
formación actualizada a que se refiere el primer párrafo del
artículo 7 de esta Ley, en los términos expresados en el re-
ferido precepto.

b) No expresen en términos anuales las tasas de interés or-
dinarias y moratorias, conforme al artículo 9 de la presen-
te Ley.

c) Empleen modelos de Contratos de Adhesión que incum-
plan lo previsto en el artículo 11 de esta Ley o en las dis-
posiciones de carácter general que expida la Procuraduría
Federal del Consumidor, que regulen Contratos de Adhe-
sión.

d) Difundan publicidad que incumpla lo previsto en el artí-
culo 12 de esta Ley o las disposiciones de carácter general
que expida la Procuraduría Federal del Consumidor, que
regulen la publicidad relativa a las características de las
operaciones activas, pasivas y de servicios.

e) Expidan estados de cuenta o comprobantes de operacio-
nes, que no cumplan con lo previsto en el artículo 13 de la
presente Ley o no se ajusten a los requisitos que establez-
ca la Procuraduría Federal del Consumidor, a través de dis-
posiciones de carácter general, y

II. Cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades
Comerciales que:

a) Realicen cargos adicionales a sus Clientes por la termi-
nación de los contratos que tengan celebrados, en contra-
vención a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 7
de esta Ley.

b) No modifiquen los Contratos de Adhesión conforme a lo
ordenado por la Procuraduría Federal del Consumidor, en
términos del artículo 11 de esta Ley.

c) No acaten la orden de la Procuraduría Federal del Con-
sumidor de suspender el uso de los Contratos de Adhesión,
respecto de nuevas operaciones, de acuerdo con el artículo
11 de la presente Ley.

d) Cobren Comisiones distintas a las pactadas en los Con-
tratos de Adhesión.

e) No suspendan la publicidad conforme al artículo 12 de
esta Ley.

f) No modifiquen los estados de cuenta en los términos que
señale la Procuraduría Federal del Consumidor, cuando és-
tos no se ajusten a lo previsto en el artículo 13 o en las dis-
posiciones de carácter general que del propio precepto
emanen.

g) No incorporen el CAT en la publicidad o en los Contra-
tos de Adhesión o se abstengan de resaltarlo en los docu-
mentos respectivos de manera clara, notoria e indubitable.

h) Realicen prácticas discriminatorias, en términos del ar-
tículo 17 de la presente Ley.

i) Incumplan con las disposiciones de carácter general que
emita el Banco de México en términos del artículo 4 de es-
ta Ley.

j) Se abstengan de observar la fórmula, los componentes y
la metodología de cálculo del CAT, que al efecto establez-
ca el Banco de México a través de disposiciones de carác-
ter general.
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k) Cobren intereses en términos distintos a lo previsto en el
artículo 10, de la presente Ley.

En los casos a que se refiere el inciso e) de la fracción II de
este artículo, la Procuraduría Federal del Consumidor po-
drá, en adición a la imposición de la multa que correspon-
da, solicitar a las autoridades competentes en materia de
radio, televisión y otros medios de prensa, ordene la sus-
pensión de la difusión de la publicidad.

Sección VII
Sanciones que corresponde imponer a la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros

Artículo 45.- La Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros sancio-
nará con multa de doscientos a dos mil días de salario, a las
sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas que
infrinjan cualquier disposición de esta Ley, así como cuan-
do incumplan las disposiciones de carácter general que la
propia Comisión Nacional expida en términos de esta Ley,
siempre que no corresponda a las conductas infractoras se-
ñaladas en el artículo siguiente.

Artículo 46.- La Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en el
ámbito de su competencia, sancionará con multa de:

I. Dos mil a cinco mil días de salario, a las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple no reguladas que:

a) No cuenten en sus sucursales, establecimientos o en su
página electrónica en la red mundial “Internet”, con la in-
formación actualizada a que se refiere el primer párrafo del
artículo 7 de esta Ley, en los términos expresados en el re-
ferido precepto.

b) No expresen en términos anuales las tasas de interés or-
dinarias y moratorias, conforme al artículo 9 de la presen-
te Ley.

c) Empleen modelos de Contratos de Adhesión que incum-
plan lo previsto en el artículo 11 de esta Ley o en las dis-
posiciones de carácter general que expida la propia Comi-
sión Nacional, que regulen Contratos de Adhesión.

d) Difundan publicidad que incumpla lo previsto en el artí-
culo 12 de esta Ley o las disposiciones de carácter general
que expida la citada Comisión Nacional, que regulen la pu-

blicidad relativa a las características de las operaciones ac-
tivas, pasivas y de servicios.

e) Expidan estados de cuenta o comprobantes de operacio-
nes, que no cumplan con lo previsto en el artículo 13 de la
presente Ley o no se ajusten a los requisitos que establez-
ca la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros, a través de disposi-
ciones de carácter general, y

f) Se abstengan de registrar ante la propia Comisión Na-
cional conforme a las disposiciones de carácter general que
ésta expida, las Comisiones que cobran, en infracción al ar-
tículo 6 de esta Ley, y 

g) se abstengan de enviar a la propia Comisión Nacional
los modelos de Contratos de Adhesión, en contravención al
artículo 11 del presente Ordenamiento.

II. Cuatro mil a veinte mil días de salario, a las sociedades
financieras de objeto múltiple no reguladas que:

a) Realicen cargos adicionales a sus Clientes por la termi-
nación de los contratos que tengan celebrados, en contra-
vención a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 7
de esta Ley.

b) No modifiquen los Contratos de Adhesión conforme a lo
ordenado por la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en tér-
minos del artículo 11 de esta Ley.

c) No acaten la orden de la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financie-
ros, de suspender el uso de los Contratos de Adhesión, res-
pecto de nuevas operaciones, de acuerdo con el artículo 11
de la presente Ley.

d) Cobren Comisiones distintas a las pactadas en los Con-
tratos de Adhesión.

e) No suspendan la publicidad conforme al artículo 12 de
esta Ley.

f) No modifiquen los estados de cuenta en los términos que
señale la Comisión Nacional para la Protección y Defensa
de los Usuarios de Servicios Financieros,, cuando éstos no
se ajusten a lo previsto en el artículo 13 o en las disposi-
ciones de carácter general que del propio precepto emanen.



g) No incorporen el CAT en la publicidad o en los Contra-
tos de Adhesión o se abstengan de resaltarlo en los docu-
mentos respectivos de manera clara, notoria e indubitable.

h) Realicen prácticas discriminatorias, en términos del ar-
tículo 17 de la presente Ley.

i) Incumplan con las disposiciones de carácter general que
emita el Banco de México en términos del artículo 4 de es-
ta Ley.

j) Se abstengan de observar la fórmula, los componentes y
la metodología de cálculo del CAT, que al efecto establez-
ca el Banco de México a través de disposiciones de carác-
ter general.

k) Cobren intereses en términos distintos a lo previsto en el
artículo 10, de la presente Ley.

En los casos a que se refiere el inciso e) de la fracción II de
este artículo, la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, podrá,
en adición a la imposición de la multa que corresponda, so-
licitar a las autoridades competentes en materia de radio,
televisión y otros medios de prensa, ordene la suspensión
de la difusión de la publicidad.

Sección VIII
Sanciones que corresponde 

imponer al Banco de México

Artículo 47.- El Banco de México sancionará con multa de
doscientos a dos mil días de salario, a las Entidades Finan-
cieras y Cámaras de Compensación que infrinjan cualquier
disposición de esta Ley cuya conducta no competa sancio-
nar a otra de las Autoridades y que no correspondan a las
conductas infractoras señaladas en el artículo siguiente, así
como cuando infrinjan las disposiciones de carácter gene-
ral que el propio Banco expida en términos de esta Ley.

Artículo 48.- El Banco de México sancionará con multa de
mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Financieras
que:

I Se abstengan de registrar las Comisiones, conforme a las
disposiciones de carácter general que expida el propio Ban-
co, en infracción al artículo 6 de esta Ley.

II. Se abstengan de recibir cheques salvo buen cobro, órde-
nes de transferencias de fondos o instrucciones de cargo, en

contravención a lo señalado en el artículo 16 de esta Ley o
en las disposiciones de carácter general que con funda-
mento en dicho artículo expida el Banco de México.

Artículo 49.- El Banco de México sancionará con multa de
cuatro mil a veinte mil días de salario, a las Entidades Fi-
nancieras que:

I. Incumplan con las disposiciones de carácter general que
emita el Banco de México en términos del artículo 4 de es-
ta Ley.

II. Se abstengan de observar la fórmula, los componentes y
la metodología de cálculo del CAT, que al efecto establez-
ca el Banco de México a través de disposiciones de carác-
ter general.

III. Cobren intereses en términos distintos a lo previsto en
el artículo 10, de la presente Ley.

IV. Cobren alguna penalización por la transferencia de la
totalidad de los recursos de los trabajadores que reciban
por concepto de salario y de otras prestaciones de carácter
laboral, en contravención al artículo 18 de la presente Ley
o a las disposiciones de carácter general que al efecto ex-
pida el Banco de México.

Capítulo VI
Del recurso de revisión

Artículo 50.- En contra de las sanciones que impongan las
Autoridades, procederá el recurso de revisión previsto en la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Capítulo VII
De la ejecución de multas

Artículo 51.- Las multas que imponga la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores a las instituciones de crédito, se
harán efectivas cargando su importe en la cuenta que lleve
el Banco de México a dichas instituciones. Corresponderá
al Servicio de Administración Tributaria hacer efectivas,
conforme al Código Fiscal de la Federación, las multas im-
puestas a las Entidades Financieras distintas a instituciones
de crédito.

El Banco de México realizará los cargos respectivos en la
fecha en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
se lo solicite por tratarse de multas contra las cuales no pro-
ceda ya medio de defensa alguno. Para tales efectos, la ins-
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titución de crédito afectada dará aviso por escrito a la cita-
da Comisión simultáneamente al ejercicio de cualquier me-
dio de defensa ante la autoridad competente.

Artículo 52.- El cobro de las multas que impongan la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros y la Procuraduría Federal del
Consumidor, se efectuará por el Servicio de Administra-
ción Tributaria conforme al Código Fiscal de la Federa-
ción.

Artículo 53.- Para la ejecución de las multas que imponga
el Banco de México en términos de esta Ley, se observará
lo previsto en los artículos 66 y 67 de la Ley del Banco de
México.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se REFORMA el artículo 97;
se ADICIONAN los artículos 48 Bis 1, 48 Bis 2, 48 Bis 3
y 48 Bis 4; y se DEROGAN los artículos 49 y 94 de la Ley
de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:

Artículo 48 bis 1.- Cuando a las instituciones de crédito
les sean presentados por sus clientes billetes presuntamen-
te falsos que les hubieran sido entregados en cajeros auto-
máticos o en las ventanillas de alguna de sus sucursales,
deberán proceder de la forma siguiente:

I. Proporcionarán al cliente un formato de reclamación, en
el que éste anotará su nombre y domicilio; el lugar, fecha y
modo en que le fueron entregadas las piezas, así como las
características y número de éstas.  Además, a dicho forma-
to deberá anexarse fotocopia de alguna identificación ofi-
cial del cliente.

II. Retendrán las piezas de que se trate, extendiendo al
cliente el recibo respectivo y las remitirán al Banco de Mé-
xico para dictamen. Las instituciones deberán proporcionar
al Banco de México la información que al efecto requiera.

III. Verificarán, dentro del plazo de cinco días hábiles ban-
carios, que la operación se hubiera llevado conforme a lo
señalado por el cliente en el formato de reclamación.

IV. Si la información proporcionada por el cliente y el re-
sultado de la verificación que se realice, permiten presumir
que las piezas en cuestión fueron entregadas en cajeros au-
tomáticos o  ventanilla de alguna de sus sucursales, debe-
rán entregar a éste el importe de las piezas presentadas,
siempre que éstas provengan de un máximo de dos dife-

rentes operaciones.  En ningún caso se cambiarán más de
dos piezas por cada operación, respecto del mismo cliente
en un lapso de un año.  Tampoco procederá el cambio,
cuando hayan transcurrido más de cinco días hábiles ban-
carios entre la fecha de la operación y la presentación de
las piezas ante la institución de que se trate.

V. Si la institución de crédito considerara que no procede el
cambio de las piezas, deberá informar al cliente por escri-
to las razones que hayan motivado su negativa. En ese ca-
so quedará expedito el derecho del cliente para acudir ante
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros a hacer valer sus dere-
chos.

Las instituciones de crédito que realicen el cambio de pie-
zas conforme a lo dispuesto en el presente artículo, se su-
brogarán en todos los derechos que de ello deriven.

El Banco de México, de oficio o a petición de cualquier in-
teresado, podrá verificar el cumplimiento de lo dispuesto
en el presente artículo o en las disposiciones de carácter ge-
neral que expida en materia de almacenamiento, abasteci-
miento, canje, entrega y retiro de billetes y monedas metá-
licas.  Si con motivo de dicha verificación el Banco de
México detectara algún incumplimiento, podrá sancionar a
la institución de que se trate con multa de hasta cien mil dí-
as de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal
en la fecha de la infracción. Previo a la imposición de cual-
quier sanción, deberá respetarse el derecho de audiencia de
la institución de crédito involucrada.

Contra las resoluciones por las que el Banco de México im-
ponga alguna multa, procederá el recurso de reconsidera-
ción previsto en los artículos 64 y 65 de la Ley del Banco
de México, el cual será de agotamiento obligatorio y debe-
rá interponerse dentro de los 15 días hábiles bancarios si-
guientes a la fecha de notificación de tales resoluciones.
Respecto de lo que se resuelva en ese medio de defensa, se
estará a lo previsto en el último párrafo del artículo 65 de
la Ley del Banco de México.  La ejecución de las resolu-
ciones de multas se hará conforme a los artículos 66 y 67
de la Ley del Banco de México.

Artículo 48 Bis 2.- Las instituciones de crédito que reciban
depósitos bancarios de dinero a la vista de personas físicas,
estarán obligadas a ofrecer un producto básico bancario de
depósito, incluyendo un producto de nómina, en los térmi-
nos y condiciones que determine el Banco de México me-
diante disposiciones de carácter general, considerando que



aquellas cuentas cuyo abono mensual no exceda el impor-
te equivalente a ciento sesenta y cinco salarios mínimos
diarios vigente en el Distrito Federal, estén exentas de
cualquier comisión por apertura, retiros y consultas en la
institución que otorgue la cuenta.

El Banco de México, considerará la opinión que las insti-
tuciones de crédito obligadas, le presenten sobre el diseño
y oferta al público del producto señalado en el párrafo que
antecede.

Artículo 48 Bis 3.- En los créditos, préstamos o financia-
mientos que las instituciones de crédito otorguen, el pago
de los intereses no podrá ser exigido por adelantado, sino
únicamente por períodos vencidos, sin perjuicio de ajustar-
se a la legislación mercantil aplicable. El Banco de Méxi-
co mediante disposiciones de carácter general determinará
los montos de los créditos, préstamos y financiamientos a
los que les será aplicable este artículo, de los cuales las ins-
tituciones de crédito estarán obligadas a informar a sus
clientes al momento de pactar los términos del crédito.

Artículo 48 Bis 4.- Las instituciones deberán mantener en
su página electrónica en la red mundial “Internet”, la in-
formación relativa al importe de las comisiones que cobran
por los servicios que ofrecen al público relacionados con el
uso de tarjetas de débito, tarjetas de crédito, cheques y ór-
denes de transferencias de fondos. Asimismo, en sus su-
cursales deberán contar con la referida información en car-
teles, listas y folletos visibles de forma ostensible, así como
permitir que ésta se obtenga a través de un medio electró-
nico ubicado en dichas sucursales, a fin de que cualquier
persona que la solicite esté en posibilidad de consultarla
gratuitamente.

Para garantizar la protección de los intereses del público, la
determinación de comisiones y tarifas por los servicios que
prestan las instituciones de crédito, se sujetará  lo dispues-
to por la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros

Artículo 49.- Derogado

Artículo 94.- Derogado

Artículo 97.- Las instituciones de crédito deberán presen-
tar la información y documentación que, en el ámbito de
sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, el Banco de México,  la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Na-

cional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Ser-
vicios Financieros y el Instituto para la Protección al Aho-
rro Bancario, dentro de los plazos y a través de los medios
que las mismas establezcan.

Para propiciar el mejor cumplimiento de sus funciones, la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de Mé-
xico, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros y el Instituto para la
Protección al Ahorro Bancario, podrán solicitar y compar-
tir la información que obtengan conforme al párrafo ante-
rior, sin que les resulte oponible las restricciones previstas
en el artículo 117 de esta Ley. Asimismo, dichas Comisio-
nes y el Banco de México podrán proporcionar a la Comi-
sión Nacional de Seguros y Fianzas y a la Comisión Na-
cional del Sistema de Ahorro para el Retiro, la asistencia
que les soliciten en ejercicio de sus funciones, para lo cual
podrán compartir con ellas información y documentación
que obre en su poder, sin que resulte aplicable lo previsto
en el artículo 117 de esta Ley.  A su vez, la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros y el Banco de México podrán solicitar a dichas ins-
tituciones supervisoras la asistencia citada y éstas podrán
entregar la información y documentación requerida, res-
pecto de las instituciones financieras que les corresponda
supervisar, sin que ello implique la violación a la confi-
dencialidad que deban observar conforme a las disposicio-
nes legales aplicables.

La información a que se refiere este artículo solo podrá so-
licitarse y proporcionarse en ejercicio de las atribuciones
conferidas conforme a las disposiciones aplicables.

ARTÍCULO TERCERO. Se REFORMAN los artículos
8 primer párrafo; 11 fracción XXVI; 53; 68, fracciones I y
V, y 94, fracción VI; se ADICIONAN un segundo párra-
fo al artículo 5º los párrafos segundo, tercero, cuarto y
quinto al artículo 8; una fracción XXVIII al artículo 11; 59
Bis; 59 Bis 1; los incisos a) y b) de la fracción VI, X, XI,
XII, XIII, un segundo párrafo a la fracción III del artículo
68, y el penúltimo párrafo del artículo 94; y se DEROGA
el párrafo segundo de la fracción I del artículo 68 de la Ley
de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financie-
ros, para quedar como sigue:

Artículo 5o.- …
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La Comisión Nacional podrá elaborar programas educati-
vos en materia de cultura financiera y proponerlos a las au-
toridades competentes.

Artículo 8o.- La Comisión Nacional, con la información
que le proporcionen las autoridades competentes y las Ins-
tituciones Financieras, establecerá y mantendrá actualizado
un Registro de Prestadores de Servicios Financieros, en los
términos y condiciones que señala esta Ley.  Lo anterior,
sin perjuicio de los demás registros que corresponda llevar
a otras autoridades.

Asimismo, la Comisión Nacional establecerá y mantendrá
actualizada una Base de Datos de comisiones que le sean
reportadas y que comprenderá sólo las comisiones vigentes
que efectivamente cobren, misma que se dará a conocer al
publico en general, por el medio de difusión que la Comi-
sión Nacional considere pertinente.

La Comisión Nacional establecerá y mantendrá actualiza-
do, un Registro de Usuarios que no deseen que su infor-
mación sea utilizada para fines mercadotécnicos o publici-
tarios.

Queda prohibido a las Instituciones Financieras utilizar in-
formación relativa a la base de datos de sus clientes con fi-
nes mercadotécnicos o publicitarios, así como enviar pu-
blicidad a los clientes que expresamente les hubieren
manifestado su voluntad de no recibirla o que estén inscri-
tos en el registro a que se refiere el párrafo anterior. Las
Instituciones Financieras que sean objeto de publicidad son
corresponsables del manejo de la información de  sus
Clientes cuando dicha publicidad la envíen a través de ter-
ceros.

Los usuarios se podrán inscribir gratuitamente en el Regis-
tro Público de Usuarios, a través de los medios que esta-
blezca la Comisión Nacional, la cual será consultada por
las instituciones de crédito.

Las Instituciones Financieras que incumplan lo dispuesto
por el presente artículo, se harán acreedoras a las sanciones
que establece esta Ley.

Artículo 11.- La Comisión Nacional está facultada para:

I. a XV…

XVI. Informar al público sobre la situación de los servicios
que prestan las Instituciones Financieras y sus niveles de

atención, así como de aquellas Instituciones Financieras
que presentan los niveles más altos de reclamaciones por
parte de los Usuarios. Esta información podrá incluir la
clasificación de Instituciones Financieras en aspectos cua-
litativos y cuantitativos de sus productos y servicios.;

XVII a XXVI…

XXVII. Publicar en la página electrónica de la Comisión
Nacional la información relativa a las comisiones que co-
bra cada Instituciones Financieras, mismas que éstas pre-
viamente presentaron ante la Comisión y vigilar la evolu-
ción de las comisiones o cargos máximos y mínimos
causados  por las operaciones y servicios que presten las
Instituciones Financieras para darlos a conocer al público
en general.

La Comisión Nacional Publicará las comisiones más re-
presentativas o de relevancia a través de cuadros compara-
tivos de carácter trimestral en medios masivos de comuni-
cación;

XXVIII. Las demás que le sean conferidas por esta Ley o
cualquier otro ordenamiento.

Artículo 53.- Las Instituciones Financieras deberán pro-
porcionar la información que les solicite la Comisión Na-
cional, para el cumplimiento de su objeto en los términos y
plazos que ésta señale, en caso contrario, se harán acreedo-
ras a las sanciones que establece esta Ley.

Artículo 59-Bis.- Independientemente de las atribuciones
que le confieren los artículos 56, 57, 58 y 59 de esta Ley a
la Comisión Nacional, en caso de que de la revisión que
efectúe de contratos de adhesión, los documentos que se
utilicen para informar a los Usuarios sobre el estado que
guarda la operación o servicio que éste haya contratado con
las Instituciones Financieras, así como la publicidad que
emitan éstas, se desprenda que éstos no se ajustan a los or-
denamientos correspondientes y las disposiciones emitidas
conforme a ellos, la Comisión Nacional deberá de hacer
del conocimiento de las Comisiones Nacionales competen-
tes, dicha situación y adjuntar los elementos de que dis-
ponga.

Cuando derivado de las reclamaciones presentadas por los
usuarios de servicios financieros, la Comisión Nacional de-
tecte deficiencia de alguna operación o servicio financiero,
lo hará del conocimiento de la Comisión Nacional supervi-
sora correspondiente.



Artículo 59 Bis 1.- La Comisión Nacional podrá realizar
todas las acciones necesarias para tratar de resolver las
controversias que se le plantean, antes de iniciar con los
Procedimientos previstos en el Título Quinto de esta Ley,
para lo cual gestionará ante las Instituciones Financieras
los asuntos de los usuarios, usando para ello cualquier me-
dio de comunicación y proponiendo soluciones concretas a
fin de lograr un arreglo pronto entre las partes.

De haberse logrado un arreglo entre el Usuario y la Institu-
ción Financiera, la Comisión Nacional deberá asentar en
un acuerdo los compromisos adquiridos, y dejando cons-
tancia en el mismo que la Institución Financiera acreditó el
cumplimiento a lo acordado.

En caso contrario, el usuario podrá presentar su reclama-
ción, en términos de lo previsto por el artículo 63 de esta
Ley.

Artículo 68.- La Comisión Nacional, deberá agotar el pro-
cedimiento de conciliación, conforme a las siguientes re-
glas:

I.- La Comisión Nacional citará a las partes a una audien-
cia de conciliación que se realizará dentro de los veinte dí-
as hábiles siguientes contados a partir de la fecha en que se
reciba la reclamación.

II. …

III. …

La institución financiera deberá acompañar al informe, la
documentación, información y todos los elementos que
considere pertinentes para sustentarlo, no obstante, la Co-
misión Nacional podrá en todo momento, requerir a la ins-
titución financiera la entrega de cualquier información, do-
cumentación o medios electromagnéticos que requiera con
motivo de la reclamación y del informe;

IV. …

V. La falta de presentación del informe a que se refiere el
párrafo anterior dará lugar a que la Comisión Nacional va-
lore la procedencia de las pretensiones del usuario con ba-
se en los elementos con que cuente, y para los efectos de la
emisión del dictámen técnico en su caso a que se refiere la
fracción VII siguiente;

VI. a X…

Artículo 94.- La Comisión Nacional estará facultada para
imponer las siguientes sanciones: 

I. a III….

IV. Multa hasta por el importe de lo reclamado por el Usua-
rio, a la Institución Financiera que no comparezca a la au-
diencia de conciliación a que se refiere el artículo 68 de es-
ta Ley, siempre que dicho importe sea menor a diez mil
unidades de inversión; y para el caso de que el importe re-
clamado por el Usuario sea superior al monto antes señala-
do, la sanción será de diez mil unidades de inversión.

V. …

Multa de 250 a 3000 días de salario, a la Institución Finan-
ciera:

a) Que no registre o no constituya en tiempo el pasivo con-
tingente o no constituya la reserva técnica específica para
obligaciones pendientes de cumplir a que se refieren los ar-
tículos 68, fracción X, y 70 de esta Ley;

b) Que no acredite o no acredite en tiempo haber registra-
do el pasivo contingente o la constitución e inversión de la
reserva técnica específica para obligaciones pendientes de
cumplir a que se refieren los artículos 68, fracción X, y 70
de esta Ley.

VII. a IX. …

X. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la Institución Fi-
nanciera que utilice con los Usuarios cualesquier contrato
de adhesión que no esté inscrito en el Registro Público de
Contratos de Adhesión de las Instituciones Financieras,
previsto en esta Ley.

XI. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la Institución Fi-
nanciera que cobre cualquier comisión que no se haya re-
portado a la Comisión Nacional para su inserción en la Ba-
se de Datos de las Comisiones que cobren las Instituciones
Financieras, prevista en esta Ley.

XII. Multa de 250 a 2000 días de salario, a la persona que
envíe cualesquier publicidad relativa a los productos y ser-
vicios que ofrezca una Institución Financiera a aquellos
Usuarios que expresamente hayan solicitado que no se les
envíe dicha publicidad, que asimismo hayan pedido no ser
molestados en su domicilio, lugar de trabajo, dirección
electrónica o por cualquier otro medio, para ofrecerles
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bienes, productos o servicios o que estén inscritos en el
Registro Público de Usuarios que no Deseen que su Infor-
mación sea Utilizada para Fines Mercadotécnicos o Publi-
citarios, previsto en esta Ley.

XIII. Multa de 500 a 2000 días de salario, a la Institución
Financiera que celebre cualquier convenio por el que se
prohíba o de cualquier manera se restrinja a los Usuarios
celebrar operaciones o contratar con otra Institución Finan-
ciera.

Las Instituciones Financieras que sean objeto de publici-
dad serán acreedoras a la misma sanción.

…

ARTÍCULO CUARTO. Se REFORMAN las fracciones
XXXVI y XXXVII y ADICIONA la fracción XXXVIII al
artículo 4º de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para quedar como sigue:

Artículo 4º.- Corresponde a la Comisión:

I a XXXV…

XXXVI.- Emitir las disposiciones necesarias para el ejer-
cicio de las facultades que esta Ley y demás leyes le otor-
gan y para el eficaz cumplimiento de las mismas y de las
disposiciones que con base en ellas se expidan;

XXXVII.- Regular los contratos de adhesión, publicidad y
estados de cuenta de que empleen las entidades financieras
a que se refiere la Ley para la  Transparencia y Ordena-
miento de los Servicios Financieros, en los términos seña-
lados en el referido texto legal, y

XXXVIII.- Las demás facultades que le estén atribuidas
por esta Ley, por la Ley Reglamentaria de la Fracción XIII
Bis del Apartado B, del Artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y por otras leyes.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en
vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Las infracciones a las disposi-
ciones de carácter general expedidas por el Banco de Mé-

xico, en materia del costo anual total (CAT), tarjetas de cré-
dito, publicidad, estados de cuenta y contratos, cometidas
por las instituciones de crédito y las sociedades financie-
ras de objeto limitado, antes de la entrada en vigor de es-
ta Ley, se sancionarán por el propio Banco conforme a las
leyes vigentes al momento de realizarse las citadas in-
fracciones.

ARTÍCULO TERCERO.- Las Entidades dispondrán de
un plazo de hasta ciento ochenta días naturales a partir de
la entrada en vigor del presente decreto, a efecto de ade-
cuarse a las disposiciones del mismo.

ARTÍCULO CUARTO.- Para los efectos de lo dispuesto
en el artículo 48 Bis 2 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, el Banco de México dispondrá de treinta días a partir de
la entrada en vigor del presente decreto, para emitir las de-
posiciones de carácter general.

ARTÍCULO QUINTO.- Al entrar en vigor el presente
Decreto se abrogará la Ley para la Transparencia y Orde-
namiento de los Servicios Financieros publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 26 de enero de 2004.

ARTÍCULO SEXTO.- Al entrar en vigor el presente De-
creto se derogan de la Ley de Transparencia y de Fomento
a la Competencia en el Crédito Garantizado los preceptos
legales siguientes:

I. Los artículos 3, fracción I, 10 y 16 primer párrafo.

II. El artículo 4. Sin perjuicio de lo anterior continuarán
en vigor, respecto de la Entidad de que se trate, las Re-
glas de carácter general emitidas por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público al amparo de dicho artícu-
lo, hasta en tanto las autoridades que resulten compe-
tentes, conforme a lo señalado en el artículo 12 de la
presente Ley para la Transparencia y Ordenamiento de
los Servicios Financieros, expidan en el ámbito de su
respectiva competencia, las disposiciones de carácter
general que en materia de publicidad prevé esta última
Ley.

III. El artículo 8. Sin perjuicio de lo anterior continua-
rán en vigor, respecto de la Entidad de que se trate, las
Reglas de carácter general emitidas por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público al amparo de dicho artícu-
lo, hasta en tanto las autoridades que resulten compe-
tentes, conforme a lo señalado en el artículo 11 de la
presente Ley para la Transparencia y Ordenamiento de



los Servicios Financieros, expidan en el ámbito de su
respectiva competencia, las disposiciones de carácter
general que en materia de contratos de adhesión prevé
esta última Ley, en el entendido de que dichas disposi-
ciones contemplarán el contenido mínimo señalado en
las fracciones I a VI del referido artículo 8 para los Cré-
ditos Garantizados a la Vivienda.

IV. El artículo 12. Sin perjuicio de lo anterior cuando las
autoridades que resulten competentes, conforme a lo se-
ñalado en el artículo 13  de la presente Ley para la
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Finan-
cieros, expidan en el ámbito de su respectiva competen-
cia, las disposiciones de carácter general que en materia
de estados de cuenta prevé esta última Ley, deberán in-
cluir el cálculo del Costo Anual Total que corresponda
al resto de la vigencia del Crédito Garantizado a la Vi-
vienda.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Al entrar en vigor el presente
Decreto se derogan de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito los artículos 87- I, frac-
ción II; 87- L, segundo párrafo, y  87- M, fracción IV.

ARTICULO OCTAVO.- Las disposiciones de carácter
general que el Banco de México haya emitido en materia
de publicidad, estados de cuenta o contratos de adhesión
dirigidas a las instituciones de crédito o sociedades finan-
cieras de objeto limitado continuarán vigentes hasta en tan-
to entren en vigor las disposiciones de carácter general que,
conforme a lo previsto en este ordenamiento, expida la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores respecto de los
temas mencionados.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2007.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbirca),
Vicepresidente; Senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica),
Secretario.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.— México, DF, a 24 de abril de 2007.— Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se recibió del diputado Carlos Alberto Puentes Salas ini-
ciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, suscrita por diputados integrantes
de diversos grupos parlamentarios. 

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Iniciativa que reforma diversas disposiciones de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Carlos Alberto Puente Salas y suscrita por diputados de di-
versos grupos parlamentarios

Los diputados de la LX Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión que firman al calce, integrantes de diversos
grupos parlamentarios, con fundamento en los artículos
4o., tercero y cuarto párrafos; 71, fracción II; 72; y 73,
fracciones VII, XVI, XXIX-G y XXX, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II,
56; 62; 63 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y
demás disposiciones jurídicas aplicables, solicitamos se
turne a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
opinión de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su dictamen y posterior discusión en el Ple-
no de la Cámara de Diputados, la presente iniciativa con
proyecto de decreto con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La contaminación del aire, agua y suelo en el país, produc-
to de actividades como la emisión a la atmósfera de gases
de efecto invernadero, tanto de la industria así como de
personas que utilizan combustibles fósiles para la cocción
de alimentos; las descargas de aguas residuales que no
cumplen con los límites máximos permitidos; la inadecua-
da disposición de residuos sólidos que degradan los suelos,
entre otras, ha alcanzado niveles preocupantes.

Por ejemplo, para el año 2004 Cementos Mexicanos (Ce-
mex) emitió más de 7.2 millones de toneladas métricas de
bióxido de carbono, únicamente en 5 plantas situadas en
México.1

Algunas de las emisiones de Cemex, en toneladas métricas,
para el año 2004 se distribuyeron de la siguiente forma:
Plantas Tamuín: Mil 269 millones; Tepeaca: Mil 928 mi-
llones; Monterrey: Mil 164 millones; Yaqui: 998 millones;
Huichapan: Mil 843 millones.
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Al respecto, es importante no perder de vista que Cemex
cuenta con más plantas a nivel nacional y también fuera de
México.

Asumiendo que el costo por cada tonelada métrica de bió-
xido de carbono emitida a la atmósfera fuera de 10 dólares
de los Estados Unidos de América, sólo con las plantas
aquí señaladas Cemex debió compensar a la sociedad por
concepto de la contaminación que generó alrededor de 800
millones de pesos, únicamente para el año 2004.

La leña representa el 60 por ciento del combustible que se
utiliza en el sector rural para cocinar alimentos. Esto es,
una parte importante de las 14.5 millones de personas que
habitan en viviendas rurales recolectan leña para la cocción
de su comida,2 actividad que también emite contaminantes
a la atmósfera; ello sin dejar de señalar que probablemente
la leña se obtiene mediante la tala de árboles y arbustos,
disminuyendo así el capital natural con el cual pudieran se-
cuestrarse los gases de efecto invernadero.



Es de extrema importancia señalar que la contaminación y
explotación no sustentable de los recursos naturales que
llevan a cabo las personas que habitan en las zonas rurales
del país, que por lo general son las más pobres, es por una
cuestión de extrema necesidad. De ahí que el reto de las po-
líticas públicas educativas, sociales, ambientales y energé-
ticas, entre otras, sea el alcanzar un equilibrio en donde las
tradiciones, costumbres, actividades económicas y el apro-
vechamiento de los recursos converjan en un verdadero
desarrollo rural sustentable.

Con relación a las aguas negras vertidas en cuerpos recep-
tores, los giros industriales con mayores volúmenes de des-
cargas de aguas residuales para el año 2002 fueron los de
acuacultura, azúcar y petrolero, con 67, 45 y 11 metros cú-
bicos por segundo, respectivamente, con considerables
descargas de materia orgánica.3

El saneamiento de las aguas residuales es un aspecto vital
en el desarrollo de los países, no sólo en cuestiones am-
bientales sino también en aspectos de salud, que derivan en
la productividad escolar y laboral de las personas.

También para el año 2002, la tasa mortalidad por enferme-
dades diarreicas en menores de 5 años fue de alrededor de
21 a nivel nacional,4 mientras que en los estados de Chia-
pas, Oaxaca y Puebla dicha tasa de mortalidad fue de apro-
ximadamente de 50, 45 y 42, respectivamente, siendo el es-
tado de Chiapas el que mayor mortalidad tuvo para el caso
de las mujeres, con 57.

Asimismo, para el periodo 2001, las enfermedades infec-
ciosas intestinales fueron la cuarta causa de mortalidad in-
fantil; la decimocuarta causa de muerte en las mujeres y la
decimonovena causa de muerte en los hombres.

En México, de conformidad con las cuentas ambientales
que publica el Instituto Nacional de Estadística, Geografía
e Historia (INEGI), el gasto en protección ambiental como
proporción del producto interno bruto ascendió 0.6 por
ciento en el año 2004. Esto es preocupante debido a que en
el mismo lapso de tiempo, los costos por agotamiento y de-
gradación del medio ambiente ascendieron a 0.9 por cien-
to y 8.3 por ciento, respectivamente, es decir, 9.2 por cien-
to del PIB.5

Por las razones expuestas y con objeto de incentivar las ad-
quisiciones y transferencias de los instrumentos económi-
cos de mercado que establecen la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente y en las demás

disposiciones jurídicas aplicables, los diputados que firma-
mos al calce proponemos la presente iniciativa que adicio-
na los artículos 10, con un último párrafo; 17, con un últi-
mo párrafo; 32, con una fracción XXVIII; 109, fracción
XV, con un inciso c); y un artículo 109-A, de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

En efecto, los instrumentos económicos de mercado, según
lo dispone la ley marco en cuestiones ambientales en el pa-
ís, son las autorizaciones, concesiones, licencias y permi-
sos que corresponden a volúmenes preestablecidos de emi-
siones de contaminantes en el aire, agua o suelo; o bien,
que establecen los límites de aprovechamiento de recursos
naturales, o de construcción en áreas naturales protegidas o
en zonas cuya preservación y protección se considere rele-
vante desde el punto de vista ambiental.6 Asimismo, esa
ley marco establece que las prerrogativas derivadas de los
instrumentos en comento serán transferibles, no gravables,
quedando sujetos al interés público y al aprovechamiento
de los recursos naturales.7

A pesar de lo anterior, toda vez que la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente tiene el
carácter de no fiscal, se estima que esa disposición –que no
sean gravables los instrumentos económicos de mercado–
en la realidad no tiene aplicación práctica ya que no se en-
cuentra prevista o establecida en alguna ley tributaria.

Además de lo anterior, el honorable Congreso de la Unión
en cada ejercicio fiscal deroga las disposiciones que con-
tienen exenciones, totales o parciales; que consideran a
personas como no sujetos de contribuciones federales; que
otorgan tratamientos preferenciales o diferenciales en ma-
teria de ingresos y contribuciones federales, distintos de los
establecidos en el Código Fiscal de la Federación, Tratados
Internacionales y leyes que establezcan dichas contribucio-
nes.

Por tal razón, y considerando esencialmente que los instru-
mentos económicos de mercado procuran la internaliza-
ción de los costos ambientales para modificar los compor-
tamientos de las personas en favor de la salud humana y del
medio ambiente, se propone a esta soberanía que, para los
efectos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no se consi-
deren como ingreso acumulable (Título II de esa ley), o
bien que no se pague el Impuesto sobre la Renta (Título IV
de aquella ley), las enajenaciones de los instrumentos eco-
nómicos de mercado que establecen la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y las de-
más disposiciones jurídicas aplicables.
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Esto es, básicamente que los ya citados instrumentos estén
libres del pago del Impuesto sobre la Renta para incentivar
su utilización y además atender el espíritu del legislador en
torno a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 22 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, relativo a que tales instrumentos en su transfe-
rencia no serán gravables.

En la iniciativa también se propone que las adquisiciones
de los instrumentos económicos de mercado así como las
pérdidas que pudieran resultar cuando se enajenen los mis-
mos, no serán deducciones autorizadas o no se disminuirán
de la utilidad fiscal en los términos de la Ley del Impuesto
sobre la Renta.

Es decir, que al no considerarse como ingreso acumulable
las enajenaciones de los instrumentos económicos de mer-
cado o en su caso la ganancia que ocurriera al transferirlos,
al mismo tiempo que las adquisiciones o pérdidas en la
venta de los mismos no se consideren como deducciones
autorizadas o que no se disminuirán de las utilidades fisca-
les, respectivamente, con la aprobación de la presente Ini-
ciativa el impacto en las finanzas públicas sería neutro: la
hacienda pública no ganaría ni perdería una vez que fuese
ley la propuesta que nos ocupa. Esto es similar a lo esta-
blecido en el artículo 109, fracción XXVI, de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Por lo que se refiere a la propuesta de establecer el térmi-
no “y las demás disposiciones jurídicas aplicables”, esta re-
sulta por demás conveniente ya que pueden existir otras
disposiciones que no están contenidas en Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente que esta-
blezcan la utilización de los instrumentos económicos de
mercado en materia ambiental.

Como muestra es el proyecto de Ley para el Aprovecha-
miento de las Fuentes Renovables de Energía, aprobado
por la Cámara de Diputados el 14 de diciembre del año
2005, en el cual se establece, entre otros, que:

“… Los recursos del Fideicomiso podrán provenir, en-
tre otras, de las siguientes fuentes… Recursos por la
venta de certificados de energía renovable a personas fí-
sicas o morales del interior del país o del extranjero que
deseen voluntariamente apoyar el aprovechamiento de
las fuentes renovables de energía o bien que estén obli-
gadas a ello por las regulaciones de otros países...”.

“… Con el fin de permitir el comercio nacional o inter-
nacional de los certificados de energía renovable… la
Secretaría de Energía, en coordinación con la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, establecerá
un sistema de certificación que cumpla con los estánda-
res internacionales en la materia…”.

“… El Fideicomiso para el Aprovechamiento de las
Fuentes Renovables de Energía promoverá la venta de
certificados de reducción de emisiones de Gases de
Efecto Invernadero en los mercados derivados de las
convenciones internacionales en materia e cambio cli-
mático, en coordinación con la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y de conformidad con la le-
gislación ambiental aplicable. Para ello, el Fideicomiso
podrá desempeñar el papel de intermediario entre los
proyectos de aprovechamiento de las Fuentes Renova-
bles de Energía y los compradores de certificados en el
mercado internacional…”.

No está demás señalar que la presente iniciativa está explí-
citamente correlacionada con aquella, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México en la Cá-
mara de Diputados, que propone gravar con tasa del 0 por
ciento del IVA a las enajenaciones que se hicieran de los
instrumentos económicos de mercado que establecen la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y las demás disposiciones jurídicas aplicables.
Más aún, si los potenciales vendedores de esos instrumen-
tos son las personas que habitan en las zonas rurales del pa-
ís, que como ya se mencionó, en su mayoría son pobres, to-
da vez que mediante la gestión de bosques, del propio
capital natural, enajenen el secuestro de gases de efecto in-
vernadero a quienes estén obligados a disminuir sus emi-
siones de contaminantes, o a otros que simplemente bus-
quen adquirir los instrumentos para participar de manera
voluntaria en la reducción de la contaminación.

Mediante ambas iniciativas, proponemos a esta soberanía
una sinergia legislativa con la cual saldrán beneficiados to-
dos los mexicanos, y en especial las niñas y los niños que
cotidianamente aprovechan los recursos naturales, a saber:
el aire, agua y suelos.

Finalmente, no es óbice mencionar que la presenta iniciati-
va retoma otra que fue presentada por el Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México en el Senado
de la República en octubre de 2003, y que la Comisión de
Hacienda y Crédito Público de esta Cámara de Diputados



en la pasada legislatura la dictaminó conjuntamente con
otras iniciativas, sin tomar en cuenta, considerar o argu-
mentar lo que se proponía en aquel entonces.

Por lo expuesto, los diputados a la LX Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, en cumplimiento de lo dis-
puesto en los párrafos tercero y cuarto del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
demás disposiciones jurídicas aplicables, somete a la con-
sideración de esta asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de:

Decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Artículo único. Se adicionan a los artículos 17, con un úl-
timo párrafo; 32, con una fracción XXVIII; 109, fracción
XV, con un inciso c); y un artículo 109-A, a la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 17. ...
...

...

Tampoco se considerarán ingresos acumulables para
los efectos de este Título, los que obtenga el contribu-
yente por la enajenación de los instrumentos económi-
cos de mercado que se establecen en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y en
las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 32. ...

I. a XXVII. ...

XXVIII. Los pagos por las adquisiciones de los instru-
mentos económicos de mercado que se establecen en la
Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, y en las demás disposiciones jurídicas apli-
cables.

Tampoco serán deducibles, ni se restarán a la totalidad
de los ingresos, o se disminuirán del resultado fiscal o
de la utilidad fiscal, las pérdidas del ejercicio o pen-
dientes de aplicar de ejercicios anteriores por la enaje-
nación de los instrumentos a que se refiere este frac-
ción.

...

Artículo 109. ...

I. a XIV. ...

XV. ...

a) a b) ... 

c) Los instrumentos económicos de mercado a que
se refiere la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, y las demás disposi-
ciones jurídicas aplicables.

XVI a XXVIII. ...

...

…

109-A. Para los efectos de este Título, según correspon-
da, no serán deducibles, ni se restarán a la totalidad de
los ingresos, o se disminuirán de la utilidad fiscal, los
pagos por las adquisiciones de los instrumentos econó-
micos de mercado que se establecen en la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y
en las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Tampoco serán deducibles, ni se restarán a la totalidad
de los ingresos, o se disminuirán de la utilidad fiscal, se-
gún corresponda, las pérdidas del ejercicio o pendientes
de aplicar de ejercicios anteriores por la enajenación de
los instrumentos a que se refiere el párrafo anterior.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del 1 de
enero 2008.

Notas:

1) Información tomada de: Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. “Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes”.
Dirección General de Gestión de la Calidad del Aire y Registro de
Emisiones y Transferencias de Contaminantes. 

2) Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (2002).
“Las Mujeres en el México Rural”.

3) Comisión Nacional del Agua. “Estadísticas del Agua en México”;
síntesis, edición 2005. Página 68.
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4) Tasa de mortalidad observada por cada 100 mil habitantes. Ibid, pá-
gina 75. De conformidad con el Sexto Informe de Gobierno 2006, pa-
ra el año 2006 la tasa de mortalidad por Diarreas estimada a nivel na-
cional es de 16.9. Para los estados de Chiapas, Oaxaca y Puebla, para
el año de 2005 y conforme al sexo masculino y femenino, las tasas son:
34.9 y 33.2; 37.4 y 34.1; y 39.4 y 35.3, respectivamente.

5) El costo por agotamiento son las estimaciones monetarias que exa-
minan el desgaste o pérdida de los recursos naturales por su utilización
en el proceso productivo. El Costo por degradación son estimaciones
monetarias requeridas para restaurar el deterioro del ambiente, ocasio-
nado por las actividades económicas.

6) Artículo 22, cuarto párrafo, de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, LGEEPA.

7) Artículo 22, último párrafo, de la LGEEPA.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a diecinueve días de abril de dos mil siete.— Diputados:
Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Ma-
nuel Cárdenas Fonseca, Camerino Eleazar Márquez Madrid, Aída Ma-
rina Arvizu Rivas, Joaquín Humberto Vela González, Juan Ignacio
Samperio Montaño, José Rosas Aispuro Torres, Diego Cobo Terrazas
(rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se recibió además, del mismo diputado Carlos Alberto
Puentes Salas, iniciativa que reforma el artículo 2-A de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, suscrita por diputados
integrantes de diversos grupos parlamentarios. 

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Iniciativa que reforma el artículo 2o.-A de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Car-
los Alberto Puente Salas y suscrita por diputados de diver-
sos grupos parlamentarios

Los diputados que firman al calce, de la LX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrantes de diversos
grupos parlamentarios, con fundamento en los artículos

4o., tercero y cuarto párrafos, 71, fracción II, 72 y 73, frac-
ciones VII, XVI, XXIX-G y XXX, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II,
56, 62, 63 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y
demás disposiciones jurídicas aplicables, solicitamos que
se turne a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con
opinión de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su dictamen y posterior discusión en el Ple-
no de la Cámara de Diputados, la presente iniciativa con
proyecto de decreto, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

De conformidad con el Diario Oficial de la Federación de
fecha 13 de diciembre de 1996, se introdujeron formal-
mente en la legislación ambiental del país los denominados
instrumentos económicos, que son los mecanismos norma-
tivos y administrativos de carácter fiscal, financiero o de
mercado, mediante los cuales las personas asumen los be-
neficios y costos ambientales que generan sus actividades
económicas, incentivándolas a realizar acciones que favo-
rezcan el ambiente.1

Con respecto a los instrumentos económicos de mercado,
éstos se definen como las concesiones, autorizaciones, li-
cencias y permisos que corresponden a volúmenes preesta-
blecidos de emisiones de contaminantes en el aire, agua o
suelo, o bien, que establecen los límites de aprovecha-
miento de recursos naturales, o de construcción en áreas
naturales protegidas o en zonas cuya preservación y pro-
tección se considere relevante desde el punto de vista am-
biental.2

En efecto, en la parte expositiva del dictamen de las Comi-
siones Unidas de Ecología y Medio Ambiente, y de Estu-
dios Legislativos, Quinta Sección, del Senado de la Repú-
blica,3 mediante el cual se reformaban diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, se plasmó que en 1995 se pre-
sentó un informe de la Consulta nacional sobre legislación
ambiental, en la que participaron académicos, organismos
no gubernamentales, los sectores público y privado, y or-
ganismos internaciones, arrojando un total de más de 890
propuestas, de entre las que destaca, para el caso que nos
interesa, la “inclusión de instrumentos económicos que es-
timulen el cumplimiento de la legislación ambiental”.

De la misma forma, en el dictamen en comento se estable-
ció textualmente:
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...México, al igual que otros países, ha buscado diseñar
políticas eficaces a fin de compatibilizar la necesidad de
alcanzar un desarrollo económico con la preservación
de sus recursos naturales e implementó sus primeros es-
fuerzos basados en el esquema conocido como de ‘co-
mandos y controles’, el cual consiste en que la autoridad
establece una serie de permisos y estándares que pre-
tenden limitar el impacto ambiental de la actividad in-
dustrial al tiempo que contemplan sanciones general-
mente de carácter administrativo para quienes no
cumplan con tales regulaciones.

Los instrumentos que en la práctica se han utilizado, han
sido la evaluación del impacto ambiental, las normas ofi-
ciales mexicanas y la inspección y vigilancia, y a pesar de
que la ley vigente prevé otros mecanismos, el gobierno me-
xicano ha aplicado preferentemente los instrumentos de
control administrativo. Por otra parte, es sabido que el sis-
tema de imposición de sanciones administrativas ha resul-
tado un instrumento poco eficaz para la prevención y res-
tauración de los daños ambientales, por lo que se estimó
conveniente buscar fórmulas más efectivas y, por ello, se
propuso sistematizar los instrumentos económicos y así es-
timular un nuevo esquema.

Por lo anterior, se recomendó una revisión total de los artí-
culos que integran esta sección, y se propuso que los tres
órdenes de gobierno diseñen, desarrollen y apliquen los
distintos instrumentos económicos, conforme a los si-
guientes lineamientos:

– Los costos ambientales deberán considerar diversas
variables, por ejemplo, el tratamiento de aguas y la re-
mediación de suelos;

– Los instrumentos económicos promoverán un cambio
en la conducta de los agentes económicos de tal manera
que sus acciones sean compatibles con los intereses co-
lectivos y de protección ambiental y de desarrollo sus-
tentable;

– Los instrumentos económicos promoverán la incorpo-
ración de información confiable y suficiente sobre las
consecuencias, beneficios y costos ambientales al siste-
ma de precios de la economía;

– Los instrumentos económicos deberán reflejar los cos-
tos de los bienes y servicios ambientales;

– Los instrumentos económicos deberán inducir que
quienes dañen el ambiente, hagan un uso excesivo de
los recursos naturales o alteren los ecosistemas, asuman
los costos ambientales ocasionados a los bienes y servi-
cios ambientales respectivos, de la misma manera se
procurará que las actividades de protección, preserva-
ción y restauración del equilibrio ecológico se vean in-
centivadas en relación a los beneficios aportados por és-
tas al ambiente y;

– Los instrumentos económicos deberán ser compati-
bles con los demás instrumentos de política ambiental,
procurando la reducción en los costos de cumplimiento
de la normatividad ambiental...”

Actualmente el último párrafo del artículo 22 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente establece que “las prerrogativas derivadas de los ins-
trumentos económicos de mercado serán transferibles, no
gravables y quedarán sujetos al interés público y al apro-
vechamiento sustentable de los recursos naturales”. 

Esto es, los instrumentos económicos de mercado, al ser
transferidos entre los actores económicos, no podrían ser
objeto de gravamen alguno. 

Sin embargo, dado que la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente tiene el carácter de no
fiscal, se estima que esa disposición –que no sean grava-
bles los instrumentos económicos de mercado– estricta-
mente no cuenta con el vigor suficiente para llevarlo a ca-
bo en la práctica, ya que dicha prerrogativa no se encuentra
establecida o prevista en alguna ley fiscal.

Al respecto, es de todos conocido que en cada ejercicio fis-
cal se derogan las disposiciones que contienen exenciones,
totales o parciales, o que consideren a personas como no
sujetos de contribuciones federales, que otorguen trata-
mientos preferenciales o diferenciales en materia de ingre-
sos y contribuciones federales, distintos de los establecidos
en el Código Fiscal de la Federación, Tratados Internacio-
nales y leyes que establezcan dichas contribuciones.

Por tal razón, y considerando esencialmente que los instru-
mentos económicos de mercado tienen como objeto princi-
pal la internalización de los costos ambientales para modi-
ficar las conductas de los individuos en favor de la salud
humana y del medio ambiente, se propone a esta soberanía
incorporar en la Ley del Impuesto al Valor Agregado una
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tasa del 0 por ciento del impuesto al valor agregado a las
enajenaciones de los instrumentos económicos de mercado
que establecen la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y las demás disposiciones jurídi-
cas aplicables. Básicamente, se adiciona un inciso j) a la
fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado.

La importancia de incluir la frase “y en las demás disposi-
ciones jurídicas aplicables”, radica en que pueden existir
otros ordenamientos distintos a la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente que dispongan
la utilización de los instrumentos económicos de mercado
en materia ambiental.

Un ejemplo de lo manifestado es el proyecto de Ley para
el Aprovechamiento de las Fuentes Renovable de Energía,
aprobado por esta Cámara de Diputados el 14 de diciembre
de 2005, en el cual se establece, entre otros, que:

…Los recursos del fideicomiso podrán provenir, entre
otras, de las siguientes fuentes… Recursos por la venta
de certificados de energía renovable a personas físicas o
morales del interior del país o del extranjero que deseen
voluntariamente apoyar el aprovechamiento de las fuen-
tes renovables de energía o bien que estén obligadas a
ello por las regulaciones de otros países...

…Con el fin de permitir el comercio nacional o interna-
cional de los certificados de energía renovable… la Se-
cretaría de Energía, en coordinación con la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, establecerá un
sistema de certificación que cumpla con los estándares
internacionales en la materia…

…El Fideicomiso para el Aprovechamiento de las Fuen-
tes Renovables de Energía promoverá la venta de certi-
ficados de reducción de emisiones de gases de efecto
invernadero en los mercados derivados de las conven-
ciones internacionales en materia e cambio climático, en
coordinación con la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales y de conformidad con la legislación
ambiental aplicable. Para ello, el Fideicomiso podrá
desempeñar el papel de intermediario entre los proyec-
tos de aprovechamiento de las Fuentes Renovables de
Energía y los compradores de certificados en el merca-
do internacional…

Con lo manifestado, se aclara que los únicos instrumentos
económicos de mercado que estarían sujetos a la tasa del 0

por ciento del impuesto al valor agregado son aquellos que
mantuvieran una relación directa con la disminución de la
contaminación, ya sea en el agua, aire y suelos o, en su ca-
so, aquellos que establecen los límites de aprovechamiento
de recursos naturales, de construcción en áreas naturales
protegidas o en zonas cuya preservación y protección se
considere relevante desde el punto de vista ambiental.

La presente iniciativa está notoriamente correlacionada
con aquella, también del Grupo Parlamentario del Partido
Ecologista de México en esta Cámara de Diputados, que
propone no pagar el impuesto sobre la renta cuando se en-
ajenen los instrumentos económicos de mercado que esta-
blecen la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, y las demás disposiciones jurídicas
aplicables. 

A través de estas iniciativas presentadas por el Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México se so-
mete a la consideración de esta soberanía una sinergia le-
gislativa, con la cual serán beneficiados todos los
mexicanos, y en especial las niñas y los niños, que consti-
tuyen uno de los grupos más vulnerables y susceptibles a la
contaminación del aire, agua y suelos, vital para su des-
arrollo y bienestar. 

Con la aprobación de la iniciativa, sin duda ayudaremos
principalmente a las personas que habitan en las zonas ru-
rales del país, ya que por su gestión en el capital natural
que secuestra los gases de efecto invernadero, son poten-
ciales vendedores de las reducciones de contaminantes ha-
cia las personas, físicas o morales, que adquieran los ins-
trumentos para intervenir voluntariamente en la
disminución de contaminación, o para cumplir con las le-
gislaciones ambientales del país o de aquel que sea su ori-
gen.

No es óbice señalar que los instrumentos económicos de
mercado asisten en la convergencia entre los espíritus de
protección y mejoramiento del medio ambiente, y el de ga-
nancia, toda vez que mediante tales instrumentos se incen-
tiva la disminución de la contaminación sin detener la ex-
pansión económica: aquellos que sean más eficientes para
reducirla podrán transferir la cantidad de contaminantes
que disminuyeron a quienes por cuestiones de costo o de
cualquier otra índole, no puedan alcanzar las metas am-
bientales establecidas en las disposiciones ambientales, al
mismo tiempo, sin detener el crecimiento económico y la
generación de empleos, generándose así un desarrollo sus-
tentable.
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Finalmente, no está demás mencionar que la presente ini-
ciativa retoma a otra que fue presentada por el Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México en el
Senado de la República en octubre de 2003, y que la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público de esta Cámara de
Diputados en la pasada legislatura la dictaminó conjunta-
mente con otras iniciativas, sin tomar en cuenta, considerar
o argumentar lo que se proponía en aquel entonces. 

Por lo expuesto, los legisladores que suscriben, en cumpli-
miento de lo dispuesto en los párrafos tercero y cuarto del
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y demás disposiciones jurídicas aplicables,
sometemos a la consideración de esta asamblea, la siguien-
te Iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un inciso j) a la fracción I del ar-
tículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado.

Artículo Único. Se adiciona el artículo 2o.-A, fracción I,
con un inciso j), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
para quedar como sigue:

Artículo 2o.-A. ...

I. ...

a) a i) ...

j) Los instrumentos económicos de mercado es-
tablecidos en la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, y en las de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

...

II. a IV. ...
...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del 1 de
enero de 2008.

Notas

1 Artículo 22, primer párrafo, de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente (LGEEPA).

2 Artículo 22, cuarto párrafo, de la LGEEPA.

3 Con fecha 30 de octubre de 1996 se aprobó el referido dictamen, tur-
nándolo al Ejecutivo federal para sus efectos constitucionales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los diecinueve días del mes de abril del año dos mil sie-
te.— Diputados: Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Raúl Cervan-
tes Andrade, Manuel Cárdenas Fonseca, Camerino Eleazar Márquez
Madrid, Aída Marina Arvizu Rivas, Joaquín Humberto Vela González,
Juan Ignacio Samperio Montaño, José Rosas Aispuro Torres, Diego
Cobo Terrazas (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TRATA
DE PERSONAS - LEY FEDERAL CONTRA

LA DELINCUENCIA ORGANIZADA - CODIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES - 

CODIGO PENAL FEDERAL

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
El siguiente punto del orden del día es la primera lectura de
los dictámenes publicados en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que expide la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata
de Personas; reforma y adiciona la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada y el Código Federal de Procedi-
mientos Penales; y reforma, adiciona y deroga el Código
Penal Federal

Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, inci-
sos f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de los integrantes de esta honorable Asamblea el presente:
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Dictamen de la Comisión de Justicia, por el que se expide
la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas; y
que adiciona la Ley Federal contra la Delincuencia Orga-
nizada y el Código Federal de Procedimientos Penales.

Antecedentes

I. Con fecha 9 de diciembre de 2004, los senadores Enrique
Jackson Ramírez, Ramón Mota Sánchez y Sadot Sánchez
Carreño, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentaron la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley para Prevenir y San-
cionar la Trata de Personas; y que adiciona la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada y el Código Federal de
Procedimientos Penales.

II. En sesión celebrada por la Cámara de Senadores, de fe-
cha 15 de diciembre de 2005, el pleno del Senado aprobó
el dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Jus-
ticia, de Derechos Humanos, y de Estudios Legislativos,
Segunda.

III. La Cámara de Diputados recibió la minuta respectiva
en sesión de fecha 1 de febrero de 2006, dictando la Presi-
dencia el siguiente acuerdo: “Túrnese a la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos”.

IV. En fecha 5 de diciembre de 2006 se publicó en el Dia-
rio Oficial reforma al artículo 39, fracción XX, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos en la que se separan la Comisión de Justicia y la
Comisión de Derechos Humanos.

Consideraciones

1. En la Minuta materia de este dictamen se incluye un ca-
pítulo denominado: Valoración de la Iniciativa, que se
considera procedente reproducir literalmente:

“1. De acuerdo con la exposición de motivos de la ini-
ciativa citada al rubro, la misma ‘surge ante la impos-
tergable necesidad de crear un marco legal que, vincu-
lado al derecho internacional, atienda de forma integral
la problemática de la trata de personas, como un proble-
ma de índole mundial y del que nuestro país no es la ex-
cepción’.

Se indica que cada año millones de personas, la mayo-
ría mujeres y niños, son engañados, vendidos, coaccio-

nados o sometidos a diferentes situaciones de explota-
ción de carácter laboral, sexual o de servidumbre, resul-
ta urgente actuar legislativamente para hacer frente al
problema, tanto desde el punto de vista preventivo, co-
mo penal.

Entre los datos que aportan los promoventes de la ini-
ciativa, y no obstante que no hay cifras definitivas, so-
bre la trata de niños y niñas, algunos organismos calcu-
lan que 1.2 millones de infantes, anualmente son
víctimas de este delito.

2. Se establece además que un informe vertido respecto
al tráfico de personas por el Departamento de Estado de
los Estados Unidos, el 5 de junio de 2002, indica que la
mayoría de las mujeres, niños y niñas que son objeto de
trata en nuestro país provienen de América Central con
destino a la Unión Americana y Canadá. Se dan flujos
también de Brasil y Europa del Este, y en menores can-
tidades, de Asia y Medio Oriente.

Asimismo se calcula, que entre 16,000 y 20,000 niños
mexicanos y centroamericanos son sujetos de abuso se-
xual, principalmente en la franja fronteriza y destinos
turísticos.

La UNICEF por su parte ha establecido que de las 32
entidades federativas, 21 están involucradas en la ex-
plotación sexual, destacando Ciudad Juárez, Tapachula
y Tijuana, así como, Acapulco, Cancún y Guadalajara.

Otro informe de 2004, colocaría a México en la lista es-
pecial de observación en virtud de que no cuenta con
una legislación nacional que permita combatir adecua-
damente la problemática del tráfico de personas, y por
no contar con una eficiente coordinación entre las ins-
tancias encargadas de procuración e impartición de jus-
ticia.

3. La trata de personas es, como bien lo señalan los in-
dicadores, un delito que viola los derechos humanos
más fundamentales que repercute en cuestiones de es-
tructura de los Estados, en el tejido social y económico,
así como, en la organización de las sociedades.

De tal forma, se está frente a un fenómeno sociodelicti-
vo que, además de agudizarse paulatinamente por la
globalización y el desarrollo tecnológico, ha generado
una profunda preocupación internacional, pues en él
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convergen factores de carácter económico, social, mi-
gratorio, discriminatorio, de delincuencia organizada y
de corrupción.

En la región latinoamericana y caribeña, la trata de mu-
jeres tiene sus raíces en la época colonial. Las mujeres,
particularmente las africanas e indígenas, eran motivo
de tráfico con el fin de reducirlas a mano de obra gra-
tuita, a reproductoras de nuevos esclavos y a servir de
objeto sexual. El problema se remonta a la época de la
conquista, cuando los españoles, dando cumplimiento a
la “ley de guerra”, tomaban o entregaban el “botín de
mujeres” al vencedor, originándose así el comercio se-
xual en la región y los establecimientos para su ejerci-
cio.

El término Trata se utilizó inicialmente alrededor del
año 1900 para hacer referencia a la trata de blancas, que
era la movilización de mujeres blancas provenientes de
Europa, utilizadas como concubinas o prostitutas. El
término trata de blancas entró en desuso, ya que, en es-
te comercio se ven involucradas personas de diferentes
culturas, razas y ubicación geográfica.

4. Recalcan los promoventes de la iniciativa que el deli-
to de la trata de personas, no ocurre solamente al inte-
rior de los países, sino que en muchas de las ocasiones
las víctimas son trasladadas de un país a otro, con la fi-
nalidad de ser explotadas, de ahí, la necesidad de la cre-
ación de instrumentos internacionales que propicien la
cooperación entre naciones, a fin de suprimir este delito
que va más allá de las fronteras.

Por ello, la Convención Internacional para la Represión
de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prosti-
tución Ajena, de 1949, adjudica carácter criminoso al
tráfico del sexo y a los actos relacionados con la prosti-
tución, pero en virtud de la debilidad de los mecanismos
de vigilancia y de que sólo ha sido adoptada por 69 pa-
íses, no ha sido eficaz.

Por su parte, la Asamblea General de las Naciones Uni-
das adoptó la Convención contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Re-
primir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente
mujeres y niños, en diciembre de 2000, ratificado por el
Senado de la República el 22 de octubre de 2002.

En este instrumento internacional se dice que se enten-
derá por trata de personas la contratación, transporte,

ocultamiento o recibo de personas, por medio de ame-
nazas o del uso de la fuerza u otras formas de coacción,
de secuestro, de fraude, de engaño, del abuso de poder
o de una posición de vulnerabilidad o de la entrega o
percepción de pagos o de beneficios a fin de obtener el
consentimiento de una persona que posea control sobre
otra persona, con fines de explotación (Artículo 3a).

5. No obstante que los instrumentos internacionales ra-
tificados por México, forman parte de nuestro derecho
nacional, los iniciadores subrayan que “debemos consi-
derar la carencia de normas concretas que nos permitan
prevenir y sancionar de manera efectiva la trata de per-
sonas conforme a nuestro sistema penal”.

En fecha 27 de marzo de 2007 se publicó una reforma al
Código Penal Federal, vinculada con la trata de perso-
nas, en el Título Octavo denominado “Delitos contra el
libre desarrollo de la personalidad” Capítulos V, VI y
VII, en los artículos (205, 205 bis, 207 y 209), tipifican
los delitos de “Trata de Personas Menores de Dieciocho
Años de Edad o de Personas que no tienen Capacidad
para comprender el Significado del Hecho o de Perso-
nas que no tienen Capacidad para Resistirlo”, “Trata de
Personas” y la “Omisión de impedir un delito que aten-
te contra el Libre Desarrollo de la Personalidad, la Dig-
nidad Humana o la Integridad Física o Mental”.

Dicha reforma dio un paso adelante en materia de deli-
tos que atentan contra “el libre desarrollo de la persona-
lidad” al crear tipos penales que sancionan la “trata de
personas”, sin embargo, consideramos importante que
para erradicar, prevenir y sancionar estas conductas no
es suficiente la creación de tipos penales, pues este pro-
blema debe atenderse de manera integral, es decir, a tra-
vés de una política criminal específica, orientada a la
creación de programas para prevenir y sancionar la tra-
ta de personas, así como una debida atención a las víc-
timas u ofendidos de este delito.

6. El proyecto de Ley Federal para Prevenir y Sancionar
la Trata de Persona que se dictamina, se compone de
cinco capítulos que proponen incorporar al derecho na-
cional los lineamientos y principios internacionales fun-
damentales para prevenir, tipificar y sancionar esta inca-
lificable actividad en el ámbito federal, con la
cooperación de las autoridades involucradas en las distin-
tas esferas de gobierno.
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7. El Capítulo I establece el objeto de la ley, que es la
prevención y sanción del delito de trata de personas, así
como la protección, atención y asistencia a las víctimas
de este delito. Asimismo, que las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal así como la
Procuraduría General de la República en el ámbito de
sus respectivas atribuciones, deberán llevar a cabo pro-
gramas permanentes y establecerán procedimientos pa-
ra prevenir y combatir la trata de personas.

8. El Capítulo II contiene la tipificación y sanción de es-
te ilícito. Otro aspecto que se contiene en este apartado
es el relativo a la reparación del daño, considerando que
los costos de este delito son muy altos para las víctimas
que, por desgracia, pueden llegar hasta la muerte.

9. En el Capítulo III se enuncian las acciones que debe-
rán realizar las autoridades federales, en el ámbito de su
competencia, para evitar la comisión y los efectos nega-
tivos de este nefasto negocio criminal.

Se prevé en la iniciativa que el Ejecutivo Federal, esta-
blecerá un grupo de acción interinstitucional para ela-
borar y poner en práctica un Programa Nacional para
Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, el cual debe-
rá incluir todos los aspectos de la trata de personas, in-
cluida la trata sexual y la trata de trabajadores.

10. El Capítulo IV del proyecto de Ley en comento se-
ñala que las autoridades federales adoptarán medidas
tendentes a proteger a las víctimas u ofendidos de este
delito y, por tanto, deberán establecer las medidas nece-
sarias para identificarlas, brindarles protección, al igual
que a sus familiares, mientras residan en el país, a fin de
evitar ser capturadas nuevamente, ser objeto de represa-
lias, amenazas o intimidación por parte de los delin-
cuentes.

Entre otras cosas, se prescribe que la autoridad tendrá
que garantizar a las víctimas de la trata de personas alo-
jamiento adecuado, atención médica, acceso a la educa-
ción, capacitación y oportunidad de empleo, así como
las demás asistencias que tiendan a proveer su repatria-
ción, seguridad física y a obtener la reparación del daño
sufrido.

11. El Capítulo V considera que la Federación pueda
suscribir convenios o acuerdos de coordinación con las
entidades federativas y municipios para impulsar la vin-

culación interinstitucional en la materia, programar y
operar las tareas de prevención, detección y combate de
las actividades relacionadas con la trata de personas.

12. Por otra parte la iniciativa propone adicionar una
fracción VI a la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, con la finalidad de incluir en el catálogo de
delitos de la delincuencia organizada a la trata de perso-
nas.

13. Finalmente, se propone adicionar el Código Federal
de Procedimientos Penales, a fin, de incluir en el cata-
logo de delitos graves la trata de personas, para así, li-
mitar el derecho de libertad bajo caución.”

2. Del Dictamen aprobado por la Colegisladora destaca lo
siguiente:

• Se analiza con acuciosidad y se examinan las diferen-
cias del delito de Trata de Personas con otros de dife-
rente naturaleza, como el tráfico ilegal de migrantes que
se encuentra contemplado en la Ley Federal de Pobla-
ción y en la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada.

• Se concluye que conforme al estado que guarda nues-
tra legislación penal federal, quien incurre en el delito
de trata de personas no puede ser investigado, persegui-
do ni sancionado, pues este delito “únicamente aparece
en el título de nuestro Código Penal Federal, pero nues-
tro legislador fue omiso para redactar el tipo delictivo
correspondiente”.

• Con la reciente reforma al Código Penal Federal pu-
blicada en fecha 27 de marzo de 2007 se tipificó el de-
lito de trata de personas, tanto para personas mayores de
edad, como para menores de dieciocho años o para
aquellos que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho no tienen capacidad para resistir-
lo, así como la omisión de impedir un delito que atente
contra el libre desarrollo de la personalidad, la dignidad
humana o la integridad física o mental.

• Se mencionan los antecedentes históricos de la trata de
personas, destacando que de acuerdo con datos de la Or-
ganización Internacional para las Migraciones, sólo en
Europa el tráfico sexual involucra entre 200 mil a 500
mil mujeres procedentes de América Latina, África,
Asia y Europa Oriental.
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• En México, refiere un estudio elaborado por la Escue-
la Nacional de Antropología e Historia, revela que 85
mil niñas y niños mexicanos y centroamericanos están
siendo explotados en la industria sexual de nuestro país
y sólo en la ciudad de México 150 mil personas adultas
se dedican a la prostitución; el 99 por ciento no oriun-
das del Distrito Federal, el 75 por ciento se iniciaron en
la prostitución cuando contaban con trece años.

• Cita los siguientes instrumentos internacionales sobre
la materia:

- El Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar
la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños,
aprobado el 15 de noviembre del 2000 en la ciudad
de Nueva York y que complementa la Convención
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Or-
ganizada Transnacional.

- La Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos (1948).

- La Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, Pacto de San José de Costa Rica (1969).

- La Convención sobre los Derechos del Niño
(1989).

- La Convención sobre Eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la Mujer (1979).

- La Convención de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transnacional (Conven-
ción de Palermo, 2000).

- La Convención Suplementaria sobre la Abolición
de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Institu-
ciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud (1956).

- El Convenio para la Represión de la Trata de Per-
sonas y de la Explotación de la Prostitución Ajena
(1949).

- La Declaración sobre los Principios Fundamenta-
les de Justicia para las Víctimas de Delitos y del
Abuso de Poder (1985).

- La Declaración y Plataforma de Beijing, adoptada
durante la Cuarta Conferencia de la Mujer de 1995.

El dictamen que sustentó la minuta de la Colegisladora
concluye que, debido a las obligaciones derivadas del de-
recho internacional, de que méxico es un país de origen,
tránsito y destino de trata de personas, especialmente de
mujeres, niñas y niños y de que se trata de un delito que no
se encuentra sancionado en nuestra legislación penal, se es-
timó impostergable encauzar la iniciativa, a la cual se le hi-
cieron modificaciones, orientadas a dotar de mayor preci-
sión y claridad a las normas y definir de mejor manera el
bien jurídico que se pretende tutelar y que es el “libre des-
arrollo de la personalidad, derivado del principio de digni-
dad humana, que engloba la doble dimensión del concepto
persona: la psíquica y la física, objeto ambas de lesión en
el marco de esta fenomenología delictiva”.

Añade la colegisladora: “instrumentalizar a un ser humano,
como sucede con el delito de trata de personas, significa al-
go más que infringir la moral pública o las buenas costum-
bres, pues la indemnidad de la persona, está por encima de
cualquier concepción de la moral o de lo que por buenas
costumbres pretende entenderse. El libre desarrollo de la
personalidad tiene una dimensión más amplia que el “nor-
mal desarrollo sexual”, “la libertad”, salud y adecuado des-
arrollo sexual o el “normal desarrollo psicosexual de la víc-
tima”... que también será objeto de la ley la protección,
atención y asistencia a las víctimas de este delito con la fi-
nalidad de garantizar el respeto al libre desarrollo de la per-
sonalidad de las víctimas y posibles víctimas; añadiendo
que éstas podrán ser las residentes o trasladadas al territo-
rio nacional, así como los mexicanos en el exterior”.

Estudio, análisis y modificaciones a la minuta

En el artículo 1º, la colegisladora propone definir que la
presente ley tiene por objeto la prevención y sanción del
delito de trata de personas, sin embargo, esta Comisión de
Justicia considera que el objeto no debe resumirse a la pre-
vención y sanción del delito de trata de personas, sino a la
trata de personas en general, pues dicho flagelo debe ser
atendido de manera integral como un fenómeno sociológi-
co, jurídico penal. Asimismo se propone un lenguaje inclu-
yente en la redacción de la ley, por lo que se sustituye el
término “mexicanos” por “personas mexicanas”.

En el artículo 2°, la colegisladora propone establecer que
los órganos dependientes del Poder Ejecutivo Federal, re-
lacionados con la seguridad pública y la procuración e im-
partición de justicia, llevarán a cabo programas permanen-
tes para prevenir la trata de personas. La Comisión
Dictaminadora de la Cámara de Diputados considera im-
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portante no solo incluir a las dependencias sino a todas las
entidades de la administración pública federal en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, asimismo incluir a la Pro-
curaduría General de la República la cual no es una depen-
dencia del Poder Ejecutivo y excluir a las órganos encar-
gados de la impartición de justicia quienes además de no
tener funciones de prevención del delito, no dependen del
Poder Ejecutivo sino del Poder Judicial Federal.

En los artículos 3º y 6º la colegisladora define y tipifica la
trata de personas respectivamente, así como las penas apli-
cables, situación que puede generar confusión al no emple-
ar los mismos términos y elementos en ambos preceptos,
por lo que se propone la eliminación del artículo 3º, que si
bien es cierto, define con mayor amplitud las formas de
explotación, éstas deberán integrarse al tipo penal para dar
mayor seguridad jurídica en su descripción legal.

En su lugar se establece el ámbito competencial en el que
las autoridades federales conocerán del delito de trata de
personas, por lo que resulta necesario clarificar los casos
específicos en que las autoridades federales conocerán de
los delitos de trata de personas, a fin de evitar interpreta-
ciones erróneas que pretendan federalizar el delito en todos
los supuestos.

La colegisladora estableció las leyes que serán aplicables
de manera supletoria a esta ley en el artículo 4º, por lo que
la comisión dictaminadora considera innecesario incluirla
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada por tratar-
se de un régimen especial y excepcional para ciertos deli-
tos que serán atraídos por la propia Ley, en términos del ar-
tículo 2º.

En el artículo 5º se establece la congruencia que debe exis-
tir entre la ley y las actuaciones de las autoridades federa-
les con los instrumentos internacionales, recomendaciones
y resoluciones adoptadas por los organismos multilaterales
y regionales. La comisión dictaminadora considera innece-
sario su previsión, toda vez que, de una interpretación ar-
mónica y sistemática del marco normativo aplicable y de
acuerdo a la jerarquía normativa de los tratados internacio-
nales que de conformidad a las últimas interpretaciones de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, solo estará por
debajo de la Constitución y por encima de las leyes federa-
les por lo que su observancia es de carácter obligatorio sin
necesidad de preverlo expresamente en la ley.

Asimismo, respecto a la observancia de las recomendacio-
nes y resoluciones adoptadas por los organismos multilate-

rales y regionales, éstos no son de carácter obligatorio pues
sus resoluciones constituyen únicamente sugerencias.

La comisión dictaminadora de la Cámara de Diputados
considera procedente e insoslayable hacer modificaciones
a la propuesta contenida en la minuta recibida de la Cáma-
ra de Senadores, en cuanto al tipo penal de trata de perso-
nas que se incluye en el artículo 6° del decreto materia de
la minuta que se analiza, conforme a lo siguiente:

“ARTÍCULO 6. Comete el delito de trata de personas
quien promueva, ofrezca, facilite, consiga, traslade, en-
tregue o reciba para sí o para un tercero, a una persona
para someterla a cualquier forma de explotación o para
ser extirpada de sus órganos, tejidos o sus componentes,
dentro o fuera del territorio nacional.”

Se señala en el dictamen que sustenta la minuta de la cole-
gisladora en este rubro particular, que se consideraron las
recomendaciones de fondo y de técnica jurídica que han
aportado los investigadores del Inacipe en la “Guía Anota-
da del Protocolo Completo de la ONU contra la Trata de
Personas” y que en su parte conducente establece:

“Anotación al Protocolo: La definición de trata de per-
sonas de las Naciones Unidas que se encuentra en la
sección 3 (a) describe con algún detalle la naturaleza del
crimen. Sin embargo, esta definición internacional no es
apropiada para ser utilizada en los códigos penales do-
mésticos. Esta definición tiene demasiados elementos
que tendrán que ser probados por los fiscales, haciendo
así el procedimiento más difícil. También el lenguaje es
un poco ambiguo y podría conducir a desafíos legales
por parte de los demandados.

Es importante primero leer y entender la nueva defini-
ción internacional de la trata de personas que contiene el
Protocolo, pero luego incorporar la esencia de esta defi-
nición en la legislación nacional mediante el uso de un
lenguaje simple y claro.

Proponemos una adecuada definición de trata de perso-
nas para el derecho penal. La siguiente definición en el
derecho penal claramente establece la naturaleza del cri-
men, pero evita usar tantos elementos descriptivos y po-
tencialmente confusos:

La trata de personas significará el reclutamiento, el
transporte, la transferencia, acogida o el recibo de per-
sonas, por cualquier medio, para el trabajo o servicios
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forzados, la esclavitud o prácticas similares a la esclavi-
tud, la servidumbre o la remoción de órganos”.

En atención al contenido y alcance del artículo 3º del Pro-
tocolo esta comisión estima conveniente incluir los medios
comisivos al tipo penal propuesto por la colegisladora, ta-
les como violencia física o moral, engaño y abuso de poder
para dar mayor certeza jurídica al tipo penal, estos medios
solo serán exigibles cuando el sujeto pasivo del delito sea
persona mayor de edad y que tenga la capacidad de com-
prender el significado del hecho.

La comisión dictaminadora de la Cámara de Diputados re-
currió al análisis del propio protocolo para prevenir, repri-
mir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres
y niños, que complementa la Convención de las Naciones
Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, al
que nos referiremos simplemente como “El Protocolo”, y
que transcribimos en lo conducente:

“La definición de trata

A los efectos prácticos, distinguiremos en la definición
de la Trata que nos ofrece el Protocolo en su Art. 3 inci-
so a, tres componentes: una actividad, medios y propó-
sitos.

De acuerdo al Protocolo, la Trata es:

a) Una ACTIVIDAD o ACCIÓN: “... la captación,
transporte, traslado, acogida o recepción...”

b) utilizando determinando MEDIOS: “...recurriendo a
la amenaza o uso de la fuerza, coacción, rapto, fraude,
engaño, abuso de poder, vulnerabilidad, la concesión o
recepción de pagos o beneficios para obtener el consen-
timiento de una persona que tenga autoridad sobre otra
con fines de explotación...”

c) con un PROPÓSITO O FIN: “Esa explotación inclui-
rá, como mínimo, la explotación de la prostitución aje-
na u otras formas de explotación sexual, los trabajos o
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas
a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órga-
nos”.

Por ello, esta comisión dictaminadora coincide con el Pro-
tocolo y la mayoría de los tratadistas en que los medios no
deben soslayarse para la conformación del tipo penal y
además debe hacerse énfasis en la descripción de la acción

y el propósito o fin, salvaguardando de especial manera la
explotación de la prostitución ajena u otras formas de ex-
plotación sexual, la esclavitud o las prácticas análogas a la
esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.

Es pertinente aclarar que el Protocolo en cuestión tiene la
finalidad de prevenir, reprimir y sancionar la trata de per-
sonas, especialmente mujeres y niños, así como la protec-
ción de las víctimas. Por su propia naturaleza, es un instru-
mento internacional que establece lineamientos para que
los estados legislen internamente contra la trata de perso-
nas y por ello su redacción debe ser más amplia y com-
prensiva.

En cambio, traducir las disposiciones internacionales al
sistema jurídico mexicano, implica pasar el filtro de la
constitucionalidad y, concretamente, de las garantías cons-
titucionales, y ello nos obliga a ciertos ejercicios de con-
creción y precisión de conceptos.

Al respecto, debemos recordar lo dispuesto por el párrafo
tercero del artículo 14 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, que literalmente establece:

“En los juicios de orden criminal queda prohibido im-
poner, por simple analogía y aún por mayoría de razón
pena alguna que no esté decretada por una ley exacta-
mente aplicable al delito de que se trata”.

En este sentido, se aprecia que la definición del tipo penal
de trata de personas adoptada en el artículo 6° de la minu-
ta que se analiza, adolece de falta de precisión y concreción
en la descripción de la conducta, que puede llegar a consi-
derarse violatoria de la garantía constitucional antes invo-
cada. Dicha definición del tipo penal que se propone en la
Minuta, es la siguiente:

“ARTÍCULO 6. Comete el delito de trata de personas
quien promueva, ofrezca, facilite, consiga, traslade, en-
tregue o reciba para sí o para un tercero, a una persona
para someterla a cualquier forma de explotación o para
ser extirpada de sus órganos, tejidos o sus componentes,
dentro o fuera del territorio nacional.”

Al autor de este delito se le impondrá pena de cuatro a
nueve años y de cuatrocientos a novecientos días multa.

Esta comisión dictaminadora aprecia que expresiones co-
mo “cualquier forma de explotación” si bien es adecuada
como recomendación o propuesta a nivel del Protocolo in-
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ternacional, resulta ambigua e imprecisa a la luz del párra-
fo tercero del artículo 14 Constitucional antes trascrito.

Sobre el particular, es aplicable el criterio expresado por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, en
el Juicio de Amparo en revisión 1987/99 que se trascribe en
lo conducente:

“El tercer párrafo del artículo 14 constitucional estable-
ce la garantía de exacta aplicación de la ley en materia
penal, concebida como la prohibición de imponer penas
que no estén establecidas por una ley exactamente apli-
cable al delito de que se trate.

Por lo que se concluye que si esta garantía tiene validez
en todo el ámbito penal, no puede quedar circunscrita al
perímetro de los actos de aplicación, de tal manera que
sólo sea exigible ante los jueces, sino que debe abarcar
también a la ley misma, ya que el mandato constitucio-
nal, exige, para su cabal cumplimiento, que también la
ley sea concebida en tal forma que los términos me-
diante los cuales especifique los elementos respectivos
delito y pena sean claros, precisos y exactos, a fin de
evitar que las autoridades aplicadoras incurran en con-
fusión por la indeterminación de los conceptos.

...el párrafo tercero del artículo 14 constitucional, el
cual no se limita a constreñir a la autoridad jurisdiccio-
nal a que se abstenga de imponer por simple analogía o
por mayoría de razón pena alguna que no esté decretada
por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de
que se trata, sino que obliga también al legislador a que
al expedir normas de carácter penal señale las conduc-
tas típicas y las penas aplicables con la precisión que
evite un estado de incertidumbre jurídica al gobernado y
una actuación arbitraria del respectivo juzgador.”

El criterio anterior, se sustenta a su vez, en la tesis de la
propia Suprema Corte de Justicia de la Nación que igual-
mente se trascribe en sus términos:

“EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA
PENAL, GARANTÍA DE SU CONTENIDO Y AL-
CANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY MISMA. La
interpretación del Tercer Párrafo del artículo 14 consti-
tucional, que prevé como garantía la exacta aplicación
de la ley en materia penal, no se circunscribe a los me-
ros actos de aplicación, sino que abarca también a la
propia ley que se aplica, la que debe estar redactada

de tal forma, que los términos mediante los cuales es-
pecifique los elementos respectivos sean claros, pre-
cisos y exactos. La autoridad legislativa no puede
sustraerse al deber de consignar en las leyes penales
que expida, expresiones y concepto claros, precisos y
exactos al prever las penas y describir las conductas
que señalen como típicas, incluyendo todos sus ele-
mentos, características, condiciones, términos y plazos,
cuando ello sea necesario para evitar confusiones en su
aplicación o demérito en la defensa del procesado. Por
tanto, la ley que carezca de tales requisitos de certeza,
resulta violatoria de la garantía indicada prevista en el
artículo 14 de la Constitución General de la República”.

En la doctrina encontramos opiniones congruentes con lo
anterior y para ello citamos a Moisés Moreno Hernández,
en Principios Rectores en el Derecho Penal Mexicano, pá-
gina 114 y 115, que literalmente expresa:

“2. Los principios rectores y su observancia en el Códi-
go Penal

a) Principio de legalidad (nullum crimen nulla poena si-
ne lege)

Conforme al principio de legalidad, plasmado en el artí-
culo 14 constitucional, el Estado en ningún caso podrá
imponer pena o medida de seguridad alguna si no es por
la realización de una conducta que previamente ha sido
descrita en la ley como delito o sin que la sanción esté
igualmente establecida en la ley, expresada en la fórmu-
la latina nullum crimen, nulla poena sine lege. Este prin-
cipio exige no solamente que los órganos del Estado
ajusten el ejercicio de su poder a lo establecido por la
ley, sino también que la propia ley penal que se origina
en el ejercicio de ese poder penal esté diseñada con cla-
ridad y precisión, de suerte que de su contenido se deri-
ve seguridad jurídica para los individuos”.

A fin de erradicar la demanda de trata de personas y am-
pliar el ámbito de protección en estas conductas delictivas,
la dictaminadora considera conveniente adicionar un verbo
rector, tipificando “a quien solicite”, pues dicha conducta
no se encuentra contemplada en el artículo 6º de la minuta
propuesta por la golegisladora, generando impunidad para
aquellas personas que solicitan niñas, niños o mujeres para
someterlos a la explotación sexual o cualquiera de los fines
establecidos, pues en algunos casos estaremos frente a me-
ros actos preparatorios.
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Frente a tales principios rectores y criterios tan claros y
contundentes, resulta evidente la necesidad de revisar y
mejorar la descripción del tipo penal de trata de personas
contenido en el artículo 6° del proyecto de decreto materia
de la minuta en análisis, para dotar de mayor precisión y
concreción a la descripción de las conductas punibles, pues
nos parece evidente que expresiones tales como “cualquier
forma de explotación” no responden de manera eficiente y
suficiente a los criterios antes expresados y, por ello, esta
Comisión Dictaminadora propone que el artículo 6° de re-
ferencia se recorra al artículo 5º y quede redactado de la si-
guiente manera:

ARTÍCULO 5. Comete el delito de trata de personas quien
promueva, solicite, ofrezca, facilite, consiga, traslade, en-
tregue o reciba, para sí o para un tercero, a una persona,
por medio de la violencia física o moral, engaño o el
abuso de poder para someterla a explotación sexual,
trabajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas
análogas a la esclavitud, servidumbre, o a la extirpación
de un órgano, tejido o sus componentes.

La Comisión de Justicia encuentra consenso en los conte-
nidos generales de la ley, como es el caso del artículo 7º,
que establece las agravantes del delito de trata de personas
y que para una mejor redacción se sugiere un lenguaje in-
cluyente en el párrafo primero al decir “Al que comete...”y
sustituirlo por “A quien cometa...”, por otro lado, la frac-
ción II propuesta por la colegisladora no establece multa
alguna, por lo que esta comisión propone una multa de se-
tecientos cincuenta a dos mil doscientos cincuenta días
multa, elevación que resulta proporcional a la pena de pri-
sión establecida en la misma fracción, por otro lado, se su-
prime como calificativa la violencia física o moral para in-
cluirla como medio comisivo del tipo básico, asimismo en
el inciso a) de la fracción III, se incluye como agravante,
cuando el sujeto pasivo sea una persona con discapacida-
des o se trata de personas indígenas, pues los activos se
aprovechan de las circunstancias personales y de vulnera-
bilidad, en que se encuentran estas personas para ser enga-
ñadas o convencidas.

Para darle coherencia a la redacción del artículo, las frac-
ciones IV y V se vuelven párrafos. Asimismo esta Comi-
sión Dictaminadora consideró que el consentimiento otor-
gado por la víctima, debe atenderse en los términos que
establece el artículo 15 fracción III del Código Penal Fede-
ral. Este precepto se recorre al artículo 6º.

Es evidente que la reciente reforma al Código Penal Fede-
ral en sus artículos 205 y 207, generarán un concurso de
normas incompatibles entre sí, con la presente ley, lo cual
si bien podría resolverse a través de la aplicación del prin-
cipio de especialidad previsto en el último párrafo del artí-
culo 6º del Código Penal Federal, a efecto de no ocasionar
resquicios legales e incertidumbre jurídica, esta Comisión
ha considerado que prevalezca el tipo penal de la Ley para
Prevenir y Sancionar la Trata de Personas y se derogue el
previsto en los artículos 205 y 207 del Código Penal Fede-
ral.

El artículo 8º permanece intocado por la comisión dictami-
nadora. Este precepto se recorre al artículo 7º propuesto
por la comisión dictaminadora.

La prescripción de los artículos 9º y 10 propuestos por la
colegisladora resulta innecesaria, pues su contenido se en-
cuentra regulado en el Código Penal Federal. Las formas
de intervención –autoría y participación– y su sanción se
contemplan en los artículos 13 y 64 bis respectivamente del
Código Penal Federal y, por otro lado, la omisión de impe-
dir un delito que atente contra el libre desarrollo de la per-
sonalidad ya se encuentra prevista en el Código Penal Fe-
deral, tanto en el artículo 209, el cual fue producto de la
reciente reforma a la Ley Sustantiva, como en el artículo
400 fracción V, por lo que se propone su eliminación.

Artículo. 209. “Al que pudiendo hacerlo con su inter-
vención inmediata y sin riesgo propio o ajeno, no impi-
diere la comisión de uno de los delitos contemplados en
el Titulo VIII, Libro Segundo, de este Código, se le im-
pondrá la pena de seis meses a dos años de prisión y de
cincuenta a doscientos días multa.

Las mismas penas se impondrán a quien, pudiendo ha-
cerlo, no acuda a la autoridad o a sus agentes para que
impidan un delito de los contemplados en el párrafo an-
terior y de cuya próxima comisión tenga noticia.”

Artículo 400. “Se aplicará prisión de tres meses a tres
años y de quince a sesenta días multa al que:

I. a IV ...

V. No procure, por los medios lícitos que tenga a su al-
cance y sin riesgo para su persona, impedir la consu-
mación de los delitos que sabe van a cometerse o se es-
tán cometiendo, salvo que tenga obligación de afrontar

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007401



el riesgo, en cuyo caso se estará a lo previsto en este ar-
tículo o en otras normas aplicables.

La comisión dictaminadora coincide con el contenido de
fondo del artículo 11, por lo que únicamente se propone
una redacción mas clara. El contenido de este precepto pa-
sa al artículo 8º del dictamen.

Los artículos 12 y 22 establecen los rubros que debe com-
prender la reparación del daño a las víctimas de la trata de
personas, por lo que, para dar una mayor integralidad, se
propone incluir en el primer precepto las hipótesis conteni-
das del segundo a efecto de eliminar el artículo 22 y crear
un solo artículo que contemple todas, empleando un len-
guaje incluyente y claro, sustituyendo conceptos confusos
como el de “perturbación emocional” “dolor” y “sufrimien-
tos” por el de “daño moral”, que está jurídicamente definido
por la normatividad vigente, y contiene todas las demás.

Por otro lado, se propone prescindir como pago de la repa-
ración del daño, de los gastos por honorarios a abogados,
los cuales no están contemplados en el Protocolo para Pre-
venir y Sancionar la Trata de Personas. Por último, se in-
cluyen a las personas con capacidades diferentes e indíge-
nas, como víctimas vulnerables de este delito.

El contenido del artículo 22 resulta innecesario, pues los
transportistas que incurran en responsabilidad penal, se les
condenará a la reparación del daño, en los términos que se-
ñala la ley, lo cual se hará consistir en; solventar los costos
de alojamiento, alimentos y transporte para la víctima, los
cuales estarán comprendidos en un solo artículo. El pre-
cepto del numeral 12, se recorre al artículo 9º del dictamen
emitido por la comisión dictaminadora.

En el Capítulo III, la colegisladora considera conveniente
establecer las políticas públicas que deberá adoptar el Es-
tado Mexicano, las cuales serán realizadas por un Comité
Interinstitucional que elaborará y pondrá en práctica el Pro-
grama Nacional para Prevenir y Sancionar la Trata de Per-
sonas. 

La comisión dictaminadora propone reestructurar la coor-
dinación interinstitucional estableciendo una Comisión In-
tersecretarial según lo previsto en el artículo 21 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, el cual es-
tablece que: “El Presidente de la República podrá constituir
Comisiones Intersecretariales para el despacho de asuntos
en que deban intervenir varias secretarias de estado o de-
partamentos administrativos”

Por lo que, en esta propuesta se contempla que, tanto las
entidades autónomas, como la sociedad civil y académicos
vinculados con la trata de personas participen como invita-
dos para efectos consultivos a las reuniones de la Comisión
Intersecretarial. 

La dictaminadora propone agregar como miembros de la
Comisión Intersecretarial a los titulares de las Secretarías
de Educación Pública y Turismo en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, pues uno de los objetivos de la Co-
misión Intersecretarial será la capacitación, formación, in-
vestigación científica, realización de estudios técnicos en
materia de trata de personas y por otro lado, este delito se
consuma principalmente en lugares turísticos.

Se propone incluir a la Comisión Nacional para el Des-
arrollo de los Pueblos Indígenas, entre los organismos au-
tónomos, por considerar a las personas indígenas como
víctimas frecuentes de la trata de personas. El contenido
del artículo 13 se recorre al numeral 10 propuesto por la
dictaminadora.

El artículo 14 de la minuta establece la estructura del Co-
mité Interinstitucional, cuyo contenido es mas acorde a la
forma en que funcionará el Comisión, por lo que, para dar-
le mayor congruencia al artículo se propone que se esta-
blezca, como funcionará la Comisión Intersecretarial.

La fracción II del precepto en mención se elimina, por con-
siderarse que el período de sesiones de la Comisión Inter-
secretarial debe estar regulado en su reglamento.

La fracción IV pasa a formar parte de las obligaciones de
la Comisión Intersecretarial, adicionándose la fracción XII
al artículo 12 de este dictamen el cual establecerá que el in-
forme anual que realice la Comisión no sea en cuanto a las
políticas adoptadas, sino en cuanto a los resultados obteni-
dos. El artículo 14 se recorre al artículo 11 de este dicta-
men.

Los objetivos del Comité Interinstitucional se encuentran
regulados en el artículo 15 de la minuta aprobada por la co-
legisladora. Con una redacción mas clara y acorde al con-
tenido del precepto, la Comisión Dictaminadora propone
se establezcan los deberes de la Comisión Intersecretarial.

Se sugiere modificar la fracción II, para incluir a las perso-
nas adolescentes como sujetos que con especial referencia
se debe salvaguardar su dignidad y derechos.
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Asimismo se elimina la fracción III, pues la prevención en-
tre las instituciones federales para la realización de accio-
nes dirigidas a la prevención y sanción del delito, así como
la atención de las víctimas ya se encuentra contemplado en
el artículo 10 de este dictamen. 

En la fracción IV se sugiere establecer que la Comisión In-
tersecretarial no celebre convenios, por ser una facultad ex-
clusiva del Ejecutivo en términos del artículo 22 de la Ley
Federal de la Administración Pública. Asimismo se sustitu-
ye la expresión “gobiernos de los estados” por la de “enti-
dades federativas” con el objeto de incluir al Distrito Fede-
ral Por último, se agrega el tema de la “seguridad” y la
asistencia de las víctimas en el regreso a su lugar de origen
o su repatriación.

Por último en las fracciones V, VI, VII, VIII, IX y X se pro-
pone una redacción más clara y precisa sin modificaciones
sustanciales, agregándose una fracción XII como anterior-
mente se mencionó. Este precepto se recorre al artículo 12
del dictamen propuesto por esta comisión.

El artículo 16 de la minuta aprobada por la Cámara de Se-
nadores establece los rubros que deben contemplarse en el
Programa Nacional para Prevenir y Sancionar la Trata de
Personas, coincidiendo la dictaminadora en su contenido,
proponiéndose únicamente adiciones de forma.

En la fracción I inciso a) se propone que no solo se con-
templen a las etnias, sino también a las “comunidades” in-
dígenas, en el inciso b) se propone agregar que la asisten-
cia material, médica y psicológica sea en la lengua o
idioma de las etnias o comunidades indígenas, asimismo en
el inciso f) se agregan las estaciones migratorias o lugares
habilitados como aquellos lugares en que por ninguna cir-
cunstancia se albergará a las víctimas y por último se su-
prime lo preceptuado en el inciso g) por ser una hipótesis
ya contemplada en la fracción I del mismo numeral y se
sustituye por el contenido de lo establecido en el inciso d)
fracción I del artículo 23 de la minuta.

En la fracción II del mismo artículo, la comisión dictami-
nadora propone un cambio de lenguaje por uno mas claro
y preciso, sustituyendo el concepto “funcionarios públi-
cos” por el de “servidores públicos” el cual se encuentra
expresamente definido por la ley, de igual forma, en torno
a las facultades y funciones de la Comisión Intersecretarial,
ésta no podrá diseñar, evaluar y actualizar los planes y pro-
gramas de capacitación y formación de servidores públi-

cos, sino de acuerdo a sus facultades y funciones, única-
mente fomentarán su diseño, evaluación y actualización.

En el inciso b) se incluirá como parte de la capacitación y
formación de los servidores públicos, el conocimiento de
los instrumentos internacionales en materia de derechos
humanos y derechos de los refugiados y que en comunión
con los demás artículos reformados, se atiendan y protejan
los derechos de las personas que tienen capacidades dife-
rentes.

Por último, se propone en la fracción III que, de acuerdo a
las facultades y funciones de la Comisión Intersecretarial
únicamente fomente las acciones tendientes a fortalecer la
solidariedad y prevención social del delito.

En el inciso d) se agregue el virus del papiloma humano. El
artículo 16 se recorre al numeral 13 de este dictamen.

En el artículo 17 propuesto por la colegisladora se propone
eliminar la fracción I porque ya se encuentra regulada en
los artículos 2º y 10 de este dictamen, por lo que con una
redacción más clara se recorren las demás fracciones. Este
artículo pasa al numeral 14 del dictamen.

La comisión dictaminadora modifica el artículo 18 pro-
puesto por la colegisladora, sugiriendo un párrafo único,
que establezca, que no solo las autoridades migratorias de-
berán rendir un informe semestral a la Comisión Interse-
cretarial, sino que, se incluyan a las autoridades encargadas
de la prevención e investigación del delito, puesto que se-
rán las que contengan la información respectiva.

El contenido de las fracciones II, III y IV del precepto en
cita, se consideran innecesarias por ser obligaciones de las
autoridades competentes ya establecidas en la normativi-
dad vigente. Este artículo se recorre al numeral 15 del dic-
tamen.

En el artículo 19, la dictaminadora propone que, al hablar
de las “representaciones consulares mexicanas”, se utilice
un concepto más amplio, que no solo contemple a los con-
sulados, sino también a las embajadas, por lo que se susti-
tuye dicho concepto por el de “representaciones diplomáti-
cas mexicanas”, asimismo se hace énfasis en el derecho
que tienen las víctimas a un traductor en caso de requerir-
lo y a se le satisfaga en la reparación del daño. Este artícu-
lo se recorre al numeral 16 de este dictamen.
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Las autoridades migratorias no tienen facultades de acuer-
do a la Ley General de Población y su Reglamento para
fungir como ejecutoras de acciones y estrategias que ten-
gan por objeto cerciorarse de la comisión de un delito dis-
tinto a los migratorios. 

Las obligaciones de las empresas de transporte internacio-
nal ya se encuentran reguladas en la normatividad vigente,
por lo que el numeral 21se elimina.

En el artículo 23 se establecen las medidas que adoptarán
las autoridades federales por lo que se suprimen los incisos
a), b) y c) de la fracción I por estar contempladas en el
cuerpo del Dictamen, y para mejor ubicación el inciso d)
pasa a formar parte de las obligaciones de la Comisión In-
tersecretarial como un inciso g) de la fracción I del artícu-
lo 13 del Dictamen y por último, la asistencia o ayuda mi-
gratoria pasa a formar una fracción II del artículo 23.

La fracción V del artículo 23 también se eliminar por estar
contemplada en el cuerpo del dictamen.

El contenido del artículo 23 se recorre al artículo 17.

En el artículo 24 la fracción IV carece de contenido jurídi-
co procesal, por lo que se propone sustituirla por un pre-
cepto que asegure que las víctimas del delito de trata de
personas permanezcan en el país, mientras dura el proceso
judicial. El contenido de este artículo se recorre al numeral
18 del dictamen.

El contenido de los artículos 25 y 26 propuestos por la co-
legisladora se sustituye, en virtud de que nuestra legisla-
ción ya contempla modalidades para la permanencia y re-
patriación de extranjeros, en las que se encuentran
incluidas aquellas que fueren victimas de la trata de perso-
nas. La redacción propuesta queda establecida en el artícu-
lo 19 del presente dictamen.

En el artículo 27 aprobado por la colegisladora se proponen
modificaciones de redacción y no de fondo, las cuales que-
darán contenidas en el artículo 20 del dictamen de esta co-
misión.

La suscripción de convenios o acuerdos de coordinación
del gobierno federal, así como las bases de coordinación,
seguimiento y evaluación, previstas en los artículos 28, 29
y 30 de la minuta aprobada por la Cámara de Senadores, ya
se encuentran previstas en el artículo 12 fracción III del
dictamen, por lo que se suprimen estos artículos.

La Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados propo-
ne la eliminación de los artículos 31 y 32 del decreto ma-
teria de la minuta que se analiza, con el propósito de no re-
petir preceptos ya contenidos dentro de la misma minuta,
pues el artículo 13 ahora 10 ya establece la coordinación
entre las autoridades que conformarán la Comisión Interse-
cretarial, asimismo el artículo 32 hace un desglose porme-
norizado de funciones atribuidas a las diversas dependen-
cias enumeradas en el artículo 31 del mismo decreto, por
considerarlo excesivo y demasiado prolijo; se propone en
su lugar que tales funciones sean las que se establezcan en
el Reglamento del Comité Interinstitucional a que se refie-
re el artículo 14, fracción III de la minuta materia del de-
creto, ahora 11 fracción II de este dictamen, lo que permi-
tirá su aplicación con un sentido más práctico, su
actualización más expedita y sencilla, y su evaluación pe-
riódica.

Es procedente reformar la fracción V y adicionar una frac-
ción VI del artículo 2º de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada en congruencia con las disposiciones
derogadas y adicionadas.

En el artículo 194 del Código Federal de Procedimientos
Penales se reforma la fracción l inciso 13) y incluye en la
fracción XVI, el delito de trata de personas como grave
previsto en los artículos 5º y 6º de la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de Personas, toda vez que el numeral vi-
gente prevé en la fracción XV, como delitos graves diver-
sos previstos en la Ley General de Salud.

En el artículo 85 fracción II se incorpora al catálogo de deli-
tos respecto de los que no concederá la libertad preparatoria,
los delitos previstos en los artículos 5º y 6º de esta Ley.

Por último, se hace referencia que, con fundamento en el
Acuerdo A/003/06 del Procurador General de la República,
de fecha 16 de febrero de 2006 se creó la Fiscalía Especial
para la atención de delitos relacionados con actos de vio-
lencia contra las mujeres en el país, misma que va a ser la
encargada de la investigación y persecución de los delitos
de trata de personas.

En mérito de lo expuesto, la comisión dictaminadora ha
llegado a la conclusión de aprobar la Minuta en estudio,
con las consideraciones expresadas, lo que conlleva a la
modificación del proyecto de decreto, en términos de lo ar-
gumentado, y a devolver la minuta al Senado para los
efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Con base en las consideraciones anteriores, los integrantes
de la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados de la
LX Legislatura, sometemos a la consideración de esta ho-
norable Asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto

Por el que se expide la Ley para Prevenir y Sancionar
la Trata de Personas, que reforma y adiciona la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada y reforma y
adiciona el Código Federal de Procedimientos Penales y
que reforma, adiciona y deroga el Código Penal Fede-
ral.

Artículo Primero. Se expide la Ley para Prevenir y San-
cionar la Trata de Personas.

CAPITULO I
Disposiciones Generales 

ARTÍCULO 1. La presente Ley tiene por objeto la pre-
vención y sanción de la trata de personas, así como la
protección, atención y asistencia a las víctimas de estas
conductas con la finalidad de garantizar el respeto al libre
desarrollo de la personalidad de las víctimas y posibles víc-
timas, residentes o trasladadas al territorio nacional, así co-
mo a las personas mexicanas en el exterior. Esta Ley se
aplicará en todo el territorio nacional en materia del Fuero
Federal.

ARTÍCULO 2. Las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, así como la Procuraduría
General de la República, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones llevarán a cabo o colaborarán en la reali-
zación de programas permanentes para prevenir la trata de
personas.

ARTÍCULO 3. Los delitos previstos en esta Ley se per-
seguirán, investigarán y sancionarán por las autorida-
des federales cuando se inicien, preparen o cometan en
el extranjero, siempre y cuando produzcan o se preten-
da que tengan efectos en el territorio nacional; o cuan-
do se inicien, preparen o cometan en el territorio nacio-
nal siempre y cuando produzcan o se pretenda que
tengan efectos en el extranjero, o en su caso, cuando se
cometan en el territorio nacional y se actualice alguno
de los supuestos previstos en el artículo 50 , fracción I,
incisos b) a j) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación.

ARTÍCULO 4. En todo lo no previsto por esta Ley serán
aplicables supletoriamente las disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley General de Población y del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales.

CAPITULO II
Del Delito de Trata de Personas 

ARTÍCULO 5. Comete el delito de trata de personas quien
promueva, solicite, ofrezca, facilite, consiga, traslade, en-
tregue o reciba, para sí o para un tercero, a una persona,
por medio de la violencia física o moral, engaño o el
abuso de poder para someterla a explotación sexual, tra-
bajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas análo-
gas a la esclavitud, servidumbre, o a la extirpación de un
órgano, tejido o sus componentes.

Cuando este delito sea cometido en contra de personas
menores de dieciocho años de edad, o en contra de
quien no tenga capacidad para comprender el significa-
do del hecho o capacidad para resistirlo no se requeri-
rá acreditación de los medios comisivos.

ARTÍCULO 6. A quien cometa el delito de trata de per-
sonas se le aplicarán:

I. De seis a doce años de prisión y de quinientos a mil
quinientos días multa;

II. De nueve a dieciocho años de prisión y de setecien-
tos cincuenta a dos mil doscientos cincuenta días
multa, si el delito es cometido en contra de una perso-
na menor de dieciocho años de edad o en contra de per-
sona que no tenga capacidad para comprender el signi-
ficado del hecho o capacidad para resistirlo;

III. Las penas que resulten de las fracciones I y II de es-
te artículo se incrementarán hasta en una mitad:

a) Si el agente se valiese de la función pública que tu-
viere o hubiese ostentado sin tener la calidad de servi-
dor público. Además, se impondrá al servidor público
la destitución del empleo, cargo o comisión públicos e
inhabilitación para desempeñar otro hasta por un tiem-
po igual al de la pena de prisión impuesta; o cuando la
víctima sea persona mayor de sesenta años de edad; o se
trate de persona indígena;

b) Cuando el sujeto activo del delito tenga parentesco
por consanguinidad, afinidad o civil o habite en el mis-
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mo domicilio con la víctima, aunque no existiera paren-
tesco alguno, o sea tutor o curador de la víctima; ade-
más, según las circunstancias del hecho, podrá perder la
patria potestad, el derecho a alimentos que le corres-
pondiera por su relación con la víctima y el derecho que
pudiere tener respecto a los bienes de ésta.

Cuando en la comisión del delito de trata de personas con-
curra otro delito, se aplicarán las reglas del concurso esta-
blecidas en el Libro Primero del Código Penal Federal. 

El consentimiento otorgado por la víctima se regirá en
términos del artículo 15 fracción III del Código Penal
Federal.

ARTÍCULO 7. La tentativa del delito de trata de personas
se sancionará con pena de prisión que no será menor a la
pena mínima y podrá llegar hasta las dos terceras partes de
la sanción máxima prevista para el delito consumado.

ARTÍCULO 8. Cuando un miembro o representante de
una persona moral, con excepción de las instituciones pú-
blicas del Gobierno Federal, cometa el delito de trata de
personas con los medios que, para tal objeto, la misma
persona moral le proporcione, de modo que el delito se co-
meta bajo el amparo o en beneficio de aquélla, el Juzgador
impondrá en la sentencia, previo el procedimiento corres-
pondiente, alguna o algunas de las sanciones jurídicas
accesorias siguientes:

I. Suspensión: Que consistirá en la interrupción de la
actividad de la persona moral durante el tiempo que de-
termine el Juez en la sentencia, la cual no podrá exceder
de cinco años;

II. Disolución: Que consistirá en la conclusión definiti-
va de toda actividad social de la persona moral, que no
podrá volverse a constituir por las mismas personas en
forma real o encubierta. La conclusión de toda actividad
social se hará sin perjuicio de la realización de los actos
necesarios para la disolución y liquidación total. El Juez
designará en el mismo acto un liquidador que procede-
rá a cumplir todas las obligaciones contraídas hasta en-
tonces por la persona moral, inclusive las responsabili-
dades derivadas del delito cometido, observando las
disposiciones legales sobre prelación de créditos, con-
forme a la naturaleza de éstos y de la entidad objeto de
la liquidación;

III. Prohibición de realizar determinados negocios u
operaciones: Que podrá ser hasta por cinco años, se re-
ferirá exclusivamente a las que determine el juzgador,
mismas que deberán tener relación directa con el delito
cometido. Los administradores y el comisario de la so-
ciedad serán responsables ante el Juez, del cumplimien-
to de esta prohibición e incurrirán en las penas que es-
tablece el Código Penal Federal por desobediencia a
un mandato de autoridad;

IV. Remoción: Que consistirá en la sustitución de los
administradores por uno designado por el juez, durante
un periodo máximo de tres años. Para hacer la designa-
ción, el juez podrá atender la propuesta que formulen
los socios o asociados que no hubiesen tenido participa-
ción en el delito. Cuando concluya el periodo previsto
para la administración sustituta, la designación de los
nuevos administradores se hará en la forma ordinaria
prevista por las normas aplicables a estos actos; e

V. Intervención: Que consistirá en la vigilancia de las
funciones que realizan los órganos de representación de
la persona moral y se ejercerá con las atribuciones que
la ley confiere al interventor, hasta por tres años.

Al imponer las sanciones jurídicas accesorias previstas en
este artículo, el Juez tomará las medidas pertinentes para
dejar a salvo los derechos de los trabajadores y terceros
frente a la persona jurídica colectiva, así como aquellos
otros derechos que sean exigibles frente a otras personas,
derivados de actos celebrados con la persona moral sancio-
nada. Estos derechos quedan a salvo, aun cuando el juez no
tome las medidas a que se refiere el párrafo anterior.

ARTÍCULO 9. Cuando una persona sentenciada sea de-
clarada penalmente responsable de la comisión del delito
de trata de personas, el Juez deberá condenarla también al
pago de la reparación del daño a favor de la víctima. Esta
incluirá:

I. Los costos del tratamiento médico;

II. Los costos de la terapia y rehabilitación física y ocu-
pacional;

III. Los costos del transporte, incluido el de retorno a su
lugar de origen, gastos de alimentación, vivienda pro-
visional y cuidado de personas menores de dieciocho o
mayores de sesenta años de edad, así como de quienes
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no tengan capacidad para comprender el significado del
hecho, que tengan alguna capacidad diferente o que
sean personas indígenas;

IV. Los ingresos perdidos;

V. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados;

VI. La indemnización por daño moral; y 

VII. El resarcimiento derivado de cualquier otra pér-
dida sufrida por la víctima que haya sido generada por
la comisión del delito.

CAPÍTULO III
De la Política Criminal del Estado Mexicano en mate-
ria de prevención y sanción de la Trata de Personas 

ARTÍCULO 10. El Gobierno Federal establecerá una Co-
misión Intersecretarial conforme al artículo 21 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal pa-
ra coordinar las acciones de sus miembros en la mate-
ria para elaborar y poner en práctica el Programa Nacio-
nal para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, el cual
deberá incluir, cuando menos, las políticas públicas en ma-
teria de prevención y sanción de la trata de personas, así
como la protección y atención a las víctimas del delito. Di-
cha Comisión estará integrada por dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal así como
por la Procuraduría General de la República.

Para tales efectos se atenderá a lo siguiente:

I. El Ejecutivo Federal designará a los miembros de la Co-
misión Intersecretarial que incluirá, como mínimo, a los ti-
tulares de las Secretarías de Gobernación, Comunicacio-
nes y Transportes, Relaciones Exteriores, de Seguridad
Pública, del Trabajo y Previsión Social, de Salud, Desarro-
llo Social, de Educación Pública, de Turismo y de la Pro-
curaduría General de la República. Asimismo, tendrán par-
ticipación los titulares del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia, el Instituto Nacional de
las Mujeres, el Instituto Nacional de Migración, el Institu-
to Nacional de Ciencias Penales y el Consejo Nacional de
Población.

II. Podrán participar en las reuniones de la Comisión
Intersecretarial como invitados para efectos consulti-
vos, un representante de cada organismo público autó-
nomo relacionado con la materia, tres representantes

de las organizaciones de la sociedad civil y tres expertos
académicos vinculados con la trata de personas.

ARTÍCULO 11. La Comisión Intersecretarial funcio-
nará de conformidad con lo siguiente.

I. La Comisión Intersecretarial será presidida por
quien determine el Presidente de la República;

II. La Comisión Intersecretarial elaborará su Regla-
mento Interno conforme al cual sesionará; y

III. La Comisión Intersecretarial designará a su Se-
cretario Técnico responsable.

ARTÍCULO 12. La Comisión Intersecretarial deberá:

I. Elaborar el Programa Nacional para Prevenir y San-
cionar la Trata de Personas; 

II. Desarrollar campañas de prevención, protección y
atención en materia de trata de personas, fundamentadas
en la salvaguarda de la dignidad humana y los derechos
humanos, con especial referencia a las niñas, niños,
adolescentes y mujeres;

III. Promover convenios de colaboración interinstitu-
cional y suscribir acuerdos de coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y los munici-
pios, en relación con la seguridad, internación, tránsito
o destino de las víctimas del delito, con el propósito de
protegerlas, orientarlas, atenderlas y, en su caso, asis-
tirlas en su regreso a su lugar de origen o en su repa-
triación, así como para prevenir la trata de personas
y sancionar a quienes intervengan en su comisión.

En el seguimiento y evaluación de los resultados que se
obtengan por la ejecución de los convenios y acuerdos a
que se refiere esta fracción, intervendrá el Consejo de
Seguridad Pública y la Comisión Intersecretarial para
prevenir y sancionar la trata de personas.

Los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en lo con-
ducente, a las bases previas en la Ley General que Esta-
blece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y en la Ley General de Población.

IV. Informar y capacitar con perspectiva de género, de
derechos humanos y conforme al interés superior de la
infancia, sobre los conceptos fundamentales y las im-
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plicaciones de la trata de personas y de los instrumen-
tos internacionales relacionados con la materia al perso-
nal de la administración pública federal relacionado con
este fenómeno delictivo;

V. Promover la investigación científica y el intercam-
bio de experiencias entre organismos e instituciones a
nivel nacional, incluyendo organizaciones de la socie-
dad civil vinculadas con la protección de los derechos
de las niñas, niños, adolescentes y mujeres;

VI. Informar a la población acerca de los riesgos e im-
plicaciones de la trata de personas, los mecanismos pa-
ra prevenir su comisión o revictimización, así como de
las diversas modalidades de sometimiento para co-
meter este delito;

VII. Informar y advertir al personal de las líneas aére-
as, cadenas hoteleras, servicios de transporte público,
restaurantes, bares y centros nocturnos, entre otros,
acerca de la responsabilidad en que pueden incurrir en
caso de facilitar o no impedir las conductas inherentes a
la trata de personas, así como orientarlos en la preven-
ción de este delito;

VIII. Orientar al personal responsable de los diversos
medios de transporte, acerca de las medidas necesarias
para asegurar, en especial, la protección de las personas
menores de dieciocho o mayores de sesenta años de
edad, indígenas, mujeres, así como de quienes no tie-
nen capacidad para comprender el significado del hecho
o de quienes tienen capacidades diferentes, que viajen
solas a través del territorio nacional o a través de fron-
teras internacionales;

IX. Recopilar, con la ayuda del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y demás instituciones y organismos
pertinentes, los datos estadísticos relativos a la inciden-
cia delictiva en materia de trata de personas, con la fi-
nalidad de publicarlos periódicamente. Dicha informa-
ción deberá contener de manera desagregada:

a) El número de detenciones, procesos judiciales, nú-
mero de condenas de traficantes y tratantes de personas
y de quienes cometen delitos relacionados con la trata
de personas en las diferentes modalidades;

b) El número de víctimas de trata de personas, su sexo,
estado civil, edad, nacionalidad, modalidad de victimi-
zación y, en su caso, calidad migratoria;

c) Los datos correspondientes a las rutas y los métodos
de transportación que utilizan las personas y organiza-
ciones delictivas que cometen el delito de trata de per-
sonas; y 

d) Aquélla referente al tránsito fronterizo internacio-
nal relacionado con la trata de personas.

XI. Diseñar y llevar a la práctica un programa de repa-
triación para las víctimas de trata de personas.

XII. La Comisión elaborará un informe anual el cual
contendrá los resultados obtenidos del Programa
Nacional para Prevenir y Sancionar la Trata de Per-
sonas. el cual será remitido al C. Presidente Consti-
tucional de los Estados Unidos Mexicanos y al Con-
greso de la Unión.

ARTÍCULO 13. La Comisión Intersecretarial, en el di-
seño del Programa Nacional para Prevenir y Sancionar la
Trata de Personas, deberá contemplar las acciones necesa-
rias para cubrir, como mínimo, los siguientes rubros:

I. Además de las necesidades establecidas en el Capítu-
lo IV de esta Ley, se contemplarán las siguientes medi-
das de atención y protección a las víctimas:

a) Proporcionar orientación jurídica, incluida la migra-
toria, asistencia social, educativa y laboral a las víctimas
de la trata de personas. En el caso de que las víctimas
pertenezcan a alguna etnia o comunidad indígena o ha-
blen un idioma o dialecto diferente al español se desig-
nará a un traductor quien le asistirá en todo momento; 

b) Garantizar asistencia material, médica y psicológica,
en todo momento, a las víctimas del delito, la cual se-
gún sea el caso deberá ser en su lengua o idioma;

c) Fomentar oportunidades de empleo, educación y ca-
pacitación para el trabajo a las víctimas del delito;

d) Desarrollar y ejecutar planes para la construcción de
albergues específicamente creados para las víctimas de
trata de personas, donde se les brinden las condiciones
para garantizar el respeto a sus derechos humanos, así
como alojamiento por el tiempo necesario, asistencia
médica y psicológica, alimentación y los cuidados mí-
nimos atendiendo a las necesidades particulares de las
víctimas con especial referencia a las niñas, niños, ado-
lescentes y mujeres;
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e) Garantizar que la estancia en los albergues o en cual-
quier otra instalación sea de carácter voluntario. La víc-
tima podrá comunicarse en todo momento con cualquier
persona y salir del lugar si así lo desea; y

f) Garantizar que bajo ninguna circunstancia se alberga-
rá a las víctimas en centros preventivos, penitenciarios
o estaciones migratorias, ni lugares habilitados para
ese efecto.

g) Proporcionar protección, seguridad y salvaguarda
de su integridad y la de sus familiares ante amenazas,
agresiones, intimidaciones o venganzas de los responsa-
bles del delito o de quienes estén ligados con ellos;

II. La Comisión Intersecretarial fomentará el diseño,
evaluación y actualización de los planes y programas
de capacitación y formación de servidores públicos
conforme a las siguientes directrices:

a) Proporcionar la capacitación y formación continua
necesaria a los servidores públicos, con la finalidad de
prevenir el delito de trata de personas. Estas actividades
estarán dirigidas, como mínimo, a todos los miembros
de las instituciones del Gobierno Federal vinculadas a la
seguridad pública, procuración, impartición de justicia y
migración;

b) La capacitación y formación señaladas incluirán los
instrumentos internacionales en materia de derechos
humanos, trata de personas y derechos de los refugia-
dos, así como la legislación nacional, con especial refe-
rencia a la atención y protección de los derechos de ni-
ñas, niños, adolescentes, mujeres, adultos mayores de
sesenta años, de los indígenas, de quienes no tienen ca-
pacidad para comprender el significado del hecho o de
quienes tienen alguna discapacidad.

c) La capacitación y formación continua tendrá como
eje rector el respeto a los derechos humanos de la vícti-
ma y el victimario;

III. La Comisión Intersecretarial fomentará acciones
tendientes a fortalecer la solidaridad y prevención so-
cial del delito conforme a las siguientes directrices:

a) Sensibilizar a la población, mediante la divulgación
de material referente a los derechos de las víctimas de la
trata de personas;

b) Desarrollar estrategias y programas dirigidos a la po-
blación, destinados a erradicar la demanda y comisión
del delito de trata de personas, señalando en ellos las re-
percusiones que conlleva el mismo;

c) Realizar campañas de información acerca de los mé-
todos utilizados por los responsables del delito de trata
de personas para captar o reclutar a las víctimas;

d) Informar sobre los riesgos que sufren las víctimas de
trata de personas, tales como daños físicos, psicológi-
cos, peligros de contagio de enfermedades de transmi-
sión sexual como el VIH/SIDA, el Virus del Papiloma
Humano, entre otros.

ARTÍCULO 14. Las autoridades federales adoptarán polí-
ticas y programas a fin de: 

I. Establecer las bases de la coordinación para la apli-
cación del Programa;

II. Facilitar la cooperación con gobiernos de otras na-
ciones y organismos internacionales sobre la mate-
ria; y

III. Recopilar e intercambiar los datos y las estadís-
ticas delictivas de la trata de personas, respetando la
confidencialidad de los datos personales de las vícti-
mas.

ARTÍCULO 15. Las autoridades encargadas de la pre-
vención y procuración de justicia, así como las migrato-
rias deberán rendir un informe semestral a la Comisión In-
tersecretarial, referente a las personas y organizaciones
que se dediquen a la trata de personas;

ARTÍCULO 16. Las representaciones diplomáticas me-
xicanas deberán:

I. Proporcionar a la víctima la asistencia jurídica nece-
saria, así como un traductor en caso de requerirlo,
con la finalidad de que logre comprender las leyes del
país al cual haya sido trasladada;

II. Proporcionar la protección y asistencia necesarias a
la víctima para denunciar el delito, conseguir la repa-
ración del daño, así como otros beneficios que esta-
blezcan la legislación del país en el que se encuentra; y
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III. Expedir a la víctima, sin demora alguna, la docu-
mentación necesaria para que logre el retorno al territo-
rio nacional.

CAPITULO IV
De la Protección y Asistencia a las Víctimas u Ofendi-
dos de la Trata de Personas.

ARTÍCULO 17. Las autoridades federales adoptarán to-
das las medidas necesarias para garantizar la protección y
asistencia a las víctimas u ofendidos del delito de trata de
personas. Para esos efectos deberán tomar en cuenta las
recomendaciones de la Comisión Intersecretarial mis-
mas que deberán cubrir, por lo menos, las siguientes medi-
das:

I. Generar modelos de protección y asistencia inmedia-
tos ante la comisión, o posible comisión del delito de
trata de personas.

II. Asistir a la víctima y proporcionarle ayuda migrato-
ria.

III. Elaborar programas de asistencia inmediata, pre-
vios, durante y posteriores al proceso judicial que inclu-
yan capacitación, orientación y, en el caso de los nacio-
nales, ayuda para la búsqueda de empleo. Así como para
dar seguimiento durante todas las etapas del procedi-
miento y proceso jurídico-penal, civil y administrativo,
con especial referencia a la obtención de la reparación
del daño;

IV. Las representaciones diplomáticas de México de-
berán ofrecer, sin excepción alguna, información,
orientación, protección y atención a las víctimas de la
trata de personas, con la finalidad de salvaguardar su
dignidad e integridad física y psicológica, así como apo-
yarla en las gestiones necesarias ante las autoridades del
país en el que se encuentre, antes, durante y después del
proceso judicial; y

V. Establecer las medidas necesarias para identificar
plenamente a las víctimas y víctimas potenciales del de-
lito de trata de personas. Una vez identificadas, deberán
brindarles la protección y atención necesaria.

ARTÍCULO 18. La protección a las víctimas u ofendidos
del delito de trata de personas comprenderá, además de lo
previsto en el Apartado B del artículo 20 de la Constitu-

ción, y de lo contemplado en los Capítulos I, II, III, IV y V
de esta Ley, los siguientes rubros:

I. Proteger la identidad de la víctima y de su familia, con
la finalidad de asegurar que sus nombres y datos perso-
nales no sean divulgados en ningún caso;

II. Otorgar información a la víctima, en un idioma o dia-
lecto que pueda comprender, sobre sus derechos legales
y el progreso de los trámites judiciales y administrati-
vos, según proceda. Igualmente se le proporcionará in-
formación sobre los procedimientos para su retorno al
país de origen o residencia permanente en México;

III. Otorgar facilidades a las víctimas de la trata de
personas, para permanecer en el país mientras dure
el proceso judicial; y

IV. Las demás que tengan por objeto salvaguardar el li-
bre desarrollo de su personalidad, integridad y sus de-
rechos humanos.

ARTÍCULO 19. Una vez concluido el proceso judicial, la
permanencia de las víctimas en territorio nacional y, en su
caso, su repatriación, quedarán sujetas a las disposiciones
jurídicas existentes.

ARTÍCULO 20. A fin de facilitar la repatriación de toda
víctima de la trata de personas que carezca de la debida do-
cumentación, las autoridades deberán formular y ejecutar
acciones y estrategias a fin de que las personas víctimas de
este delito cuenten con un retorno protegido a su país de
origen o a aquel en donde tengan su residencia permanen-
te. Asimismo, los organismos internacionales y las orga-
nizaciones de la sociedad civil podrán colaborar con las
autoridades para que los procesos de repatriación se lleven
a cabo de acuerdo con lo previsto en los ordenamientos
aplicables en la materia.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma la fracción V del ar-
tículo 2 y se adiciona una fracción VI, ambas de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada, para quedar como
sigue:

ARTÍCULO 2. Cuando tres o más personas acuerden or-
ganizarse o se organicen para realizar, en forma permanen-
te o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen
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como fin o resultado cometer alguno o algunos de los deli-
tos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como
miembros de la delincuencia organizada:

I a III. ...

IV. Tráfico de órganos previsto en los artículos 461, 462
y 462 bis de la Ley General de Salud;

V. Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo previsto en el artícu-
lo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad pa-
ra comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 202; Turismo sexual en contra de personas meno-
res de dieciocho años de edad o de personas que no tie-
nen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en los artículos 203 y 203 BIS; Lenocinio de
personas menores de dieciocho años de edad o de per-
sonas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo, previsto en el artículo 204; Trata de
personas menores de dieciocho años de edad o de per-
sonas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho y de personan que no tienen capaci-
dad para resistirlo, previsto en el artículo 205, Trata de
personas, previsto en el artículo 207; asalto, previsto en
los artículos 286 y 287; secuestro, previsto en el artícu-
lo 366; tráfico de menores o personas que no tiene ca-
pacidad para comprender el significado del hecho, pre-
visto en el artículo 366 Ter, y robo de vehículos,
previsto en el artículo 381 bis del Código Penal Federal,
o en las disposiciones correspondientes de las legisla-
ciones penales Estatales o del Distrito Federal; y

VI. Trata de personas, previsto y sancionado en los artí-
culos 5º y 6o de la Ley para Prevenir Sancionar la Tra-
ta de Personas.

ARTÍCULO TERCERO. Se reforma el inciso 13) de la
fracción I y se adiciona una fracción XVI al artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales, para que-
dar como sigue:

ARTÍCULO 194. ...

I ...

1) a 12) ...

13) Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artícu-
lo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho
años de edad o de personas que no tienen capacidad pa-
ra comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el ar-
tículo 202; Turismo sexual en contra de personas meno-
res de dieciocho años de edad o de personas que no tie-
nen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en los artículos 203 y 203 BIS; Lenocinio de
personas menores de dieciocho años de edad o de per-
sonas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo, previsto en el artículo 204.

14 a 35) ...

II a XV ...

XVI. De la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata
de Personas, los previstos en los artículos 5º y 6º.

...

ARTÍCULO CUARTO. Se reforma el artículo 85, frac-
ción I, inciso c), se adiciona una fracción II recorriéndose
en consecuencia la actual fracción II para quedar como
fracción III, se reforma el artículo 205 bis y se derogan los
artículos 205 y 207 todos del Código Penal Federal.

Artículo 85. ...

I ...

a) a b) ...

c) Corrupción de personas menores de dieciocho años de
edad o de personas que no tienen capacidad para compren-
der el significado del hecho o de personas que no tienen ca-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007411



pacidad para resistirlo previsto en el artículo 201, Porno-
grafía de personas menores de dieciocho años de edad o de
personas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o de personas que no tienen capacidad
para resistirlo previsto en el artículo 202; Turismo sexual
en contra de personas menores de dieciocho años de edad
o de personas que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo previsto en el artículo 203 y 203 bis; Le-
nocinio de personas menores de dieciocho años de edad o
de personas que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo previsto en el artículo 204;

II. Trata de personas previsto en los artículos 5º y 6º e
la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas.

III. Los que incurran en segunda reincidencia de delito do-
loso o sean considerados delincuentes habituales tratándo-
se de los delitos comprendidos en el Titulo Décimo de es-
te Código, la Libertad Preparatoria solo se concederá
cuando se satisfaga la reparación del daño a que se refiere
la fracción III del artículo 30 o se otorgue caución que la
garantice.

Artículo 205. Derogado.

Artículo 205 bis. Las sanciones señaladas en los artículos
200, 201, 202, 203 y 204 se aumentarán al doble de la que
corresponda cuando el autor tuviere para con la víctima, al-
guna de las siguientes relaciones:

a) a j) ...

...

...

...

Artículo 207. Derogado.

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo expedirá el Reglamento de la Ley
en un término de 120 días hábiles.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2007.

Por la Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rú-
brica), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar
Lagunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica),
Miguel Ángel Arellano Pulido (rúbrica), Jorge Mario Lescieur Talave-
ra (rúbrica), Juan Francisco Rivera Bedoya (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González (rúbrica), secretarios; Mónica Arriola (rúbrica),
Alliet Mariana Bautista Bravo (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rú-
brica), Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade (rú-
brica), Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen, Rutilio Cruz
Escandón Cadenas, Arturo Flores Grande (rúbrica), Silvano Garay
Ulloa (rúbrica), Omeheira López Reyna (rúbrica), Andrés Lozano Lo-
zano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Mario
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbrica),
María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega
(rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Ta-
mayo Herrera (rúbrica), Patricia Villanueva Abraján (rúbrica).»

Es de primera lectura.

REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA
Y EL ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA

DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Regla-
mento para la Transparencia y el Acceso a la Información
Pública de la H. Cámara de Diputados

Los integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias, sometemos a la consideración
de el Pleno de esta Cámara el siguiente dictamen con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y de-
rogan, diversas disposiciones del Reglamento para la
Transparencia y el Acceso a la Información Pública de la
Cámara de Diputados, al tenor de los siguientes

Antecedentes

El 11 de junio de 2002, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
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la Información Pública Gubernamental, el cual obliga a to-
das las entidades de los tres poderes federales de gobierno
a garantizar al público la disponibilidad y medios de acce-
so a la información del gobierno.

El artículo cuarto transitorio de tal disposición establece la
obligación de las Cámaras de Diputados y de Senadores,
entre otros, de publicar las disposiciones reglamentarias
correspondientes, necesarias para dar cumplimiento a las
disposiciones de la ley.

En acatamiento a ello, el 12 de mayo de 2003, su publicó
en el Diario Oficial de la Federación el Reglamento para la
Transparencia y el Acceso a la Información Pública de la
Cámara de Diputados, realizado por ésta.

De entonces a la fecha, este reglamento ha estado vigente
regulando la emisión periódica de la información que ge-
nera la Cámara de Diputados y normado las diversas soli-
citudes y peticiones que los particulares piden a este órga-
no, a través de la Unidad de Enlace de la Cámara de
Diputados. Durante este tiempo, la vida cotidiana a evalua-
do la pertinencia o no de algunas disposiciones, la forma en
la que la norma se adapta a la realidad y viceversa, obte-
niendo como primera evaluación de la ley que existen al-
gunas situaciones que escapan a la norma o algunas dispo-
siciones cuyo contenido requiere ser ajustado para una
mejor, correcta y eficiente aplicación y, en general la nece-
sidad de hacer algunos ajustes necesarios para poder dar
satisfacción al flujo de la información demandada con la
atingencia que la sociedad exige.

En tal sentido, el presente proyecto no pretende sino hacer
las adecuaciones que esta confronta entre norma y vida dia-
ria, y que en esta primera evaluación redundará en un mejor
servicio de divulgación y difusión de información y datos.

Consideraciones

La Cámara de Diputados tiene la facultad y la competencia
para procesar ordenamientos de esta naturaleza y materia,
conforme lo dispone el artículo 77 fracción I, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, es el órgano competente para conocer y resolver
el asunto que nos ocupa, de acuerdo a lo que dispone el ar-
tículo 40, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos (en adelante Ley Orgánica).

Es facultad de esta Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, preparar los proyectos de ley o de
decreto para adecuar las normas que rigen las actividades
camarales, conforme lo expresa el artículo 40 párrafo 2 in-
ciso a), de la Ley Orgánica, no obstante, es necesario acla-
rar el origen y alcance de esta facultad inédita hasta el día
de hoy.

La regla general es que el proceso legislativo comienza por
la presentación de la iniciativa (artículo 72 constitucional)
sin que ninguna proposición o proyecto pueda discutirse
sin primero haber pasado a la Comisión o Comisiones co-
rrespondientes, y que éstas la hayan dictaminado (artículo
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, en adelante
RGI). Sin embargo,  tratándose de las reglas internas de las
Cámaras, estas y otras reglas del proceso legislativo que-
dan supeditadas a la doctrina de las interna corporis acta, o
normas domésticas de los órganos colegiados de poder.

Conforme a esta doctrina, las asambleas de representación
popular tienen la completa autonomía para darse a sí mis-
mas todas las normas que le sean necesarias para su fun-
cionamiento y supervivencia, tales como las de su organi-
zación, procesos, limitaciones, facultades y todas aquellas
que requiera sin ceñirse a las Reglas Generales sustantivas
y procesales que se aplican al resto de las normas jurídicas.

De esta manera, los ordenamientos de los parlamentos,
asambleas y congresos del mundo, se denominan general-
mente reglamentos, pero tienen la misma jerarquía norma-
tiva que cualquier Ley Federal o General, no requieren de
una facultad constitucional expresa, evaden la posibilidad
de que el titular del poder ejecutivo lo vete o le formule ob-
servaciones y puede contener normas restrictivas para los
propios individuos que integran a la asamblea, como el uso
de la palabra o la reserva y confidencialidad de informa-
ción y de datos, sin que con ello se creen antinomias o se
afecten de nulidad estas normas.

Por estas razones, una buena parte de los órganos colegia-
dos de poder en el mundo, facultan a su comisión de orde-
namientos internos o de autonomía, a poder hacer las mo-
dificaciones a sus propias normas. En el Congreso
Norteamericano, incluso, el “rules comité”, puede plantear
las reglas específicas para el debate de cada asunto restrin-
giendo o ampliando las disposiciones según el asunto de
que se trate.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007413



Es precisamente en ese tenor en el que se inscribe esta fa-
cultad de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, para preparar los proyectos de ley o de
decreto para adecuar las normas que rigen las actividades
camarales.

Esta disposición no es reciente, pues existe desde la primer
Ley Orgánica publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 25 de mayo de 1979, que a la letra establecía:

“ARTÍCULO 58. La Comisión de Reglamento, Régi-
men y Prácticas Parlamentarias se integra con veinte
miembros de entre los diputados de mayor experiencia
parlamentaria.

Todos los grupos parlamentarios estarán representados
en dicha comisión, a la que corresponde:

I. Preparar los proyectos de Ley o Decreto para adecuar
y perfeccionar las normas de las actividades camerales.

II. Impulsar y realizar los estudios que versen sobre dis-
posiciones normativas, regímenes y prácticas parlamen-
tarias.

III. Desahogar las consultas respecto de la aplicación e
interpretación de esta Ley, reglamentos y prácticas y
usos parlamentarios.”

Fue el 1 de diciembre de 1992, en ocasión de la presenta-
ción de la segunda reforma a esta Ley Orgánica de 1979,
cuando por primera vez se pretendió ejercer tal facultad por
parte del entonces Presidente de esta Comisión, Doctor Mi-
guel González Avelar, quien actuando prudentemente, pre-
firió agotar el procedimiento legislativo ordinario para pro-
cesar tal propuesta, que enfrentar a un grupo escéptico e
incrédulo, a pesar de que el proyecto presentado por la co-
misión ya había quedado de primera lectura.

Valga apuntar que al respecto, la opinión del doctor Jorge
Moreno Collado, investigador del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM, ex director del Centro de Es-
tudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias de la
Cámara de Diputados y ex legislador federal, quien con-
sultado aquí mismo en la Cámara de Diputados respecto de
esta facultad que tiene la comisión para presentar proyec-
tos respondió:

“¿Qué ocurre con la Comisión de Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias? Que si presenta al Pleno algo para

que se apruebe en materia de reglamentos, de Ley Or-
gánica, es como si hubiera conocido de una iniciativa y
la hubiera dictaminado, por lo tanto le llaman proyecto.

Entonces, no es una iniciativa, es un proyecto que ya
dictaminó, porque no se lo van a devolver sino lo ten-
drán que discutir.

No puede ser que la comisión presente un proyecto pa-
ra que el Pleno le diga por conducto del presidente: de-
vuélvansela para que ahora la estudien, resultaría absur-
do.

Entonces ¿Qué tiene el trabajo el trabajo de la Comisión
de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias? Tiene el ca-
rácter el carácter de una iniciativa ya dictaminada. En-
tonces, por eso se llama proyecto.

Y por eso es que yo, después de devanarme el seso, les
repito, he llegado a la conclusión de que el proyecto es
un dictamen de una iniciativa todavía no aprobada en
forma culminante –puede estar aprobada por una cáma-
ra pero todavía no por la otra–, y por eso se llama pro-
yecto.

De ahí, que el reglamento en su artículo 94, determine
que dictámenes que no han pasado al Pleno, quedarán
para la siguiente legislatura como proyectos. Ese es el
sentido, y por lo tanto, la próxima legislatura los puede
aceptar o los puede rechazar.

El procedimiento no lo discuto aquí porque nos llevaría
mucho tiempo, pero en fin, así es como creo que pudie-
ra resolverse este tema”.1

Las modificaciones propuestas son de tres tipos; las pri-
meras son correcciones a la composición y el estilo que
hacen una presentación más cuidada y pulcra del men-
saje escrito, en ese tenor todas las cifras que no se refie-
ren a algún artículo se escriben con letra corrigiendo es-
ta inconsecuencia de que adolece el reglamento vigente,
asimismo, se cuidó la misma consecuencia en la palabra
“artículo” para que no hubiera la variación ortográfica
que actualmente presenta el ordenamiento y se procuró
corregir cuestiones de puntuación y de estilo menores.

Las modificaciones de segundo tipo, son propias de la téc-
nica legislativa, como es el caso de la numeración de la to-
talidad de los párrafos, de manera que no queda ninguno
sin numerar y evitar así que el orden que se pretende al nu-
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merarlos quede nulo por efecto de reformas posteriores que
pretendan adicionar párrafos no numerados a los numera-
dos.

Finalmente, las modificaciones del tercer tipo son aquellas
que la propia experiencia ha ido enseñando su pertinencia
u obsolescencia y en ese sentido es que se hacen las adi-
ciones, reformas o supresiones, de manera que tal disposi-
ción normativa sea un instrumento más adecuado que per-
mita una mejor atención de las solicitudes de información
que, a la fecha, es un elemento importante en la relación de
la Cámara de Diputados con la sociedad e incide en la opi-
nión pública que la misma tiene respecto de aquella.

Propuesta

En razón de lo anteriormente expuesto y fundado, se so-
mete a consideración de esta asamblea el siguiente

Dictamen con proyecto de decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan, diversas disposiciones del
Reglamento Para la Transparencia y el Acceso a la In-
formación Pública de la Cámara de Diputados.

Artículo Primero. Se reforman, en el artículo 2, su primer
párrafo, el inciso c) del primer párrafo, el segundo párrafo
y los incisos c) y e) del segundo párrafo; en el artículo 3 el
primer y segundo párrafos; en el artículo 4 la numeración
de todos los párrafos que lo integran en el orden acostum-
brado y el párrafo 3 de la ley que pasa a ser 7 de este dic-
tamen; en el artículo 5 su primer párrafo; en el artículo 7 en
los incisos c) y e); en el artículo 8 el primer y segundo pá-
rrafos; en el artículo 9 el primer párrafo; en el artículo 11
el primer párrafo; en el artículo 12 el segundo y tercer pá-
rrafos; en el artículo 13 el primer y segundo párrafos; en el
artículo 14 el primer párrafo; en el artículo 15 el primer pá-
rrafo, el inciso d) del primer párrafo y los incisos a) y b) del
segundo párrafo; en el artículo 16 el primer párrafo; y el se-
gundo que pasa a ser cuarto de este dictamen; en el artícu-
lo 17, el inciso b) del primer párrafo y el cuarto párrafo; en
el artículo 18 en los incisos b) y c) del primer párrafo y el
inciso d) del segundo párrafo; y en el artículo 20 el primer
párrafo. 

Artículo Segundo. Se adicionan los incisos a) al j) al pá-
rrafo 1 del artículo 5; el inciso a) al párrafo 1 del artículo
6, recorriéndose el resto para ocupar la letra del inciso que
les corresponde conservando su estructura y orden; el se-

gundo párrafo al artículo 6, recorriéndose el resto de los
párrafos para ocupar el número que les corresponde, con-
servando su estructura y orden; el inciso b) al párrafo 2 que
pasa a ser 3 del dictamen, recorriéndose el resto para ocu-
par la letra del inciso que les corresponde conservando su
estructura y orden; los incisos g) y h) al párrafo 2 que pasa
a ser 3 del dictamen; el párrafo 4 al artículo 8, recorrién-
dose el último párrafo que pasa a ser el número 5 en el dic-
tamen; los párrafos 2 y 3 al artículo 16 y el “Título V, De
las notificaciones”, integrado por los artículos 21 y 22.

Artículo Tercero. Se derogan el inciso a) del párrafo 1 del
artículo 2, recorriéndose los demás para ocupar la letra que
les corresponde conservando la estructura y orden; el inci-
so d) del párrafo 1 del artículo 7, recorriéndose los demás
para ocupar la letra que les corresponde conservando la es-
tructura y orden; el párrafo 2 del artículo 11, recorriéndose
los demás para ocupar la letra que les corresponde conser-
vando la estructura y orden;  y los incisos a) al f) del pá-
rrafo 1 del artículo 16; para quedar como sigue: 

Reglamento para la Transparencia y el Acceso a la In-
formación Pública de la Cámara de Diputados.

Artículo 1. …

Artículo 2.

1. Las unidades administrativas encargadas de publicar la
información a la que se refiere el artículo 7 de la Ley son:

a) La Secretaría General;

b) La Secretaría de Servicios Parlamentarios y las di-
recciones generales que la integran;

c) La Secretaría de Servicios Administrativos y Finan-
cieros y las direcciones generales que la integran;

d) La Contraloría Interna;

e) La Coordinación General de Comunicación Social;

f) Los centros de estudios de la Cámara, y

g) Cualquier otra unidad administrativa establecida pa-
ra la prestación de servicios de cualquier naturaleza a la
Cámara de Diputados.
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2. Las unidades administrativas enunciadas deberán publi-
car, además de la información que corresponda a cada una
de acuerdo a su ámbito de responsabilidad, conforme al ar-
tículo 7 de la Ley:

a) La Gaceta Parlamentaria;

b) El Diario de los Debates de la Cámara;

c) La bitácora de asistencia de los diputados a las sesio-
nes del Pleno y de las comisiones ordinarias, así como
el sentido de su voto en ambas;

d) Los dictámenes a iniciativas o puntos de acuerdo que
presenten las comisiones;

e) Los resultados de los estudios o investigaciones de
naturaleza económica, política y social que realicen los
centros de estudio, exceptuando los que se encarguen
con carácter confidencial y

f) Los viajes oficiales que realicen los diputados, y los
informes correspondientes.

Artículo 3.

1. La Secretaría General tiene la obligación de publicar la
información a que se refiere el artículo 7 de la Ley relacio-
nada con los órganos de la Cámara que a continuación se
listan:

a) Mesa Directiva;

b) Junta de Coordinación Política;

c) Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, y

d) Comisiones y comités de la Cámara.

2. Además de la información señalada en el artículo 7 de la
Ley, con respecto a estos órganos, la Secretaría General pu-
blicará:

a) Las actas de las sesiones con la lista de asistencia;

b) Los acuerdos que se adopten y el sentido del voto de
los diputados;

c) La información relativa a la asignación, custodia y
condiciones de los vehículos, espacios físicos, bienes
muebles e inmuebles y en general de todos los recursos
materiales que les provea la Cámara, y

d) La información sobre la aplicación y destino final de
los recursos económicos asignados por la Cámara.

3. En el caso de las comisiones y comités de la Cámara,
además de lo dispuesto en el párrafo anterior, deberán in-
cluir en el informe previsto en el inciso b) del párrafo sex-
to del artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, la información relativa
a las iniciativas, minutas y puntos de acuerdo recibidos pa-
ra su estudio y dictamen, así como el estado en que se en-
cuentren.

Artículo 4.

1. Los grupos parlamentarios, a través de su coordinador,
presentarán a la Secretaría General durante los primeros
diez días de los meses de marzo y septiembre de cada año,
los siguientes informes:

a) Asignación, custodia y condiciones de los vehículos,
espacios físicos, bienes muebles e inmuebles y en gene-
ral de todos los recursos materiales que les provea la Cá-
mara, y

b) Aplicación y destino final de los recursos económicos
asignados por la Cámara.

2. Los informes deberán contener los datos sobre los seis
meses anteriores a su presentación.

3. En el año que finalice la Legislatura, los informes fina-
les deberán presentarse los primeros diez días del mes de
agosto que corresponda.

4. Los diputados sin partido deberán presentar de forma in-
dividual ante la Secretaría General de la Cámara durante
los primeros diez días de los meses de marzo y septiembre
de cada año, los siguientes informes:

a) Asignación, custodia y condiciones de los vehículos,
espacios físicos, bienes muebles e inmuebles y en gene-
ral de todos los recursos materiales que les provea la Cá-
mara, y
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b) Aplicación y destino final de los recursos económicos
asignados por la Cámara.

5. Los informes deberán contener los datos sobre los seis
meses anteriores a su presentación.

6. En el año que finalice la Legislatura, los informes fina-
les deberán presentarse los primeros diez días del mes de
agosto que corresponda.

7. En todos los casos, los informes a los que se refiere este
artículo se consideran como información pública y serán
divulgados a través del portal electrónico de la Cámara.
Cualquier otra información que generen o posean los gru-
pos parlamentarios o los diputados sin partido no se consi-
dera como pública, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 11 de la Ley.

Artículo 5.

1. La Unidad depende de la Presidencia de la Cámara de
Diputados, y tendrá las siguientes atribuciones:

a) Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la
información; 

b) Auxiliar a los particulares en la elaboración de solici-
tudes y, en su caso, orientarlos sobre las dependencias o
entidades u otro órgano que pudieran tener la informa-
ción que solicitan;

c) Realizar los trámites internos en la Cámara que sean
necesarios para entregar la información solicitada;

d) Proponer al Comité los procedimientos internos que
aseguren la mayor eficiencia en la gestión de las solici-
tudes de acceso a la información;

e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la in-
formación, sus resultados y costos; 

f) Verificar que se difunda la información a que se re-
fiere el artículo 7, en lo que corresponda  a la Cámara,
así como la demás información contenida en el artículo
2, numeral 2, del presente Reglamento, y propiciar que
las respectivas unidades administrativas la actualicen
periódicamente.

g) Presentar un informe semestral a la Presidencia de la
Cámara de Diputados, en el que se precise el número y

contenido de las solicitudes de información, de modifi-
cación y rectificación de datos personales o resultados y
costos, debiendo incluir las notificaciones de los recur-
sos de revisión y reconsideración que se le hayan enco-
mendado durante el periodo correspondiente.

h) Recibir y tramitar ante las unidades administrativas
respectivas las solicitudes de modificación o rectifica-
ción de datos personales.

i) Turnar al Comité de Información las peticiones de los
titulares de las unidades administrativas, que se reciban
dentro del plazo a que se refiere el artículo 7 del Regla-
mento, cuando consideren que es necesario ampliar el
plazo de reserva de la información.

j) Las demás necesarias para garantizar y agilizar el flu-
jo de información entre las unidades administrativas de
la Cámara y los particulares.

Artículo 6.

1. El Comité de Información de la Cámara tomará sus de-
cisiones por mayoría de votos y se integra por:

a) Los coordinadores de los grupos parlamentarios que
integran la Junta de Coordinación Política;  

b) El Secretario General de la Cámara;

c) El Titular de la Unidad de Enlace, y

d) El Director General de Asuntos Jurídicos, únicamen-
te con derecho de voz.

2. Cada uno de los integrantes anteriores podrá designar un
representante quien contará con las mismas facultades del
titular correspondiente.

3. El Comité de Información de la Cámara tendrá las si-
guientes atribuciones:

a) Confirmar, modificar o revocar la clasificación de la
información hecha por los titulares de las unidades ad-
ministrativas de la Cámara;

b) Emitir la resolución respecto a la inexistencia en los
archivos de la Cámara de los documentos solicitados;
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c) Ampliar el plazo de reserva de la información clasifi-
cada como reservada, cuando subsistan las causas para
mantener la reserva;

d) Establecer los criterios específicos en materia de con-
servación de los documentos administrativos y organi-
zar los archivos;

e) Elaborar y actualizar el índice sobre la información
reservada de la Cámara de Diputados;

f) Compilar y enviar a la Mesa Directiva los datos ne-
cesarios para la elaboración del informe anual en mate-
ria de solicitudes de acceso para la información.

g) Establecer mediante acuerdos que deberán publicarse
en el Diario Oficial de la Federación,  los costos por la
obtención de información a que hace referencia el artí-
culo 27 de la Ley, y

h) Expedir acuerdos referentes a su funcionamiento y
organización administrativa.

Artículo 7.

1. En materia de acceso a la información pública, la Mesa
Directiva tendrá las atribuciones siguientes:

a) Aplicar lo dispuesto en la Ley y en el presente Regla-
mento;

b) Coordinar y supervisar las acciones de la Cámara ten-
dientes a proporcionar la información prevista en la Ley;

c) Conocer y resolver los recursos de revisión y recon-
sideración interpuestos por los solicitantes;

d) Establecer y revisar los criterios de clasificación, des-
clasificación y custodia de la información reservada y
confidencial;

e) Supervisar y ordenar lo necesario para que las unida-
des administrativas den cumplimiento a lo dispuesto en
el artículo 7 de la Ley y lo previsto en el presente Re-
glamento, y

f) Elaborar un informe anual sobre las solicitudes de ac-
ceso a la información, su resultado, tiempo de respues-
ta, solicitudes presentadas a revisión y/o reconsidera-
ción, y cualquier otra información relacionada.

Artículo 8.

1. Cualquier persona o su representante en tratándose de
personas morales, podrá presentar directamente, ante la
Unidad, una solicitud de acceso a la información mediante
escrito libre o en los formatos que para el efecto sean apro-
bados. La solicitud deberá contener al menos:

a) El nombre del solicitante y domicilio u otro medio
para recibir notificaciones, así como los datos generales
de su representante, en su caso;

b) La descripción clara y precisa de los documentos que
solicita;

c) Cualquier otro dato que propicie su localización con
objeto de facilitar su búsqueda, y

d) La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso
a la información, la cual podrá ser verbalmente siempre
y cuando sea para fines de orientación, mediante con-
sulta directa, copias simples, certificadas u otro tipo de
medio.

2. Si los detalles proporcionados por el solicitante no bas-
tan para localizar los documentos o son erróneos, la Uni-
dad podrá requerir, por una vez y dentro de los diez días há-
biles siguientes a la presentación de la solicitud, que
indique otros elementos o corrija los datos. Este requeri-
miento interrumpirá el plazo establecido en el artículo 11.

3. La Unidad auxiliará a los particulares en la elaboración
de las solicitudes de acceso a la información, en particular
en los casos en que el solicitante no sepa leer ni escribir.
Asimismo, deberá utilizar medios de comunicación ade-
cuados para recibir las solicitudes, como: correo, fax, co-
rreo electrónico y cualquier otro mecanismo que facilite la
presentación de solicitudes. Cuando la información solici-
tada no sea competencia de la Cámara, la Unidad procura-
rá orientar debidamente al particular sobre la institución
competente.

4. En caso de que la solicitud de información contenga más
de una pregunta, la Unidad de Enlace dividirá la solicitud
original en las solicitudes que considere convenientes e in-
formará al ciudadano. Cada una de estas solicitudes será
contabilizada para efectos del informe anual mencionado
en el artículo 7, y se considerarán presentadas el mismo día
que la original.
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5. En ningún caso la entrega de la información estará con-
dicionada a que se motive o justifique su utilización ni se
requerirá demostrar interés alguno.

Artículo 9.

1. La Cámara sólo está obligada a entregar documentos que
se encuentren en sus archivos. La obligación de acceso a la
información se dará por cumplida cuando se pongan a dis-
posición del solicitante para consulta los documentos en el
sitio donde se encuentren; o bien, mediante la expedición
de copias simples, certificadas o cualquier otro medio, pre-
vio el pago correspondiente si lo hubiere.

2. El acceso se dará solamente en la forma en que lo per-
mita el documento de que se trate, pero se entregará en su
totalidad o parcialmente, a petición del solicitante.

3. En el caso que la información solicitada por la persona
ya esté disponible al público en medios impresos, tales co-
mo libros, compendios, trípticos, archivos públicos, en for-
matos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier
otro medio, se le hará saber por escrito la fuente, el lugar y
la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir di-
cha información.

Artículo 10. …

Artículo 11.

1. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al inte-
resado en el menor tiempo posible, que no podrá ser mayor
de veinte días hábiles, contados desde la presentación de la
solicitud. Además, se precisará el costo y la modalidad en
que será entregada la información, atendiendo en la mayor
medida de lo posible a la solicitud del interesado.

2. La información deberá entregarse dentro de los diez dí-
as hábiles siguientes al que la Unidad le haya notificado la
disponibilidad de aquélla, siempre que el solicitante com-
pruebe haber cubierto el pago correspondiente al medio de
reproducción en que le sea entregada la información.

Artículo 12.

1. En caso de que el titular de la unidad administrativa ha-
ya clasificado los documentos como reservados, deberá re-
mitir de inmediato la solicitud, así como un oficio, con los
elementos necesarios para fundar y motivar dicha clasifi-

cación, al Comité de Información, mismo que deberá re-
solver si:

a) Confirma o modifica la clasificación y niega el acce-
so a la información, o

b) Revoca la clasificación y concede el acceso a la in-
formación.

2. El Comité de Información remitirá la resolución corres-
pondiente a la Unidad para que sea notificada al solicitan-
te en el plazo que establece el artículo 11.  En caso de que
la resolución sea negativa, deberá fundar y motivar las ra-
zones de la clasificación de la información e indicar al so-
licitante el recurso que podrá interponer ante la Mesa Di-
rectiva.

3. Cuando los documentos no se encuentren en los archivos
de la Cámara, la Unidad informará al Comité, quien expe-
dirá la resolución que confirme la inexistencia del docu-
mento solicitado y la remitirá a la Unidad para ser notifi-
cada al solicitante, dentro del plazo establecido en el
artículo 11.

Artículo 13.

1. La falta de respuesta a una solicitud de acceso, en el pla-
zo señalado en el artículo 11, se tendrá como afirmativa
ficta, por lo que la Cámara quedará obligada a dar acceso a
la información en un lapso no mayor a diez días hábiles,
cubriendo todos los costos generados por la reproducción
del material informativo, salvo que la Mesa Directiva de-
termine que los documentos en cuestión son reservados o
confidenciales.

2. Para efecto de lo dispuesto en el párrafo anterior, los par-
ticulares podrán presentar ante la Mesa Directiva la cons-
tancia expedida por la Unidad, o bien bastará que presen-
ten copia de la solicitud en la que conste la fecha de su
presentación.

Artículo 14.

1. Las solicitudes de acceso a la información y las respues-
tas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información en-
tregada, serán públicas, y deberán ponerse a disposición
del público, en la medida de lo posible, a través de medios
remotos o locales de comunicación electrónica.
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2. La Unidad no está obligada a dar trámite a solicitudes de
acceso ofensivas; cuando hayan entregado información sus-
tancialmente idéntica como respuesta a una solicitud de la
misma persona, o cuando la información se encuentre dis-
ponible públicamente. En este último caso, deberán indicar
al solicitante el lugar donde se encuentra la información.

Artículo 15.

1. El recurso de revisión se interpondrá ante la Unidad,
dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en
que tuvo conocimiento de la respuesta a su solicitud de ac-
ceso a la información o al vencimiento del plazo para que
se le entregara el resultado sobre la solicitud de modifica-
ción o acceso a datos personales, cuando:

a) Se niegue al solicitante el acceso a la información
mediante resolución del Comité;

b) Se notifique la inexistencia de los documentos solici-
tados;

c) La Cámara no entregue al solicitante los datos perso-
nales solicitados, o lo haga en un formato incomprensi-
ble;

d) La Cámara se niegue injustificadamente a efectuar
modificaciones o correcciones a los datos personales;

e) El solicitante no esté conforme con el tiempo, el cos-
to o la modalidad de entrega, o

f) El solicitante considere que la información entregada
es incompleta o no corresponda a la información reque-
rida en la solicitud.

2. El escrito de interposición del recurso de revisión debe-
rá contener:

a) El nombre del recurrente y en su caso, de su repre-
sentante legal, así como el domicilio o medio que se se-
ñale para recibir notificaciones;

b) La fecha en que se le notificó la resolución recurrida;

c) El acto que se recurre y los puntos petitorios;

d) La copia de la resolución que se impugna y, en su ca-
so, de la notificación correspondiente, y

e) Los demás elementos que considere procedentes so-
meter a juicio de la Mesa Directiva.

3. La Mesa Directiva subsanará las deficiencias de los re-
cursos interpuestos por los particulares.

Artículo 16.

1. Interpuesto el recurso ante la Unidad, este será remitido
a la Mesa Directiva, en donde a través del Presidente se tur-
nará a un Vicepresidente, quien en coordinación con la Di-
rección General de Asuntos Jurídicos, deberá integrar el
expediente y presentar un proyecto de resolución a la Me-
sa Directiva, dentro de los veinte días hábiles siguientes a
la interposición del recurso.

2. La Mesa Directiva resolverá en definitiva, dentro de los
veinte días hábiles siguientes en que se presentó el proyec-
to de resolución y notificará al recurrente a través de la Di-
rección General de Asuntos Jurídicos. 

3. Las resoluciones de la Mesa Directiva serán públicas.

4. Cuando exista causa justificada, la Mesa Directiva podrá
ampliar, por una vez y hasta por un periodo igual, los pla-
zos establecidos en los párrafos 1 y 2 de este artículo.

5. La información reservada o confidencial que, en su ca-
so, sea solicitada por la Mesa Directiva por resultar indis-
pensable para resolver el asunto, deberá ser mantenida con
ese carácter y no estará disponible en el expediente.

Artículo 17.

1. Las resoluciones de la Mesa Directiva podrán:

a) Desechar el recurso por improcedente o bien, sobre-
seerlo;

b) Confirmar la decisión del Comité o de la unidad ad-
ministrativa, o

c) Revocar o modificar las decisiones del Comité y or-
denar a la unidad administrativa y a la Unidad que per-
mita al particular el acceso a la información solicitada o
a los datos personales; que reclasifique la información o
bien, que modifique tales datos.
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2. Las resoluciones, que deberán ser por escrito, establece-
rán los plazos para su cumplimiento y los procedimientos
para asegurar la ejecución.

3. Si la Mesa Directiva no resuelve en el plazo establecido
en el artículo 16, la resolución que se recurrió se entende-
rá confirmada.

4. Cuando la Mesa Directiva determine durante la sustan-
ciación del procedimiento que algún servidor público pudo
haber incurrido en responsabilidad, deberá hacerlo del co-
nocimiento de la Contraloría Interna de la Cámara para que
ésta inicie, en su caso, el procedimiento de responsabilidad
que corresponda de conformidad con el Título Cuarto de la
Ley.

Artículo 18.

1. El recurso será desechado por improcedente cuando:

a) Sea presentado, una vez transcurrido el plazo señala-
do en el artículo 15;

b) La Mesa Directiva hubiera conocido anteriormente
del recurso respectivo y resuelto en definitiva; o

c) Se esté tramitando ante los tribunales del Poder Judi-
cial de la Federación algún recurso o medio de defensa
interpuesto por el recurrente.

2. El recurso será sobreseído cuando:

a) El recurrente se desista expresamente del recurso;

b) El recurrente fallezca o, tratándose de personas mo-
rales, se disuelva;

c) Cuando admitido el recurso de impugnación, aparez-
ca alguna causal de improcedencia en los términos de
este Reglamento, o

d) El Comité o unidad administrativa responsable del
acto o resolución impugnado, lo modifique o revoque de
tal manera, que el medio de impugnación quede sin
efecto o materia.

Artículo 19. …

Artículo 20.

1. Transcurrido un año de que la Mesa Directiva expidió
una resolución que confirme la decisión del Comité, el par-
ticular recurrente podrá solicitar ante la propia Mesa que
reconsidere la resolución. Dicha reconsideración. Dicha re-
consideración deberá resolverse y notificarse en un plazo
máximo de veinte días hábiles.

CAPÍTULO V
De las notificaciones

Artículo 21.

1. Todas las notificaciones, ya sean en el Distrito Federal o
en las entidades federativas, se realizarán de la siguiente
manera:

Si la solicitud de información se formula a través del por-
tal electrónico de la Cámara, la respuesta se notificará por
este mismo medio;

Si la solicitud se presenta vía electrónica y la respuesta in-
cluye documentación anexa, la notificación se efectuará a
través de correo certificado con acuse de recibo, de con-
formidad con las disposiciones de la Ley del Servicio Pos-
tal Mexicano;

Si la solicitud se presenta por escrito, la notificación se
efectuará a través de correo registrado con acuse de recibo,
de conformidad con las disposiciones de la Ley del Servi-
cio Postal Mexicano.

2. Para las notificaciones de los recursos de revisión y re-
consideración se aplicarán los procedimientos anteriores. 

Artículo 22.

1. Si así lo manifestara el solicitante en su escrito de peti-
ción o recurso correspondiente, las notificaciones podrán
ser personales en el domicilio de la Unidad de Enlace.

TRANSITORIOS

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario oficial de la Federación.

Nota

1 Moreno Collado, Jorge. Conferencia sobre las normas que regulan la
formulación y presentación de dictámenes. 16 de agosto de 2001.
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México, Cámara de Diputados/Servicio de Investigación y Análisis,
División de Política Interior. Cuaderno de investigación DPI-35-febre-
ro 2002. Página 23

Así lo resolvieron los integrantes de la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias en el mes de abril de dos mil siete.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), presidente; María
de los Ángeles Jiménez del Castillo (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano
(rúbrica) secretarios; Sara Isabel Castellanos Cortés (rúbrica), Elías
Cárdenas Márquez (rúbrica), Alejandro Enrique Delgado Oscoy, Ruti-
lio Escandón Cadenas (rúbrica), Jesús Vicente Flores Morfín (rúbrica),
Silvano Garay Ulloa, Armando García Méndez, René Lezama Aradi-
llas (rúbrica), Silvia Luna Rodríguez, Hugo Eduardo Martínez Padilla
(rúbrica), Rodrigo Medina de la Cruz (rúbrica), Alma Hilda Medina
Macías (rúbrica), Víctor Samuel Palma César (rúbrica), Juan José Ro-
dríguez Prats (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre, José Guiller-
mo Velázquez Gutiérrez (rúbrica), Carlos Ernesto Zataráin González
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Dictamen de la Comisión de Juventud y Deporte, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 99 de la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Juventud y Deporte de esta Cámara de
Diputados, fue turnada para su estudio y dictamen la Ini-
ciativa que reforma el artículo 99 de la Ley General del
Cultura Física y Deporte, suscrita por el Diputado José
Luis Aguilera Rico del Grupo Parlamentario del Partido
Convergencia.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta Comisión Legislativa, con base en las faculta-
des que le confieren los artículos 39, párrafos 1 y 2, frac-
ción XXI, 45 párrafo 6 incisos e) y f) y demás relativos de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-

dos Mexicanos y los artículos 55, 56, 58, 60, 64, 87 y 88
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de los integrantes de esta Honorable Asamblea, el
siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

Primero.- A la comisión que suscribe le fue turnado para su
estudio y dictamen el expediente número 976 que contiene
la Iniciativa presentadas por el Dip. José Luis Aguilera Ri-
co del Grupo Parlamentario de Convergencia.

Segundo.- Se dio cuenta a esta comisión de la iniciativa de
marras el día 8 de febrero de 2007.

Tercero.- Los Diputados integrantes de esta Comisión de
Juventud y Deporte de la LX legislatura, para desahogar el
encargo conferido realizaron diversos trabajos a efecto de
revisar el contenido de la minuta, con el objeto de expresar
sus observaciones y comentarios a la misma e integrar el
presente dictamen.

CONSIDERACIONES 

La finalidad de la iniciativa que hoy nos ocupa es la de de-
jar explicito en el texto de la Ley de Cultura Física y De-
porte, que la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte (CONADE) deberá destinar los recursos necesarios
para la constitución y operación de fideicomisos para el
otorgamiento de un reconocimiento económico vitalicio a
los medallistas en juegos olímpicos o paralímpicos.

El derecho de iniciativa se sustenta en la fracción II del ar-
tículo 71 Constitucional, la facultad del Congreso de la
Unión para legislar en la materia se sustenta en la fracción
XXIX-J del artículo 73, todos ellos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

En la mayoría de justas olímpicas y paralímpicas, nuestro
país ha hecho acto de presencia, de ahí se desprende un cú-
mulo de medallas que han significado el orgullo y la alga-
rabía nacional por poner en alto el nombre de México. Por
ende, estos compatriotas merecen el mayor reconocimien-
to, pues dejan testimonio del éxito que debe significar la
inspiración para nuevas generaciones, y el gobierno federal
no debe escatimar esfuerzos para apoyarlos no sólo antes,
sino después de la consecución de sus medallas. 
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Pero el apoyo gubernamental al que hacemos referencia,
debe ser signo del reconocimiento a nuestros deportistas
para su permanente superación, y no un simple acto pater-
nalista.

Los deportistas de nuestro país han tenido logros impor-
tantes en diferentes disciplinas del deporte mundial, desta-
cando en competencias como las olimpiadas, los mundia-
les de atletismo, tae kwon do, caminata, boxeo y maratón. 

De igual importancia resulta el destacado nivel de nuestros
deportistas paralímpicos, quienes han colocado a México
entre los cinco mejores lugares en las competencias donde
han participado, aun cuando las condiciones para lograr
una óptima integración a las actividades cotidianas todavía
no se da como en los países a los cuales han vencido en es-
tas justas mundiales, resaltando todavía más lo importante
de su preparación para lograr una posición en un podium. 

Esta Comisión dictaminadora coincide en la importancia
que tiene el deporte para todas las personas sin distinción
alguna. Motivo por el cual, este esfuerzo legislativo busca
clarificar y facilitar el manejo de los cuerpos legales de-
portivos pretendiendo defender el espíritu de promoción
del deporte por parte del estado, pero sin fines clientelares,
otorgando obligaciones en el manejo de los estímulos para
aquellos atletas que alcancen un logro deportivo cristaliza-
do en una medalla olímpica o paraolímpica, haciéndolos
parte del esfuerzo por masificar la práctica del deporte.

La preparación y sacrificios que conlleva obtener una me-
dalla olímpica pocas veces son conocidos hasta que se lo-
gra destacar, sobre todo en un país como el nuestro, donde
el deporte amateur está condenado al anonimato, donde el
fútbol es uno de los deportes en conjunto, donde se ofrecen
oportunidades para la práctica profesional y altos sueldos,
en menor medida está el béisbol, donde nuestros mejores
jugadores tienen que emigrar a la liga profesional de Esta-
dos Unidos. 

Quienes practican alguna otra disciplina de alto rendimien-
to, lo realizan prácticamente con la esperanza de lograr un
lugar en las delegaciones que representen a nuestro país,
para que sólo con la motivación de una medalla y de ver
ondear nuestra bandera entre las tres mejores de una com-
petencia, por ello se ha considerado justo dotar de un reco-
nocimiento económico vitalicio a nuestros deportistas
olímpicos y paralímpicos que logran obtener una presea en
estas justas deportivas. 

Un deportista que logra conquistar una presea en justas
olímpicas invierte no sólo dinero propio y de las institucio-
nes deportivas, sino también tiempo y muchas veces sacri-
fica su preparación académica en busca del triunfo depor-
tivo.

El objetivo de la iniciativa en estudio es el de contribuir a
que los mejores deportistas Olímpicos y Paralímpicos del
país tengan acceso a un reconocimiento posterior a su par-
ticipación Olímpica o Paralímpica, que les pueda redituar
en algo el empeño y dedicación deportiva que pusieron pa-
ra alcanzar la gloria de los Juegos Paralímpicos u Olímpi-
cos.

Sin embargo en el estudio y análisis de la iniciativa de ma-
rras a efecto de precisar y perfeccionar la misma, hemos
considerado conveniente modificar por cuestiones de téc-
nica legislativa el contenido de la proposición en el artícu-
lo 99 de la Ley General de Cultura Física y Deporte en los
párrafos segundo y tercero y adicionar un cuarto mismos
que no contrarían el objetivo principal de la iniciativa ade-
más de reconocer y fortalecer el papel de la Comisión Na-
cional de Cultura Física y Deporte. 

La Comisión de Juventud y Deporte de la Cámara de Di-
putados está integrada de manera plural con miembros de
las diferentes fracciones parlamentarias representativas de
esta LX Legislatura, quienes han considerado favorable-
mente el objetivo fundamental y modificaciones de la Ini-
ciativa en estudio.

Como consecuencia del análisis, estudio y en base a estos
argumentos la Comisión que suscribe ha resuelto aprobar,
sumándose a la búsqueda de una solución para que la CO-
NADE destine, promueva y entregue los recursos necesa-
rios para la entrega mensual del reconocimiento económi-
co a los medallistas olímpicos y paralímpicos.

Por todo lo anteriormente expuesto, la Comisión de Juven-
tud y Deporte somete a consideración del Pleno de esta
Honorable Asamblea el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

Artículo único.- Se reforma el artículo 99 de la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte para quedar como sigue:

Artículo 99.- Corresponde a la CONADE y a los organis-
mos de los sectores públicos otorgar y promover en el ám-
bito de sus respectivas competencias, ayudas, subvencio-
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nes y reconocimientos a los deportistas, técnicos y orga-
nismos de cultura física y deporte ajustándose a lo dis-
puesto en la presente Ley, su Reglamento y en su caso, en
la convocatoria correspondiente.

Anualmente se destinará una partida en el presupues-
to de Egresos de la Federación para la entrega men-
sual de un reconocimiento económico vitalicio a los de-
portistas que hayan obtenido u obtengan una o más
medallas en Juegos Olímpicos o Juegos Paralímpicos.
Los recursos serán aplicados del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación a la CONADE para el ejercicio
fiscal respectivo.

La CONADE establecerá los criterios y procedimientos
para el monto y entrega del reconocimiento económico
vitalicio a los medallistas olímpicos y paralímpicos. Las
asignaciones económicas no podrán ser inferiores a las
del ejercicio inmediato anterior. 

La CONADE programará los recursos para la entrega
de los nuevos medallistas en el ejercicio fiscal inme-
diato siguiente al año de obtención de la medalla res-
pectiva.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Las modificaciones al Estatuto Orgánico de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte y al Re-
glamento de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
deberán expedirse dentro de un plazo no mayor a 90 días
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los dieciséis días del mes de abril
de dos mil siete.

La Comisión de Juventud y Deporte, siputados: Elizabeth Morales
García (rúbrica), presidenta; Gregorio Barradas Miravete (rúbrica),
Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Luis Rodolfo Enríquez Martí-
nez (rúbrica), Daisy Selene Hernández Gaytán (rúbrica), Gerardo La-
gunes Gallina (rúbrica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), José
Luis Aguilera Rico (rúbrica), Alma Hilda Medina Macías (rúbrica),
Francisco Sánchez Ramos (rúbrica), secretarios; Salvador Barajas del
Toro, Omar Antonio Borboa Becerra (rúbrica), Gustavo Fernando Ca-
ballero Camargo (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres, Ricardo Fran-
co Cazarez (rúbrica), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica),

Ana Yurixi Leyva Piñón (rúbrica), Adolfo Mota Hernández, Pedro
Montalvo Gómez (rúbrica), Emilio Ulloa Pérez, Carlos Alberto Nava-
rro Sugich (rúbrica), Concepción Ojeda Hernández (rúbrica), Francis-
co Javier Plascencia Alonso (rúbrica), Celso David Pulido Santiago
(rúbrica), Martín Ramos Castellanos, Rosa Elia Romero Guzmán,
Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Rafael García Villicaña (rú-
brica).»

Es de primera lectura.

MONEDA CONMEMORATIVA

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que establece las características de
la séptima moneda de plata conmemorativa del quinto cen-
tenario del Encuentro de Dos Mundos

Abril 24, 2007

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 57
y 135 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, el Sena-
do de la República remitió la Minuta con proyecto de De-
creto que establece las características de la Séptima
Moneda de plata Conmemorativa del “Quinto Centenario
del Encuentro de Dos Mundos”.

Esta Comisión que suscribe, con base en las facultades que
le confiere los artículos 39, 44, 45 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y con funda-
mento en el artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos se abocó al análisis de la Mi-
nuta antes señalada, y conforme a las deliberaciones que de
la misma realizaron sus miembros reunidos en Pleno, pre-
sentan a esta Honorable Asamblea el siguiente:
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Dictamen

Antecedentes

En sesión de fecha 29 de noviembre del 2006, el Ejecutivo
Federal presentó en el Senado de la República, la Iniciati-
va con proyecto de Decreto que establece las característi-
cas de la séptima moneda de plata conmemorativa del
“Quinto Centenario del Encuentro de Dos Mundos”. En
esa misma fecha la Mesa Directiva turnó, la Iniciativa con
proyecto de Decreto antes señalada a las Comisiones Uni-
das de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legisla-
tivos, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria del 29 de marzo de 2007, fue aprobado
por 99 votos y se turnó a la Cámara de Diputados la Minu-
ta correspondiente.

Descripción de la Minuta

En el año de 1991 el Gobierno Español, a través de la Fá-
brica Nacional de Moneda y Timbre-Real de la Casa de
Moneda de España, convocó a los países iberoamericanos
a unirse a los festejos para conmemorar, por medio de un
programa numismático, el Quinto Centenario del Encuen-
tro de Dos Mundos.

Este programa de Encuentro de Dos Mundos considera
emisiones bianuales de monedas acuñadas en plata por ca-
da país participante, que en su reverso presentan un diseño
diferente que se relaciona con un tema en particular. A es-
tas emisiones bianuales se les conoce con el nombre de Se-
ries Iberoamericanas.

Se han expedido diversos Decretos, a través de los cuales
se establecieron las características de la primera, segunda,
tercera, cuarta, quinta y sexta monedas de plata, conme-
morativas del Quinto Centenario del Encuentro de Dos
Mundos.

En la Minuta de Decreto que establece las características
de la séptima moneda de plata conmemorativa del “Quinto
Centenario del Encuentro de Dos Mundos”, es la séptima
emisión de moneda conmemorativa para este evento. El te-
ma seleccionado para desarrollar el diseño del reverso de la
moneda perteneciente a la VII Serie Iberoamericana, es el
relativo a la participación de los Países Iberoamericanos en
competencias deportivas internacionales.

La Minuta propone que el diseño del reverso de esta sépti-
ma moneda conmemorativa, contemple una composición
de motivos precolombinos con otros de la época actual,
que representan algunas de las diferentes disciplinas, en las
que los deportistas mexicanos han ganado medallas de oro
en importantes justas deportivas internacionales.

Consideraciones de la Comisión

La Comisión dictaminadora coincide con la propuesta de la
Minuta, toda vez que las competencias deportivas interna-
cionales refuerzan los vínculos de hermandad y fraternidad
entre los países. Durante la participación en los eventos, los
atletas mexicanos han obtenido importantes logros en di-
versos deportes, entre los que destacan el boxeo, la halte-
rofilia, la equitación, los clavados, la natación y la camina-
ta, promoviendo la imagen de México en el mundo.

Asimismo, es indispensable tomar en cuenta los beneficios
que México ha recibido con la comercialización de mone-
das conmemorativas acuñadas en metales finos, debido a la
tradicional calidad de acuñación de monedas, que se colo-
can en los mercados mundiales, así como las expectativas
del mercado para la colocación de esta séptima moneda.

Esta Comisión considera que es de aprobarse el proyecto
de Decreto que establece las características de la séptima
moneda de plata conmemorativa del “Quinto Centenario
del Encuentro de Dos Mundos” en la que se propone que el
diseño del reverso de esta séptima moneda conmemorativa,
contemple una composición de motivos precolombinos
con otros de la época actual, que representan algunas de las
diferentes disciplinas, en las que los deportistas mexicanos
han ganado medallas de oro en importantes justas deporti-
vas internacionales.

Por lo antes expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito
Público somete a la consideración del Pleno de esta H. Cá-
mara de Diputados, la aprobación del siguiente:

DECRETO QUE ESTABLECE lAS CARACTERÍSTI-
CAS DE lA SÉPTIMA MONEDA DE PLATA CON-
MEMORATIVA DEl QUINTO CENTENARIO DEL
ENCUENTRO DE DOS MUNDOS.

ARTÍCULO ÚNICO. Se autoriza la emisión de una sép-
tima moneda de plata conmemorativa del Quinto Centena-
rio del Encuentro de Dos Mundos, de conformidad con lo
dispuesto por el inciso c) del artículo 2o. de la Ley Mone-
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taria de los Estados Unidos Mexicanos, con las caracterís-
ticas que a continuación se señalan:

a) Valor nominal: Cinco pesos.

b) Forma: Circular.

c) Diámetro: 40.0 (cuarenta milímetros).

d) Ley: 0.925 (novecientos veinticinco milésimos) de
plata.

e) Metal de liga: 0.075 (setenta y cinco milésimos) de
cobre.

f) Peso: 27.0 (veintisiete gramos).

g) Contenido: 24.975 g. (veinticuatro gramos novecien-
tos setenta y cinco miligramos) de plata pura.

h) Tolerancia en Ley: 0.005 (cinco milésimos) en más.

i) Tolerancia en Peso: Por unidad: 0.216 g. (doscientos
dieciséis miligramos); por un conjunto de mil piezas:
6.831 g (seis gramos ochocientos treinta y un miligra-
mo), ambas en más o en menos.

j) Canto: Estriado.

k) Cuños: Anverso: Al centro, el Escudo Nacional en re-
lieve escultórico, en semicírculo superior la leyenda
“ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. Rodeando a és-
te y siguiendo en contorno del marco; los escudos na-
cionales de los otros países participantes en la séptima
emisión de la moneda conmemorativa del Quinto Cen-
tenario del Encuentro de Dos Mundos. El marco liso.

Reverso: Desfasada del centro al campo izquierdo, la fi-
gura de un jugador de pelota, de pie y en acción corres-
pondiente a la cultura Maya de Chichén Itzá, del perío-
do clásico, con atavío ritual que se compone de:
penacho de plumas de ave, orejeras, collar de jade, pa-
ños de piel de jaguar sobre el taparrabo que le cubren en
el tórax y la cadera, rodillera, muñequeras y sandalias,
también de piel; en el campo derecho superior, una es-
fera de caucho (pelota); centrado, en el campo superior,
la leyenda “DISCIPLINAS DE ORO OLÍMPICO ME-
XICANO”. En el campo derecho, entre 13 líneas verti-
cales en conjunto, siluetas de 6 disciplinas deportivas

(ecuestre, clavados, caminata, box, natación y halterofi-
lia); en el campo izquierdo superior, el número “2008”,
bajo éste, el signo de pesos “$”, continuo el número “5”,
en el campo inferior, paralela al marco y desfasada a la
izquierda, la leyenda “ENCUENTRO DE DOS MUN-
DOS”; en el campo inferior derecho, la ceca de la Casa
de Moneda de México. El marco liso.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Corresponderá a la Casa de Moneda de México
realizar los ajustes técnicos que se requieran. En todo caso,
los ajustes técnicos que se realicen en los términos de este
artículo deberán ser acordes con las características de la
moneda descrita en el presente Decreto.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 24 de abril de
2007.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Estefan
Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega, Emilio Ramón
Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rú-
brica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, José Antonio Saavedra Co-
ronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Horacio E. Garza Gar-
za (rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto Puente
Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín Humberto Vela Gon-
zález (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina Ar-
vizu Rivas (rúbrica), secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbri-
ca), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres
(rúbrica), José Antonio Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo
Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica), Ramón
Ceja Romero, Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra
Ochoa (rúbrica), Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López
Cisneros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz, José Manuel Minjares Jimé-
nez (rúbrica), José Murat (rúbrica), Raúl Alejandro Padilla Orozco (rú-
brica), Dolores María del Carmen Parra Jiménez, Jorge Alejandro Sa-
lum del Palacio (rúbrica), Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.
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MONEDA CONMEMORATIVA

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que adiciona el diverso que esta-
blece las características de monedas conmemorativas del
500 aniversario del Encuentro de Dos Culturas

Abril 24, 2007

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 57
y 135 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, el Sena-
do de la República remitió la Minuta con proyecto de De-
creto por que establece las características de las Monedas
Conmemorativas del 500 Aniversario del Encuentro de
Dos Culturas.

Esta Comisión que suscribe, con base en las facultades que
le confieren los artículos 39, 44, 45 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y con funda-
mento en el artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicano se abocó, al análisis de la Minu-
ta antes señalada, y conforme a las deliberaciones que de la
misma realizaron sus miembros reunidos en Pleno, presen-
tan a esta Honorable Asamblea el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

En sesión del 29 de noviembre de 2006, el Ejecutivo Fede-
ral presentó en la Cámara de Senadores iniciativa con pro-
yecto de Decreto que establece las características de las
Monedas Conmemorativas del 500 Aniversario del En-
cuentro de Dos Culturas. En esa misma fecha, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Senadores turnó la Iniciativa con
proyecto de Decreto antes señalada a las Comisiones Uni-
das de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legisla-
tivos, Segunda, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria del Senado de la República del 15 de
marzo de 2006, fue aprobada por 84 votos y se turnó la Mi-
nuta por la mesa Directiva de esta Cámara

de Diputados a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria los Diputados integrantes de esta Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, procedieron al
análisis de la Minuta antes enunciada, con base en lo si-
guiente:

Descripción de la Minuta

La Minuta que nos ocupa señala que por Decreto publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre
de 1991, se establecieron las características de diversas
monedas conmemorativas del 500 Aniversario del Encuen-
tro de Dos Culturas, las cuales se acuñaron en oro y plata,
con motivos representativos de las culturas Mexica; del cen-
tro de Veracruz, Maya, Olmeca, Teotihuacana y Tolteca.

Estas monedas también conocidas como Serie Precolombi-
na, ha obtenido éxito en el mercado numismático interna-
cional, generando beneficios económicos para el país. Por
ello, la necesidad de actualizar dicha serie numismática y
hacerla más atractiva a los coleccionistas tiene el propósi-
to de incluir una moneda más a la mencionada serie, a fin
de dar mayor difusión a una de las máximas muestras del
arte Mexica, continuando con la tradición numismática
mexicana.

Esta nueva moneda se acuñaría con un contenido de plata
superior a cualquier otra moneda integrante de la Serie Pre-
colombina acuñada con anterioridad, ya que ésta tendría
dimensiones mayores con respecto al de las monedas ac-
tuales.

En la acuñación de dicha moneda se propone mostrar en el
reverso de ésta, el motivo precolombino de la cultura Me-
xica, consistente en la Piedra del Sol, comúnmente llama-
da Calendario Azteca, la cual indudablemente es un sím-
bolo de identidad nacional.

En el anverso de la moneda se presentaría, al centro, el Es-
cudo Nacional en relieve escultórico rodeado de los dife-
rentes escudos utilizados, a través de la historia del país, en
su bandera, así como aquel que presenta un águila que se
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encuentra en la parte central de la primera página del Có-
dice Mendocino.

Consideraciones de la Comisión

La Comisión de Hacienda y Crédito Público que dictami-
na, coincide con la propuesta de la Minuta en comento,
considerando que el motivo precolombino denominado la
Piedra del Sol o Calendario Azteca, es el monumento ar-
queológico que simboliza el alma de la cultura prehispáni-
ca de nuestro país.

En este sentido, es importante resaltar que la imagen de di-
cho monumento es una de las expresiones más relevantes
de la cultura mexicana, siendo objeto universal de análisis
y admiración. Asimismo, toda vez que sus elementos se
identifican de inmediato con nuestro pasado, el Calendario
Azteca o Piedra del Sol, goza de aceptación pública como
símbolo de la mexicanidad.

Asimismo, se comparten las consideraciones de la Cole-
gisladora, en el sentido de que con la acuñación de esta mo-
neda, se resaltaría la importancia que tienen las antiguas ci-
vilizaciones de México en la vida de nuestro país y se
preservaría la memoria histórica de los mexicanos, así co-
mo los beneficios económicos para el erario federal por el
contenido de plata superior por lo que al tener dimensiones
mayores, esta moneda podrá ser más apreciada, lo que ten-
dría como resultado una promoción en la comercialización
de las monedas que integran esta Serie de monedas.

La acuñación de la moneda que se propone, dará la opor-
tunidad de destacar, preservar y difundir, a través de la nu-
mismática, los incuestionables valores estéticos, culturales
e históricos de nuestra cultura, dignamente representados
por la Piedra del Sol o Calendario Azteca, impulsando con
ello la producción numismática nacional y la comercializa-
ción de la plata mexicana, derivando en la obtención de re-
cursos adicionales, e incentivos a la industria minera na-
cional.

Esta Comisión considera que es de aprobarse la propuesta
para la acuñación de esta nueva moneda, que resulta im-
portante porque se destaca la importancia de las antiguas
civilizaciones de México en la vida del país, ya que se pre-
serva la memoria histórica de los mexicanos, y se generan
beneficios económicos para el erario.

Por lo que respecta a la acuñación por el contenido supe-
rior de plata, el tener mayores dimensiones, esta moneda
podrá ser más apreciada, lo que tendría como resultado,
una promoción en la comercialización de las monedas que
integran esta serie de monedas.

Por lo antes expuesto la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, somete a la consideración del Pleno de esta H. Cá-
mara de Diputados, la aprobación del siguiente:

DECRETO QUE ADICIONA EL DIVERSO QUE ES-
TABLECE LAS CARACTERÍSTICAS DE LAS MO-
NEDAS CONMEMORATIVAS DEL 500 ANIVERSA-
RIO DEL ENCUENTRO DE DOS CULTURAS.

ARTÍCULO ÚNICO. Se Adicción el Decreto por el que
se establecen las características de las monedas conmemo-
rativas del “500 aniversario del Encuentro de Dos Cultu-
ras”, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 31
de diciembre de 1991, y reformado y adicionado mediante
decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación
los días 25 de junio de 1993, 22 de mayo de 1996, 6 de ene-
ro de 2000 y 14 de mayo de 2004, con un artículo Deci-
moquinto, para quedar como sigue:

ARTÍCULO DECIMOQUINTO. Se autoriza la emisión
de una moneda de plata con valor nominal de 100 pesos,
conmemorativa del 500 aniversario del Encuentro de Dos
Culturas, de acuerdo con el inciso e) del artículo 2° de la
Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con las
características que a continuación se señalan:

a) Valor Nominal:
Cien pesos.

b) Forma:
Circular.

c) Diámetro:
110 mm (ciento diez milímetros).

d) Ley:
0.999 (novecientos noventa y nueve milésimos), míni-
mo de plata pura.

e) Peso:
1000 g. (un mil gramos), equivalente a 32.15 (treinta y
dos con quince) onzas troy de plata pura.
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f) Contenido:
1000 g. (un mil gramos) de plata pura.

g) Tolerancia en Ley:
0.001 g. (un milésimo) en más o en menos.

h) Tolerancia en Peso:
Por unidad: 2.4 g. (dos gramos cuatro decigramos).

i) Canto:
Liso.

j) Cuños:

Anverso: Al centro, el Escudo Nacional en relieve es-
cultórico, circundado con la leyenda “ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS”. Rodeando a éste y siguiendo el
contorno del marco, la reproducción de diferentes Escu-
dos Nacionales utilizados a través de la historia de nues-
tro país, así como del águila que se encuentra en la par-
te central de la primera página del Códice Mendocino.
El marco liso.

Reverso: En el campo superior, paralelo al marco y si-
guiendo el contorno del mismo, la leyenda “CALEN-
DARIO AZTECA”. En el campo derecho, la ceca de la
Casa de Moneda de México, en el campo izquierdo el
signo de “$” seguido del número “100”; en el campo iz-
quierdo, paralela al marco y siguiendo el contorno del
mismo, el año de acuñación y continua la leyenda “1 kg
PLATA PURA LEY .999”. El marco liso.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Corresponderá a la Casa de Moneda de México
realizar los ajustes técnicos que se requieran. En todo caso,
los ajustes técnicos que se realicen en los términos de este
artículo deberán ser acordes con las características de la
moneda descrita en el presente Decreto.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 24 de abril de
2007.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Estefan
Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega, Emilio Ramón
Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rú-

brica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, José Antonio Saavedra Co-
ronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Horacio E. Garza Gar-
za (rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto Puente
Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín Humberto Vela Gon-
zález (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina Ar-
vizu Rivas (rúbrica), secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbri-
ca), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres
(rúbrica), José Antonio Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo
Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica), Ramón
Ceja Romero, Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra
Ochoa (rúbrica), Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López
Cisneros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, Luis Xavier Maawad Robert
(rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz, José Manuel Minjares Jimé-
nez (rúbrica), José Murat (rúbrica), Raúl Alejandro Padilla Orozco (rú-
brica), Dolores María del Carmen Parra Jiménez, Jorge Alejandro Sa-
lum del Palacio (rúbrica), Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

CONDECORACIONES

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputa-
dos.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe le fueron tur-
nados, para su estudio y dictamen, los expedientes con las
minutas proyectos de decreto que conceden permiso a los
ciudadanos Jorge Eduardo Chen Charpentier, Sergio Vela
Martínez, Óscar de Buen López de Heredia y Antonio Ra-
món Suárez Gutiérrez para aceptar y usar las condecora-
ciones que les otorgan los gobiernos de Austria y del Rei-
no de España, respectivamente.

La Comisión considera cumplidos los requisitos legales
necesarios para conceder el permiso solicitado y, en tal vir-
tud, de acuerdo con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional y el artículo 60,
segundo párrafo, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a la aprobación de la honorable asamblea,
el siguiente
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Proyecto de Decreto

Articulo Primero. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Eduardo Chen Charpentier para aceptar y usar la condeco-
ración “Orden del Mérito, en grado de Gran Oficial”, que
le otorga el gobierno de Austria.

Articulo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Ser-
gio Vela Martínez para aceptar y usar la condecoración Or-
den de Isabel la Católica, en grado de Encomienda de Nú-
mero, que le otorga el gobierno del Reino de España.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Óscar
de Buen López de Heredia para aceptar y usar la condeco-
ración Orden de Isabel la Católica, en grado de Cruz de
Oficial, que le otorga el gobierno del Reino de España.

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Anto-
nio Ramón Suárez Gutiérrez para aceptar y usar la conde-
coración Orden de Isabel la Católica, en grado de Enco-
mienda de Número, que le otorga el gobierno del Reino de
España.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, México, DF, a 20 de abril de 2007.— Diputados: Dió-
doro Humberto Carrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enri-
que Barrios Rodríguez (rúbrica), secretario; Rogelio Carbajal Tejada
(rúbrica), secretario; Valentina Valia Batres Guadarrama, secretaria;
Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), secretario; Alfonso Rolando
Izquierdo Bustamante (rúbrica), secretario; Érika Larregui Nagel (rú-
brica), secretaria; Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), secreta-
ria; Santiago Gustavo Pedro Cortés (rúbrica), secretario; Carlos Ama-
dor Biebrich Torres (rúbrica), César Camacho Quiroz (rúbrica),
Cristián Castaño Contreras (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Maricela
Contreras Julián, Jesús de León Tello (rúbrica), Javier Hernández Man-
zanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra
(rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Her-
nández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gus-
tavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia
(rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez,
Francisco Javier Santos Arreola, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica),
Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo.»

Es de primera lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación, que suscribe, fue turnado
para su estudio y dictamen el expediente con la minuta
proyecto de decreto que concede permiso a los ciudadanos
Julia Rita Campos de la Torre y Francisco Javier Garza Pa-
lacios para que puedan aceptar y usar las condecoraciones
Cruz Oficial de la Orden de Isabel la Católica y Cruz al
Merito Policial con Distintivo Blanco, que les otorga el go-
bierno del Reino de España.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y en tal virtud,
de conformidad con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, y el segundo pá-
rrafo del artículo 60 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se permite someter a la consideración de la honorable
asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Articulo Primero. Se concede permiso a la ciudadana Ju-
lia Rita Campos de la Torre para aceptar y usar la conde-
coración de la Cruz Oficial de la Orden de Isabel la Cató-
lica, que le otorga el gobierno del Reino de España.

Articulo Segundo. Se concede permiso al ciudadano
Francisco Javier Garza Palacios para aceptar y usar la con-
decoración Cruz al Mérito Policial con Distintivo Blanco,
que le otorga el gobierno del Reino de España.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF., a 20 de abril de 2007.— Diputados: Dió-
doro Humberto Carrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enri-
que Barrios Rodríguez, Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Valentina
Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Al-
fonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Érika Larregui Nagel
(rúbrica), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Santiago Gus-
tavo Pedro Cortés (rúbrica), secretarios; Carlos Amador Biebrich To-
rres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Cristián Cas-
taño Contreras (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Maricela
Contreras Julián, Jesús de León Tello (rúbrica), Javier Hernández
Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz
Ibarra (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo
Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica),
Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo
Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola, Alberto Vázquez
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Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zam-
brano Elizondo.»

Es de primera lectura.

ARTICULOS 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 
Y 22 CONSTITUCIONALES

La diputada Layda Elena Sansores San Román (desde
la curul): Señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Sonido en la curul de la diputada Layda Sansores. Adelan-
te, diputada.

La diputada Layda Elena Sansores San Román (desde
la curul): Presidenta, quiero insistir: no es casualidad que
cuando va a tocar mi turno, nuevamente cambian el orden
del día. Vengo de la junta de vicecoordinadores y me repi-
tieron que se había acordado que hoy se leían todas las ini-
ciativas. Vamos a presentar una iniciativa sobre juicios ora-
les —no es sobre transparencia aquí de los recursos de la
Cámara, para que no se preocupen tanto— que presenta-
mos integrantes del Frente Amplio Progresista: Javier Gon-
zález Garza, Ricardo Cantú, Alejandro Chanona, Raymun-
do Cárdenas y una servidora.

Me parece demasiada casualidad que siempre sucede lo
mismo. Yo le pido que me dé la oportunidad de pasar a pre-
sentarla.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Señora diputada, fue un acuerdo terminar la sesión a las
15:30 horas, y ni siquiera teníamos conocimiento de qué
iniciativa seguía, así que no hay intencionalidad de parte de
nadie de la Mesa; pero podríamos preguntar al pleno si es-
tá de acuerdo en que se le dé turno a la diputada para que
pase a leer la iniciativa, que es precisamente la que tocaba.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación econó-
mica, si está de acuerdo en que se continúe la sesión, pa-
sando la diputada a presentar la iniciativa, y después dare-
mos término a la sesión.

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
en votación económica se consulta a la Asamblea si se con-

cede turno a la diputada Sansores para presentar iniciativa.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputada Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Pase la diputada a leer su iniciativa.

El diputado Alberto Esteva Salinas (desde la curul): Se-
ñora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Sonido en la curul del diputado Alberto Esteva.

La diputada Layda Elena Sansores San Román: Sobre
un tema muy importante: juicios orales. Los coordinadores
de las…

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Diputada, permítame un momento. Diputado Esteva.

El diputado Alberto Esteva Salinas (desde la curul): Mu-
chas gracias. Disculpe, diputada Sansores. Únicamente pa-
ra pedirle a la Presidenta de la Mesa Directiva que se rec-
tifique el quórum, porque es evidente que hay solamente
20 por ciento de diputados.

La Presidenta María Elena Álvarez Bernal: Se acaba de
rectificar el quórum. Continúe, diputada, por favor.

La diputada Layda Elena Sansores San Román: Presi-
denta, compañeras y compañeros, los coordinadores de las
fracciones parlamentarias que integran el Frente Amplio
Progresista: Javier González Garza, Ricardo Cantú, Ale-
jandro Chanona y Raymundo Cárdenas, presidente de la
Comisión de Puntos Constitucionales, y una servidora,
Layda Sansores, secretaria de la Comisión de Goberna-
ción, proponemos una iniciativa de reforma constitucional
a los artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, en materia de
juicios orales y debido proceso penal.

Nos sumamos a la propuesta hecha por la Red Nacional a
Favor de los Juicios Orales y del Debido Proceso Legal, in-
tegrada por organizaciones académicas y de la sociedad ci-
vil. Gracias a su asesoría legal. Gracias a ellos mismos,
como quien dice, esta iniciativa enriquece su propia pro-
puesta, que presentaron en esta Cámara anteriormente.
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Recogimos las valiosas aportaciones del diputado César
Camacho, del ex diputado Luis Maldonado, del grupo par-
lamentario de Convergencia, que en la pasada legislatura
presentó una iniciativa integral de reformas al sistema ju-
dicial y penal y fue el primero en hablar de juicios orales.

Incluimos propuestas de la iniciativa del ex ministro y di-
putado federal del grupo parlamentario del PRD de la pa-
sada legislatura, Miguel Ángel García Domínguez.

Incorporamos observaciones del doctor Cristián Riego, de
Chile, quien ha contribuido a implantar en varios países los
juicios orales —sólo México no lo tiene en Latinoaméri-
ca—, así como las del prestigioso ex ministro Juventino
Castro y de la Dirección de Apoyo a Comisiones de la Di-
rección de Servicios Parlamentarios de esta Cámara de Di-
putados.

Fuimos cuidadosos en que las modificaciones fueran con-
gruentes con los tratados internacionales de derechos hu-
manos, incluyendo las Convenciones Europea e Interame-
ricana de Derechos Humanos, a fin de poner el orden
jurídico mexicano en sintonía con el orden jurídico inter-
nacional.

Ya habíamos concluido nuestra iniciativa cuando, el 9 de
marzo, Calderón presentó la suya ante el Senado. La ini-
ciativa de Calderón es la no reforma ni a corto ni a largo
plazo, va hacia atrás, es un retroceso. Ignoró el esfuerzo de
prestigiados académicos, de organizaciones civiles, de las
voces del Congreso. A la propuesta del Ejecutivo parece
que le vale el diálogo democrático.

En la iniciativa de Calderón lo que subyace es la preocu-
pación del combate al narcotráfico, que es legítima, pero
acomoda todas sus piezas buscando mecanismos más ági-
les para combatir el narco y pretende delegar a policías y
Ministerios Públicos el hacer cateo sin orden judicial y ha-
cer detenciones ahora sin órdenes de aprehensión, justifica
la violación de los derechos humanos, le preocupan los de-
lincuentes, pero no las instituciones.

Se olvida de que todos estos cambios los tiene que hacer
con el coche caminando y no estamos seguros que va a lo-
grar capacitar a policías y Ministerios Públicos para que se-
pan hacer uso de un poder que es omnipotente.

De aprobarse, estaríamos caminando hacia un sentido con-
trario a los juicios orales, que él también lo ha tomado co-
mo bandera; estaríamos pavimentando los caminos hacia

un Estado policial y autoritario. Y creo que con esto se ra-
tifica la impresión que yo tengo, como Calderón no pudo
ganarle al más querido, hoy está obsesionado con el ser
más temido y todas sus iniciativas tienen siempre un sello
de represión.

Nada se gana legalizando la injusticia, que lo escuche bien
el señor, México no necesita —como decía Miguel Sarre—
delincuentes institucionalizados persiguiendo a delincuen-
tes organizados.

Sin embargo, aquí sí fuimos sensibles a las preocupaciones
del Ejecutivo y estamos considerando las medidas adopta-
das en la Convención de Palermo, Convención Internacio-
nal para el Combate a la Delincuencia Organizada, como
son la ampliación de los plazos de prescripción, medidas
para la protección de la víctima e inmunidad de informan-
tes que conduzcan a la captura; y estamos poniendo un
transitorio para que durante tres años continúe el actual ré-
gimen.

Nosotros estamos convencidos de que esto es un gran de-
safío. Implantar los juicios orales en el país requiere de un
gran consenso nacional. Entonces, por eso estamos abier-
tos y queremos tener un gran consenso nacional en esta
propuesta.

Queremos decir también que no estamos de acuerdo con la
propuesta de Calderón, de un Código Penal único; es dete-
ner el esfuerzo de estados que han ido a la vanguardia en la
implantación de los juicios orales, es negarse a aceptar las
propuestas innovadoras que un sistema federalista estimu-
la. Para hablar de códigos penales únicos tendríamos que
dejar pasar cuando menos 10 años.

La Ley del Debido Proceso va a reglamentar todos estos
conceptos constitucionales que se mencionan en la iniciati-
va. Va a generar estándares mínimos, y se evitaría la exi-
gencia de un Código Penal único y se daría unidad a la di-
versidad.

Aquí menciono algunos artículos, nada más. Una vez que
a alguien se le detiene, inmediatamente se le lleva a un
juez; nada que se quede en el Ministerio Público, que es
quien lo acusa, y él mismo lo tiene 48 horas, dando lugar a
la tentación de la tortura.

En el 17, los delitos menores se resuelven inmediatamente
en la audiencia de control a escasas 24 horas del arresto.
Hoy se tardan hasta 100 días.
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La prisión preventiva se va a aplicar sólo en casos de ex-
cepción y se revisará en plazos intermedios. Hoy tenemos
90 mil personas en prisión preventiva. Cada preso cuesta
61 mil pesos al año, 15 millones de pesos diarios, cinco y
medio billones de pesos al año.

En Nuevo León ha sido exitosa la experiencia de explorar
alternativas. Vamos a modificar íntegramente el artículo
20: porque el juicio debe ser oral, adversarial y que permi-
ta el debate en igualdad de circunstancias. Ahora la confe-
sión que vale es la que se rinde ante el juez. Se elimina la
tentación al maltrato y la tortura. La policía va a poder in-
vestigar. Hoy primero detienen y luego investigan. Queda
nítidamente prohibida la tortura.

Para terminar, como novedad. El Estado está obligado, pa-
ra que tú elijas a tu abogado, a darte una lista, con base de
datos de quién es quién en la defensoría. Creo que hoy la
importancia de la oralidad está relacionada con la confian-
za. Ocho de cada 10 acusados nunca ven a los jueces. Los
juicios orales son más que una opción para modernizar
nuestro sistema de justicia, son una exigencia insoslayable
en un Estado democrático. Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, suscrita por diputados de los grupos parlamentarios de
los partidos de Convergencia, de la Revolución Democrá-
tica y del Trabajo

Los suscritos diputados Javier González Garza, Alejandro
Chanona Burguete y Ricardo Cantú Garza, Coordinadores
de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la Revolu-
ción Democrática, Convergencia y del Trabajo; diputado
Raymundo Cárdenas Hernández, Presidente de la Comi-
sión de Puntos Constitucionales; y la diputada Layda Ele-
na Sansores San Román, Secretaria de la Comisión de Go-
bernación de la LX Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de la facultad que nos concede el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y los artículos 55, fracción II, 62
y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos
a consideración de esta Asamblea la siguiente iniciativa de
decreto por el que se reforman los artículos 14, 16, 17, 18,
19, 20, 21 y 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de juicios orales y debido
proceso penal al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Objetivos

La presente iniciativa tiene como objetivos fundamentales:
Garantizar la vigencia en nuestro país del debido proceso
en materia penal; Recuperar la confianza en la justicia pe-
nal y sus instituciones; Hacer más eficiente la persecución
e investigación de los delitos y el trabajo de los tribunales
penales; Asegurar la protección, asistencia y participación
de las víctimas en el proceso penal.

Contexto

Desde sus orígenes, nuestra tradición constitucional reco-
noció avanzados principios para contener la potestad puni-
tiva del Estado. Sin embargo, éstos nunca tuvieron una
aplicación plena. El derecho de toda persona acusada pe-
nalmente de ser escuchada en audiencia pública, de mane-
ra expedita y por un juez imparcial, que se contempla en
nuestra Constitución desde hace noventa años, nunca se
instrumentó. Por el contrario, este derecho se fue desdibu-
jando frente a hábitos que lo debilitaron por completo. El
más nocivo de éstos fue la práctica de escriturar el proceso
en gruesos expedientes, práctica que terminó por asumirse
como si fuera una exigencia legal.

Pero la escrituración del proceso no es garantista. Ni las
víctimas del delito ni los acusados la perciben como una
manera justa de proceder. El expediente es un método de
trabajo que se heredó de un sistema colonial autoritario,
que, lejos de buscar un control ciudadano de la facultad pu-
nitiva del Estado, concebía el proceso penal como un trá-
mite sobre el cual la autoridad política era quien debía ejer-
cer su dominio. De ahí surgió la necesidad de operar a
través de registros escritos. Pero, en su diseño y finalidad,
esta manera de proceder es incompatible con la transparen-
cia y la justicia.

Sabemos que en nuestro país las personas son “juzgadas”
en medio del ruido de impresoras y máquinas de escribir,
por funcionarios enfocados en la producción e intercambio
de legajos. La estadística disponible consistentemente indi-
ca que ocho de cada diez acusados nunca ven a los jueces
y que, incluso, los secretarios mecanógrafos tienen mayor
participación que ellos en el proceso.

Los ciudadanos comunes nunca han aceptado esta visión
del proceso penal. Cualquier persona exige intuitivamente
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que frente a la pretensión del Estado de acusarlo penal-
mente, su derecho más natural consistiría en tener un juicio
justo, es decir: en ser llevado ante un decisor imparcial, que
se exhiban públicamente las pruebas y que se le permita
cuestionarlas oralmente frente al juzgador. Cualquier vícti-
ma de un delito exige exactamente lo mismo. De hecho,
que a la gente común le importa ser activamente escucha-
da por quien ha de tomar una decisión que le afecta, es una
cuestión contundentemente resuelta por las ciencias socia-
les, como pocas. Los estudios en el ámbito de la psicología
social confirman la importancia de la oralidad y su relación
con la confianza, sin importar barreras culturales ni idio-
mas. No obstante, ese derecho se ha negado a los mexica-
nos. Y por eso, nuestras instituciones han caído en la des-
confianza. El más claro indicador es que ya sólo 23% de las
víctimas denuncian los delitos.

El contenido principal del debido proceso, atendiendo a esa
intuición del ciudadano común, consiste en colocar a la au-
diencia oral como el espacio idóneo para que los jueces re-
ciban información y tomen decisiones. Su propósito es ins-
talar un control ciudadano y jurisdiccional sobre la
actuación del poder punitivo del Estado, abriendo frente al
ejercicio de ese poder una ventana que permita vigilarlo,
impidiendo abusos puedan injustamente inclinar la balanza
en contra de las legítimas pretensiones de la víctima o del
acusado. Por eso, su mecánica rechaza tajantemente la
práctica de que el juzgador escuche, en privado, alegacio-
nes unilaterales, fuera del contexto de la audiencia.

De la efectividad con que se haga valer este método de
control depende la confianza en las instituciones. Sin esa
confianza, no fluye la información por parte de las víctimas
de un delito, a las Policías y Ministerios Públicos. Sin in-
formación, no puede auténticamente contenerse el incre-
mento en la criminalidad que se ha observado en las últi-
mas décadas.

Los países que han logrado avances sustanciales en el com-
bate al crimen demuestran que nada se avanza mediante la
legalización de la injusticia. Nuestro país, como bien han
dicho los críticos del proceso penal actual, no necesita de-
lincuentes institucionalizados persiguiendo a delincuentes
organizados. Lo que necesita es poder abandonar métodos
del pasado para ponerse en condiciones de convocar inteli-
gencia policial, energías técnicas y capacidad de investiga-
ción avanzada, a la tarea de investigar delitos. Pero sobre
todo, necesitamos instituciones sensibles a las víctimas del
delito. Hoy, la imagen pública de nuestras policías y Mi-
nisterios Públicos permanece debilitada por la corrupción y

por métodos que destruyen la confianza de la ciudadanía.
Debemos repudiar reglas y prácticas que lastiman la repu-
tación y credibilidad de las instituciones.

Los datos estadísticos son contundentes acerca del cambio
de dirección necesario. Nos dicen que hay pocos derechos,
que hay poca confianza en las instituciones y que hay poca
efectividad en el abatimiento de la criminalidad. Es urgen-
te que se hagan efectivas en nuestro país las garantías de un
proceso justo, imparcial, expedito y oral. Asumir este cam-
bio es una gran decisión política. Lograr el cambio requie-
re impulsar las nuevas ideas mediante la unión y el com-
promiso inquebrantable, de largo plazo, de todos los
partidos políticos.

Antecedentes de la presente iniciativa

Los que suscribimos esta iniciativa nos sumamos a los es-
fuerzos de aquellos que nos han antecedido con propuestas
en la materia. La propuesta de los miembros de la Red Na-
cional a favor de los Juicios Orales y del Debido Proceso
Legal, integrada por varias organizaciones académicas y de
la sociedad civil, que recientemente fue presentada formal-
mente como iniciativa de ley, es un esfuerzo al que nos de-
bemos sumar.

Cabe señalar que en la Cámara de Diputados existen im-
portantes antecedentes en esta materia. Basta mencionar la
iniciativa integral de reformas al sistema judicial y penal de
México presentada por el Diputado Federal en la LIX Le-
gislatura, Luis Maldonado Venegas, del Grupo Parlamenta-
rio de Convergencia; la iniciativa que reforma diversos ar-
tículos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para crear el sistema penal acusatorio en el pa-
ís, presentada por el ex Ministro y Diputado Federal en la
misma Legislatura Miguelángel García Domínguez, del
Grupo Parlamentario del PRD.

Esta propuesta recoge importantes aportaciones que hicie-
ra el diputado César Camacho Quiroz, Presidente de la Co-
misión de Justicia, en coordinación con expertos de la cita-
da Red. Adicionalmente se incorporaron las observaciones
del prestigioso ex Ministro, Juventino Castro y Castro y de
la Dirección de Apoyo a Comisiones de la Dirección de
Servicios Parlamentarios de la Cámara de Diputados.

Todas estas modificaciones se estudiaron teniendo en cuen-
ta su congruencia con los tratados internacionales de dere-
chos humanos, incluyendo las Convenciones Europea e
Interamericana de Derechos Humanos, a fin de poner el or-
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den jurídico mexicano en sintonía con el orden jurídico in-
ternacional.

Asimismo, sensibles a la iniciativa que recientemente en-
tregó el Presidente de la República al Senado, con fecha 9
de marzo de 2007, en relación con el combate a la delin-
cuencia organizada y que formula planteamientos diferen-
tes a los de la Red, emprendimos la tarea de revisar las ide-
as de la iniciativa presidencial. De este modo, hemos
buscado integrar armónicamente las legítimas preocupa-
ciones del titular del Ejecutivo, con la propuesta de la Red
en mención.

Sistema acusatorio y oralidad: volver a los orígenes
constitucionales

Esta iniciativa, junto con los antecedentes ya referidos,
constituye un regreso a nuestros orígenes constitucionales.
En efecto, a pesar de que la Constitución mexicana de 1917
es de carácter acusatorio –es decir, una que concebía al
proceso como un sistema de juicios orales y audiencias pú-
blicas– las prácticas que prevalecieron en los años subsi-
guientes al triunfo de la Revolución consolidaron en la le-
gislación ordinaria un proceso de carácter mixto, de corte
inquisitivo. En el proceso netamente inquisitivo, la perse-
cución penal la iniciaba un inquisidor oficiosa y unilateral-
mente, mediante la “construcción” de un caso a través de
registros escritos, incluyendo su “solución”, sin interven-
ción de un defensor.

En Europa, el proceso de carácter mixto constituyó una fa-
se de transición entre el proceso de corte inquisitivo—que
prevaleció desde las postrimerías del Imperio Romano, du-
rante toda la edad media y hasta las revoluciones america-
na y francesa del siglo XVIII— y el proceso de carácter
acusatorio.

El proceso de carácter mixto se conoció por primera vez
con la promulgación del Código de enjuiciamiento crimi-
nal francés de 1808. Éste quería corregir el desequilibrio
de poder entre las partes. Se intentó lograr esto mediante la
división del proceso en diversas fases.

La idea subyacente al diseño procesal de tipo mixto quiso
que la investigación del delito –sumario o averiguación
previa– conservara todos los rasgos del proceso inquisitivo
y que sólo ya en la fase de enjuiciamiento, el proceso asu-
miera rasgos marcadamente acusatorios. Desde una pers-
pectiva ideológica el diseño era aparentemente viable; sin
embargo, su puesta en práctica pronto demostró que no

funcionaba: la decisión del caso era predecible y la suerte
del imputado estaba echada desde que el órgano de acusa-
ción concluía su investigación. El enorme peso conferido a
la investigación del ministerio público, o juez de instruc-
ción, volvía superfluo al juicio.

Por eso, este proceso mixto fue transicional en la Europa
continental y simplemente marcó la entrada a la moderni-
dad procesal, es decir, a la fuerza del proceso acusatorio.
En contraste, en los países de América Latina, el sistema
procesal mixto sobrevivió hasta tiempos recientes, particu-
larmente por la utilidad que representó para la consolida-
ción de poderes autoritarios.

En México, al igual que en los sistemas mixtos, las activi-
dades del acusador gozan de una presunción de veracidad
y los datos recabados tienen el estatus de prueba virtual-
mente plena. La averiguación previa integrada por el Mi-
nisterio Público rara vez puede ser desvirtuada en sede ju-
risdiccional por la defensa; de ahí que esa práctica instala
en los hechos una presunción de culpabilidad, en lugar de
una presunción de inocencia. La consecuencia más grave
de esto, más allá de las injusticias perpetradas a personas
concretas, es que se han atrofiado las capacidades de in-
vestigación del Ministerio Público. Muy poco le interesa al
Ministerio Público investigar profesionalmente los casos
cuando tiene la posibilidad de integrar unilateralmente un
expediente cuyos datos se presumirán ciertos y prosperarán
sin ser efectivamente debatidos. Además, como el Ministe-
rio Público realiza sus actuaciones por escrito, esto limita
toda posibilidad de control respecto de la calidad de la in-
formación, pues los juzgadores la asumen como cierta.

Y de hecho, la investigación empírica disponible nos con-
firma que, en efecto, las sentencias de los jueces penales,
en sus contenidos prácticamente calcan el contenido de las
averiguaciones previas. En estas condiciones no necesita el
Ministerio Público procurar una investigación profesional
que después pudiera resistir una efectivo debate en el jui-
cio, pues no habrá tal. Aún con una investigación débil, el
Ministerio Público obtendrá una sentencia condenatoria en
nueve de cada diez casos. Así, no tenemos en nuestro país
un juicio, sino una simulación de juicio.

Afortunadamente, el proceso de democratización de Amé-
rica Latina ha influido notablemente en la forma en que ha
evolucionado el sistema procesal penal. La mayoría de los
países de la región cuenta ya con sistemas procesales de ca-
rácter acusatorio, los cuales son acordes con los requeri-
mientos de las sociedades democráticas. El éxito de los
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mismos, ciertamente, ha sido desigual en los distintos paí-
ses, sin embargo, la orientación desde un punto de vista po-
lítico es la idónea.

Son diversas las ventajas que trae aparejadas el proceso de
carácter acusatorio. Sus principios de operación –publici-
dad, contradicción, concentración, continuidad, inmedia-
ción, así como el de imparcialidad, que se cristaliza con la
separación entre juez y acusación– permiten que los ciuda-
danos cuenten con una garantía de debido proceso que ha-
ce posible salvaguardar el derecho a la presunción de ino-
cencia.

Para las víctimas, además, el sistema acusatorio promueve
una mayor eficacia y flexibilidad en la persecución de los
delitos. En efecto, un proceso de corte acusatorio presupo-
ne que la investigación de los delitos no está formalizada.
Por tanto, ya no es necesario que el Ministerio Público va-
ya generando un expediente de la investigación –averigua-
ción previa– con densas formalidades similares a las que
luego se practican en los expedientes judiciales. Al elimi-
nar ese lastre y exigir al Ministerio Público simplemente
que conserve los registros necesarios para que terceros
puedan verificar la calidad de su actuación, el acusador pe-
nal puede operar con agilidad y eficiencia. Por lo tanto,
ya no tendrá el Ministerio Público que elaborar—como
ocurre en el modelo mixto—un expediente de averigua-
ción previa.

Por estos motivos, el sistema acusatorio desformaliza la ac-
tividad de investigación. Ya no constituye un procedimien-
to cuasi-jurisdiccional que prefigura la sentencia del juez.
Pero sí representa, en cambio, un instrumento de trabajo
flexible a partir del cual los fiscales se coordinarán ágil-
mente con la policía, para ir obteniendo las piezas del caso
que habrán de litigar.

Finalmente, cabe señalar que, por sus características, un
proceso acusatorio permite adoptar más ágilmente todas
las medidas recomendadas por la Convención Internacio-
nal para el combate a la Delincuencia Organizada Trans-
nacional, también conocida como Convención de Paler-
mo, entre otras medidas se citan: las entregas vigiladas, la
ampliación de los plazos de prescripción, la inmunidad de
informantes que conduzcan a la captura, procesamiento y
condena de quienes ocupen puestos de administración o di-
rección de este tipo de organizaciones criminales, y medi-
das para la efectiva protección de las víctimas. Por tanto,
otra gran ventaja del sistema acusatorio es que permite la
adopción aún más ágil de estas medidas, con mayor efecti-

vidad y menos riesgos, que el sistema inquisitivo mixto vi-
gente.

Oralidad

El juicio oral, es decir, emplear el método de la audiencia
para decidir la culpabilidad o inocencia del acusado, es só-
lo una de las características del nuevo proceso penal. En re-
alidad, éste representa sólo una de las múltiples aplicacio-
nes de un sistema de audiencias. Al analizar la experiencia
de varios países de América Latina en materia de procedi-
miento oral, se observa que las limitaciones de las reformas
en muchos de ellos provienen de no haber extendido los
principios de oralidad y de contradicción a las etapas pre-
vias al juicio oral. El así hacerlo implica introducir ele-
mentos de transparencia y rapidez en la toma de decisiones
desde muy temprano en los procesos. En los sistemas que
con mayor efectividad usan la audiencia oral, los jueces
pueden utilizar la audiencia para, por ejemplo:

• Controlar la calidad de la detención de las personas, a
tan sólo 24 horas después de ocurrida su detención;

• Dictar medidas para la protección de evidencias y víc-
timas;

• Resolver ágilmente sobre la prisión preventiva y revi-
sar periódicamente la medida;

• Verificar la legitimidad de las pruebas;

• Escuchar y resolver (de manera privada) sobre solici-
tudes de órdenes de aprehensión y de intervención de
comunicaciones;

• Terminar anticipadamente el proceso, sin necesidad de
ir a juicio oral, y

• Administrar el proceso, adaptando los plazos a las ne-
cesidades propias de cada juicio, haciéndolo más rápido
y menos costoso.

Otra de las ventajas de la metodología de audiencias con-
siste en reducir el riesgo del error judicial, pues su efecto
inmediato es elevar la calidad de la información sobre la
base de la cual los jueces toman todas estas decisiones,
brindándoles a éstos mejores elementos para decidir. En
cambio, en el sistema vigente, la información proviene ge-
neralmente de sólo una de las partes, sin que la otra parte
pueda participar significativamente para controlar la cali-
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dad y veracidad de la información que aporta el otro. En
cambio, en un sistema de audiencias, la información que
aporta una parte, siempre puede ser debatida por la otra,
para en su caso hacerle ver al juez las inconsistencias de la
misma. Además, la participación del público impide que el
juzgador resuelva algo claramente contrario a lo que el pú-
blico ve y entiende.

Finalmente, el sistema de audiencias permite a los jueces
decidir con la información que se recibe personal y direc-
tamente de su fuente. En cambio, hoy en día, los juzgado-
res deciden sobre la base de información no verificable que
proviene incluso de fuentes anónimas, de segunda o terce-
ra mano.

Justificación de los cambios

A continuación se precisa el sentido de los cambios más re-
levantes respecto de cada uno de los preceptos modifica-
dos:

Artículo 16

Es fundamental que cuando una persona es detenida por las
autoridades, sea conducida sin demora ante juez para que
éste verifique cómo fue tratada, en presencia del fiscal y
del defensor. Hoy en día, lo que ocurre es que una persona
es conducida a los separos de los Ministerios Públicos, en
donde permanece detenida hasta 48 horas, expuesta a ma-
los tratos que, según la estadística disponible, ocurren en
33% de los casos. Después, cualquier detenido en México
será llevado a un reclusorio, y presentado ante los secreta-
rios de un juez, hasta cinco días después de la detención.

Los países de América Latina, que han establecido con ma-
yor éxito reformas al proceso penal, prohibieron que haya
personas detenidas en el Ministerio Público. También han
optado por conducir a las personas detenidas a una audien-
cia de control de detención dentro de un plazo de 24 horas.
Por esta razón, proponemos que las personas que sean dete-
nidas no puedan ser custodiadas por quien tenga a su cargo
la persecución penal, y, enseguida, que el primer punto de
contacto entre detenidos y jueces tenga lugar como máximo
hasta 24 horas después de la detención, en la denominada
“audiencia de control de la detención”. Esta audiencia sería
el punto de revisión más frecuente e importante para contro-
lar la actividad inicial de la Policía y Ministerios Públicos.

En México, las audiencias que más se parecen a aquéllas,
las denominadas de “declaración preparatoria” son meros

formalismos que tienen lugar hasta cinco días después de
que una persona es detenida. Estos encuentros, por sus ca-
racterísticas, nunca ponen al acusado en condiciones de ex-
presar cómo fue tratado por las autoridades o de enterarse
con claridad de sus derechos. Considerando que la mayoría
de los delitos que llegan a esta etapa son hurtos menores,
resulta fundamental que, para recuperar la confianza ciu-
dadana, en nuestro país ese primer contacto con los jueces
ocurra a la brevedad y que entregue una imagen de calidad
y profesionalismo en el trato.

Además de las audiencias de control de la detención, se in-
troducen elementos de oralidad más allá de la etapa de jui-
cio para que el Ministerio Público pueda responder al fe-
nómeno delictivo con más agilidad. Específicamente,
podrá el Ministerio Público solicitar oralmente órdenes de
aprehensión ante juez en audiencias secretas y obtener una
respuesta inmediata por parte de los jueces; lo mismo po-
drá hacerse respecto de la intervención de comunicaciones
y otros instrumentos de investigación que requieren autori-
zación judicial, conforme al texto vigente. Hoy en día sólo
el ministerio público federal puede solicitar la intervención
de comunicaciones privadas, y tanto para resolver sobre és-
tas como sobre las órdenes de aprehensión pesan una gran
cantidad de requisitos y plazos.

Artículo 17

Además de los componentes relativos a la oralidad, la pro-
puesta comprende una serie de elementos que permiten in-
crementar la eficiencia y la racionalidad en la aplicación de
recursos públicos para la persecución de delitos, a través
del establecimiento de los siguientes elementos:

• Principio de oportunidad (Archivo provisional –con-
firiendo al Ministerio Público la facultad de no iniciar la
investigación– o de detenerla una vez iniciada);

• Mecanismos de simplificación procesal (Juicio inme-
diato –en la audiencia de control de la detención; y pro-
cedimientos simplificados– aspectos que no era necesa-
rio mencionar explícitamente en el 17); y

• Resolución alternativa de conflictos (Suspensión con-
dicional del procedimiento y acuerdos reparatorios)

Todas estas medidas se justifican sobre la base de que en
nuestro país, hoy en día, empleamos la gran mayoría de los
recursos públicos en persecuciones penales extensas, cos-
tosas, y de muy cuestionable interés para la seguridad pú-
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blica. La gran mayoría de las personas que componen la
población penitenciaria cometió hurtos menores, no vio-
lentos; sin embargo, en procesar esta clase de delitos se
gastaron miles de pesos y su duración—que normalmente
consume alrededor de 100 días—contrasta con la celeridad
con que este tipo de asuntos se despachan en países como,
por ejemplo, Chile, que resuelve este tipo de casos en la
misma audiencia de control de la detención, a escasas 24
horas del arresto, en un encuentro que concluye con una
sentencia al cabo de 15 minutos.

El Ministerio Público podrá ahorrar dinero público al evi-
tar un gran número de persecuciones penales innecesarias,
sea por que hay débiles posibilidades de un litigio exitoso,
o porque se trate de asuntos de escaso interés para la segu-
ridad pública; en resumen, estos ingredientes crean múlti-
ples vías para descongestionar al Ministerio Público y em-
plear los recursos racionalmente.

Artículo 19

De la misma manera en que proponemos utilizar la audien-
cia para controlar la legalidad de la detención de cualquier
persona, consideramos que es indispensable que ese mismo
método de trabajo se empleé para tomar decisiones respec-
to de las medidas cautelares y la prisión preventiva. Hasta
el día de hoy, en nuestro país opera un esquema constitu-
cional que presupone que un legislador puede tener más
sensibilidad que un juez para tomar decisiones al respecto.
Si el delito es legislativamente catalogado como “grave”,
la persona habrá de permanecer en prisión preventiva. En
términos prácticos, este sistema se ha traducido en que los
legisladores locales han incrementado la cantidad de deli-
tos definidos como “graves”. La consecuencia es que la po-
blación penitenciaria se ha multiplicado en todo el país, sin
que la mayoría de los internos sean el tipo de delincuentes
que son relevantes para la seguridad pública, y además, in-
crementando los costos sociales de la prisión, pues la cár-
cel es la alternativa económicamente más costosa que po-
dría ponerse en práctica. En efecto:

• En México, alimentar, custodiar y albergar cada pri-
sionero cuesta al contribuyente aproximadamente
$61,000 pesos al año ($167 pesos por día). Según IN-
EGI, hay 90,000 personas presas preventivamente. Esta
población cuesta al erario $15 millones de pesos diarios,
5.5 billones de pesos al año. Este monto se vería mejor
empleado en programas sociales y de prevención del de-
lito.

• La prisión preventiva tiene costos adicionales: los re-
clusos vuelven a sus hogares con menos salud, poca
confianza en sí mismos, y menos posibilidades de llevar
una vida normal. La experiencia de la cárcel genera un
estigma social que reduce sus posibilidades de desarro-
llo posterior y priva a los acusados de saludables con-
tactos con amigos y parientes, al tiempo que los expone
a las experiencias de otros reclusos que les enseñan ma-
neras de delinquir.

• El incremento sostenido en la población penitenciaria
genera un descontrol y diluye las posibilidades de la cár-
cel como medida de tratamiento. Las tasas de reinciden-
cia (cantidad de personas reclusas que en el futuro vuel-
ven a delinquir) son la mejor manera de medir la
efectividad de la cárcel. En México, desafortunadamen-
te las autoridades no generan ni publican esta informa-
ción de manera sistemática, para todo el país.

• Es importante considerar experiencias de éxito al ex-
plorar alternativas a la prisión preventiva. En Nuevo Le-
ón, un programa de supervisión de fianzas ha demostra-
do su superioridad respecto de la cárcel: es más barato y
efectivo que aquélla. Por ejemplo, 98% de los acusados
supervisados por la organización “RENACE” completa-
ron su proceso a tiempo. Sólo 2% de los que participa-
ron en el programa reincidieron en algún delito en los si-
guientes dos años. Esto contrasta fuertemente con una
tasa de reincidencia del 31% de quienes fueron encarce-
lados.

Además, uno de los efectos más perversos del abuso gene-
ralizado de la prisión preventiva, que se ha demostrado es-
tadísticamente y que conviene aquí exponer, es que destru-
ye los incentivos naturales que tendrían los participantes en
el proceso penal. La prisión preventiva se traduce en que el
órgano acusador obtiene el encarcelamiento de la persona
acusada, desde los primeros minutos del proceso, sin que
haya sentencia ni pronunciamiento judicial sobre su culpa-
bilidad. Esto confunde a la opinión pública, y dificulta la
tarea de los jueces, produciendo una distorsión en los in-
centivos deseables. La imparcialidad de los jueces se ve
afectada porque quien juzga no quisiera posteriormente te-
ner que reconocer que tuvo preso a un inocente: preferirá
condenarlo. En cambio, la parte acusadora, que normal-
mente tendría que investigar exhaustivamente un delito pa-
ra obtener una respuesta punitiva, tiene menos razones pa-
ra profundizar en su investigación, pues el resultado
máximo que podría obtener para el imputado—la cárcel—
ya ha sido obtenido. Así, quien debe juzgar imparcialmen-
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te es menos imparcial, y quien debe investigar exhaustiva-
mente, hará menos investigación. En consecuencia, el efec-
to neto de la prisión preventiva es incrementar los riesgos
de error judicial ya que, como hubo menos investigación y
menos imparcialidad, aún si la persona es condenada, hay
menos certeza de que ésta es quien efectivamente cometió
el delito. Con todo ello, como sociedad estamos en una si-
tuación más precaria, pues como contribuyentes pagamos
tanto los costos de la prisión, cuanto los costos de la inse-
guridad.

Reconociendo esta problemática, algunos tratados interna-
cionales en la materia entregan sendos criterios para limi-
tar el uso de la prisión preventiva a las situaciones que sea
indispensable. Entre otros tratados cabe señalar el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos (el Pacto) y la
Convención Americana de Derechos Humanos.

A pesar de esto, y no obstante que nuestro país ha suscrito
estos tratados, nuestro orden jurídico los contraviene ya
desde el texto constitucional. En efecto, el criterio para la
aplicación de la prisión preventiva que establece la frac-
ción I, Apartado A del artículo 20 de la Constitución, con-
tradice los compromisos internacionales en la materia, des-
naturalizando por completo esta medida cautelar y
convirtiéndola en una pena sin juicio.

De lo dispuesto en los artículos 14 de la Constitución Me-
xicana, 9,3 y 14.2 del Pacto, 8.2 de la Convención Inter-
americana, así como de la jurisprudencia de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos y las recomendaciones e
interpretaciones de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, se desprenden los siguientes principios res-
pecto a la prisión preventiva y su aplicación:

a) Requisitos de procedencia. La prisión preventiva sólo
puede aplicarse sobre la base de que el Estado pretende
ejercer la acción penal; por lo tanto, para prosperar, tal so-
licitud plantea como condición necesaria, mas no suficien-
te, que el Estado haya aportado la existencia de indicios su-
ficientes y confiables, mismos que, de ser comprobados,
conducirían a una condena.

b) Finalidad cautelar. La prisión preventiva únicamente
puede usarse para prevenir o cautelar ciertos riesgos que de
actualizarse impedirían o dificultarían el juzgar a una per-
sona que en definitiva, ha sido acusada y será perseguida
penalmente. Entre otras finalidades se prevé proteger el
desarrollo de la investigación de los hechos punibles o eli-
minar el riesgo de que se vean afectadas la integridad físi-

ca o la vida de víctimas o testigos. En definitiva la prisión
preventiva no es una alternativa para sancionar la posibili-
dad de una conducta delictivas que no han sido plenamen-
te comprobadas; emplearla así, como se hace hoy, en tér-
minos prácticos, en México, no representa ningún
beneficio social.

Así, por ejemplo, lo ha establecido la Corte Interamericana
en la sentencia del caso Suárez Roser vs. Ecuador, que a la
letra dice:

“77. Esta Corte estima que en el principio de presunción
de inocencia subyace el propósito de las garantías judi-
ciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente
hasta que su culpabilidad sea demostrada. De lo dis-
puesto en el artículo 8.2 de la Convención se deriva la
obligación estatal de no restringir la libertad del deteni-
do más allá de los límites estrictamente necesarios para
asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las
investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia,
pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no
punitiva. Este concepto está expresado en múltiples ins-
trumentos del derecho internacional de los derechos hu-
manos y, entre otros, en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, que dispone que la prisión
preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no
debe ser la regla general (art. 9.3). ...”

c) Excepcionalidad. La prisión preventiva debe tener un
carácter excepcional. Por lo tanto, tan drástica medida de-
be sólo aplicarse cuando no existan otras medidas cautela-
res menos gravosas con las que se puedan prevenir los ries-
gos ya mencionados.

d) Proporcionalidad. La aplicación de la prisión preventi-
va debe ser proporcional; es decir ser concordante con la
severidad de la pena posible que pudiera imponerse, de lle-
gar a probarse la acusación.

e) Provisionalidad. La prisión preventiva debe tener no só-
lo plazos legales máximos de duración, sino plazos inter-
medios en que las partes se sometan al juez para conside-
rar si las bases que condujeron a adoptar la medida, se
siguen sosteniendo en el tiempo.

La fracción I, Apartado A del Artículo 20 de nuestra Carta
Magna, contraviene estos principios porque en lugar de en-
tregar criterios a los jueces para que éstos consideren si de-
ben aplicar la prisión preventiva, sustrae ésta del ámbito de
decisión de los jueces. En consecuencia, aplicar la prisión
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preventiva depende de si el delito imputado es considerado
grave o no, o sea, de si éste es genérica y abstractamente
calificado como inexcarcelable por el legislador secunda-
rio. Tratándose de cualquier delito al que el legislador se-
cundario le confiera el adjetivo de “grave”, la prisión pre-
ventiva procede automáticamente. En consecuencia,
nuestro marco constitucional vigente viola el derecho in-
ternacional porque la prisión preventiva procede en fun-
ción de la clasificación jurídica del delito, y no en función
ni de la satisfacción de requisitos de procedencia ni en fun-
ción de alguna finalidad cautelar.

Por otra parte, en nuestra Constitución no se establece li-
mitante alguna para que el legislador califique un delito co-
mo grave y, por tanto, determine que el mismo implica pri-
sión preventiva automática. Todo esto ha tenido por
consecuencia que la prisión preventiva, la más costosa de
las medidas cautelares, se aplique de manera indiscrimina-
da. De hecho, la prisión preventiva se aplica a la gran ma-
yoría de los inculpados, sea porque cada vez son es mayor
el número de delitos calificados como graves por el legis-
lador federal o estatal, o debido a que la gran mayoría de
los inculpados carecen de recursos para cubrir la garantía
que el juez les exige para poder obtener su libertad “provi-
sional”.

Los principios de proporcionalidad y duración máxima de
la prisión preventiva tampoco son contemplados en el tex-
to constitucional, ni expresa, ni implícitamente.

La consecuencia más perversa de esto es que, debido a la
magnitud del uso de esta medida, inducimos a que el pro-
ceso penal en nuestro país opere con amplios márgenes de
error que de ninguna manera son armónicos con los nive-
les de seguridad pública que hoy exige la ciudadanía, ni
con el desempeño que se desea de las instituciones.

A fin de superar todas estas contradicciones entre la Cons-
titución General de la República y los tratados internacio-
nales reconocidos por el país, se proponen diversos cam-
bios al artículo 19 Constitucional, para regular en él todo lo
relativo a las medidas cautelares; y se propone, en el artí-
culo 20 de la Constitución, Apartado A, solo contemplar el
resto de los derechos que tienen que ver con garantizar un
proceso justo.

En primer lugar, se propone hablar de medidas cautelares,
a fin de que quede muy claro el sentido no sólo de la pri-
sión preventiva, sino de toda medida restrictiva de dere-

chos aplicada al inculpado antes de dictarle sentencia: ca-
be reiterar que entre sus fines se cuenta garantizar la com-
parecencia en juicio, o la integridad de la víctima. Pero con
ello también se busca abrir la posibilidad de que el legisla-
dor secundario establezca diversos tipos de medidas caute-
lares alternativas a la prisión preventiva y no se limite a es-
tablecer la caución como única medida.

En segundo término, se establece que las medidas cautela-
res que se apliquen al imputado deben ser sólo las “indis-
pensables” para asegurar la comparecencia a juicio del im-
putado, el desarrollo de la investigación y proteger a la
víctima, a los testigos y a la comunidad. De esta forma se
adopta el criterio para la aplicación de las medidas cautela-
res (no sólo la prisión preventiva) indicado por la Corte
Interamericana en la sentencia arriba citada, y además, se
establece que este tipo de medidas deben ser proporciona-
les (sólo las indispensables) al riesgo que se busca evitar o
cautelar.

Finalmente, se considera necesario también establecer un
presupuesto material o de fondo para su procedencia: la
probable existencia del hecho delictivo y la responsabili-
dad del imputado. La prisión preventiva implica una res-
tricción de derechos muy severa. Por ese motivo, el Minis-
terio Público debe quedar obligado a presentar ante juez
indicios creíbles y suficientes, que, de ser comprobados,
llevarían a un tribunal a la convicción de que se cometió un
hecho delictivo y que el imputado ha participado en el mis-
mo. En definitiva, para que un juez pueda autorizar al Es-
tado a restringir derechos de una persona, al menos debe
exigirle que demuestre tiene un caso penal plausible en su
contra.

Sin embargo, el estándar no debe ser tan alto que las medi-
das cautelares se vuelvan inaplicables o bien, que su impo-
sición requiera de análisis muy profundos de parte del juez
de tal manera que en la práctica sólo puedan ser aplicadas
tardíamente, cuando ya el riesgo que se pretende cautelar
se puede ya haber actualizado. Por ende, debe reducirse ese
estándar a un grado de probabilidad y confiabilidad res-
pecto de los indicios de prueba sobre la existencia, tanto
del hecho delictivo, como de la responsabilidad del impu-
tado. Además, la redacción propuesta busca evitar que el
juez tenga que hacer una valoración extensa de anteceden-
tes o prueba. El trabajo de justificación que se le exige a un
juez versar sobre los criterios para aplicación de la medida.
Se trata de un análisis legal enteramente distinto del que
correspondería a una sentencia.

Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados440



Finalmente, se podrá apreciar que el requisito de fondo so-
bre la acreditación del hecho delictivo y responsabilidad
probables desaparecen como condición para procesar a una
persona: solamente tienen lugar, junto con los relativos a
los riesgos, como criterios de decisión para la imposición
de medidas cautelares. Consideramos que el proceso penal
en si mismo considerado, no restringe derechos. En con-
traste, la aplicación de las medidas cautelares si los restrin-
ge. Por tanto, si en un caso concreto el Ministerio Público
no solicita medida cautelar alguna en contra del imputado,
no existe razón para exigir que satisfaga ese requisito de
fondo relativo la probable existencia del hecho y de la res-
ponsabilidad.

En el párrafo segundo se propone establecer expresamente
el principio de excepcionalidad de la prisión preventiva y
contemplarle como una medida de ultima ratio. Asimismo,
en el párrafo tercero se establecen dos años como plazo
máximo de duración de la prisión preventiva, sin perjuicio
de los plazos intermedios que habrá de disponer tras escu-
char a las partes. Este plazo máximo y las consecuencias
que trae aparejadas también evitarán que se aplique en la
práctica la prisión preventiva como pena anticipada e in-
troducen un deseable incentivo para que las autoridades
impartan justicia en tales plazos.

Artículo 20

El artículo 20 constitucional debe ser completamente mo-
dificado para incorporar en la Constitución las bases del
debido proceso legal y el mandato claro para crear juicios
orales en México, tanto en el ámbito federal como local.
Para tal efecto se propone un primer párrafo en que se
enuncian las características generales de las audiencias, que
son el componente que viene a sustituir al expediente escri-
to como método de trabajo. Tales audiencias operarán sobre
la base de la publicidad y la oralidad; permitirán el debate
entre las partes, y operarán bajo los principios de libertad
probatoria, continuidad, inmediación e imparcialidad.

Según se desprende de las referencias previas al sistema
acusatorio y oral, la justicia penal –y las importantes con-
secuencias que el mismo tiene para las personas y para la
sociedad– exige como condición de legitimidad democrá-
tica que el Estado asuma la carga de probar los hechos que
acrediten la responsabilidad penal de las personas, es decir,
que tenga un carácter acusatorio.

A pesar de que algunos autores identifican lo acusatorio
con lo adversarial, es menester incluir esta última caracte-

rística, en tanto que la misma impone al proceso el sentido
de una contienda en la que las partes actúan sometidas a la
jurisdicción en igualdad de condiciones para demostrar sus
pretensiones. El juez sólo puede verificar los hechos impu-
tados a una persona cuando éstos resisten la crítica de una
defensa que cuenta con los medios para desvirtuarlos; la
imparcialidad judicial no puede ejercerse cuando se resuel-
ve una contienda en la que una de las partes goza de ven-
tajas.

La oralidad implica, como regla general, que las pretensio-
nes, argumentaciones y pruebas en el desarrollo del proce-
so se deben plantear, introducir y desahogar en forma ver-
bal, sin lectura de documentos, ante el juez o tribunal.

Dada la importancia de estos principios para establecer el
andamiaje del proceso penal es preciso explicitar que su
operación, en términos generales, constituye la base para la
operación efectiva de un sistema de auténticas audiencias:

a) Libertad probatoria. Las pruebas serán apreciadas
de acuerdo con el grado de convicción que produzcan
ante los jueces con apego a las reglas de la sana crítica.
La investigación debe, por tanto, centrarse en la idonei-
dad de la prueba para convencer, no en la satisfacción de
formalismos.

b) Publicidad. Todas las actuaciones serán, por princi-
pio general, públicas, con las excepciones que se esta-
blecen exclusivamente para proteger la integridad física
o psicológica de las personas que deban participar en las
audiencia, o cuando se ponga en riesgo la revelación in-
debida de datos legalmente protegidos.

c) Contradicción. Las partes podrán debatir los hechos
y argumentos jurídicos, normativos, jurisprudenciales
de la contraparte y controvertir cualquier medio de
prueba, para lo cual podrán hacer comparecer, interro-
gar o, en su caso, contrainterrogar, a los testigos y peri-
tos pertinentes.

d) Concentración. La presentación, recepción y des-
ahogo de las pruebas, así como todos los actos del de-
bate se desarrollarán, ante juez competente y las partes,
en una audiencia continua, sucesiva y secuencial, salvo
casos excepcionales previstos en la legislación ordina-
ria.

e) Continuidad. Las audiencias no se interrumpirán,
salvo en casos excepcionales previstos en la legislación

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 25 de abril de 2007441



ordinaria. En caso de interrumpirse las audiencias se re-
anudarán en un plazo breve y, de no ser ello posible, se
ordenará su repetición.

f) Inmediación. Los jueces sólo tomarán conocimiento
del material probatorio presentado en las audiencias
presididas por uno o varios jueces, quienes escucharán
directamente los argumentos de las partes, con la pre-
sencia ininterrumpida de los sujetos procesales que de-
ban participar en ellas, salvo los casos previstos en la
ley para la prueba anticipada.

g) Imparcialidad. Las funciones de investigación, acu-
sación, preparación del juicio y enjuiciamiento, quedan
a cargo de actores distintos, buscando evitar distorsionar
la misión de cada actor.

Los principios rectores del proceso penal son interdepen-
dientes. Difícilmente tienen sentido si se les considera ais-
ladamente.

Corresponderá a la legislación reglamentaria demarcar los
alcances y las excepciones propias de cada una de las ca-
racterísticas y principios que rigen el proceso penal, así co-
mo establecer las bases a partir de las cuales se deben di-
señarse las normas procesales ordinarias tanto en el ámbito
federal como en el local para el desarrollo del proceso.

De acuerdo con la tradición constitucional mexicana, con-
sideramos conveniente conservar el catálogo detallado de
derechos fundamentales en la materia agrupados según co-
rrespondan a los imputados o de las víctimas. Este catálo-
go necesariamente se habrá de modificar para responder a
las nuevas directrices. A continuación de precisa el sentido
de las modificaciones propuestas, elaboradas en lenguaje
de derechos:

Apartado A, sobre los derechos de los imputados

El derecho a la defensa, cuya vinculación con el principio
acusatorio salta a la vista, queda establecido en la fracción
I. Éste adquiere una mayor relevancia al ser enmarcado en
un proceso acusatorio, público, adversarial y oral, como
condiciones previas para su pleno ejercicio. Queda por tan-
to superada la idea recogida por el precepto constitucional
vigente que establece la defensa dentro de la averiguación
previa, donde, además, falta un presupuesto básico de toda
defensa: que ésta se ejerza ante un juez imparcial con po-
testad sobre ambas partes y no ante el propio acusador.

Si bien, cuando fue introducida la posibilidad de defensa
dentro de la averiguación previa en la actual parte final del
apartado A del artículo 20 constitucional, la medida fue
vista por algunos como un avance dentro del sistema mix-
to, el paso del tiempo ha hecho evidente que dicha limita-
da defensa en realidad vino a fortalecer el componente in-
quisitivo del sistema mixto que la prohijó, permitiendo que
el juicio iniciara con pruebas preconstituidas por el Minis-
terio Público y legitimadas de esta forma por la propia de-
fensa. En el peor de los casos, la participación de la defen-
sa en la etapa de la investigación se prestaba a prácticas de
corrupción. La defensa, en efecto, tiene sentido a partir de
que una persona es detenida y cuando ha de ser interroga-
da, pero en definitiva, se ejerce a plenitud en sede judicial
y, por el contrario, se desvirtúa cuando se pretende que se
ejerza frente al propio acusador, como sucede en la actua-
lidad durante la averiguación previa.

La presunción de inocencia, estrechamente vinculada con
el principio acusatorio no es solamente un regla de trato ha-
cia el acusado. Ésta implica, además, una actitud que debe
mantener el juzgador frente a las pruebas que han de ver-
terse en el juicio. La culpabilidad del acusado sólo puede
pronunciarse a partir de un rechazo razonado de la presun-
ción de inocencia; cuando las reglas de la sana crítica indi-
can que sería ilógico no hacerlo. Es, por tanto, un principio
elemental que informa todas las decisiones de las autorida-
des responsables de perseguir y de sancionar los delitos.
Así se reconoce en la fracción II del Apartado constitucio-
nal correspondiente.

El derecho a la defensa se ve complementado con el dere-
cho del imputado a participar en el juicio, así como el de-
recho a declarar o a guardar silencio según se establece en
la propuesta de fracción III de este Apartado.

En cuanto a la participación del imputado en el juicio, el
cambio principal es que la garantía ahora consiste en que
éste se realice en igualdad de circunstancias con la acusa-
ción, y que en esta etapa se manifiesten a plenitud los prin-
cipios procesales adoptados. Lo mismo puede señalarse
respecto de la etapa preparatoria al juicio, es decir, aquella
en la que se depuran los medios probatorios y se fija la li-
tis bajo control de un juez intermedio, comúnmente deno-
minado juez de garantía.

Si bien no se prevé que el imputado, y su defensa, inter-
vengan antes de la etapa intermedia, es decir durante la fa-
se de investigación preliminar, sí tendrán derecho a benefi-
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ciarse de las investigaciones que hubieren realizado la po-
licía y el ministerio público, como se establece en la frac-
ción X de este mismo apartado. Una vez que el imputado
haya sido vinculado a proceso tendrá pleno acceso a la in-
formación que constare en la carpeta de investigación inte-
grada hasta entonces y, desde luego, a todos los datos e in-
dicios que el Ministerio Público recabare en su contra, y a
la manera en que éstos se recabaron.

El hecho de que en un punto determinado el juez interven-
ga no significa que habrá concluido la investigación del
Ministerio Público. Ésta podrá continuar, pero ahora bajo
el control de un juez que necesariamente será quien pueda
autorizar toda afectación a la esfera jurídica del imputado
durante esta etapa. Esto no significa, de manera alguna,
que el juez investigue, como ocurre con los sistemas que
han adoptado la figura del juez instructor. Por el contrario,
en estricta observancia del principio acusatorio, el Ministe-
rio Público tendrá la carga probatoria y el juez –trátese del
que interviene en esta etapa o del o los jueces que formen
un tribunal de juicio oral– estará invariablemente colocado
en una posición de independencia ante las partes.

El derecho del imputado a guardar silencio, reconocido en
la misma fracción III de este apartado implica que el Esta-
do no puede obligar al imputado a contribuir a su propia
condena. La razón de ser de esto es que no puede hacerse
descansar el funcionamiento del aparato de justicia sobre la
esperanza de que los acusados decidan confesar. Tampoco
es una alternativa legalmente aceptable, ni conveniente, el
forzar de ellos algún pronunciamiento.

Por tanto, el derecho a no autoincriminarse obliga al Esta-
do a tener que probar su acusación prescindiendo de lo que
el acusado pudiera manifestar. El efecto inmediato de esta
norma es que el Estado tiene que realizar una investigación
científica y profesional para poder probar el delito. Asi-
mismo, esto destruye cualquier incentivo que pudiera tener
el Ministerio Público para incurrir en maltratos y torturas.
Ambos se encuentran entre los principales fines deseados
por esta reforma.

Este derecho implica, también, que el imputado pueda ejer-
cer su derecho tanto para defenderse de una imputación co-
mo para aceptar total o parcialmente los hechos, pero en
este último caso, en congruencia con el principio de liber-
tad probatoria y la consiguiente derogación de todas las
normas que implican un valor fijo preestablecido para las
pruebas, la confesión ya no tendrá el valor que el sistema

vigente le había conferido. Esto es particularmente rele-
vante respecto de la confesión rendida ante el Ministerio
Público, que se convirtió en una herramienta inquisitiva
durante las últimas décadas, y que fue la causante del más
sentido desprestigio de nuestro proceso penal.

De acuerdo con los principios establecidos en el nuevo mo-
delo procesal y, particularmente, en la fracción VII de este
Apartado, por regla general las pruebas sólo tienen valor
cuando hayan sido rendidas y desahogadas ante juez com-
petente. Por tanto, en el caso de que una persona acepte an-
te el Ministerio Público su participación en la comisión de
un delito –lo que estrictamente no puede prohibirse– seme-
jante declaración no tiene absolutamente ningún valor a
menos de que el acusado decida, de viva voz, replicarla
frente a los jueces.

En consecuencia, al aprobarse esta reforma constitucional
quedará ipso jure derogada la siguiente jurisprudencia vi-
gente al día de hoy, que establece:

Confesión. Primeras declaraciones del reo. De acuerdo
con el principio procesal de inmediación procesal y sal-
vo la legal procedencia de la retractación confesional,
las primeras declaraciones del acusado, producidas sin
tiempo suficiente de aleccionamiento o reflexiones de-
fensivas, deben prevalecer sobre las posteriores1.

Con esto, habremos extirpado del orden jurídico mexicano
la obsesión que hasta ahora tienen las procuradurías de ba-
sar su estrategia de “investigación” en la obtención de con-
fesiones por medio de maltratos o amenazas.

La fracción IV de este inciso reconoce el derecho del im-
putado a una defensa técnica, desde el momento de la de-
tención. Se elimina el sucedáneo de la intervención de una
persona de confianza del imputado, puesto que sólo con
una defensa profesional es posible garantizar el debido
proceso penal. Esta exigencia ha sido reconocida por el
Código Federal de Procedimientos Penales y por los orde-
namientos seminales de Chihuahua, Oaxaca y otras entida-
des.

La redacción propuesta en esta fracción abre la posibilidad
para que este servicio sea proporcionado directamente por
el Estado, como ocurre actualmente, o mediante otras mo-
dalidades, como podría ser mediante formas pro bono, o
por medio de la contratación de abogados privados.
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Con todo, la característica más novedosa de la nueva re-
dacción es que inserta el derecho a elegir libremente un de-
fensor, con la consecuente obligación para el Estado de en-
tregar oportunamente al imputado información y
elementos que permitan que pueda efectivamente elegir un
abogado que le convenza, sobre la base de datos objetivos
acerca del desempeño previo, sea que se trate de defenso-
res públicos o privados.

En consonancia con la reciente reforma a los artículos pri-
mero y segundo constitucionales, la fracción V del Aparta-
do A del nuevo texto constitucional incorpora el derecho a
la asistencia de un traductor, a efecto de colocar a los inte-
grantes de los pueblos indígenas y a quienes no dominen el
idioma español en condiciones plenas de participar como
sujetos procesales, y de sancionar la violación de este de-
recho.

La fracción VI, por su parte, reconoce el derecho de todo
acusado a ser informado de los hechos que se le imputan,
tanto desde el momento de su detención, como ante el juez
de la causa. Este derecho no sólo reviste importancia para
la preparación de su defensa, sino que constituye una exi-
gencia mínima de respeto a quien ha sido privado de la li-
bertad.

En la fracción VII, se afirma la jurisdiccionalidad del pro-
ceso penal. Se trata de algo tan evidente que, si no fuera
por nuestra tradición inquisitoria, debiera omitirse: hemos
de ser juzgados por los jueces. Las excepciones admisibles
a esta norma son la prueba anticipada, cuando sea necesa-
rio recibir declaraciones, practicar un peritaje, un reconoci-
miento, una reconstrucción o una inspección y, por algún
obstáculo excepcionalmente difícil de superar, como la au-
sencia, la distancia insuperable o la imposibilidad física o
psíquica de quien debe declarar, se presuma que no podrá
ser recibida durante el juicio. Aún así, en la medida de lo
posible se dará intervención a un juez y a la defensa.

La facultad de interrogar y contrainterrogar a los testigos
que declaren y a contar con una amplia oportunidad proba-
toria que se establece en la fracción VIII del apartado A de
este Artículo, constituye una pieza complementaria del de-
recho a la defensa. El interrogatorio y el cotrainterrogato-
rio merecen ser señalados individualizadamente en el texto
constitucional en cuanto que esta facultad se encuentra en
el corazón mismo de un sistema acusatorio, adversarial y
oral, a la vez que constituyen una herramienta fundamental
para controlar la calidad y la veracidad de la información
que servirá de base para dictar sentencia.

El ser juzgado en audiencia pública es la quintaesencia de
la oralidad, característica ampliamente explicada en la par-
te inicial de esta exposición de motivos. Baste agregar que
la Fracción IX establece la posibilidad del imputado de re-
nunciar a la audiencia de juicio, lo cual abre la posibilidad
para el dictado de sentencias en procedimientos abreviados
seguidos por los jueces intermedios o de control de garan-
tías a los que nos hemos referido. La admisión de estos pro-
cedimientos, aunado a los medios alternos de solución de
conflictos penales, es indispensable para que el sistema de
justicia penal pueda funcionar sin verse colapsado por los
juicios orales que se celebren.

El principio de congruencia entre la acusación y la senten-
cia se adopta en la fracción XI de este apartado, lo que se
hace necesario para salvaguardar la seguridad jurídica del
imputado y su derecho a la defensa, de manera que el de-
bate se ciña a la litis planteada, sin perjuicio de que, de
acuerdo con la legislación ordinaria, ésta pueda ser modifi-
cada durante la preparación del juicio, y hasta la apertura
del juicio oral.

Se agrega, en la Fracción XII del apartado A del precepto
analizado el derecho del imputado de ser indemnizado con-
forme a la ley en caso de haber sido privado de la libertad
o condenado en sentencia firme por error judicial o fraude
procesal. Con estas disposiciones nuestra Constitución
adopta lo ya preceptuado en la materia tanto por la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, como por el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; con
esto, se inserta un incentivo más para que las investigacio-
nes penales sean confiables y profesionales, pues esto im-
pone costos adicionales a un desempeño poco profesional.

De acuerdo con la fracción XI de este apartado, el Minis-
terio Público podrá diferir la acusación hasta que sea in-
dispensable hacerla sin tener que atarse de manos desde
el principio del proceso. Sólo en aquellos casos en que
sea indispensable llegar a juicio oral, tendrá el Ministerio
Público que fijar la litis en el auto de apertura de juicio
oral.

La fracción XII eleva a rango constitucional la nulidad de
la prueba ilícita, lo que, limitadamente, ha ido ganando te-
rreno en los ámbitos legislativo y judicial. Lo que viene a
hacer este precepto es incentivar el respeto a los derechos
de los imputados por parte de las autoridades que intervie-
nen en la investigación y acusación del delito. Los amplios
efectos invalidatorios que la norma constitucional atribuye
a las pruebas ilícitas, o al juicio en su conjunto, favorece-
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rán asimismo la capacidad investigativa de la policía y, por
ende, la confianza de la población en ella.

Apartado B, sobre los derechos de las víctimas

Respecto de los derechos de las víctimas en México puede
detectarse un importante nivel de rezago, comparativamen-
te con el avance que se ha tenido en esa esfera a nivel in-
ternacional. Los derechos que nuestro orden jurídico con-
cedían a las víctimas no la facultaban para emprender la
acción penal por sí misma. En plena concordancia con las
propuestas del Anteproyecto de la Red, el marco de dere-
chos de la víctima contenido en el apartado B, se amplió
para que quedara claramente estipulado que, de manera vo-
luntaria, la víctima pueda intervenir como parte en el pro-
ceso penal, con una actuación independiente de la del Mi-
nisterio Público.

Cabe señalar que la acción penal privada, como en la ma-
yoría de los países en que existe, operará limitada siempre
dentro de un marco de control por parte del derecho penal
por parte Estado, procurando que su propósito sea avanzar
persecuciones penales aún en contra de las determinacio-
nes del Ministerio Público. En concordancia con esto, y
habida cuenta de que ahora la víctima tiene la opción de ser
parte en el proceso, ciertos derechos que la víctima tenía, y
cuya falta de funcionalidad había quedado plenamente de-
mostrada, se restringen: desaparece el derecho de amparar-
se por el no ejercicio de la acción penal, cual era necesario
para que el Ministerio Público pueda aplicar criterios de
oportunidad para solucionar los casos, y se reservará en la
ley reglamentaria, a la víctima, el derecho de pedir una ex-
plicación ante el superior jerárquico del fiscal que decida
no perseguir el caso.

Adicionalmente, hoy en día, las víctimas se quejan de que
acudir al sistema de justicia amplía innecesariamente la
traumática experiencia de victimización. Considerando que
la protección de la víctima requiere por parte del Estado al-
go más que la búsqueda de un resultado punitivo, se consi-
deró pertinente incluir como derecho que el Estado instru-
mente protocolos y prácticas de éxito comprobado en
materia de protección de víctimas. Es un medio y un fin en
sí, el que las instituciones operen con sensibilidad a los
ofendidos por un delitos. Fundamental es poner en prácti-
ca los desarrollos en materia de atención a víctimas. La
sensibilidad hacia la víctima es un medio para cumplir con
los fines del Derecho penal y obtener la confianza de los
ciudadanos: sin esa confianza, es poco probable que las au-
toridades persecutorias logren hacerse de la información

necesaria para perseguir delitos. Es un fin porque resulta
fundamental que el sistema de justicia opere para restaurar
la lesión que haya padecido la víctima.

Reconocemos, por lo tanto, que la correcta atención a las
víctimas exige no sólo modernizar los instrumentos legales
necesarios para una persecución penal exitosa, como se
buscó hacer a través de incorporar la acción penal privada;
de insertar el derecho de las víctimas a obtener ágilmente
información precisa sobre el estado de su caso y, preser-
vando la posibilidad de que la víctima pueda coadyuvar
con el Ministerio Público. Pero, además de esto, es funda-
mental que las instituciones se estructuren para entregar
una adecuada atención desde la urgencia en los momentos
posteriores a un ataque, hasta la atención que requieran du-
rante la investigación y, por supuesto, incorporando las
protecciones necesarias a la identidad de la víctima, cuan-
do éstas fueran necesarias durante el litigio de un caso, en
la etapa de juicio oral.

Artículo 21

Desde hace diez años, nuestro país ha incrementando ex-
ponencialmente su gasto en seguridad pública, sin ningún
impacto en los índices la criminalidad. En efecto, median-
te un sistema de aportaciones federales, el Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública transfiere anualmente cuantiosos
recursos a los Estados, todo ello sin que la ciudadanía sien-
ta más confianza en las policías, ni un incremento en su se-
guridad. Hay muchos factores que podrían explicar este
fracaso, y mucho que podría debatirse y mejorarse acerca
de la medición correcta de la intervención de nuestras po-
licías, pero el hecho es que hay varias señales claras de que
la estrategia adoptada de incrementar el gasto público, no
está funcionando. Parte del problema es que el dinero se
está usando para financiar una policía reactiva; no una po-
licía auténticamente preventiva. Estamos gastando el dine-
ro público en una policía que basa su estrategia de comba-
te a la delincuencia en hacer rondines y patrullajes, con la
esperanza de sacarse la lotería: capturar a un delincuente al
momento de cometer un delito.

De hecho, la estadística recabada por CIDE para tres enti-
dades (Distrito Federal, Morelos y Estado de México) de-
muestra que 60% de las personas que están en la cárcel fue-
ron detenidas dentro de las 3 horas siguientes a haber
cometido un delito. Y 20% fueron detenidos dentro de las
24 horas siguientes. Esto es un claro indicador de que la
policía opera por medio del patrullaje callejero, apostando
a detener el crimen en flagrancia. Nuestra policía patrulla
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para detener, y detiene para investigar. Es fundamental in-
vertir esta tendencia: nuestra policía debe investigar para
patrullar eficientemente, e investigar para detener. Sin in-
vertir esta tendencia, nuestro país seguirá despilfarrando el
dinero de público sin sentir mejoras perceptibles en la se-
guridad.

Sin embargo, la razón de que éste sea el modo de operar de
nuestras policías puede rastrearse a una disposición Cons-
titucional que, como ha sido interpretada, indica que sólo
el Ministerio Público está facultado para investigar los de-
litos. Resultaba entonces fundamental aclarar que, cierta-
mente, es también función de la policía investigar delitos y
por lo tanto estructurarse para recibir denuncias.

Por lo tanto, proponemos modificar el Artículo 21 para
acoger la necesidad de imponer en nuestras policías la obli-
gación de investigar delitos. La redacción propuesta reco-
ge una práctica que se ha observado internacionalmente y
que consiste en que la Policía puede recibir denuncias de
hechos delictivos e iniciar investigaciones iniciales en res-
puesta a estas denuncias. La policía operará en coordina-
ción con el Ministerio Público, y una vez que éste decida
emprender la persecución penal, aquélla tendrá que suje-
tarse a la dirección de éste. Instrumentar esta norma ade-
cuadamente requerirá generar esquemas de cooperación
entre quienes tienen el olfato para investigar delitos, y
quienes tienen que litigar el caso para convencer al juez de
emitir una condena.

Entregar a la policía la facultad de investigar implicará
atender un reto logístico considerable, que parte de mejo-
rar la calidad de la fuerza policial, para efectivamente po-
der instrumentar y hacer efectiva esta nueva facultad, por
lo cual el Congreso mantendrá un compromiso de supervi-
sar su evolución.

Artículo 22

Finalmente, el Artículo 22 se modifica para incorporar y
actualizar su redacción de manera que queden nítidamente
prohibidas la tortura y los tratos o penas inhumanos o de-
gradantes, de conformidad con los protocolos y tratados in-
ternacionales suscritos por nuestro país. La necesidad de
contundentemente desterrar estas prácticas del pasado es
incuestionable, y hacerlo parte por que nuestro texto cons-
titucional acoja la terminología correcta que propiamente
designa las conductas que ha proscrito la Comunidad In-
ternacional, desde que se emitió la Declaración Universal
de los Derechos Humanos, hace medio siglo.

Justificación de artículos transitorios 

Primero

La aplicación del nuevo marco de garantías se postergará
hasta por 5 años en los delitos contra la salud relacionados
con el narcotráfico. Esta propuesta atiende las preocupa-
ciones del Ejecutivo y busca dar un espacio suficiente para
que las autoridades adapten sus procesos y eliminen toda
posibilidad de errores de instrumentación en persecución
de delitos de alto costo social.

Atentos al compromiso del Presidente de la República pa-
ra el establecimiento de los juicios orales y al nuestro co-
mo legisladores, agregamos algunos componentes a las
medidas transitorias que se incluyeron en el proyecto de la
Red.

Creemos que es fundamental que se destinen recursos fe-
derales y estatales de manera coordinada, con el propósito
de lograr la instrumentación gradual, efectiva y ordenada
de este mandato constitucional en los estados y en la fede-
ración. Por lo tanto, incluimos medidas tendientes a ello.
Proponemos que, por la parte federal, quien coordine esta
operación sea un órgano constitucional transitorio, cuya di-
rección sea nombrada por el Presidente, y que cuente con
amplias facultades para que pueda apoyar los esfuerzos de
los Estados para la organización y puesta en marcha del
nuevo sistema. Y que, por la parte estatal, sean los estados,
mediante las leyes que se sirvan emitir, quienes determinan
a cargo de quién quedará instrumentar esta reforma.

El Congreso debe contar con instrumentos para evaluar és-
ta y otras políticas públicas en materia de justicia penal y
seguridad pública. Por lo tanto, incluimos medidas transi-
torias para facilitar la rendición de cuentas mediante la eva-
luación por parte de expertos independientes en cuanto a la
instrumentación de juicios orales y el compromiso de emi-
tir una ley que regule la producción de estadísticas en la
materia.

Quinto

De conformidad con el artículo Décimo Sexto Transitorio
original, así como con este artículo transitorio del presente
de Decreto se prevé una Ley General para el Debido Pro-
ceso Penal reglamentaria de los derechos establecidos en
los artículos 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 24 y 102,
Apartado “A” constitucionales.
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Corresponderá a dicha ley reglamentar los derechos que
habrán de respetarse en los procesos penales, se establecen
los contenidos mínimos para que las autoridades federales
y locales, dentro de sus respectivos ámbitos de competen-
cia personal, material y territorial, legislen todo lo concer-
niente a los órganos, contenidos normativos y procedi-
mientos inherentes a su función de función de “establecer
los delitos”, así como las materias que derivan de dicha
atribución.

Si bien, las causas mismas que originaron la Revolución
Mexicana hicieron que el Constituyente de 1917 estable-
ciera la garantía puntual de los derechos relacionados con
los procesos penales, la moderna técnica legislativa exige
que –como lo reconoce la exposición de motivos presenta-
da por la Red mencionada, corresponde a la Constitución
únicamente enunciar “las líneas maestras que rigen al Es-
tado”.

Mediante una Ley General como la prevista se observará el
mandato de garantizar el respeto a los derechos constitu-
cionales mediante la regulación de su contenido mínimo.
De esta forma se conseguirá que la función legislativa pro-
pia de los distintos órdenes de gobierno esté en armonía
con el orden constitucional y –cabe señalarlo– con el De-
recho Internacional de los Derechos Humanos.

La Ley Reglamentaria propuesta se ubica así dentro del or-
den jurídico al que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha identificado como orden constitucional, para dis-
tinguirlo del federal, del local o estatal, del Distrito Federal
o, en su caso, del municipal.2 De esta forma se mantienen
intocadas las facultades para expedir, en el orden local o fe-
deral, según sea el caso, los códigos penales y procesal pe-
nales, las leyes orgánicas de las respectivas procuradurías
de justicia, así como las leyes ordinarias que sean necesa-
rias para que, al cumplir con sus atribuciones en materia
penal.3

Dentro del orden constitucional –que no se restringe a lo
dispuesto en la Constitución misma– están las leyes que
don Héctor Fix-Zamudio, recogiendo las ideas de Mariano
Otero, denomina “intermedias”4, es decir, aquéllas que se
encuentran entre la Constitución y las leyes ordinarias. El
jurista Ulises Schmill considera a estas leyes como parte
del “orden nacional”5.

La Ley General del Debido Proceso Penal no constituye en
forma alguna un código procesal penal, sino un ordena-

miento que, respetando la diversidad de soluciones legisla-
tivas en cada entidad, y en el ámbito federal, garantiza que,
tal como en el ámbito del derecho de acceso a la informa-
ción se propuso en la denominada Iniciativa Chihuahua,
promovida por los titulares de los poderes ejecutivos de
cinco entidades federativas, permita que el ejercicio del de-
recho al debido proceso se ejerza “del mismo modo y con
las mismas condiciones legales e institucionales por cual-
quier mexicano, en cualquier lugar, región, estado o muni-
cipio del país”.6

Sexto

México carece de un sistema de indicadores estadísticos
confiables para su sistemas de justicia y seguridad pública.
Aunque esta información es esencial para evaluar políticas
públicas y para la rendición de cuentas, la estadística dis-
ponible es relativamente escasa, poco accesible para el pú-
blico, e incompleta. Esto impide a diversas ramas del go-
bierno determinar la efectividad de políticas actuales,
ubicar puntos de quebranto institucional y metodológico, y
generar un mapa de intervenciones bien estructurado.

En efecto, esfuerzos previos por parte del Congreso para
mejorar la transparencia y la rendición de cuentas dentro
del sistema de justicia penal, se vieron estorbados por la
carencia de indicadores estadísticos e información confia-
ble para diagnosticar problemas, y aún para vigilar las re-
formas que sí se lograron aprobar. No obstante, al día de
hoy no hay legislación que suficientemente asegure el de-
recho de potenciales consumidores –incluyendo el gobier-
no federal, el Congreso, varias agencias gubernamentales,
instituciones académicas, y el público en general– a recibir
información objetiva, accesible, confiable, y relevante, pa-
ra integral y periódicamente medir la operación del sistema
de justicia penal en la totalidad de sus componentes: desde
la policía hasta las cárceles, pasando por los ministerios
públicos, la defensoría penal y las judicaturas.

Ciertamente, se recaba alguna información, pero ésta se re-
duce, en general, a cuantificar solamente la cantidad de de-
litos reportados a las autoridades, y además, esto tampoco
se recaba de manera uniforme y confiable. En definitiva, el
censo de delitos reportados a las autoridades, es importan-
te, pero no es ni remotamente suficiente para medir el des-
empeño de las instituciones ni mucho menos para medir la
cantidad de crimen real que hay (por ejemplo, como sabe-
mos por la encuesta de ICESI, sólo 23% de las víctimas
acuden a denunciar).
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Cabe señalar que, al igual que el sistema de justicia, con su
método de escriturar el proceso, apaga las voces de los ciu-
dadanos, el sistema estadístico presenta una deficiencia
análoga. En efecto, no toma en cuenta voces ciudadanas.
En México, a diferencia de otros países, no se recaban per-
cepciones ciudadanas acerca del trato que éstos reciben por
parte de las instituciones, sea como víctimas o como acu-
sados. La poca estadística disponible que hay, que sí reco-
ge percepciones ciudadanas, se ha recabado con esfuerzos
privados, sin ningún apoyo gubernamental. Por esa razón,
la amplitud y frecuencia con que pueden levantarse los da-
tos, es limitada.

Para razonablemente satisfacer las necesidades básicas de
información, México necesita, de manera periódica y con
muestreos suficientemente grandes para que la informa-
ción sea representativa para cada entidad federativa, por
ejemplo, conducir algunas encuestas básicas. Otros países
periódicamente recogen la siguiente información:

1. Encuestas de victimización y desempeño institucional
(miden la cantidad de crimen que hay y la respuesta de
todas las instituciones relevantes, según la perciben los
ciudadanos).

2. Encuestas sobre policía (miden las condiciones de
trabajo de la policía, las percepciones que ellos tienen
sobre sus condiciones laborales, y otros factores)

3. Muestreos de gestión de casos penales (miden la ma-
nera en que las judicaturas administran los procesos pe-
nales)

4. Encuestas de población en reclusión (monitorean la
situación de las cárceles y pueden servir para medir la
calidad del proceso penal)

5. Reincidencia (información sobre qué tan efectivo es el
sistema penal para desactivar carreras delincuenciales).

Claramente, la necesidad de que nuestro país cuente con
datos estadísticos confiables y comprehensivos no puede
postergarse; la legislación que se propone se hará cargo de
estabilizar y reglamentar la producción nacional y unifor-
me de este tipo de datos.

Séptimo

Considerando las preocupaciones que ha expresado el Eje-
cutivo en cuanto la instrumentación de esta reforma en re-

lación con el combate al narcotráfico, y el nuevo esquema
de operación de la prisión preventiva, se consideró perti-
nente diferir en el tiempo, hasta tres años, la aplicación de
éste decreto para un catálogo cerrado de delitos contra la
salud, y mantener un régimen de excepción que permitirá
retener por 9 días más de lo normal a quienes se encuentren
acusados de delitos contra la salud, si el Ministerio Públi-
co así lo solicita. Ello, no obstante, implica que las autori-
dades que participan en la investigación de los hechos atri-
buídos a los detenidos no intervengan en su custodia, como
se establece en el nuevo párrafo quinto del artículo 16
constitucional.

Por todo lo expuesto y fundado, sometemos a la conside-
ración de esta honorable Cámara de Diputados, la si-
guiente Iniciativa por el que se reforman los artículos 14,
16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Juicios
Orales y Debido Proceso Penal, para quedar como sigue:

Artículo Unico.- Se reforman los artículos 14, 16, 17, 18,
19, 20, 21 y 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como siguen:

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en
perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propieda-
des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y
conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer,
por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena al-
guna que no esté decretada por una ley exactamente apli-
cable al delito de que se trata.

Las leyes penales serán el último recurso para la solu-
ción de conflictos.

La determinación de las penas será proporcional a los
delitos que sancionen. Las leyes penales sólo sanciona-
rán conductas delictivas que afecten derechos indivi-
duales o colectivos.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva debe-
rá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la
ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales
del derecho.
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Artículo 16.

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domici-
lio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la
causa legal del procedimiento.

Toda persona detenida será inmediatamente conducida
a donde haya de ser retenida bajo responsabilidad del
juez competente, para que éste dentro de un plazo es-
tricto de veinticuatro horas a partir de su detención
controle la legalidad de la misma y ordene su libertad si
aquélla fuera ilegal.

Ninguna persona podrá ser custodiada por quien tenga
a su cargo la investigación o persecución penal. Los si-
tios de retención serán distintos a los destinados a pri-
sión preventiva y al cumplimiento de penas.

Sólo la autoridad judicial podrá librar órdenes de apre-
hensión cuando tenga conocimiento de un hecho que la
ley señale como delito, sancionado con pena privativa
de libertad y existan datos para estimar como proba-
bles la existencia del hecho delictivo y la responsabili-
dad del imputado.

En los casos de delito flagrante, cualquier persona pue-
de detener al imputado. Cuando en la realización de
una revisión justificada se hagan evidentes elementos
de los que se desprenda la probable responsabilidad de
una persona en la comisión de un delito perseguible de
oficio, la autoridad que la practique procederá a su de-
tención y la pondrá inmediatamente bajo la responsa-
bilidad del juez competente.

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial po-
drá expedir y que será escrita, se expresará el lugar que ha
de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de
aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que única-
mente debe limitarse la diligencia, levantándose al con-
cluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testi-
gos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su
ausencia o negativa, por la autoridad que practique la dili-
gencia.

Las comunicaciones privadas son inviolables. Sin embar-
go, la autoridad judicial podrá autorizar la intervención de
comunicaciones y la revisión del contenido de la corres-
pondencia privadas, cuando sea indispensable para la in-
vestigación de hechos delictivos, en los términos que la

ley señale. El juez deberá deberá fundar y motivar por es-
crito su decisión, expresando además el tipo de interven-
ción o revisión y los sujetos de la misma; su duración, en
su caso, y la forma en que controlará la intervención o
revisión. La autoridad judicial no podrá otorgar estas auto-
rizaciones cuando se trate de las comunicaciones o corres-
pondencia del detenido con su defensor.

Las solicitudes de órdenes de aprehensión, cateo y de
intervención de comunicaciones privadas podrán ha-
cerse por escrito o de manera oral en una audiencia pri-
vada ante juez competente. Cuando la solicitud se haga
en audiencia, el juez deberá de resolverlas de manera
inmediata. Cuando la solicitud se transmita al juez por
escrito, el juez resolverá en el plazo máximo de cuaren-
ta y ocho horas.

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domici-
liarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido
los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibi-
ción de los libros y papeles indispensables para comprobar
que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose
en estos casos a las leyes respectivas y a las formalidades
prescritas para los cateos.

La correspondencia que bajo cubierta circule... (se suprime
el párrafo al haber quedado comprendida en el párrafo re-
lativo a las comunicaciones privadas).

En tiempo de paz ningún miembro del Ejercito podrá alo-
jarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni im-
poner prestación alguna. En tiempo de guerra los militares
podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras pres-
taciones, en los términos que establezca la ley marcial co-
rrespondiente.

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia
por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resolu-
ciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio
será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las
costas judiciales.

Las leyes federales y locales establecerán los medios nece-
sarios para que se garantice la independencia de los tribu-
nales y la plena ejecución de sus resoluciones.
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Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter pura-
mente civil.

En los asuntos del orden penal se admitirán soluciones
alternativas en las que siempre se asegure la reparación
del daño generado a la víctima, si ello fuera posible y ne-
cesario, conforme lo determine la ley. Toda medida al-
ternativa al juicio estará sujeta a supervisión judicial y
deberá adoptarse habiendo escuchado previamente a la
víctima.

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa
de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de és-
ta será distinto del que se destinare para la extinción de las
penas y estarán completamente separados.

Los gobiernos de la federación y de los estados organiza-
rán el sistema penal, en sus respectivas jurisdicciones [...]
(Continúa el resto del artículo en su versión actual).

Artículo 19. Durante el proceso podrán imponerse al im-
putado sólo las medidas cautelares indispensables, con la
finalidad de asegurar su comparecencia en juicio, el des-
arrollo de la investigación y proteger a la víctima, a los
testigos y a la comunidad. Para imponerlas deberá ser
necesario además que el Ministerio Público acredite que
hay bases para estimar como probables la existencia del
hecho delictivo y la responsabilidad del imputado.

La prisión preventiva sólo podrá imponerse cuando
otras medidas cautelares menos restrictivas no sean su-
ficientes para garantizar su propósito.

La prisión preventiva siempre se sujetará a plazo y su
pertinencia se revisará de manera periódica. La prisión
no podrá exceder del tiempo que como máximo fije la
ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso
podrá superar dos años. Si cumplido ese término no
existe una sentencia condenatoria, el imputado será
puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el jui-
cio, sin que ello obste para imponer otras medidas cau-
telares. En toda pena de prisión que imponga una sen-
tencia, se computará el tiempo de la detención.

Si en la audiencia de control de la detención se solicita-
re la prisión preventiva, el juez resolverá en la misma
audiencia. Sin embargo, si las partes justifican, el juez
retendrá al acusado y celebrará una audiencia dentro
de setenta y dos horas para escuchar y resolver sobre la
solicitud.

Artículo 20. El proceso penal será de tipo acusatorio,
adversarial y oral; y se regirá por los principios de li-
bertad probatoria, publicidad, contradicción, concen-
tración, continuidad, inmediación e imparcialidad, que
garantizará los siguientes derechos: 

A. De toda persona imputada:

I. A ser escuchada en un proceso acusatorio, público,
adversarial y oral;

II. A que se presuma su inocencia mientras no se es-
tablezca legalmente su culpabilidad; 

III, A participar en el juicio y en la etapa preparato-
ria del mismo; a declarar o a guardar silencio;

IV. A una defensa técnica por abogado, el cual podrá
elegir libremente, incluso desde el momento mismo
de su detención. Si no puede sufragarlo, el Estado le
costeará uno, en los términos que la ley señale;

V. A ser asistido gratuitamente por un intérprete si lo
necesita para su defensa.

VI. A que se le informe, tanto en el momento de su
detención como en su comparecencia ante juez, los
hechos que se le imputan y los derechos que le asis-
ten. El juez que conozca de la causa deberá verificar
que las autoridades administrativas hayan cumplido
esta obligación;

VII. A que ninguna prueba tenga valor para fundar
la sentencia impuesta, si no fue rendida y desahoga-
da ante juez competente, salvo las estrictas excepcio-
nes que la ley señale. Son nulas las pruebas obtenidas
con violación de los derechos fundamentales.

VIII. A interrogar o contrainterrogar a los testigos
que declaren y a que se le reciban los testigos y de-
más pruebas pertinentes que ofrezca, concediéndose-
le el tiempo que la ley estime necesario al efecto y au-
xiliándole para obtener la comparecencia obligatoria
de las personas cuyo testimonio solicite, en los térmi-
nos que señale la ley.

IX. A ser juzgado en audiencia pública por un juez o
tribunal. La publicidad sólo podrá restringirse en los
casos de excepción que expresamente determine la
ley, y sólo en la medida que sea necesario, para la
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protección de víctimas, testigos y menores o cuando
se ponga en riesgo la revelación indebida de datos le-
galmente protegidos. La ausencia de los jueces en las
audiencias tendrá por consecuencia su nulidad. El
imputado tendrá derecho a renunciar a la audiencia
de juicio, en los casos y bajo las condiciones previs-
tas por la ley.

X. A que le sean proporcionados todos los datos ne-
cesarios para su defensa. El imputado o su defensor
tendrán acceso a los registros de la investigación
cuando el primero se encuentre detenido y cuando
pretenda recibírsele declaración. Asimismo, antes de
su primera comparecencia ante juez podrán consul-
tar dichos registros, con la oportunidad debida para
preparar la defensa. A partir de este momento no po-
drán mantenerse en reserva las actuaciones de la in-
vestigación, salvo los casos expresamente señalados
en la ley.

XI. A que, de ser condenado, la sentencia no exceda
el contenido de la acusación;

XII. A ser indemnizado conforme a la ley en caso de
haber sido privado de la libertad o condenado en sen-
tencia firme por error judicial o fraude procesal, en
los términos que la ley señale. La ley dispondrá reglas
sobre la custodia y preservación de evidencias;

XIII. A pedir la nulidad del juicio o de pruebas reca-
badas, por violación a cualquiera de los derechos
fundamentales, en los términos que la ley señale.

B. De toda víctima u ofendido:

I. A ejercer la acción penal en la forma y las condi-
ciones que la ley determine;

II. A que el Estado instrumente los protocolos y me-
didas necesarias para proteger eficazmente los dere-
chos de las víctimas, en los términos que la ley seña-
le;

III. A recibir asesoría jurídica, ser informado de los
derechos que en su favor establece la Constitución y,
cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del
proceso penal; 

IV. A coadyuvar con el Ministerio Público; a que se
le reciban todos los datos o elementos de prueba con

los que cuente, tanto en la investigación como en el
proceso, y a que se desahoguen las diligencias co-
rrespondientes, siempre que sean pertinentes; 

V. A recibir, desde la comisión del delito, atención
médica y psicológica de urgencia y otras medidas ne-
cesarias para su protección y auxilio en los términos
establecidos por la ley;

VI. A que se haga efectiva la reparación del daño en
los casos en que sea procedente y que el mismo le sea
reparado subsidiaria y limitadamente por el Estado
en los supuestos que establezca la ley. El Ministerio
Público estará obligado a solicitar la reparación del
daño la que, de proceder, no podrá dejar de hacerse
efectiva. La ley fijará procedimientos ágiles para
ejecutar las sentencias en materia de reparación del
daño;

VII. Al resguardo de su identidad o la de sus testigos,
cuando a juicio del juzgador sea necesario para su
protección, salvaguardando en todo caso los dere-
chos de la defensa.

Artículo 21.

La investigación y persecución de los delitos incumbe al
Ministerio Público y a la Policía, la cual, en la etapa de
persecución penal, estará sujeta al control jurídico de
aquél.

Los particulares o los agentes de autoridad que repre-
senten a los órganos públicos pueden ejercer la acción
penal, en los casos y cumpliendo con los requisitos que
señale la ley. Cuando un delito requiera querella de los
directamente afectados, solamente éstos o el Ministerio
Público podrán ejercer la acción penal. En estos casos,
la víctima u ofendido podrá desistirse de la acción en
cualquier momento, sin que el Ministerio Público pue-
da continuar la persecución.

No será necesaria la querella para los delitos cometidos
por funcionarios públicos en el ejercicio del cargo o con
ocasión del mismo, o para aquellos que afecten al inte-
rés general, en cuyo caso cualquier persona puede ini-
ciar la acción penal ante la autoridad judicial en los tér-
minos y con las condiciones que establezca la ley.

En todos los procesos penales el Ministerio Público ten-
drá la intervención que determine la ley, con indepen-
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dencia de si ha ejercido o no directamente la acción pe-
nal. El Ministerio Público podrá considerar criterios de
oportunidad para el ejercicio de la acción penal y la
apertura de un juicio. La ley fijará los supuestos y con-
diciones para la aplicación de estos criterios que no pro-
cederán cuando el delito lesione intereses públicos fun-
damentales.

La imposición o modificación de la naturaleza y duración
de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial.

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de san-
ciones previstas en los reglamentos gubernativos, discipli-
narios y penitenciarios, las cuales solamente podrán con-
sistir en multa, arresto o aislamiento temporal hasta por
36 horas o en trabajo a favor de la comunidad. La multa
y el trabajo a favor de la comunidad serán permutables
por el arresto en caso de que el infractor no quiera cumplir
con la sanción impuesta.

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no po-
drá ser sancionado con multa mayor del importe de su jor-
nal o salario de un día.

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no po-
drá ser sancionado con multa mayor del importe de su jor-
nal o salario de un día.

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no ex-
cederá del equivalente a un día de su ingreso.

Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejerci-
cio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impug-
nadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca
la ley.

El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado
en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal
Internacional.

La seguridad pública es una función a cargo de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en las
respectivas competencias que esta Constitución señala. La
actuación de las instituciones policiales se regirá por los
principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honra-
dez.

La Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios, se coordinarán en los términos que la ley señale,
para establecer un sistema nacional de seguridad pública.

Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de
mutilación, de infamia, la tortura y los tratos o penas in-
humanos o degradantes; así como la multa excesiva, la
confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusita-
das y trascendentales.

No se considerará confiscación de bienes la aplicación to-
tal o parcial de los bienes de una persona hecha por la au-
toridad judicial, para el pago de la responsabilidad civil re-
sultante de la comisión de un delito, o para el pago de
impuestos o multas. Tampoco se considerará confiscación
el decomiso que ordene la autoridad judicial, de los bienes,
en caso del enriquecimiento ilícito, en los términos del ar-
tículo 109; ni el decomiso de los bienes propiedad del sen-
tenciado, por delitos de los previstos como de delincuencia
organizada, o el de aquéllos respecto de los cuales éste se
conduzca como dueño, si no acredita la legítima proceden-
cia de dichos bienes.

No se considerará confiscación la aplicación a favor del
Estado de bienes asegurados que causen abandono en los
términos de las disposiciones aplicables. La autoridad ju-
dicial resolverá que se apliquen en favor del Estado los
bienes que hayan sido asegurados con motivo de una in-
vestigación o proceso que se sigan por delitos de delin-
cuencia organizada, cuando se ponga fin a dicha investi-
gación o proceso, sin que haya un pronunciamiento sobre
los bienes asegurados. La resolución judicial se dictará
previo procedimiento en el que se otorgue audiencia a ter-
ceros y se acredite plenamente el cuerpo del delito previs-
to por la ley como de delincuencia organizada, siempre y
cuando se trate de bienes respecto de los cuales el inculpa-
do en la investigación o proceso citados haya sido posee-
dor, propietario o se haya conducido como tales, indepen-
dientemente de que hubieran sido transferidos a terceros,
salvo que éstos acrediten que son poseedores o adquirentes
de buena fe.

(Derogado el cuarto párrafo).

TRANSITORIOS 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación, sin embargo, las autoridades
responsables deberán instrumentar gradualmente, de
manera eficaz y coordinada, el sistema procesal penal
aquí establecido, para lo cual, la normatividad relativa
deberá entrar en vigor dentro del plazo establecido en
el transitorio segundo.
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Segundo. La Federación y las entidades federativas tienen
un plazo de hasta cinco años para realizar las adecuaciones
necesarias para la celebración de juicios conforme a las ba-
ses señaladas en este decreto. Transcurrido este plazo se-
rán nulos los procesos penales que no se sigan de con-
formidad con lo ordenado en esta Constitución.

Tercero. A los seis meses de la entrada en vigor del pre-
sente decreto, el Congreso de la Unión y las legislaturas
de las entidades federativas, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, expedirán las leyes necesarias para
la instrumentación de la reforma procesal. En tales le-
yes, el Congreso de la Unión y las legislaturas de los Esta-
dos especificarán cómo destinarán los recursos necesa-
rios y a qué organismo transitorio encomendarán la
construcción y operación de la infraestructura que resulte
necesaria para la aplicación del presente decreto , así como
la capacitación que ello implique.. Las determinaciones
presupuestales deberán señalarse en el presupuesto inme-
diato siguiente a la entrada en vigor del mismo y en los su-
cesivos.

Cuarto. La Presidencia de la República tendrá a su cargo
una Comisión dedicada a dar impulso, asesoría, capacita-
ción y divulgación del sistema de juicios orales, del debido
proceso legal y de los medios alternativos de solución de
controversias a los que se refiere este decreto. Entre las de-
más funciones que la ley determine, la Comisión organi-
zará, mediante un fideicomiso, la distribución de recur-
sos federales con el propósito de promover la aplicación
uniforme y con altos estándares de calidad de esta re-
forma, sin limitación competencial. El Congreso de la
Unión le dedicará la provisión presupuestal correspondien-
te al aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación
mencionado en el artículo transitorio anterior. Esta oficina
tendrá el carácter de órgano constitucional transitorio. La
conclusión de sus funciones será determinada por el Presi-
dente de la República, pero en ningún caso se realizará an-
tes de siete años, contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto. El titular de la oficina deberá presen-
tar periódicamente un informe público en el que dará cuen-
ta de los avances realizados y de las tareas pendientes.

Quinto. El Congreso de la Unión deberá dictar en el plazo
máximo de tres meses, contado a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto, una Ley General del Debido
Proceso Penal que, con carácter general y obligatorio en el
orden federal, del Distrito Federal y en los Estados, preci-
se y detalle el contenido y alcances constitucionales del de-
bido proceso penal en México. La misma ley establecerá el

Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura en
los términos del Protocolo Facultativo de la Convención
contra la Tortura ratificado por México.

Sexto. El Congreso de la Unión deberá aprobar, en plazo
máximo de un año, una ley general relativa a la estadísti-
ca, estudios cualitativos y programas para el mejora-
miento continuo de la justicia penal. La ley estructurará
y estabilizará la producción periódica y científica de estu-
dios empíricos y estadísticas, así como de programas ten-
dientes a replicar experiencias de éxito en la federación y
en los estados.

Séptimo. Desde la entrada en vigor de este decreto, y has-
ta por un plazo de 3 años, las normas ordinarias procesales
relativas a los delitos de delincuencia organizada se regirán
por el régimen existente para estos delitos. El Ejecutivo en-
comendará la evaluación independiente del uso de este ré-
gimen transitorio, y rendirá cuentas semestralmente al
Congreso de los avances. Transcurrido ese plazo, sólo se-
rán aplicables en la materia las disposiciones previstas en
el artículo 19 constitucional y la aplicación ordinaria de ga-
rantías y derechos fundamentales se extenderá también a
este tipo de casos. Además, durante los siguientes tres años
posteriores a la entrada en vigor de este decreto, el artícu-
lo 19 se leerá como si tuviera incorporado en su último pá-
rrafo, lo siguiente: “Cuando la autoridad judicial recha-
ce la petición de prisión preventiva de la parte
acusadora en los casos de delitos contra la salud la in-
terposición de una impugnación de tal decisión tendrá
por único efecto extender la detención del acusado has-
ta por nueve días; dentro de ese plazo se convocará otra
audiencia para resolver sobre la solicitud de la parte
acusadora, ante un juez competente de la misma jerar-
quía.” Esta disposición no podrá aplicarse mientras no
se haga efectiva la prohibición a las autoridades res-
ponsables de la investigación y la persecución penal de
custodiar a las personas cuya conducta se investigue,
según lo dispone el párrafo quinto del artículo 16 cons-
titucional.

Octavo. La Cámara de Diputados a través de las Comisio-
nes Unidas de Puntos Constitucionales, Justicia y Gober-
nación, se auxiliarán de instituciones académicas y organi-
zaciones no gubernamentales del más alto nivel nacional e
internacional, para vigilar la rendición de cuentas y la eva-
luación anual del cumplimiento de este mandato constitu-
cional. Estos estudios comprenderán evaluación de los
avances de los poderes Ejecutivo, del propio Legislativo y
del Judicial en la instrumentación de la reforma procesal
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penal. Se procederá de semejante manera las entidades fe-
derativas. En todo caso los resultados se harán del conoci-
miento público tan pronto como estén disponibles.

Noveno. El Sistema Nacional de Seguridad Pública, en co-
ordinación con las autoridades necesarias, informará a este
Congreso, dentro de un plazo de 6 meses a la entrada en vi-
gor de este decreto, las medidas que adoptará para instru-
mentar la modificación a que se refiere el artículo 21 en
cuanto a las nuevas potestades investigativas de la policía,
incluyendo mecanismos que permitan una supervisión ciu-
dadana efectiva sobre la operación de todas las fuerzas po-
liciales en la Nación.

Notas:

1 Jurisprudencia en Materia Penal de la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación. Consultable en el Apéndice de 1995,
Tomo II, pág. 60, tesis 106. Registro electrónico 389975.

2 México, Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia,
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS DIVERSOS ORDE-
NES JURIDICOS ESTABLECIDOS EN LA CONSTITUCION FE-
DERAL TIENEN AUTONOMIA FUNCIONAL Y ASIGNACIONES
COMPETENCIALES PROPIAS”. Del contenido de los artículos 1º,
40, 41, primer párrafo, 43, 44, 49, 105, fracción I, 115, fracción I, 116,
primero y segundo párrafos, 122, primero y segundo párrafos, 124 y
133, de la Constitución Federal, puede distinguirse la existencia de
cuatro órdenes jurídicos dentro del Estado mexicano, a saber: el fede-
ral, el local o estatal, el del Distrito Federal y el constitucional. Cada
uno de ellos cuenta con asignaciones competenciales propias que, por
lo general, son excluyentes entre sí, contando con autonomía para su
ejercicio a cargo de las autoridades correspondientes. P./J. 95/99, pu-
blicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Nove-
na Época, Tomo X, Septiembre de 1999, p. 709.

3 De similar manera, el Congreso de la Unión aprobó recientemente la
Ley General para la igualdad entre hombres y mujeres (Diario Oficial
de la Federación, 2 de agosto de 2006), de cual se derivan obligaciones
para los congresos locales al legislar en las materias civil y familiar,
que por antonomasia corresponden al ámbito estatal y del Distrito Fe-
deral. En el último párrafo de su exposición de motivos se señala que
dicha Ley, “[...] plantea una reglamentación clara y precisa del primer
párrafo del artículo 4° constitucional, mediante una ley general.”

4 Héctor Fix Zamudio, “Hacia una nueva constitucionalidad. Necesi-
dad de perfeccionar la reforma constitucional en el derecho mexicano.
Las leyes orgánicas”, en Hacia una nueva constitucionalidad. Institu-
to de Investigaciones Jurídicas. UNAM. México, 2000. pp. 191-228.

Debe señalarse que el maestro Fix—Zamudio propone que la expedi-
ción y reforma de las leyes de esta naturaleza se rijan por un procedi-
miento también intermedio (entre el exigido para las normas constitu-
cionales y las de carácter ordinario) para evitar lo que bien caracteriza
como “la volubilidad de las simples mayorías legislativas”. En tanto no
se instrumente una reforma constitucional en el sentido propuesto, con-
tinúa vigente el procedimiento ordinario para aprobar las leyes regla-
mentarias necesarias para hacer efectivos los derechos constituciona-
les, cuya jerarquía normativa no se ve disminuida por la ausencia de
una mayoría calificada o un requisito similar. La falta de una mayor ri-
gidez no mengua el carácter general ni resta validez a las normas in-
termedias.

5 Ulises Schmill, El sistema de la Constitución mexicana, Librería de
Miguel Porrúa, México, 1977, pp. 135 y siguientes. Más recientemen-
te: Ulises Schmill, Fundamentos conceptuales de una teoría de la
Constitución y de los derechos fundamentales, en serie Ensayos y Con-
ferencias de los formadores de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2005.

6 “Propuesta para la iniciativa de reforma constitucional a favor del de-
recho de acceso a la información y a la transparencia”, presentada en
diciembre de 2006, http://www.ifai.org.mx/temas/rconstitucional.pdf,
consultada el 3 de febrero de 2007. Esta iniciativa propone elevar a
rango constitucional distintos principios en la materia que regula, co-
mo el de “publicidad sujeta a excepciones por causa de interés públi-
co”. Sin embargo, al no prever la existencia de una ley general que re-
glamente y acote el alcance de las excepciones previstas –como se hace
en el anteproyecto de Ley General del Debido Proceso Penal– deja a la
discreción del legislador ordinario la definición del alcance de un de-
recho fundamental. Esta situación conduce a que –ante la omisión del
Congreso de la Unión para cumplir su obligación de reglamentar los
derechos fundamentales– sean los tribunales federales los que suplan
dicha tarea al realizar su función de control constitucional de las leyes,
dejando la función de legislador negativo para asumir la de legislador
positivo. Nadie duda de la competencia de la justicia constitucional pa-
ra invalidar preceptos de las leyes generales –como ha ocurrido con la
propia Ley de Amparo–, pero dicha facultad presupone que previa-
mente el Congreso de la Unión ejerza su competencia normativa.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintitrés días del
mes de abril de 2007.— Diputados: Javier González Garza (rúbrica),
Alejandro Chanona Burguete (rúbrica) y Ricardo Cantú Garza, Coor-
dinadores de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la Revolu-
ción Democrática, Convergencia y del Trabajo; diputado Raymundo
Cárdenas Hernández, presidente de la Comisión de Puntos Constitu-
cionales; y la diputada Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), se-
cretaria de la Comisión de Gobernación de la LX Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión; Jaime Cervantes Rivera (rúbrica).»
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La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

GILBERTO BORJA NAVARRETE

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Por acuerdo de la Junta de Coordinación Política, esta Pre-
sidencia solicita al pleno que guardemos un minuto de si-
lencio en memoria del ingeniero Gilberto Borja Navarrete,
quien fue galardonado con la Medalla Belisario Domín-
guez. Hacemos patentes nuestras condolencias a su fami-
lia.

(Minuto de silencio)

Muchas gracias. En razón de que se ha cumplido la dura-
ción de la presente sesión, proceda la Secretaría a dar lec-
tura al orden del día de la próxima, que incluirá los asuntos
no abordados. Diputado César Camacho.

ARTICULOS 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 
Y 22 CONSTITUCIONALES

El diputado César Octavio Camacho Quiroz (desde la
curul): Gracias, señora Presidenta. Sólo le quiero rogar la
ampliación de turno de la iniciativa presentada por la dipu-
tada Sansores a la Comisión de Justicia, como codictami-
nadora, toda vez que otras iniciativas de idéntica naturale-
za están radicadas en ambas comisiones, por favor.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se rectifica el turno: a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Justicia. Continúe la Secretaría.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.— Primer Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Jueves 26 de abril de 2007

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del gobierno del estado de México.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal
(15:50 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que ten-
drá lugar el día de mañana, jueves 25 de abril, a las 11:00
horas. Se les informa que el sistema electrónico estará
abierto a partir de las 9:30 horas.

————— O ————— 
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 5 horas 26 minutos.

• Quórum a la apertura de sesión: 277 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 413 diputados.

• Verificación de quórum: 372 diputados.

• Diputada que solicita licencia: 1

• Minuto de silencio: 1

• Acuerdos de la Junta de Coordinación Política, aprobados: 5

• Diputados por grupo parlamentario que participaron durante la sesión: 60
PAN-24, PRD-12, PRI-7, PVEM-6, Convergencia-7, Nueva Alianza-4

Se recibió:

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación, con los que remite contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de acuerdo apro-
bado por la Comisión Permanente;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite acuerdo para que se conforme un grupo de
trabajo interparlamentario para la concertación de la reforma política del Distrito Federal;

• 1 comunicación de la Comisión de la Función Pública, por la que solicita se retiren del orden del
día y se le devuelvan los dictámenes con proyecto de decreto que reforman los artículos 8 y 5 y los
artículos 72 y 75 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal;

• 2 minutas con proyectos de decreto;

• 12 iniciativas del PAN;

• 6 iniciativas del PRD;

• 4 iniciativas del PRI;

• 6 iniciativas del PVEM;

• 4 iniciativas de Convergencia;

• 3 iniciativas de Alternativa.
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Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Comisión de Justicia, que expide la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas;
que reforma y adiciona la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada; que reforma y adiciona
el Código Federal de Procedimientos Penales, y reforma, adiciona y deroga el Código Penal Fe-
deral;

• 1 de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones del Reglamento para la Transparencia y el Acceso a la Información
Pública de la Cámara de Diputados;

• 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, que reforma el artículo 99 de la Ley General de Cultu-
ra Física y Deporte;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, que establece las características de la séptima
moneda de plata conmemorativa del 5o. centenario del Encuentro de Dos Mundos;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito, que adiciona el diverso que establece las características
de monedas conmemorativas del 500 aniversario del Encuentro de Dos Culturas;

• 2 de la Comisión de Gobernación, por el que se concede permiso a 6 ciudadanos para aceptar y
usar las condecoraciones que les otorgan los gobiernos de Austria y del Reino de España.

Dictámenes aprobados:

• 10 dictámenes negativos con los que se desechan proposiciones de puntos de acuerdo.
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• Abramo Masso, Jericó (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Almazán González, José Antonio (PRD).  . . . . . . . . .

• Arriola, Mónica (Nueva Alianza).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Arriola, Mónica (Nueva Alianza).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Ávila Mayo, Obdulio (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Barajas del Toro, Salvador (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Bautista Bravo, Alliet Mariana (PRD).  . . . . . . . . . . .

• Camacho Quiroz, César Octavio (PRI).  . . . . . . . . . .

• Carbajal Tejada, Rogelio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . .

• Cárdenas Márquez, Elías (Convergencia). . . . . . . . . .

• Castro Muñoz, Juan de Dios (PAN).  . . . . . . . . . . . . .

• Cordero Alfonso, Arnulfo Elías (PRI).  . . . . . . . . . . .

• Dávila Esquivel, Humberto (Nueva Alianza).  . . . . . .

• Duck Núñez, Édgar Mauricio (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• Elizondo Garrido, Francisco (PVEM).  . . . . . . . . . . .

• Escobar Jardinez, Adolfo (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Escobar Jardinez, Adolfo (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . .

Estado de Coahuila: 71

Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores: 219

Ley General de Educación: 193

Ley General de Radio y Televisión: 169

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 347

Ley Federal del Trabajo - Código Penal
Federal: 200

Artículos 1, 3, 13, 14, 15, 17, 19, 20, 29,
33, 89, 102, 103, 105, 109, 113 y 133
constitucionales: 353

Artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22
constitucionales: 455

Artículos 59 y 116 constitucionales: 288

Estado de Coahuila: 72

Ley General de Educación: 226

Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores: 180

Estado de Coahuila: 72

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos - Ley Fe-
deral de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos: 284

Código Federal de Procedimientos Pena-
les: 205

Artículos 59 y 116 constitucionales: 294

Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales: 96

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Esteva Salinas, Alberto (Convergencia).  . . . . . . . . . .

• Estrada González, Faustino Javier (PVEM).  . . . . . . .

• Fernández Balboa, Mónica (PRD).  . . . . . . . . . . . . . .

• Fernández Balboa, Mónica (PRD).  . . . . . . . . . . . . . .

• García González, Carlos Alberto (PAN). . . . . . . . . . .

• García Noriega, Guadalupe (PVEM).  . . . . . . . . . . . .

• García Reyes, Ángel Humberto (PAN).  . . . . . . . . . .

• Godoy Cárdenas, Jorge (Convergencia).  . . . . . . . . . .

• Gómez Leyva, Silvio (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• González Garza, Javier (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Guerra Ochoa, Juan Nicasio (PRD).  . . . . . . . . . . . . .

• Izquierdo Bustamante, Alfonso Rolando (PRI).  . . . .

• Jacques y Medina, José (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Jiménez Godínez, Miguel Ángel (Nueva Alianza).  . .

• Landero Gutiérrez, Alejandro (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• López Adame, Antonio Xavier (PVEM).  . . . . . . . . .

• López Lena Cruz, Humberto (Convergencia).  . . . . . .

• Manuell-Gómez Angulo, Dolores de María (PAN). . .

• Manuell-Gómez Angulo, Dolores de María (PAN). . .

Artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22
constitucionales: 431

Ley General de Educación: 165

Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica: 331

Verificación de quórum: 296

Artículo 25 constitucional: 107

Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores: 182

Estado de Coahuila: 70

Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente: 351

Artículo 115 constitucional: 105

Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica: 331, 332

Ley del Impuesto sobre la Renta - Código
Fiscal de la Federación - Ley del Servicio
de Administración Tributaria: 141

Artículo 4 constitucional: 223

Ley Federal de Derechos: 344

Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos: 347

Ley del Instituto Nacional de Evaluación
Educativa - Ley General de Educación: 267

Ley de Evaluación de la Gestión Guberna-
mental - Ley de Planeación - Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria - Ley General de Desarrollo Social:
232

Ley de Aviación Civil: 189

Artículo 123 constitucional: 100

Estado de Coahuila: 71
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• Martínez Valero, Dora Alicia (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• Martínez Valero, Dora Alicia (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• Monraz Ibarra, Miguel Ángel (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• Monraz Ibarra, Miguel Ángel (PAN).  . . . . . . . . . . . .

• Ortega Martínez, María del Pilar (PAN). . . . . . . . . . .

• Parás González, Juan Manuel (PRI). . . . . . . . . . . . . .

• Parra Noriega, Luis Gustavo (PAN). . . . . . . . . . . . . .

• Puente Salas, Carlos Alberto (PVEM).  . . . . . . . . . . .

• Puente Salas, Carlos Alberto (PVEM).  . . . . . . . . . . .

• Rodríguez Ahumada, Luis Fernando (PAN).  . . . . . . .

• Rodríguez Prats, Juan José (PAN).  . . . . . . . . . . . . . .

• Rojas Hernández, Laura Angélica (PAN).  . . . . . . . . .

• Rojas Hernández, Laura Angélica (PAN).  . . . . . . . . .

• Rojas Hernández, Laura Angélica (PAN).  . . . . . . . . .

• Rojas Hernández, Laura Angélica (PAN).  . . . . . . . . .

• Sánchez Gil, Carlos René (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Sansores San Román, Layda Elena (Convergencia).  .

• Santos Arreola, Francisco Javier (PRD).  . . . . . . . . . .

Artículo 41 constitucional: 195

Artículos 1, 3, 15, 33, 71, 73, 76, 89, 102,
103, 107, 110 y 111 constitucionales - Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos: 209

Artículo 115 constitucional: 295

Ley General de Educación: 111

Artículo 107 constitucional: 171

Ley General de Educación: 341

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental - Ley
Federal de Entidades Paraestatales: 136

Ley del Impuesto al Valor Agregado: 390

Ley del Impuesto sobre la Renta: 385

Artículos 41, 99 y 105 constitucionales: 
130

Ley del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica: 331, 332

Código Penal Federal - Código Federal de
Procedimientos Penales - Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada: 332

Ley de Asistencia Social: 85

Ley de Fiscalización Superior de la Federa-
ción: 92

Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria: 94

Artículos 115 y 117 constitucionales: 126

Artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22
constitucionales: 431

Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos - Ley Federal
de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos: 280
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• Suárez del Real y Aguilera, José Alfonso (PRD).  . . .

• Suárez del Real y Aguilera, José Alfonso (PRD).  . . .

• Tamayo Herrera, Yadhira Ivette (PAN).  . . . . . . . . . .

• Trejo Pérez, Pablo (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Vargas Landeros, Gerardo Octavio (PRI).  . . . . . . . . .

• Velasco Oliva, Jesús Cuauhtémoc (Convergencia).  . .

• Villanueva Arjona, Juan Manuel (PAN).  . . . . . . . . . .

Código Penal Federal - Código Federal
de Procedimientos Penales - Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada: 339

Estado de Coahuila: 71

Código Penal Federal - Código Federal
de Procedimientos Penales: 297

Ley del Servicio de Administración Tri-
butaria: 176

Artículo 115 constitucional: 284

Ley de Amparo: 89

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 353
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PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Acosta Dávila Constantino  INASISTENCIA
2 Aguilar López José Alejandro  ASISTENCIA
3 Alcalde Virgen Moisés  ASISTENCIA
4 Alcaraz Hernández Alma Edwviges  PERMISO

MESA DIRECTIVA
5 Álvarez Bernal María Elena  ASISTENCIA
6 Amezola Fonceca Gerardo  ASISTENCIA
7 Aranda Orozco Gerardo  ASISTENCIA
8 Arellano Arellano Joel  ASISTENCIA
9 Arenas Guzmán Margarita  ASISTENCIA
10 Arizméndi Uribe Efraín  ASISTENCIA
11 Armendáriz García Pedro  CÉDULA
12 Arredondo Ibarra Salvador  ASISTENCIA
13 Arredondo Velázquez Jesús  ASISTENCIA
14 Ávila Mayo Obdulio  ASISTENCIA
15 Barradas Miravete Gregorio  ASISTENCIA
16 Barrios Rodríguez Juan Enrique  ASISTENCIA
17 Bello Pérez Alfonso Othón  ASISTENCIA
18 Berber Martínez Antonio  INASISTENCIA
19 Bermúdez Viramontes Andrés  ASISTENCIA
20 Bolaños Aguilar Edmundo Javier  ASISTENCIA
21 Borboa Becerra Omar Antonio  ASISTENCIA

22 Borrego Estrada Felipe  CÉDULA
23 Bracho González Carlos Augusto  ASISTENCIA
24 Buganza Salmerón Gerardo  ASISTENCIA
25 Caballero Chávez Claudia Gabriela  ASISTENCIA
26 Campos Galván María Eugenia  ASISTENCIA
27 Carbajal Méndez Liliana  ASISTENCIA
28 Carbajal Tejada Rogelio  ASISTENCIA
29 Cárdenas Sánchez Esmeralda  ASISTENCIA
30 Carrasco Altamirano Diódoro Humberto  INASISTENCIA
31 Castaño Contreras Cristián  ASISTENCIA
32 Castro De la Rosa Osiel  ASISTENCIA
33 Castro Muñoz Juan de Dios  CÉDULA
34 Castro Romero Ma. Sofía  ASISTENCIA
35 Ceja Romero Ramón  ASISTENCIA
36 Chávez García Daniel  ASISTENCIA
37 Collado Lara Beatriz  ASISTENCIA
38 Contreras Coeto José Luis  ASISTENCIA
39 Corral Aguilar María Mercedes  ASISTENCIA
40 Cuen Garibi Marcela  ASISTENCIA
41 Curiel Preciado Leobardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
42 Dávila Fernández Adriana  CÉDULA
43 Dávila García Francisco  ASISTENCIA
44 De León Tello Jesús  ASISTENCIA

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS TOTAL
PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA

OFICIAL DIRECTIVA

PAN 181 8 0 5 0 12 206
PRD 107 13 0 4 0 3 127
PRI 78 5 0 16 0 7 106
PVEM 10 1 0 3 0 3 17
CONV 15 1 0 1 0 0 17
PT 10 0 0 2 0 0 12
NA 7 1 0 0 0 1 9
ALT 4 0 0 1 0 0 5
SP 1 0 0 0 0 0 1
TOTAL 413 29 0 32 0 26 500
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45 Degante Romero Silvia Emilia  ASISTENCIA
46 Del Toro del Villar Tomás  ASISTENCIA
47 Del Valle Toca Antonio  ASISTENCIA
48 Delgado Oscoy Alejandro Enrique  ASISTENCIA
49 Deschamps Falcón Ángel Rafael  ASISTENCIA
50 Díaz García José Antonio  ASISTENCIA
51 Díaz Garibay Felipe  ASISTENCIA
52 Díaz Gordillo Martha Cecilia  ASISTENCIA
53 Díaz Mena Joaquín Jesús  ASISTENCIA
54 Díaz de León Torres Leticia  ASISTENCIA
55 Domínguez Servién Francisco  ASISTENCIA
56 Duck Núñez Edgar Mauricio  ASISTENCIA
57 Enríquez Flores Armando  ASISTENCIA
58 Enríquez Martínez Luis Rodolfo  ASISTENCIA
59 Escaroz Soler Gerardo Antonio  ASISTENCIA
60 Escobar Jardinez Adolfo  ASISTENCIA
61 Espinosa Piña José Luis  ASISTENCIA
62 Félix Holguín Armando Jesús  ASISTENCIA
63 Felton González Carlos Eduardo  ASISTENCIA
64 Fernández Cabrera Adrián  ASISTENCIA
65 Figueroa Ortega David  ASISTENCIA
66 Flores Domínguez Emilio Ramón Ramiro  ASISTENCIA
67 Flores Grande Arturo  ASISTENCIA
68 Flores Morfín Jesús Vicente  ASISTENCIA
69 Fraile García Francisco Antonio  ASISTENCIA
70 Franco Cazarez Ricardo  ASISTENCIA
71 Fuentes Ortíz José Guillermo  ASISTENCIA
72 García González Carlos Alberto  ASISTENCIA
73 García Müller Martha Margarita  ASISTENCIA
74 García Reyes Ángel Humberto  ASISTENCIA
75 García Reyes Beatriz Eugenia  ASISTENCIA
76 García Vivián Raúl  ASISTENCIA
77 Garmendia Hernández Yolanda Mercedes  CÉDULA
78 Gómez Leyva Silvio  ASISTENCIA
79 González Betancourt Jorge Justiniano  ASISTENCIA
80 González Martínez María Gabriela  CÉDULA
81 González Morán Martín Oscar  ASISTENCIA
82 González Roaro Benjamín Ernesto  INASISTENCIA
83 González Ruiz Felipe  ASISTENCIA
84 González Sánchez Ma. Dolores  ASISTENCIA
85 Gudiño Ortíz Francisco Javier  ASISTENCIA
86 Guerrero Torres José Gildardo  ASISTENCIA
87 Gutiérrez Lagunes María Victoria  ASISTENCIA
88 Hernández Núñez Elia  ASISTENCIA
89 Hurtado Pérez Nelly Asunción  ASISTENCIA
90 Iragorri Durán Enrique  ASISTENCIA
91 Jiménez del Castillo Ma. de los Ángeles  ASISTENCIA
92 Jiménez Ramos María Esther  ASISTENCIA
93 Joaquín Coldwell Addy Cecilia  INASISTENCIA
94 Lagunes Viveros Violeta del Pilar  ASISTENCIA
95 Landero Gutiérrez Alejandro  ASISTENCIA
96 Landeros González Ramón  ASISTENCIA
97 Lara Compeán David  ASISTENCIA
98 Larios Córdova Héctor  PERMISO

MESA DIRECTIVA
99 Laviada Hernández Iñigo Antonio  ASISTENCIA
100 Lemus Muñoz Ledo Ramón Ignacio  ASISTENCIA
101 Leura González Agustín  ASISTENCIA
102 Lezama Aradillas René  ASISTENCIA
103 Limas Frescas María Soledad  ASISTENCIA

104 Lizaola de la Torre Alonso Manuel  INASISTENCIA
105 López Cisneros José Martín  ASISTENCIA
106 López Reyna Omeheira  ASISTENCIA
107 López Silva Rubí Laura  ASISTENCIA
108 Ludlow Kuri Lorenzo Daniel  ASISTENCIA
109 Lujano Nicolás Christian Martín  ASISTENCIA
110 Maawad Robert Luis Xavier  ASISTENCIA
111 Macías Zambrano Gustavo  ASISTENCIA
112 Madrazo Limón Carlos  PERMISO

MESA DIRECTIVA
113 Magallón Arceo Leonardo Melesio de J.  ASISTENCIA
114 Malagón Ríos Martín  ASISTENCIA
115 Maldonado González David  ASISTENCIA
116 Manuell-Gómez Angulo Dolores De María  ASISTENCIA
117 Martínez Díaz María de Jesús  ASISTENCIA
118 Martínez Valero Dora Alicia  INASISTENCIA
119 Medellín Varela Antonio  ASISTENCIA
120 Medina Macias Alma Hilda  ASISTENCIA
121 Medina Rodríguez Delber  ASISTENCIA
122 Medina Rodríguez Lizbeth Evelia  ASISTENCIA
123 Mejía García Luis Alonso  ASISTENCIA
124 Méndez Meneses Apolonio  ASISTENCIA
125 Mendoza Morales Lucía Susana  ASISTENCIA
126 Minjares Jiménez José Manuel  ASISTENCIA
127 Mohamar Dainitin Oscar Miguel  ASISTENCIA
128 Mollinedo Hernández Agustín  ASISTENCIA
129 Monraz Ibarra Miguel Ángel  ASISTENCIA
130 Montes Sánchez Fabián Fernando  ASISTENCIA
131 Mora Cuevas Marisol  ASISTENCIA
132 Morales Ramos José Nicolás  ASISTENCIA
133 Morelos Borja María Esperanza  ASISTENCIA
134 Moreno Álvarez Mario Eduardo  ASISTENCIA
135 Morgan Franco Rocío del Carmen  ASISTENCIA
136 Muñoz Serrano José Antonio  ASISTENCIA
137 Murillo Flores Francisco Javier  ASISTENCIA
138 Murillo Torres José Luis  ASISTENCIA
139 Navarro Sugich Carlos Alberto  ASISTENCIA
140 Nordhausen González Jorge Rubén  ASISTENCIA
141 Noriega Blanco Vigil María Elena   ASISTENCIA
142 Ochoa López Nabor  ASISTENCIA
143 Olvera Higuera Edgar Armando  CÉDULA
144 Ortega Martínez Ma. del Pilar  ASISTENCIA
145 Ortíz Hernández Eduardo  ASISTENCIA
146 Oviedo Oviedo Ernesto  ASISTENCIA
147 Padilla Orozco Raúl Alejandro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
148 Palafox Núñez José Inés  INASISTENCIA
149 Paredes Rodríguez Francisco Javier  ASISTENCIA
150 Parra Jiménez Dolores María del Carmen  ASISTENCIA
151 Parra Noriega Luis Gustavo  ASISTENCIA
152 Pérez Cuéllar Cruz  ASISTENCIA
153 Peyrot Solís Marco Antonio  ASISTENCIA
154 Plascencia Alonso Francisco Javier  ASISTENCIA
155 Priego Tapia Gerardo  ASISTENCIA
156 Pulido Pecero Pedro  ASISTENCIA
157 Quintero Bello Jorge  ASISTENCIA
158 Ramírez Barba Ector Jaime  ASISTENCIA
159 Ramírez Pech Edgar Martín  ASISTENCIA
160 Ramírez Villarreal Gustavo  ASISTENCIA
161 Ramos Covarrubias Héctor Manuel  ASISTENCIA
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162 Reyes López Carlos Armando  ASISTENCIA
163 Rincón Vargas Mirna Cecilia  ASISTENCIA
164 Rivera Rivera José Guadalupe  ASISTENCIA
165 Rivero Rivero Rolando  CÉDULA
166 Rodríguez Ahumada Luis Fernando  ASISTENCIA
167 Rodríguez Jiménez Ricardo  ASISTENCIA
168 Rodríguez Prats Juan José  ASISTENCIA
169 Rodríguez Uresti Enrique  ASISTENCIA
170 Rodríguez Vizcarra Velázquez Adriana  ASISTENCIA
171 Rojas Hernández Laura Angélica  ASISTENCIA
172 Román Isidoro Demetrio  ASISTENCIA
173 Romo Jiménez Martha Angélica  ASISTENCIA
174 Rubio Chávez José Ignacio Alberto  ASISTENCIA
175 Rueda Gómez Francisco  ASISTENCIA
176 Ruiz Velasco de Lira Ernesto  ASISTENCIA
177 Salas Contreras Marcos  ASISTENCIA
178 Salazar Madera Mario Alberto  ASISTENCIA
179 Salum del Palacio Jorge Alejandro  ASISTENCIA
180 Sánchez Díaz de Rivera Antonio  ASISTENCIA
181 Sánchez Domínguez Alejandro  ASISTENCIA
182 Sánchez Gil Carlos René  ASISTENCIA
183 Sánchez Juárez Claudia  ASISTENCIA
184 Sánchez Trujillo José Víctor  INASISTENCIA
185 Sandoval Munguia Juan Manuel  INASISTENCIA
186 Serrato Castell Luis Gerardo  ASISTENCIA
187 Shej Guzmán Sara  ASISTENCIA
188 Solano Muñoz José de Jesús  INASISTENCIA
189 Stefanonni Mazzocco Martín  ASISTENCIA
190 Tamayo Herrera Yadhira Yvette  ASISTENCIA
191 Torres Gómez Artemio  ASISTENCIA
192 Torres Herrera Víctor Manuel  ASISTENCIA
193 Torres Torres Carlos Alberto  ASISTENCIA
194 Valenzuela García María Gloria Guadalupe  ASISTENCIA
195 Valladolid Rodríguez Antonio  ASISTENCIA
196 Vasconcelos Rueda Antonio  ASISTENCIA
197 Vázquez Martínez Alberto  ASISTENCIA
198 Vega Corona Antonio  ASISTENCIA
199 Velázquez Gutiérrez José Guillermo  ASISTENCIA
200 Verástegui Ostos César Augusto  ASISTENCIA
201 Verdín Saldaña Jaime  ASISTENCIA
202 Victoria Alva Juan  ASISTENCIA
203 Vieyra Olivares Adriana Rebeca  ASISTENCIA
204 Villanueva Arjona Juan Manuel  ASISTENCIA
205 Zambrano Elizondo Javier Martín  INASISTENCIA
206 Zermeño Infante Jorge  ASISTENCIA

Asistencias: 181
Asistencias por cédula: 8
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 5
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 12
Total diputados: 206

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Aguirre Alcaide Victor  ASISTENCIA
2 Alavez Ruiz Aleida  ASISTENCIA
3 Almazán González José Antonio  ASISTENCIA
4 Almonte Borja Ramón  ASISTENCIA
5 Alonso Flores Lourdes  ASISTENCIA
6 Alonso Razo Humberto Wilfrido  ASISTENCIA
7 Altamirano Toledo Carlos  ASISTENCIA
8 Alva Olvera Maribel Luisa  ASISTENCIA
9 Álvarez Ramón Silbestre  ASISTENCIA
10 Amaro Corona Alberto  CÉDULA
11 Aragón Castillo Irene  ASISTENCIA
12 Arellano Pulido Miguel Ángel  ASISTENCIA
13 Arreola Calderón Juan Dario  ASISTENCIA
14 Barreiro Pérez Armando  ASISTENCIA
15 Batres Guadarrama Valentina Valia  CÉDULA
16 Bautista Bravo Alliet Mariana  ASISTENCIA
17 Bravo Padilla Itzcóatl Tonatiuh  ASISTENCIA
18 Brito González Modesto  ASISTENCIA
19 Calzada Vázquez Francisco Javier  ASISTENCIA
20 Campos Aburto Amador  ASISTENCIA
21 Cárdenas Hernández Raymundo  CÉDULA
22 Cervantes Rodríguez Aurora  ASISTENCIA
23 Chávez García Higinio  ASISTENCIA
24 Condado Escamilla Cuitlahuac  CÉDULA
25 Contreras Julián Maricela  ASISTENCIA
26 Cruz Santiago Claudia Lilia  ASISTENCIA
27 Cuevas Córdova Othón  ASISTENCIA
28 Dagdug Lützow Moisés Félix  CÉDULA
29 De la Rosa García Juan Hugo  ASISTENCIA
30 De los Santos Molina Joaquín Conrado  ASISTENCIA
31 Dehesa Mora Daniel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
32 Del Toro Mario Enrique  ASISTENCIA
33 Díaz Contreras Adriana  PERMISO

MESA DIRECTIVA
34 Escandón Cadenas Rutilio Cruz  ASISTENCIA
35 Espejel Lazcano Jaime  ASISTENCIA
36 Fernández Balboa Mónica  CÉDULA
37 Flores Maldonado César  ASISTENCIA
38 Flores Salazar Guadalupe Socorro  ASISTENCIA
39 Franco Melgarejo Rafael  ASISTENCIA
40 Gálvez Rodríguez Fernel Arturo  ASISTENCIA
41 García Rodríguez Víctor Hugo  INASISTENCIA
42 Garzón Contreras Neftalí  INASISTENCIA
43 González Garza Javier  CÉDULA
44 Guerra Ochoa Juan Nicasio  ASISTENCIA
45 Gutiérrez Calzadilla José Luis  ASISTENCIA
46 Hernández Gaytán Daisy Selene  ASISTENCIA
47 Hernández Hernández Sergio  ASISTENCIA
48 Hernández Manzanares Javier  ASISTENCIA
49 Hernández Silva Benjamín  ASISTENCIA
50 Ibarra Franquez Sonia Nohelia  ASISTENCIA
51 Jacques y Medina José  ASISTENCIA
52 Jiménez Valenzuela María Eugenia  ASISTENCIA
53 Landero López Pedro  ASISTENCIA
54 Lemarroy Martínez Juan Darío  ASISTENCIA
55 Leyva Piñón Ana Yurixi  ASISTENCIA
56 Lizárraga Peraza Víctor Manuel  ASISTENCIA
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57 López Barriga Erick  ASISTENCIA
58 López Becerra Santiago  ASISTENCIA
59 López Rojas Alberto  ASISTENCIA
60 López Torres Ma. Soledad  ASISTENCIA
61 Lozano Lozano Andrés  ASISTENCIA
62 Luna Munguía Alma Lilia  ASISTENCIA
63 Márquez Madrid Camerino Eleazar  ASISTENCIA
64 Márquez Tinoco Francisco  ASISTENCIA
65 Martínez Hernández Alejandro  ASISTENCIA
66 Martínez Martínez Carlos Roberto  ASISTENCIA
67 Martínez Martínez Francisco  ASISTENCIA
68 Martínez Padilla Hugo Eduardo  ASISTENCIA
69 Martínez Vargas Octavio  ASISTENCIA
70 Matías Alonso Marcos  ASISTENCIA
71 Matus Toledo Holly  ASISTENCIA
72 Mayans Canabal Fernando Enrique  ASISTENCIA
73 Mendoza Arellano David  PERMISO

MESA DIRECTIVA
74 Mendoza Flores Roberto  ASISTENCIA
75 Mendoza Maldonado Fausto Fluvio  ASISTENCIA
76 Mendoza Mendoza Irineo  ASISTENCIA
77 Monreal Ávila Susana  INASISTENCIA
78 Montalvo Rojas Victorio Rubén  ASISTENCIA
79 Morales Sánchez Efraín  ASISTENCIA
80 Morales Vázquez Carlos Orsoe  ASISTENCIA
81 Narcía Álvarez Héctor  ASISTENCIA
82 Navarro López Carlos Ernesto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
83 Navarro Quintero Miguel Ángel  ASISTENCIA
84 Ojeda Hernández Concepción  ASISTENCIA
85 Oliva Fragoso Silvia  ASISTENCIA
86 Orcí Martínez Juan Adolfo  ASISTENCIA
87 Ortega Martínez Antonio  ASISTENCIA
88 Ortiz Magallón Rosario Ignacia  ASISTENCIA
89 Pacheco LLanes Ramón Félix  ASISTENCIA
90 Pedraza Chávez Isidro  ASISTENCIA
91 Pedrozo Castillo Adrián  CÉDULA
92 Peña Sánchez Miguel Ángel  ASISTENCIA
93 Pérez Cruz Raciel  ASISTENCIA
94 Pulido Santiago Celso David  ASISTENCIA
95 Ramos Becerril Rafael Plácido  CÉDULA
96 Ramos Castellanos Martín  ASISTENCIA
97 Rasgado Corsi Gloria  ASISTENCIA
98 Ríos Gamboa Raúl  ASISTENCIA
99 Romero Gutiérrez Odilón  ASISTENCIA
100 Ruíz Sánchez Salvador  ASISTENCIA
101 Saavedra Coronel José Antonio  ASISTENCIA
102 San Martín Hernández Juan Manuel  ASISTENCIA
103 Sánchez Barrios Carlos  ASISTENCIA
104 Sánchez Cabrales Rafael Elías  ASISTENCIA
105 Sánchez Camacho Alejandro  ASISTENCIA
106 Sánchez Camacho David  ASISTENCIA
107 Sánchez Jiménez V. Luis  ASISTENCIA
108 Sánchez Ramos Francisco  ASISTENCIA
109 Sandoval Ramírez Cuauhtémoc  ASISTENCIA
110 Santos Arreola Francisco Javier  CÉDULA
111 Solares Chávez Miguel Ángel  ASISTENCIA
112 Soriano Sánchez Rosa Elva  ASISTENCIA
113 Soto Ramos Faustino  ASISTENCIA
114 Soto Sánchez Antonio  ASISTENCIA

115 Suárez del Real y Aguilera José Alfonso  ASISTENCIA
116 Torres Baltazar María Elena  CÉDULA
117 Torres García Daniel  ASISTENCIA
118 Trejo Pérez Pablo  ASISTENCIA
119 Ulloa Pérez Emilio  ASISTENCIA
120 Vallejo Estevez Mario  ASISTENCIA
121 Varela López Víctor Gabriel  ASISTENCIA
122 Velázquez Aguirre Jesús Evodio  ASISTENCIA
123 Villanueva Albarrán Gerardo  ASISTENCIA
124 Villicaña García Rafael  ASISTENCIA
125 Zavaleta Salgado Ruth  ASISTENCIA
126 Zazueta Aguilar Jesús Humberto  CÉDULA
127 Zepeda Hernández Martín  CÉDULA

Asistencias: 107
Asistencias por cédula: 13
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 4
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 3
Total diputados: 127

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abramo Masso Yerico  ASISTENCIA
2 Aguilar Diego  INASISTENCIA
3 Aguilar Solís Samuel  INASISTENCIA
4 Aispuro Torres José Rosas  ASISTENCIA
5 Alcántara Núñez Jesús Sergio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
6 Aldana Prieto Luis Ricardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Amador Gaxiola Daniel  ASISTENCIA
8 Amador Leal Narcizo Alberto  ASISTENCIA
9 Ayala Almeida Joel  CÉDULA
10 Badillo Martínez Roberto  ASISTENCIA
11 Barajas Del Toro Salvador  ASISTENCIA
12 Barajas López Ramón  ASISTENCIA
13 Barba Hernández Alfredo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
14 Beltrán Montes Israel  ASISTENCIA
15 Benítez Ojeda Luis Enrique  ASISTENCIA
16 Bernal Gutiérrez Andrés Marco Antonio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
17 Biebrich Torres Carlos Armando  INASISTENCIA
18 Blanco Pajón José Luis  ASISTENCIA
19 Caballero Camargo Gustavo Fernando  ASISTENCIA
20 Camacho Quiroz César Octavio  CÉDULA
21 Canavati Tafich Jesús Ricardo  ASISTENCIA
22 Carballo Bustamante Andrés  ASISTENCIA
23 Cárdenas Del Avellano Enrique  ASISTENCIA
24 Cárdenas Monroy Oscar Gustavo  ASISTENCIA
25 Cervantes Andrade Raúl  INASISTENCIA
26 Chaurand Arzate Carlos  ASISTENCIA
27 Colín Guadarrama María Mercedes  ASISTENCIA
28 Cordero Alfonzo Arnulfo Elías  ASISTENCIA
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29 Díaz Athié Antonio de Jesús  ASISTENCIA
30 Díaz Solorzano Elmar Darinel  ASISTENCIA
31 Domínguez Domínguez Nemesio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
32 Duarte Jáquez César Horacio  ASISTENCIA
33 Escajeda Jiménez José Rubén  ASISTENCIA
34 Escalante Jasso Aracely  ASISTENCIA
35 Espinosa Abuxapqui Eduardo Elías  ASISTENCIA
36 Estefan Chidiac Charbel Jorge  ASISTENCIA
37 Flores Sandoval Patricio  ASISTENCIA
38 Fuentes Téllez Octavio  ASISTENCIA
39 Gamboa Patrón Emilio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
40 Garza Garza Horacio Emigdio  ASISTENCIA
41 Gebhardt Garduza Yary del Carmen  ASISTENCIA
42 Gloria Requena Tomás  PERMISO

MESA DIRECTIVA
43 Gómez Lugo Elda  ASISTENCIA
44 González Calderón Martha Hilda  ASISTENCIA
45 González García Sergio  ASISTENCIA
46 González Salum Miguel Ángel  ASISTENCIA
47 González Zarur Mariano  PERMISO

MESA DIRECTIVA
48 Guerrero García Javier  ASISTENCIA
49 Guerrero Juárez Joel  ASISTENCIA
50 Herrera Ale Juana Leticia  ASISTENCIA
51 Herrera Coyac Wenceslao  ASISTENCIA
52 Izquierdo Bustamante Alfonso Rolando  ASISTENCIA
53 Lagunes Gallina Gerardo  ASISTENCIA
54 Lescieur Talavera Jorge Mario  ASISTENCIA
55 Madrid Tovilla Arely  ASISTENCIA
56 Martínez Rocha Arturo  ASISTENCIA
57 Martínez Rodríguez Lorena  ASISTENCIA
58 Medina De la Cruz Rodrigo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
59 Méndez Lanz Víctor Manuel  ASISTENCIA
60 Mendívil Amparán Gustavo Ildefonso  ASISTENCIA
61 Mendoza Cortés Mario  ASISTENCIA
62 Merodio Reza Lilia Guadalupe  ASISTENCIA
63 Moctezuma Pereda Fernando Quetzalcoatl  ASISTENCIA
64 Montalvo Gómez Pedro  ASISTENCIA
65 Morales García Elizabeth  CÉDULA
66 Mota Hernández Adolfo  ASISTENCIA
67 Muñoz Serna Rogelio  ASISTENCIA
68 Murat José  PERMISO

MESA DIRECTIVA
69 Ochoa González Arnoldo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
70 Ojeda Camacho Gilberto  ASISTENCIA
71 Olivares Monterrubio Alejandro  ASISTENCIA
72 Olivares Ventura Héctor Hugo  ASISTENCIA
73 Ordaz Jiménez Ismael  INASISTENCIA
74 Orihuela Bárcenas José Ascención  INASISTENCIA
75 Orihuela Trejo José Amado  ASISTENCIA
76 Ortiz Del Carpio Víctor  ASISTENCIA
77 Ortiz Proal Mauricio  ASISTENCIA
78 Padilla Gutiérrez Héctor  CÉDULA
79 Pagés Llergo Rebollar María Beatriz  PERMISO

MESA DIRECTIVA
80 Palma César Víctor Samuel  ASISTENCIA

81 Parás González Juan Manuel  ASISTENCIA
82 Patrón Montalvo Jesús Manuel  ASISTENCIA
83 Peñuelas Acuña Mayra Gisela  ASISTENCIA
84 Pérez Valdés Daniel  ASISTENCIA
85 Pinete Vargas María del Carmen  ASISTENCIA
86 Quiñones Canales Lourdes  PERMISO

MESA DIRECTIVA
87 Ramírez Martínez José Edmundo  ASISTENCIA
88 Ramírez Stabros Jesús  ASISTENCIA
89 Reyna García José Jesús  PERMISO

MESA DIRECTIVA
90 Ríos Camarena Alfredo Adolfo  ASISTENCIA
91 Rivera Bedoya Juan Francisco  ASISTENCIA
92 Rodríguez Ramírez Bertha Yolanda  ASISTENCIA
93 Rojas Gutiérrez Carlos  ASISTENCIA
94 Ruíz Chávez Sara Latife  ASISTENCIA
95 Salas López Ramón  ASISTENCIA
96 Sánchez Hernández Eduardo  ASISTENCIA
97 Sandoval Paredes Sergio  ASISTENCIA
98 Serrano Escobar Enrique  ASISTENCIA
99 Sosa Castelán Gerardo  ASISTENCIA
100 Toledo Luis Jorge  PERMISO

MESA DIRECTIVA
101 Vargas Landeros Gerardo Octavio  ASISTENCIA
102 Vega Ortíz María Oralia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
103 Velasco Pérez Juan Carlos  INASISTENCIA
104 Villa Villa Isael  CÉDULA
105 Villanueva Abraján Patricia  ASISTENCIA
106 Zatarain González Carlos Ernesto  ASISTENCIA

Asistencias: 78
Asistencias por cédula: 5
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 16
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 7
Total diputados: 106

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Arévalo González José Antonio  ASISTENCIA
2 Castellanos Cortés Sara Isabel  INASISTENCIA
3 Chozas y Chozas Olga Patricia  INASISTENCIA
4 Cobo Terrazas Diego  ASISTENCIA
5 Elizondo Garrido Francisco  CÉDULA
6 Estrada González Faustino Javier  ASISTENCIA
7 García Noriega Ma. Guadalupe Josefina  ASISTENCIA
8 González Macías Jesús  ASISTENCIA
9 González Martínez Jorge Emilio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Larregui Nagel Erika  ASISTENCIA
11 Lavara Mejía Gloria  PERMISO

MESA DIRECTIVA
12 López Adame Antonio Xavier  ASISTENCIA
13 López Ramírez Sergio Augusto  ASISTENCIA
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14 Notholt Guerrero Alan  PERMISO
MESA DIRECTIVA

15 Portilla Dieguez Manuel Salvador  ASISTENCIA
16 Puente Salas Carlos Alberto  INASISTENCIA
17 Velasco Rodríguez Verónica  ASISTENCIA

Asistencias: 10
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 3
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 3
Total diputados: 17

CONVERGENCIA

1 Abad De Jesús Juan  ASISTENCIA
2 Aguilera Rico José Luis  ASISTENCIA
3 Cárdenas Márquez Elías  ASISTENCIA
4 Castillo Romero Patricia Obdulia de Jesús  ASISTENCIA
5 Chanona Burguete Alejandro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
6 Del Río Virgen José Manuel  ASISTENCIA
7 Esteva Salinas Alberto  ASISTENCIA
8 Godoy Cárdenas Jorge  ASISTENCIA
9 López Lena Cruz Humberto  ASISTENCIA
10 Salvatori Bronca María del Carmen  CÉDULA
11 Samperio Montaño Juan Ignacio  ASISTENCIA
12 Sansores San Román Layda Elena  ASISTENCIA
13 Tagle Martínez Martha Angélica  ASISTENCIA
14 Uscanga Cruz Robinson  ASISTENCIA
15 Valdés Chávez Ramón  ASISTENCIA
16 Varela Lagunas Tomás José Luis  ASISTENCIA
17 Velasco Oliva Jesús Cuauhtémoc  ASISTENCIA

Asistencias: 15
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 17

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Jiménez Rubén  ASISTENCIA
2 Arreola Ortega Pablo Leopoldo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
3 Cantú Garza Ricardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Cervantes Rivera Jaime  ASISTENCIA
5 Garay Ulloa Silvano  ASISTENCIA
6 Herrera Solís Anuario Luis  ASISTENCIA
7 Maciel Ortiz Ma. Mercedes  ASISTENCIA

8 Pedro Cortés Santiago Gustavo  ASISTENCIA
9 Peregrino García Abundio  ASISTENCIA
10 Romero Guzmán Rosa Elia  ASISTENCIA
11 Solís Parga Rodolfo  ASISTENCIA
12 Vela González Joaquín Humberto  ASISTENCIA

Asistencias: 10
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 12

NUEVA ALIANZA

1 Arriola G. Mónica T.  CÉDULA
2 Cárdenas Fonseca Manuel  ASISTENCIA
3 Castillo Nájera Ariel  ASISTENCIA
4 Dávila Esquivel Humberto  ASISTENCIA
5 Gómez Pasillas Jacinto  ASISTENCIA
6 Jiménez Godínez Miguel Ángel  ASISTENCIA
7 Luna Becerril Blanca  ASISTENCIA
8 Luna Rodríguez Silvia  ASISTENCIA
9 Piñeyro Arias Irma  INASISTENCIA

Asistencias: 7
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 1
Total diputados: 9

ALTERNATIVA

1 Arvizu Rivas Aida Marina  PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Conde Rodríguez Elsa de Guadalupe  ASISTENCIA
3 De la Torre Jaramillo Eduardo Sergio  ASISTENCIA
4 García Méndez Armando  ASISTENCIA
5 Hernández Valadés Delio  ASISTENCIA

Asistencias: 4
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 5
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Castellanos Hernández Félix  ASISTENCIA

Asistencias: 1
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 1
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SECRETARÍA GENERAL
REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado
1 Acosta Dávila Constantino
2 Berber Martínez Antonio
3 Carrasco Altamirano Diódoro Humberto
4 González Roaro Benjamín Ernesto
5 Joaquín Coldwell Addy Cecilia
6 Lizaola de la Torre Alonso Manuel
7 Martínez Valero Dora Alicia
8 Palafox Núñez José Inés
9 Sánchez Trujillo José Víctor
10 Sandoval Munguia Juan Manuel
11 Solano Muñoz José de Jesús
12 Zambrano Elizondo Javier Martín

Faltas por grupo 12

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado
1 García Rodríguez Víctor Hugo
2 Garzón Contreras Neftalí
3 Monreal Ávila Susana

Faltas por grupo 3

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado
1 Aguilar Diego
2 Aguilar Solís Samuel
3 Biebrich Torres Carlos Armando
4 Cervantes Andrade Raúl
5 Ordaz Jiménez Ismael
6 Orihuela Bárcenas José Ascención
7 Velasco Pérez Juan Carlos

Faltas por grupo 7

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado
1 Castellanos Cortés Sara Isabel
2 Chozas y Chozas Olga Patricia
3 Puente Salas Carlos Alberto

Faltas por grupo 3

NUEVA ALIANZA

Diputado
1 Piñeyro Arias Irma

Faltas por grupo 1


